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Prefacio 

Bajo el título PANORAMA DE LA LEGI SLACIÓN DEL TRABAJO , . 

.~e entrega a las prensas un material inicialmente concebido con 
un fin menos ambicioso. Se trata, en efecto, de resúmenes pre­
parados según las notas utilizadas para las disertaciones del 
primer ciclo de capacitación de dirigentes sindicales, organiza­
do por la Federación Uruguaya de Empleados de Comercio 
e Industria. 

El enorme volumen de afiliados de la institución organi­
zadora, ha obligado a recurrir a la edición bajo forma de libro 
de dichos resúmenes que, en un primer momento, se supuso 
que se copiarían mimeográficamente, y han aparecido, parcial­
mente, en el periódico F.u.E.c.r. 

Estas aclaraciones, no tienen la simple intención de con­
citar la benevolencia del lector, sino de situarlo con exactitud 
ante el presente trabajo, que debe ser considerado sólo como 
una obra de vulgarización, en sentido estricto, de las principa­
les disposiciones y conceptos del derecho laboral positivo uru­
guayo. El título adoptado refuerza, _por otra parte, la idea co­
rrecta sobre su verdadero contenido. 

El plan de la obra se ajusta, como es lógico, al plan de las 
conversaciones del ciclo, y si se recuerda el sentido de éste, se 
comprenderá inmediatamente el porqué de algunas omisiones. 
J..'n particular, queda así explicada la omisión de todas las dis­
posiciones de aplicación exclusiva a un gremio, con excepción 
de los empleados del comercio. 

En esta nueva edición, sin embargo, se han introducido 
1·ejerencias bibliográficas y notas complementarias, que pue­
den servir de guía al que quiera prof7.mdizar los temas t1·ata­
dos. Estas notas, figuran al pie de las páginas, mientras que 
los textos legales que, bajo forma de repartidos, se utilizaron 
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¡en cada eonversacwn, se transcriben como apéndice de los res­
pectivos capítulos. Se persigue de este modo facilitar la lectu­
ra y aumentar la utilidad de la obra, sin destruír su unidad, ni 
~<:u propósito primordial. 

También se ha incorporado a este volumen un ensayo de 
bibliografía nacional del derecho laboral. En esta bibliografía 
no se incluye la totalidad de los artículos publicados, pero las 
exclusiones obedecen principalmente a un criteTio selectivo 
que se orienta a descartar el material que ha perdido actuali­
.dad o interés. 

H. H. B. 

Montevideo, agosto de 1953. 

·. 

Introducción 

SUMARIO: 

1 ) Las nuevas ta1·eas sindicales; 2) La fm·mación del 
m i litante sindical; 3) La ca,-rera sindical y los cursos 
d.e capacitación; 4) Condiciones de los cursos de capa­
citación; 5) Métodos y p1·ogramas; 6) Aclaraciones 

finales . 

l. Una de las tendencias cada vez más acentuadas en el 
mundo moderno, se traduce en el proceso de democratización 
de las empresas y de las relaciones profesionales. 

Es así que surgen los consejos de empresa, los delegados 
-del personal y los consejos de disciplina, de producción, etc., 
·COn func.iones siempre más amplias, incluso en organización y 
en dirección ( 1 ) . 

Por otra parte, en muchas materias, como la administra­
-Ción de las obras sociales, distribución del trabajo, reglament a­
ción colectiva de sus condiciones, seguridad industrial, seguri­
dad social, etc., la participación de los trabajadores es conside­
rada fStrictamente necesaria para el logro de resultados 
útiles (2). 

·Todo ello, supone un constante crecimiento de las oportu­
nidades en que el dirigente sindical es llamado a desempeñar 
tareas de extraordinaria responsabilidad y que le reclaman, 

1 
t 

( l) BERTHELOT, M ., Los Consejos de empresa en Alemania. Madrid, 1928: 
BARASSI, TI Diritto del lavoro, T. l, pág. 261; DURAND, Traité, T . l. ~ 374 y sigs.; 
GJANTURCo, La participazione dei l avoratori, Roma, 1 946; JAMES, E ., Les comités 
d'entrepri.ses, Paris, 1945; l. S. E. A .. La participation des salariés aux respon­
sabilites et aux résulta ts de l 'oeuvre de production, Cahiers, Séri e B, (hors­
!iérie), París, 1945-1946; LEGER, La démocratie industrielle en Suéde, París, 1950; 
II<IAGNlER, La participation du personnel, París, 1946; MAGRI, Controllo ope7"aio 
e <>onsigli d'azienda, Milán, 1947; Bayart, Ph., Comités d'entreprises, París. 
1946; Lassegue, La réforme de J'entreprise, París, 1948; Nigra, Democrazia nell ' 
azienda, Roma, 1946; L'HoMME, J., Los comités de empresa en Francia, e n rev. 
'·La Ley", de Buenos Aires, T. 45, pág. 869. 

( 2 ) JAMES, E., op. cit ., ·pág. 50. 
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no sólo voluntad, desinterés y lealtad profesional, sino asimis­
mo, la posesión de un mínimo de conocimientos técnicos, en 
pnntos de Legislación y de organización. 

En el Uruguay, aún cuando el proceso de participación de 
los trabajadores en la dirección y responsabilidad de las insti­
tuciones económicas y sociales, dista mucho de alcanzar el de­
sarrollo de otras naciones, no puede desconocerse la importan­
cia de su realidad actual ( 3) . 

2. Planteado en estos términos el problema de ·la estruc­
turación del régimen de trabajo en la sociedad moderna, deriva 
hacia la formación del militante sindical. 

El punto es, en sí mismo, especialmente complejo, no so­
lamente en nuestro país, sino en el mundo enteró. Así, apenas 
terminado el último gran conflicto bélico, uno de los Secreta­
rios de la Confederación General del Trabajo de Francia, .M. 
FRANCHON expresaba: "Hay muchos problemas de organización 
que es preciso resolver inmediatamente. Es forzoso comt)re~­
der que el campo de actividad de los Sindicatos, se ha amplra.:. 
do de manera muy particular, pues deben proporcionar · dece­
nas de miles de delegados a los comités de empresa, de admi­
nistradores de las Cajas de Seguridad Social, de representan­
tes ante diversas comisiones, que van, desde la organización· 
del aprendizaje hasta la administración de las grandes indus­
trias y de los bancos nacionalizados". Y concluía, "no cuesta 
mucho admitir la necesidad de formar nn enorme número de 
dirigentes". 

¿Pero, cómo formar estos dirigentes? 

Se sabe que una de las tareas que tanto las instituciones · 
oficiales de enseñanza de los Estados democráticos, como los 
propios sindicatos, emprendieron con más entusiasmo fué la 
de ampliar al máximo el radio de acción de la escuela prima­
ria e incluso de la sécundaria, por el establecimiento de cursos 
no~turnos, por la gratuidad de los servicios, etc. También las 
Uniy~'rs~dades a través de lo que comunmente se llama la ex­
tensión universitaria, procura elevar el njvel medio de l3. po­
b~~~i~n, y por consiguiente de los obreros y empleados. 

(3) EARBACELATA, H . H., El Reg!amen!o de ttUler, pág. 15:>: Montevideo, 1951 
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Pero, para la formación de dirigentes capaces de cumplir 
las tareas que hoy se les reclama, tales esfuerzos no bastan. 
Las nuevas formas de participación obrera plantean problemas, 
a cuya solución contribuirán más fácilmente los trabajadores 
cuando más elevada sea su formación o cultura general, pero 
que requieren una mayor especialización. 

Es pues necesario que, en forma paralela a la elevación del 
nivel cultural medio, se persiga la formación técnica de los di­
rigentes sindicales. 

3. Durante mucho tiempo se ha creído, y aún actualmen­
te son muchos los que sostienen, que la formación del ~irigen­
te sindical es un problema que sólo la práctica puede resolver. 
Es decir, que el dirigente obrero debe formarse, y sólo puede 
for~arse, en el cumplimiento de sus tareas, por la promoción 
dentro del propio sindicato. 

Tal afirmación, ha sido sin embargo refutada, con buenas 
razones. En efecto, si es exacto que la carrera sindical consigue· 
producir dirigentes capacitados, ello no puede llevarnos a afir­
mar que ese sea el único método posible para el logro de tal 
finalidad. Por otra parte, ese método en sí mismo, es pasible 
de observaciones de diversa índole. 

En primer término: no es seguro que la carrera sindical 
capacite directamente para el cumplimiento de las tareas del 
dirigente, ya que por lo general, esa capacitación tropiez~ con 
dificultades que una fcrmación disciplinada, y conforme a .w1 
plan, hubiera ahorrado. Además, no es tampoco seguro que el 
dirigente obrero llegue por la simple carrera sindical a alcan­
zar la preparación suficiente en materias estrictamente técni­
cas, como las ya aludidas y que se cuentan entre los cometidos 
actuales del movimiento sindical. 

En segundo término pesan consideraciones de orden prác­
tico. La formación exclusiva por la carrera sindical, es en el 
fondo más larga y costosa que la formación hecha por cursos, 
o más disciplinada, y permite disponer de un escaso número 
de militantes sindicales, en extremo inferior al que las necesi­
dades de la hora exige. 

Ese cúmulo de razones y algunas otras qué también pne:.. 
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den darse, ha llevado en casi todos los países a los propios sin­
dicatos a pensar en la necesidad de establecer cursos de espe­
cialización, destinados a l a formación de dirigentes sindicales, 
e incluso a otros trabajadores sociales. 

Ello, desde luego, no significa la supre~ión de la formación 
sindical directa que será siempre necesaria y a través de la 
cual probarán los dirigentes, o futuros dirigentes, no sólo su 
competencia técnica, sino su principis~o, su devoción y su ca­
pacidad de trabajo. 

4 . Reconocida la necesidad de esas formas de enseñanza 
profesional, complementarias del aprendizaje de la técnica 
gremial, importa resolver de que manera ha de prestarse di­
cha enseñanza. 

De antemano debe excluirse la llamada formación magis­
tral de mera erudición, por cuanto el interés de estos cursos 

' 
no puede consistir nunca en proporcionar a los futuros dirigen-
tes sindicales un inútil barniz de cultura sindical. Es lo que ha 
expresado tan ajustadamente JEAN BRUHA'l', en un artículo so­
bre el particular, publicado en la Revue Franc;aise du Travail: 
"No se trata de crear cursos de oradores, y emporios de re­
petidores de conceptos .. N o, el movimiento obrero, ha adquirido 
una madurez suficiente, para que tales métodos no le conven­
gan. Se trata de ayudar a los militantes a cumplir su tarea en 
las mejores condiciones y a desempeñar con mayor eficacia el 
trabajo que les ha sido confiado por las asambleas estatutarias 
de los sindicatos". 

Esta aclaración he~ha, pueden seguirse dos ¡;aminos: o la 
realización de cursos teórico-prácticos de capacitación, o la 
formación de seminarios, o centros de ejercicios prácticos . 

5. Los cursos, que por otra parte ya funcionan con éxito 
en muchos países, se d ir igen a proporcionar, a través de leccio­
nes, matizadas de ejemplos y orientadas esencialmente ~ lo.:; 
problemas más importantes de la hora, una información ele­
m ental , pero suficiente, sobre los principales institutos del de­
recho obrero, sobre los temas más interesantes de la geografía 
económica , la sociología nacional , e incluso la estadística y la 
contabilidad. 
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Estas lecciones deben dictarse conforme a p r ogramas con­
feccionados, en vistas de la actividad profesional de que se tra­
te, procurando excluir todo lo que no sea r igu rosamente útil 
e imprescindible. 

En cuanto a la labor a través de t rabajos prácticos o se­
minarios, ella se cumple en la actualidad en varias naciones, 
bajo las formas de lectura comentada de textos vinculados con 
Jn cuestión sindical, establecimiento de una "revista de pren­
sa", del orden del día de una reunión de comisión o asamblea 
general, de la preparación y desarrollo de las mismas, redac­
ción de un manifiesto, o de un afiche, preparación de un diario 
sindical, establecimiento de un plan de t rabajo p ara un Comi­
té de empresa, de un presupuesto sindical, etc. 

Ambas orientaciones -cursos y seminarios,- no son con­
tradictorias, sino complementarias y hasta puede decirse .que, 
en ]a práctica, ni una ni otra, consideradas aisladamente, se­
rán plenamente útiles. 

6 . Pm t odo lo que antecede, es forzoso concluir que un 
ciclo de capacitación para dirigentes sindicales, llena una im­
periosa necesidad en los medios gremiales, y está seguramente 
llamado, en un plazo relativamente breve, a representar u n pa­
pel de incalculable trascendencia práctica. 

Pero, también debe comprenderse que este primer ciclo 
es eminentemente experimental, que es u n ensayo, y que en­
cara solo fragmentariamente la preparación del dirigente 
sindical. 

En las páginas siguientes, se recoge un resumen o compen­
dio del contenido de las· conversaciones sobre temas de legisla ­
ción del trabajo, sirviendo de útil apéndice, los repartidos que 
prepararon el trabajo de cada conversación. 

Las conversaciones, se ajustaron a un programa que pro­
curó encarar el examen sumario de los temas más importantes 
del derecho laboral uruguayo, con vistas a proporciona r una 
visión panorámica del mismo y a preparar otros ciclos más es­
pecializados, para los próximos años. 

Montevideo, octubre de 1952 



CAPÍTUL O I 

Los principios de la legislación laboral 

SUMARIO: 

1) Genemlidades; 2) Surgimiento de la legislación 
lab01·al uruguaya; 3) La "constitucionalización" y sus 
principios; 4) Esquema del cuadro constitucional; 5 ) La 
regulación de la relación de tmbajo; 6) Conflictos labo­
rales y huelgas; 7) El instituto de la inconstitucionali­
dad: 8) El principio de la "aplicación inmediata" de l a 

o Constitución 

1 o Se e_1tiende, generalmente, que el derecho del t r abajo 
-o laboral ( 1), comprende el conj unto de las disposiciones lega­
les y reglamentarias, que tratan o r egul ru1 la situación de quie­
nes trabajan bajo la subordin ación de un tercero, y, por ex­
tensión, de cier tos trabajadores independientes ( 2 ) . 

También, en términos generales, se distinguen tres gran­
des períodos, en la evolución de la legislación del trabajo. El 
primero , del derecho represivo, el segundo, del derecho pro­

tector, y , el tercero, de l derecho organizador de las relaciones 
p rofesionales ( 3 ) . 

, A partir del segundo períod o, surge lo que se ha dado en 
llamar, el nuevo derecho, o derecho social y, que es histórica-

( 1) Existe una vieja querella sobre la denominación de esta rama del 
derecho. El lector interesado hallará en CABANELLAS, Tratado de Derecho La­
boral , 'I'. 1, págs. 293 a 312, B u enos Aires, 1949, un estudio pormenorizado de 
este problema terminológico y una completísima bibliografía. 

( 2) La que antecede, no pretende ser una definición formal del Derecho 
del trabajo, sino meramente una descripción de su campo. También en este 
punto •. conviene r emitirse para una completa y actualizada información a CA­
BANELLAS, op. cit., pág. 313. con la salve dad de que no se comparten algunos 
de sus conceptos. 

(3 ) . V. PERRoux. F ., Cours de Economie et Législation I ndustrielles, pags 
.29 y ~ .. P arís, 1943. 
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mente de apancwn t ar día, reconociéndose sus primeras mani­
festaciones en F r ancia, en las leyes dict adas en 1848. com() 
c:onse~uencia del movimiento revolucionario de ese año. 

2. En el Uruguay, no existe una legislación q ue corres­
ponda al llamado período represivo, pero no puede dudarse 
que, por lo menos, el clima social imperante, era más bien. 
favorable a la represión , como lo demuestra el célebre do­
cument o de los obreros de la Fábrica West, despedidos 
en masa por su empleador, en e l año 1867, en oportunidad del. 
primer conflicto ob rero que recuerda la histor ia del sindicalis­
mo uruguayo ( 4 ). 

Lo que realmente ocu rre, es que hasta el presente siglo, 
no existen en el país, las condiciones mínimas, para el surgi­
miento de la cuestión social, concebida en términos modernos_ 
Cuando tal ocurre, por la transformación de las formas de pro­
ducción, ya han alcanzado madurez las nuevas corrientes del 
derecho protector ( 5) . 

La primera ley obrera, propiamente dicha , que se dictó. 
se remonta al 21 de julio de 1914, y demuestra una temprana 
preocupación. por la previsión de los accidentes del 'trabajo y 
las enfermedades p rofesionales ( 6) . Con ella se abre una eta­
pa,_ integr ada con leyes protectoras que incluyen la reglamen­
tación, muy sumaria, es cierto, del régimen de la jornada de 
trabajo, del trabajo nocturno en las panaderías, del descanso 
1;emanal, de la vigilancia y contralor del cumplimiento de las 
leyes obreras, etc. 

3 . Veinte años después de la primera ley, que se acaba 
de aludir, la Constitución de la República, recogió y convirtió 

(4) ACEVEDO, E., Histor ia del Uruguay, pág. 673-674, Montevdeo. 192.1. 
(5) En el plano de los estudios jurídicos, ya en 1913 presentaba Ac:svE.Do. 

desde su cátedra de Economía Política un enfoque moderno de la cuestión 
obrera (V. Temas d e Legislación Obrera, Montevideo, 1914). No obstante, las 
clases del Dr. EscALADA sobre el contrato de t raba.io. dictadas en Derecho C1vil 41' 
curso y recogidas en el tomo 18 de La Revista de Derecho, Jurisprudenc1a y 
Adntinistración, {págs. 145, 161 y 337), sorprenden por su planteamiento ana­
crónico y absurdo. La cátedra de Legislación d e l Trabajo y Previsión Socia! , 
recién se crear ía por ley de 7 de febrero de 1925; s u primer titular fué e! Dr. 
EmiliO FRUCONr. 

(6) En realidad. proyectos de ley destinados a la protección de lo~ tra­
bajadores, se registran en las carpetas parlamentarias en fechas muy anterio­
res: V. sobre el punto la nota 3 del Cap. II . 
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en preceptos de la máxima jerarquía algunos de los fundame n­
tos de las leyes ya vigentes e introdujo ot ros, como guía y orjen­
t ación del futuro legislador, reclamando su particular atención 
para todo lo ¡eferente a la protección del trabajo y del tra­
bajador ( 7 ) . 

El artículo 7Q de la Constitución, al formular la enumera­
ción general de los derechos individuales, incorporó el trabajo, 
<• continuación de la vida, honor, libertad y seguridad y antes 
de la propiedad ( 8). 

Este principio, aparece luego desarrollado en el actual 
artículo 53 que dice que "el trabajo está bajo la protección es­
pecial de la ley" debiendo entenderse amparado, tanto el tra­
bajo físico como el intelectual. 

Pero, la Carta Fundamental, no se limita a considerar y 
tratar los derechos individuales, sino que ve, junto a éstos, las 
obligaciones que toda persona contrae respecto de la colectivi­
dad, por el hecho de vivir en sociedad y aprovechar los servi­
cios y facilidades que ella proporciona. Y así, en cuanto al tra­
bajo, dice la Constitución que "todo habitante de la República 
sin perjuicio de su libertad , tiene el deber de aplicar sus ener­
gías intelectuales o corporales en forma que redunde en bene­
ficio de la colectividad", consagrando de ese modo, lo que ha 
dado en llamarse el "deber social" de trabajar, al que los juris­
tas , los políticos, los sociólogos y hasta los moralist as, atribu­
yen actualmente t anta importancia ( 9) . 

La libertad de trabajo, además, resulta establecida por el 
artículo 35, (actualmente Art. 36) . 

De acuerdo con él , se reconoce a "toda persona" e l libre 
ejercicio de cualq uier activid ad lícita, con las solas limitacio­
nes que impusieren las leyes dictadas " por razones de interés 
general". 

(7) COUTURE, E. J ., B ARBAGELATA, A nibal Luis, en Las clá u sulas económico­
SOCiale s en l as Consti t uci on es de A m érka, tomo 1, Buenos A i res, 1947 . B ARBA­
GELATA, H. H., Tendencias del D e r echo de l Traba jo americano, en "Der ech o 
L a boral'', t. 1, p ág. 8 7 , Montevideo , 1948. KROTOSCHIN, Curso, p ág. 1 4, B u enos 
Aires, 1950. 

(8) V. nuestra opinión sobre el p articular en "D. L.", T. IX, p á g. 17. 
(9) DE FERRARI, El tra ba jo como d eber social, en D er echo de l Trabajo, 

afio VIII, NI' 10, pág. 481, Buenos Aires , octubre de 1948. 111 Confer e ncia, e n 
"Dere cho L aboral", tomo VII, página 10. 

2 
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Quedan de este modo fijados los tres pilares del derecho 
.del trabajo en el Uruguay, a saber: protección especial de la 
ley para el trabajo y el trabajador, deber social de trabajar, Y 

libertad de trabajo. 

4. Pero, la Constitución, no se limita al enunciado de 
esas grandes líneas, o de ese programa, sino que proporciona 
normas más concretas y de una aplicación práctica inmediata. 

El trabajo, en la forma que normalmente se cumple, supo­
ne una cierta relación de dependencia o subordinación en lo 

· jurídico y en lo económico. Este hecho, no tiene porqué afec­
tar la independencia de la conciencia moral y cívica del traba­
jador, y así lo ha previsto expresamente la Constitución en su 
artículo 54, respecto de los obreros y empleados de las empre­
sas particulares y en los artículos 58 y sigs. con relación a los 
trabajadores del propio Estado, o sea los funcionarios públi­

cos ( 10) o 

En cuanto a las libertades de reumon, asociación, coali­
ción y sidicalización que tanto se relacionan con el derecho a 
la independencia de la conciencia moral y cívica, están prote­
gidas por los Arts. 38, 39 y 57 apartado 19. El constituyente, 
.manda incluso al legislador que promueva la organización de 
los sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y dictando 
normas para• reconocerles personería jurídica. Disposiciones 

que aún no se han dictado: 
También se dá un mandato especial, para que el legislador 

se ocupe, con preferencia, del trabajo de las mujeres y' de los 
menores de diez y ocho años. Respecto de este punto, conviene 
aclarar que la legislación del trabajo uruguaya, a diferencia 
de la de otros países, se· dirigió desde un comienzo a establecer 
beneficios generales, aplica_bles tanto a los menores y a las 
mujeres trabajadoras, como a los adultos del sexo masculino y, 
en la práctica, las primeras medidas realm'ente importantes 
sobre trabajo femenino y de los menores, fueron adoptadas 
contemporáneamente a la introdución de este principio en la 

( 10) BARBAGELAT.A, Anibal L uis, La independencia de la conciencia moral 
·y cívica del trabaja.dor, en "Derecho Laboral", tomo V, pág. l. 
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Constitución, por el llamado Código del Niño (Ley de 6 de 
abril de 1934) ( 11) . 

5. La Constitución fija su programa, sobre limitación ne­
cesaria de la jornada y 'descanso semanal, vivienda obrera e 
higiene física y moral de los• trabajadores, pero estas normas 
no hacen sino constitucionalizar una sostenida tendencia de la 
1egislación nacional a partir de la ley de 17 de noviembre de 
1915, que se cuenta entre las primeras que en el mundo se dic­
taron para imponer la jornada de ocho horas diarias de 48 se­
manales en cualquier clase de actividades. 

La Ley, dice la Constitución en su A:r't. 54, ha de reconocer 
a quien se hallare en una relación de trabajo o servicio como 
obrero o empleado la justa remuneración. Esta disposición no 
consagra concretamente, ningún régimen de remuneración, 
pero impone, en cambio, que el salario que se sirva al trabaja­
dor sea justo. Por consiguiente, es obligación del Estado, pro­
veer los medios para que tal aspiración sea log~ada. Con ese 
propósito el legislador nacional, ya había contemplado casos 
especiales, como el de los trabajadores del campo, dictando le­
yes que incluían tarifas de salarios mínimos, con anterioridad 
a la propia Constitución. Una ley de 12 de noviembre de 1943, 
estableció como procedimiento normal para la fijación de sa­
larios mínimos, que satisfagan esa exigencia de justicia, el de 
los Consejos de Salarios. 

6. En cuanto a los conflictos de trabajo y las huelgas, la 
Constitución vigente, si bien se manifiesta a favor del arreglo 
pacífico de las cuestiones de carácter colectivo que por el he­
cho del trabajo puedan plantearse, y en tal sentido propende 
a la creación de tribunales de conciliación y arbitraje, eleva 
la huelga a la categoría de un "derecho gremial", delegando en 
la ley, la función de reglamentar su ejercicio y efectividad (12). 

( 11) La p reocupación por Jos problemas relativos al trabajo de los me­
nores, precedió sin embargo, en muchos años, al Código del Niño aun cuando 
no plasmó en textos positivós. Véase al respecto, el informe de CHARLONE, en la 
ReVi§.t~ de Derecho, Jurisprudencia y Administración, tomo 28, págs. 8 y 34. 

(12) V. CouTURE - PLA RooRiGuEz, La huelga en el derecho uruguayo, Mon­
tevideo, 1951. No puede dejar de citarse, asimismo, "La Huelga" . Publicación 
del Irist. de Derecho del Trabajo de Santa Fe (Argentina), 3 volúmenes, 1360 
págs ., Santa Fe, 1951. 
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Esta disposición sobre el derecho de huelga, contenida en 
el Art. 57, apartado final, ha dado lugar a múltiples y agita­
das polémicas, en todos los campos. Los principales puntos que 
se han debatido y debaten, se refieren a las siguientes cues­
tiones: 

19 Si están comprendidos y amparados por el derecho de 
huelga los patrones, esto es, problema de la constitucionalidad 
del cierre o lock-out patronal; ( 13). 

29 Si están amparados los empleados y obreros, que pres­
ten servicios al Estado, o funcionarios públicos, tema, que en la 

actualidad, agita a una muy considerable masa de la opinión 
pública (14) . ' 

39 Si se benefician con este derecho, los empleados y 
obreros adscriptos a un servicio de utilidad o necesidad públi­

cas, pero que no son funcionarios públicos, en mérito a que el 
servicio está a cargo de un concesionario, como ocurre p. ej. 
con parte del personal del servicio de trasporte colectivo de 
pasajeros. 

Es en virtud de ello, que apenas aprobada la Constitución 
de 1934, -cuyos preceptos han pasado a la actualmente vigen­

te- se planteó el problema de saber si debían conservarse o de­
saparecer algunas disposiciones del Código Penal, de fecha 
Elpenas anterior, que proclamaban la ilicitud de la huelga o 
tibandono colectivo de la función pública, con menoscabo de 
la continuidad o regularidad del servicio, tanto en el caso de 
los funcionarios públicos, como del personal adscripto a un ser­
vicio de utilidad o necesidad públicas ( 15). 

Una ley de 25 de junio de 1947, resolvió el punto en cuan­
to al personal de las empresas concesionarias, sustituyendo el 
antiguo delito por una figura diferente: la "ilicitud" civil de 
la interrupción del servicio, sin consecuencias de orden pe-

• 
( 13) COUTURE - PLA RODRÍGUEZ, op. cit., págs. 36 y 127. V . infra, pág. 149. 
( 14) DE FERRARI, F., La huelga de los trabajadores del Estado, en Dere­

cho Laboral, T. IX, pág. 107; BARnAGELATA, :Anibal Luis, consideraciones sobre 
algunos aspectos del derecho de huelga en la nueva Constitución uruguaya, 
en "D. L.", T. VIII, pág. 65. 

( 15) La discusión del -punto en este periodo puede encontrarse en MÉNDEZ, 
.A., Estudios de Derecho Administrativo. Montevideo, 1944; SALVAGNo CAMPos, c., 
La huel' a ante el Derecho Penal, Montevideo, 1946. 
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nal ( 16 ). Pero, el problema de la reglamentación del derecho 

de huelga, así como el de la constitucionalidad del mencionado 
delito de "abandono colectivo de la función pública", en lo que 
;;e refiere a los funcionarios públicos, sigue en pie. 

El artículo 65, incorporado a la Carta Fundamental en 
1952, sin embargo plantea el problema de la sindicalización 
de los funcionarios, y su eventual huelga, en términos, acordes 
con las nuevas corrientes del derecho y con los convenios de 
la Organización Internacional del Trabajo ( 17) . 

7. La afirmación de la suprema jerarquía de la Constitu­
ción en el sistema de las normas jurídicas, puede reputarse 
también una característica típica. En efe~to, se han creado 
institutos especiales para la custodia y defensa de la Constitu­
ción, entre los que se destaca el llamado de "insconstituciona­
lidad de las leyes", que se entabla ante la Suprema Corte de 
Justicia y que puede llegar a paraliznr la aplicación de una 
norma legislativa que contraríe los dictados constitucionales 
.en su forma o en su fondo, e incluso, revestir la forma de 
acción (18) . 

8. Además, en el Uruguay, se acepta el princ1p10 de la 
.aplicación inmediata de la Constitución, según el cual ésta 
puede establecer reglas de derecho directamente útiles para la 

.solución de las controversias entre particulares. 
Desde 1942, el principio se ha perfeccionado, porque la 

Constitución ha incorporado una norma al tenor de la cual to­

das aquellas disposiciones constitucionales que reconozcan de­
_rechos -y entre ellas se debe considerar las relativas al tra- · 
bajo- no dejarán de cumplirse por falta de la reglamentación 
.;~espectiva, la que será suplida "recurriendo a los fundamentos 
de las leyes análogas, a los principios generales de derecho y 
a las doctrinas generalmente admit,idas. Así, si el legislador 
no puede, en su texto, rebasar los límites de la Constitución, 
tampoco puede con su silencio, dejar en suspenso las garantías 

acordadas por la Carta Fundamental. 

( 16 ) V. CounrnE- PLA RoDRÍGUEz, op. cit., pág. 63. 
( 17) BARnACELATA, Anibal Luis, Consideraciones sobre algunos aspectos 

del derecho de huelga, cit.; DE FERRARI, Los Consejos de empresa y el Art. 65 
·de l a nueva Constitución, en "D. L .", T. VIII, pág. 117 y La huelga de los 
-trabajadores del Estado, cit. 

(18 ) BARRACELATA, Héctor-Hugo, en "D. L.", T. !, pág. 95. 
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Apéndice al capítulo 1 

PRINCIPALES DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES 

Art. 33. - El trabajo inte lectual, el derecho del autor, del in­
ventor o del artista, serán reconocidos y protegidos por la ley. 

Art. 36. - Tocla persona puede dedicarse al trabajo, cultivo, in­
dustria, comercio, profesión o cualquier otra actividad lícita, salvo 
las limitaciones de interés general que establezcan las l eyes. 

Art. 38. - Queda garantido el derecho de reunión pacífica y sin 
armas. El ejercicio de este derecho no podrá ser desconocido por 
ninguna autoridad de la República sino en virtud de una ley, y 
solamente en cuanto se oponga a la salud, la seguridad y el orden 
públicos. 

Art. 39. - Todas las personas tienen e l derecho de asociarse, 
cualquiera sea el objeto que persigan, siempre que no constituyan 
una asociación ilícita declarada por la ley. 

Art. 45. - La Ley propenderá al alojamiento higiénico y eco­
nómico del obrero, favoreciendo la construcción de viviendas y ba­
rrios que reúnan esas condiciones. 

Art. 53. - El trabajo está bajo la protección especial de la Ley. 
Todo habitante de la República sin perjuicio de su libertad, tiene­

el deber de aplicar sus energías intelectuales o corporales en forma 
que redunde en beneficio de la colectividad, la que procurará ofre­
cer, con preferencia a los ciudadanos, la posibilidad de ganar su 
sustento mediante el desarrollo de una actividad económica. 

Art. 54. - La ley ha de reconocer a quien se hallare en una re­
lación de trabajo o servicio, como obrero o empleado, la independen­
cia de su conciencia moral y cívica; la justa remuneración; la limita­
ción de la jornada; el descanso semanal y la higiene física y moral. 

El trabajo de las mujeres y de los menores de diez y ocho años,. 
será especialmente reglamentado y limitado. 

Art. 55. - La ley reglamentará l a distribución imparcial y equi­
tativa del trabajo. 

Art. 5E¡. - Toda empresa cuyas características determinen la 
permanencia del personal en el respectivo establecimiento, estará 
obligada a proporcionarle alimentación y a lojamiento adecuados,. 
en las condiciones que la ley establecerá. 
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Art. 57. - La ley promoverá la organización de sindicatos gre­
miales, acordándoles franquicias y dictando normas ¡ara reconocer­
les personería jurídica. 

Promoverá asimismo, la creación de tribunales de conciliación 
y arbitraje. 

Declárase que la huelga es un derecho gremial. Sobre esta base 
se reglamentará su ejercicio y efectividad. 

Art. 65. - La ley podrá autorizar que, en los Entes Autónomos 
se constituyan comisiones representativas de los personales respec­
tivos, con fines de colaboración con los Directores para el cumpli­
miento de las reglas del Estatuto, el estudio del ordenamiento pre­
supuesta!, la organización de los servicios, reglamentación del tra­
bajo y aplicación de las medidas disciplinarias. 

En los servicios públicos administrados directamente o por 
concesionarios, la ley podrá disponer l a formación de órganos com­
petentes para entender en las desinteligencias entre las autoridades 
de los servicios y sus empleados · y obreros; así como los medios Y 
procedimientos que pueda emplear la autoridad pública para man­
tener la continuidad de los servicios. 

Art. 67. - Las jubilaciones generales y seguros sociales, se 
organizarán en forma de garantizar a todos los trabajadores, patro­
nos, empleados y obreros, retiros adecuados y subsidios para los ca­
sos de accidentes, enfermedad, invalidez, desocupación forzosa, etc., 
y a sus familias, en caso de muerte, la pensión correspondiente. La 
pensión a la vejez constituye un derecho para el que llegue al límite 
de la edad product iva, después de larga permanencia en el país Y 
carezca de r ecursos para subvenir a sus necesidades vitales. 



CAPÍTULO II 

La jornada legal 

SUMARIO: 

1 ) Generalidades; 2) P1·incipales disposiciones; 3) Siste­

ma legal; 4) Actividades excluídas; 5) La jornada del 

personal de los comercios; 6) Horario de los menores; 

7) Actividades insalubres; 8) Concepto de trabajo efec­
tivo; 9) Descansos intermedios; 10) Fiscalización y san­

ciones; 11) Trabajo extraordina?'io; 12) Horario nocturno. 

l. El principio de la limitación legal de la jornada de tra­

bajo, que se funda en razones : biológicas, morales, sociales po­

líticas y económicas, escapa actúalmente a la discusión doctri­

naria, aunque su universalización data de pocos años, y pese a 

que, por diversas causas, es .objeto de frecuen tes violaciones 

·-en la vida profesional, en todos los países ( 1 ) . 

La cuestión no está cerrada, sin embargo, en lo que se re­

fiere a la determinación de la duración máxima de la jornada, en 

cualquier régimen económico, y del término óptimo. Por otra 

parte, el fenómeno de la desocupación ha venido a incidir, con­

virtiendo a la limitación legal de la jornada, no ya en un ins­

trumento de protección de los trabajadores, como fué en sus 

orígenes, sino en un recurso para aumentar las oportunidades 

de empleo (2 ) . En el Uruguay, no se ha planteado el pro­

blema en esta forma aun cuando las motivaciones económicas 

·hayan estado presentes en algunos textos de emergencia, die-

(1) V . MrLRAUD, E., La jornada de o cho horas y sus resultados ( prólogo 

el(" Albert TaoMAS), Madrid, 1929. Los argumentos c lásicos, en e l Tratado de 

P I C (Tr aité de Législation Industrielle , P arís, 1922 - versión española; Ma­

drid 1942). 
(2) GEMMA, Se., II diritto internazionale del l avoro , pág't 99- 302 y ss., 

1938; BounET, Marie A., La semaine de 40 heures, P arís, 1935. 
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tados durante el último gran conflicto bélico mundial. Tales 
los decretos -leyes de 10 de abril y 18 de setiembre de 
1942 y las leyes de 23 de junio y 22 de diciembre de 1943. 

2. El régimen vigente eri materia de jornada máxima de 
trabajo, continúa reposando, en lo sustancial, sobre la ley 
N9 5350 de 17 de noviembre de 1915, a pesar de las modifica­
ciones aportadas por diversas leyes, que alcanzan fundamen­
talmente al comercio y actividades afines ( 3). 

Las principales normas que ampliaron y modificaron, res­
pecto de algunos gremios, el régimen de la ley 1915 son: la de 
22 de octubre de 1931 (más conocida por ley de la semana 
inglesa), la de 6 de junio de 1944 que se recuerda, sobre todo, 
por ser la que introdujo el beneficio de indemnización por des­
pido, y la llamada de actividades insalubres, de 14 de octubre 
de 1950. 

Esta variedad de textos, - y se han citado sólo los de mayor 
importancia- dificulta su aplicación, especialmente, porque 
desde la primera ley, ho se dieron criterios generales, sino que 
se procedió a hacer una enumeración de las a.ctividades com­
prendidas. 

3. Si se intenta sistematizar el material proporcionado 
por las leyes citadas y los decretos que las reglamentan, se ad-

( 3) La ley de 17 de noviembre d·e 1915, fué precedida por un debate, que 
en el p lano de la discusión parlamentaria alcanzó brillantez poco común. En 
la Cámara de Representantes la tesis favorable a la reglamentación legal fué 
defendida por el Dr. Emilio Frugoni, que años más tarde sería el catedrático 
fundador de Legislación del Trabajo y la tesis que so~tenía la ineptitud de la 
ley para transformar las condiciones sociales imperantes tuvo su principal ex­
positor en el Dr. Carlos María Prando, catedrático fundador de Sociología. En 
<:! Senado, tuvieron importante intervención, los miembros d e la Comisión de 
Legislación, Sres. Paullier, Julio M aría Sosa y Domingo Arena . V. D. de Se ­
~ionés de la Cámara de Representantes, tomos 224 y 225 (año 1913) y D . de S . 
Senado, tomo 108 (año 1915) . 

Con anterioridad, se habían inscrito en las carpetas parlamentarias di­
versos proyectos, entre los que corresponde citar los de: Ricardq J. Areco 
( 1S04); Carlos Roxlo y Luis Alberto de Herrera ( 1905); José Batlle y Ordóñez 
y Williman (1906); Emilio Frugoni (.1911) . Todos estos proyectos, con excep­
ción del último, incluían discriminaciones por p·eríodos anuales, o por sexos y 
edades o por calidad de trabajo. o por horario de labor. El proyecto del P. E. 
de 1906, tiene la particularidad de haber sido informado en la Cámara de 
Representantes por José Enrique Rodó. El Proyecto de Frugoni. así como el 
del Poder Ejecutivo de 1911 (Batlle y Ordóñez, P edro Manini R íos), que seria 
en d efinitiva sancionado, no incluían diferenciación alguna para el goce del 
beneficio legal de 8 horas diarias y 48 semanales de trabajo, como máximo. 
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vierte de inmediato, que los distintos tipos de horario de labor 
varían por diversos factores, a saber: naturaleza de la activi­
dad, régimen de cierre, régimen de descanso semanal, edad de 
los trabajadores, condiciones de salubridad del trabajo, etc. 

Con todo, puede partirse de las bases impuestas por la ley 
de 1915 que se conservan como los límites extremos del siste­
ma de horarios de trabajo, y examinar luego las variantes de 
las leyes posteriores. 

La ley de 1915 estableció en su artículo 19 que "el trabajo 
efectivo ~e los obreros de fábricas, talleres, astilleros, canteras, 
empresas de construcción de tierra o en los puertos, costas y 
ríos; de los dependientes o mozos de casas industriales, o de 
comercio; de los conductores, guardas y demás empleados de 
ferrocarriles y tranvías; de los carreros de playa, y en general, 
de todas las personas que tengan tareas del mismo género de 
las de' los obreros y empleados que se indican, no durará más 
de ocho horas". 

Esta disposición, que supondría una limitación rígida del 
horario diario, se corrige por otra que la misma ley incluye, 
según la cual, en casos especiales, podrá aumentarse el térmi­
no del trabajo diario de los adultos, pero en ningún caso exce­
derá de cuarenta y ocho horas por cada seis días de labor. 

Por consiguiente, tenemos legalmente un doble límite 
para la jornada de trabajo. El primero, absolutamente insu­
perable: las cuarenta y ocho horas por cada seis días de labor, 
y el otro, que puede reput arse límite normal del horario diario 
las ocho horas, que tolera derogaciones en casos especiales . . 

En cuanto al alcance de la ley N9 5350, conviene tener en 
cuenta que dado el criterio adoptado, algunas actividades y, 
por consiguiente, un cierto número de trabajadores, han que­
dado al margen de la reglamentación, y no tienen limitado su 
horario de trabajo. 

Por otra parte, existen gremios, dentro de los cuales, es 
posible trabajar sin normalidad de horario djario, aunque res­
petando el límite semanal máximo. 

En sentido inverso, es decir, en un régimen excepcional, 
pero netamente más favorable, se colocan los trabajadores que 
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pertenecen a actividades respecto de las cuales, el legislador 

ha impuesto jornadas diarias o semanales más breves, así cerno 

los menores ocupados en actividades industriales. 

Estas situaciones se examinarán sucesivamente en los pá­

rrafos que siguen. 

4. La enumeración de los trabajos excluídos del reg1men 

de limitación de jornada, no figura en la ley, sino que se prac­

ticó en el Decreto de 15 de mayo de 1935 ( Art. 9), por vía de 

reglamentación. -

Según el mencionado Decreto reglamentario, los gremios 

excluídos del régimen de la limitación de horario, serían: la 

industria rural ( 4) , el servicio doméstico particular ( 5), los 

conductores de coches y automóviles de plaza y los guardia­

nes particulares del orden ( 6). Otras excepciones, se configu-

( 4) El decreto er.umera "las industrias rurales, ganadería y agricultura", 

a este respecto conviene señalar que, en cambio, los trabajadores rurales, tienen 

reconocido el descanso semanal, desde tiempo atrás y, en la actualidad, en el 

Art. 17 de la ley N9 10.809, conocida como " Estatuto del trabajador rural". 

Es necesario aclarar que, algunas industrias rurales, han sido posteriormen­

te comprendidas en el beneficio legal de limitación de la jornada de trabajo 

en términos suficientemente enérgicos. Así, la ley N\> 9.991 de 20 de diciembre 

de 1940, en su artículo 8\> prescribe que el horario de trabajo en los arrozales 

será de ocho horas, dividido en dos jornadas de cuatro horas, debiendo mediar 

·entre ellas, por lo menos una hora. A su vez, la ley N\> 10.471 de 3 de marzo 

de 1944, sobre trabajo en montes, bosques y turberas, declara especialmente 

aplicables al personal ocupado en estos trabajos, los beneficios de la limitación 

de jornada contenidos en la ley de 17 de noviembre de 1915. 

Por otra parte, un Decreto de 6 de noviembre de 1944, declaró que las 

bodegas y las actividades que consisten en la transformación de materias pri­

mas no se consideran industrias rurales. 
(5) Sobre el concepto de servicio doméstico particular, V. en el capítulo 

siguiente, pág. 50 y ss., notas 10 y 13. 

(6) Consecuente con el principio de la ley, y a la definición que figura 

en su Art. 19, el Decreto Reglamentario, no establece distinción a lguna fundada 

en la condición de tn•bajo discontinuo, o de labores que no exijan vigilancia 

const.ante o de simple custodia. Sobre este tipo de excepciones y su fundamento 

en el ñerecho comparado, V. PtaEz LEÑÉRO, Instituciones, pág, 119, Madrid, 1949; 

C'I.BANELLAS, Tratado, t. II, pág. 481. DE LITALA, Contrato de trabajO, pág. 210, 

Buenos Aires, 1946; KRoToscHIN, Curso, pág. 230, Es. Aires, 1950. 

Por otra parte, Jo• términos del Art. 19 de la ley N9 5.350, no autorizarüm 

a considerar en derecho positivo uruguayo, que un, empleado de la industrill 

o del comercio con funciones de sereno, de limpiador o similares, estuvier a al 

margen de la reglamentación en cuanto a jornada, por la form3 de prestar 

sus Eervicios al patronc o empresa. 
Un problema distinto es el d el personal afectado al servicio de los inmue­

bles de renta. o casas de apartamientos. Al respecto, parece evidente que aun 

cuando esta figura profesional tiende a indep endizarse, y ha sido contemplada 

por leyes jubilatorias especiales, como la de 30 de abril de 1946. y en diversos 

laudos, no posee un verdadero estatuto legal como en otros países, ni ha sido 
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rarían, según el decreto, en razón de los cargos desempeñados, 

respecto de directores, directores técnicos y gerentes, pero re­

ducida la excepción a . un funcionario de esta categoría por 

cada empresa comercial o industrial, cuando se trata de direc­

tores o gerentes, y siempre que no medie horario regular, en 

t• I caso de los directores técnicos de servicios industriales ( 7 ) . 

En atención al provecho que obtienen de la empresa, 

dentro de determinadas condiciones, tampoco están sujetos a 

limitación -de horarios, según el Decreto Reglamentario, cier­

tos empleados altamente remunerados o que obtienen una 

proporción de participación en los beneficios, adecuada al ca­

pital en giro ( 8). 

Otras exclusiones, se refieren a los jefes de estaciones de 

ferrocarril y los capitanes de buques de cabotaje de bandera 

nacional , por la índole de sus funciones. 

Tampoco rige disposición alguna sobre horario, respecto 

t enida An cuenta por el legislador de 1915. Sobre este contrato, V., Boasr- PER­

C:OLESI, DE SEMO, Trattato, tomo l, pág. 529 y sigts.; DE LITALA, Il contratto di 

sarvizio domestico ed il contratto di portierato, Roma, 1932; RrvA SAl>l'SEVERINO, 

Dix:itto del lavoro, pág. 41 -42, Padua, 1949; MARS, P., Le contrat de conciergerie, 

tesis, París, 1936; UNSAIN, Encargados de casas de renta. en rev. Derecho del 

Trabajo, t. VII, pág. 249, Buenos Aires. En la doctrina uruguaya, el tema sólo 

ha sido tratado accidentalmente: V. CENTRÓN, en rev. "D. L.", t . II, pág. 317, 

que sostiene la total independencia de esta figura respec to del servicio domés­

iico. PLA RonalcuEz, en "D. L.". tomo II, pág. 263 y sigs. , se ocupa únicamente 

de. distinguir, dentro del contrato de portería, el portero del encargado. 

( 7) En la doctrina italiana, se ha profundizado considerablemente el con­

cepto de director de establecimientos o empresas. V., en particular, PERGOLESI, 

F .. Il r.ont rotto di dirigenza aziendale, Roma, 1948. El criterio dominante es el 

que reputa a este contrato sólo como una variedad del contrato de trabajo y 

no como un contrato de naturaleza enteramente diversa. Su especificidad jus­

tificaría la aplicación de reglas especiales, pero. en nuestro derecho, 

a falta de uria disposición legal expresa, no parece aceptable que se coloque a 

estos trabajadores, al margen de la protección legal. La prescripción del Art. 

12 de la ley N9 10.449, tiene carácter especial, y en si misma, está admitiendo 

la naturaleza laboral del vinculo y la calidad de "trabajadores" de los directores. 

(8) Esta presunción de sociedad o, en su caso, la exigencia de ciertos re­

quisitos, para admitir la calidad de socio, que pueda alegarse frente al r égimen 

db limitación de horario. son pasibles de algunas observaciones. En efecto si, 

en principio, el decreto reglamentario está autorizado para definir algunas si­

tuaciones dudosas y para deter minar quienes poseen el carácter de obreros, 

empleados, dependientes o mozos, y quienes podrían no serlo, es contestable 

IJUC pueda establecerse por la vía administrativa, un sistema como el incor­

porado en los Arts. 10 y 11 del Decreto de 15 de mayo de 1935. Dicho sistema 

se ha evidenciado, además, absolutamente imp racticable, y , corno consecuencia 

dtl los aumentos de las remuneraciones resultantes de la actividad de los Con­

sejos de Salarios y de la disminución del poder adquisitivo del signo monetario, 

puede ser calüicado de anacrórJco. 
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de los hijos de los comerciantes que presten serv1c10s en los 

comercios de sus padres, con tal que no tengan carácter de 

permanentes o de empleados a sueldo, pues no existiría con­

trato de trabajo (9). Por fin, un decreto de 2 de junio de 1937, 

resolvió que a los dirigentes d~ sociedades anónimas no les 

alcanzan las restricciones de las leyes obreras, equiparándolos 

a los .patronos ( 9 bis). 

En cuanto a la fijación del límite máximo de la jornada 

el legislador uruguayo de 1915, postuló una fórmula de mayor 

severjdad que la adoptada posteriormente por la Convención 

N9 1 de Washington, ratificada por el D. L. N9 8950. En efecto, 

la ley de 17 de noviembre de 1915, autoriza a exceder el lími­

te del horario diario, sólo . en casos especiales. 

N o obstante, el Decreto reglamentario de 15 de mayo de 

1935, en sus artículos 13 y siguientes, enumera una serie de 

actividades en las cuales se autoriza a trabajar sin normalidad 

de horario diario, tratándose de adultos y dentro del límite 

semanal ( 10). 

En este régimen de tolerancia, se incluyen las actividades 

cuyo funcionamiento no puede ser interrumpido antes de 

completarse el servicio (por ejemplo el transporte colectivo 

de pasajeros) la carga y descarga de buques, los casos de fuer­

za mayor, el trabajo de los agentes viajeros y vendedores 

ambulantes, etc . 

También pueden exceder en forma regular, el límite de 

las ocho horas diarias, según el Decreto Reglamentario, los es­

tablecimientos que, no estando comprendidos en el régimen 

de la semana inglesa, adopten el cómputo de cuarenta y cinco 

horas en cinco días y tres en el sexto. En todo caso, el límite 

máximo es el de las nueve horas para los cinco primeros días. 

{9) Los servicio5 de Jos hijos. en los casos que no posean la perma ne ncia 

y demás atributos que resultan de la expresión usada en el decreto "que no 

tengan carácter de ... empleados a sueldo", se regirían ex clusivamente por las 

normas del Código Civil. En particular a los menores de edad, bajo patria potes­

tad, les seria aplicable el Art. 259 de ese cuerpo de leyes. 

(9 bis) V. DEvEALI, Lineamientos, pág. 410. Buenos Aires, 1953. 

(10) Aun, un decreto d e muy dudosa legalidad, llegó a autorizar el cómpu­

to de 144 horas en períodos de tres semanas (Decreto de 7 de setiembre de 

1938). 
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5. Por debajo de esos límites, ciertos trabajadores, que 

gozan de un descanso semanal obligatorio de treinta y seis 

horas continuas, benefician de una reducción legal de su jor· 

nada semanal, que en ningún caso puede exceder de 44 horas. 

En esa situación ventajosa, se encuentra el personal de 

los establecimientos comerciales, de acuerdo con la ya citada 

ley de 22 de octubre de 1931, así como el personal de escrito­

rio y /o de dependencias que tengan carácter comercial de 

todo establecimiento industrial de cualquier naturaleza, que 

fué incorporado al régimen de la ley de 22 de octubre de 

1931, por la N9 13.814 de 12 de diciembre de 1952. 

También, un régimen de horario más limitado es el que 

corresponde al personal de los establecimientos bancarios en 
' 

los que la jornada diaria de trabajo efectivo, no puede exceder 

de seis horas. Sin embargo, la ley de 16 de abril de 1943, que 

dispuso esta modificación, acepta que para la realización. de 

tareas extraordinarias, pueda autorizarse un exceso, sobre esa 

jornada normal, de hasta cuarenta y cinco horas por trimestre. 

Hay un régimen especial, que deriva de la obligación de 

cierre, los sábados a las 14 horas impuesto por la ley de 25 de 

enero de 1943, a las casas de peinados de señoras de Monte­

video, que tampoco pueden abrir esos días antes de las 8. De 

todo lo cual, resulta que el personal goza de una jornada 

·máxima de cuarenta y cinco horas y media o cuarenta y seis 

horas, ya que debe concederse un descanso intermedio, com­

putable de 15 ll?-Ínutos, o reducir a cinco horas y media la jor­

nada del día sábado. 

6. El t rabajo industrial de los menores de 18 años da , 
lugar a otras limitaciones, siempre dentro del máx imo de la 

ley de 1915. En efecto, el Código del Niño dispone que la jor­

nada diaria no puede exceder de las seis horas, ni la semanal 

de treinta y seis, con exclusión de la jornada continua y con 

un descanso intermedio mínimo de dos horas. 

Los menores, que tengan más de diez y ocho años, pero 

no hayan cumplido veinte, pueden trabajar hasta el límite 

diario de las ocho horas, pero en ningún caso excederlo, es 
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decir, que no caben dentro de esta categoría, los ajustes: 

semanales. 

7 , En cuanto a las ·actividades llamadas insalubres, la ley 

de 14 .de octubre de 1950, crea un régimen mucho más benefi-­

cioso para el personal, con fines especialmente profilácticos de 

las enfermedades profesionales ( 11). Por esta ley, se estable­

ce la eventual fijación de horarios especiales, con un límite 

máximo de seis horas diarias. Estos horarios especiales, de­

vengan el mismo salario, que correspondería a la jornada 

completa de esas actividades de acuerdo con los laudos o con­

venios en vigor. 

La ley, fijó un mínimo de 3 horas para la jornada diaria 

de trabajo del personal ocupado en estas actividades, con ~e­

recho a una remuneración no inferior al 65 % de la reconoc1da 

para la jornada total. 

8. ' Este es, en sus principales líneas, el régimen de hora­

rios de trabajo, vigente para el Uruguay. Corresponde hac~r, 

empero algunas puntualizaciones sobre descansos intermedws 

sobre el concepto de trabajo efectivo, sobre el contralor de las 

disposiciones relativas a horarios y sobre las sa_nciones po~ s~ 

violación y como complemento del punto mencwnado e_n u~b-

. mo término, examinar la cuestión de las horas extraordmar1as 

y del horario nocturno. 

Sobre el concepto de trabajo efectivo, es necesario remi­

tirse al Decreto Reglamentario p uesto que el legislador n~ ~e 

ocupó, ni en la ley de 1915, ni en las posteriores de def1mr 

este concepto, esencial , sin embargo, para saber la verdadera 

dimensión de la jornada máxima de trabajo. 

Según el mencionado Decreto Reglamentario, debe enten­

derse por trabajo efectivo : "todo el tiempo en que un obrero 

0 un empleado d eja de disponer libremente de su voluntad Y 

d 1 1 de actividades insalubres, varios decretos, previeron 
(11) Antes e a ey 

1
_ . !o-

horarios especiales más reducidos p ara el personal af ectado al c~mp Im~~~e 

de determinadas tareas. Así, d ecretos de 14 de setiembre d e 1~45, so re ~s 
1 

-

cimientos que preparen, empleen o manipulen aminas aromatlcas Y so re or. 

que industrialicen el benzol, sus homólogos y sus compuestos. 
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está a disposición de su patrono o superior jerárquico" ( 12 ). 

El Decreto Reglamentario, resuelve asimismo, ciertos casos 

especiales, como el del trabajo en puertos, a dist ancia de las 

poblaciones, etc. En cuanto al personal encargado de funcio­

nes direct ivas, el trabajo efectivo se computa por el tiempo en 

que desarrolla la actividad regular el personal a sus órdenes, 

siempre que la misma se cumpla simult áneame nte. 

En lo que se refiere a las correcciones a los horarios de 

ap ertura y cierre (13 ) , int roducidas por la ley N9 10.4'89 de 

6 de junio de 1944, aunque no reducen legalmente el trabajo 

efectivo, reducen el horario de atención al público e impiden 

que, en la práctica, el trabajo efectivo supere las ocho horas 
diarias ( 14). 

9. El artículo 49 de la ley N9 5350, encomendó al Poder 

Ejecutivo la deter minación de los "descansos obligatorios d ia­

r ios que c orr espondan a c ada gremio, dentro del horario d e 

trabajo que impone esta ley". 

La fórmula es tan confusa, que se hace muy difícil saber 

que se quiso establecer concretamente: si un régimen de des­

canso diario, mínimo e ntre partes de la jor n ada, o entre jor­

n ada y jornada, o si un descanso imputable a trabajo efect ivo, 

dentro del horario de labor . 

Este último concepto p arece no obstante, el más ajustado 

al tenor liter al de la ley y t am bién es el que recoge el decreto 

reglament ario en sus artículos 69 (sobre obreros de cámaras 

frigor íficas), 16 (sobre operarios que tengan a su cargo t ra-

( 12) ~sta definición corr esponde al con cepto a dmitido por la doctrina y 

es, seguramente , in ob jetable y de gr an a m plitud . V. C ABANELLAS, Tratado , t. II, 
p ag. 486. 

(13) El p roblema del cierre obligatorio a hora fi ja, interesa sólo parcial­

mente a la legislación labor al, y ello e n la medida que facilita la vigilancia y 

contralor de sus d isposiciones. En el der echo positivo uruguayo, el cierre del 

comercio, a hora fija los sábados, impon e una especial modalidad en la jornada 

semanal y, de sde lu ego, en el régimen de descanso. (V. D. Ley N<? 9 .347 y Ley 

NI' 8797. 

( H) La ley de 6 de junio de 1944, si b ien restableció el :¡-égimen de las 

ocho horas para el comercio d ando fin a un period o durante el cual la jor nada 

f ué más breve, por razones de economía de combust ible, procuró asegu rar la 

efectividad del horar io legal , limitando las posibilidades de acceso del público 

a los locales. Esta limitación su rge d el Art. 21', que ordena postergar l a apertura 

al _Público en cinco m in u tos y· a delantar el cierre en diez, sobre los horarios 

previstos, ya se trate de horar io continuo o de dos medias jornadas. Véase al 

re~pec!o, l a discusión p arlam entaria en D . de S. d el Senado. 

3 
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bajos que eXIJan una manipulación o una atención no inte­
rrumpida) y 17 (sobre tareas que requieran manipulaciones 
periódicas). El Art. 18, de dicha reglamentación, en cambio, 
toma en consideración un concepto de descanso intermedio 
mucho más amplio. 

En lo que se refiere al personal de los establecimientos 
comerciales, el punto fué .debidamente aclarado por el Art. 1 Q 

de la ley de 6 de junio de 1944. En él se dispone que cuando 
el horario es continuo deqe concederse un descanso, im­
putable como trabajo efectivo, después de media hora de tra­
bajo. Cuando el horario de trabajo de los empleados y obreros 
:sea discontinuo, el descanso deberá ser de dos horas y media 
por lo menos, pero, naturalmente no se computará como tra­
bajo efectivo. 

Para determinadas actividades ya citadas, -como la ban­
caria o la que se cumple en peluquerías de señoras de la planta 
urbana de Montevideo--;e opera por esta vía una verdadera 
disminución de la jornada del personal afectado. 

En la industria panadera, la permanencia en servicio de 
}os trabajadores no excederá de ocho horas diarias, pero el 
trabajo efectivo será limitado a siete horas, dedicándose una 
al descanso, de acuerdo con las leyes Nos. 10.667 y 11.146. 

10. El problema de la fiscalización o contralor del régi­
men de horario, o jornada de trabajo, es uno de los más com­
plejos y de difícil solución. 

En la actualidad, el contralor se confía en primer término 
a los propios interesados, a cuyo efecto, se impone que todo 
establecimiento tenga a la vista sus planillas de horario del 
personal ( 15). Además, el cumplimiento del sistema de hora­
rio, es vigilado por los Inspectores del Instituto Nacional del 
Trabajo y Servicios Anexados, quienes están facultados para 
entrar en los establecimientos, observar el trabajo, interrogar 

( 15) La obligatoriedad legal d e la planilla de horarios, Y de su exhibición 
en lugar visible, recién apareció en la ley de 6 de junio de 1944, para _el _co­
mercio extendiéndose a la industria, actividades privadas Y servicios publlcos 
a carg~ de particulares, por l a de 20 de octubre de 1944. Con anterioridad , sin 
embargo, diversos decretos imponian esta documentación y fijaban sanciones,_ 
por falta de exhibición, en particular, el Decreto de 15 de mayo de 1935, en sus 
Arts. 26 a 28. 
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a los patronos o encargados, así como a los obreros, exigir la . 
' exhibición o entrega, bajo recibo, de documeRtos, etc. 

Las sancior¡.es, previstas para los casos de incumplimien­
to, son multas, que se gradúan en relación con el número de 
obreros sorprendidos en infracción y que son mayores en caso 
de reincidencia del patrono ( 16). Estas multa~ se aplican a 
los patronos, pero los obrero::., también pueden ser multados, 
hasta el importe de la suma que perciben por el exceso de 
trabajo de un mes. 

El problema más delicado que plantea este régimen de 
doble sanción es el de saber si el trabajador será en todo caso 
pasible de ella o sólo cuando incurre en doble ocupación, con 
exceso del horario máximo legal. Sobre el punto, la ley de 
1915, no facilita ningún criterio concluyente, a diferencia de 
las leyes sobre descanso semanal, que presumen la culpabili- . 
dad del patrono. 

11 . El concepto de hora extraordinaria es ciertamente de 
muy difícil precisión ( 17). 

En atención a los términos de la ley de 1915 y las poste­
riores, - así como del decreto reglamentario de 15 de mayo 
de 1935- parecería conveniente distinguir tres situaciones 
posibles: A) Horas extraordinarias autorizadas; B ) Horas ex­
traordinarias no autorizadas; C) Horas suplemen~arias: 

La distinción entre estos tres tipos surgiría de lo siguien­
te: A) Las horas extraordinarias autorizadas, serían las que 
en los gremios no comprendidos en la franquicia de trabajar 
sin limitación de horario diario, excediesen excepcionalmente 

( 16) El régimen r>ara la aplicación de estas multas es el que surge de 
la ley de 29 de mayo de 1916. Sobre el .particular, V. BARBAGELATA, H. H. Ré­
gimen para la aplicación de multas por infracciones a la legislación del trabajo, 
en Der. Lab., t. I , pág. 122, y DE FERRARI, Feo., La r epr esentación del Instituto 
N. del Trabajo en los juicios por cobro de multas, e n Der. Lab., tomo!, p ág. 56. 

( 17) AMIA UD, COUrs, pág. 494, París, 1947; RoUAST- DURAND, Précis, pág. 
349, París, 1947; PÉREZ LEÑERO, Instituciones, Cit., pág. 119; CABANELLAS, Tratado, 
cit., t. rr. p ág. 491; G!USTlNIANI, en Tratatto dir. por BORSI y PERGOLESI, T. II, 
pág. 219; RussoMANO, M. V., Comentarios, T. II, pág. 147, Río de Janeiro, 1952; 
I>E LA CuEvA, Derecho mexicano del trabajo. T . I , pág. 507, México, 1943; BARAS­
st, Il Diritto d el Lavoro, Milán, 1949; T. II, p ág. 389; LEvr, Lionello R., Istitu-· 
z ioni di Legislazione Sociale, pág . 104, Milán , 1952; CAvALLO, Il diritto del lavoro, 
t. I , pag. 317, 1930; - DE LITALA, Contrato de trabajo, pág. 225, Bs. Aires, 1946;: 
PERGOLESI, Il contratto di lavoro, pág. 162, Bologna, 1945. 
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.el límite diario de ocho horas, pero sin sobrepujar el semanal; 

B) Las extraordinarias no autorizadas, se definirían por exce­

der el límite semanal; y C) Las suplementarias, se configura­

rían por su condición de sobrepujar el límite horario especial 

del gremio (inferior al legal máximo), sin exceder, en cambio, 

el límite de la jornada diaria legal. 

En el terreno doctrinario existe una enconada discusión 

respecto de la posibilidad de reclamar el pago por las horas 

extraordinarias no autorizadas, én la medida que éstas re­

presentan un tipo de actividad ilícita, un trabajo "contra 

lege" (18). En el derecho positivo uruguayo, y sin perjuicio 

de la eventual multa en que podría incurrir el trabajador, pa­

rece posible que éste exija su pago, independientemente del 

salario normal que le corresponde ( 19). 

No obstante, aún resuelto el punto de la admisibilidad de 

la reclamación por cualquier clase de horas extraordinarias, 

faltaría determinar el tipo de salario aplicable a estas horas. 

Este no es el único problema, pues quedaría aun el de 

producir la prueba de dichas horas extras, lo que representa 

muchas veces un escollo casi insalvable, pues los documentos 

en que podrían constar están en poder de quien se halla nor­

malmente empeñado en negar tal modalidad de la prestación 

de los servicios. La prueba testünonial, a su vez, es manifies­

tamente imprecisa, por su naturaleza ( 20). 

Existen, sin embargo, convenios colectivos, laudos y otras 

normas de aplicación restringida a ciertas actividades, que 

fijan tarifas especiales para las horas extraordinarias (por . 

ej.: para los capataces, estibadores, marineros, para los gráfi­

cos, etc.). En tales casos, los jornales horarios son mucho más 

elevados que los normales. 

Los tribunales, por su parte, en los casos sometidos a su 

(18) PERETTI • GRIVA, ll rapporto d'impiego privato, pág. 213, 1925; DE 

LtTALA, op. cit., pág. 225. En sentido contrario, DEVEALI, "Retribución del trabajo 

extraordinario no autorizado". en Rev. del Trabajo, (Buenos Aires. año VIII. 

N<? 9, pág. 452) . 
( 19) Esta interpretación que es la más ajustada a los principios de la 

equidad, se refuerza jurídicamente por las disposiciones de los Convenios 

internacionales Nos. 1 y 30, ratificados por el Decreto Le y N9 8.950. 

(20) Sobre la dificultad probatoria en cuanto a las horas extraordinarias. 
V. CAUANELLAS, Tratado, cit., T. II. pág. 495. 

r 
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resolución, se han pronunciado por la tesis de que, a falta de 

normas expresas, las horas extraordinarias autorizadas deben 
ser pagadas con jornal doble ( 21). 

Las horas suplementarias, sólo excluirían el pago extra­

ordinario cuando han sido expresamente previstas, a título de 

tolerancia especial, como acontece en la banca privada, res­

pecto del porcentaje de cuarenta y cinco horas por trimestre. 

En cuanto al trabajo prestado en día de asueto o en festi­

vos, su régimen será tratado en el capítulo p róximo, que versa 

sobre el descanso semanal. 

Es oportuno destacar que, en cualquiera de los casos exa­

minados, si el patrono paga o retribuye las horas extraordi­

narias o suplementarias, no podr á luego repetir lo pagado. 

Las sumas percibidas por este concepto, deberán sufrir 

los descuentos legales y ser imputadas a la remuneración 

anual o mensual del trabajador, a los efectos de las leyes y 

principalmente de las de 28 de febrero de 1941, sobre acciden­

tes de trabajo y de 6 de junio de 1944 y concordantes, sobre 

indemnización por despido ( 22) . 

12. Sobre horario nocturno, no existe disposición alguna 

con jerarquía de -ley, que sea aplicable a todo tipo de traba­

jador, o a todo tipo de actividad ( 23). El Decreto Reglamen­

tario de 15 de mayo de 1935, se limitó, por su parte, a estable­

cer que el trabajo nocturno, en los casos que es permitido, se 

rige por las disposiciones relativas al diurno, pero la parali­

zación del trabajo debe limitarse al mínimo de una hora. 

En cuanto al trabajo de los menores de 18 años, está 

prohibido por el Código del Niño para todas las actividades, 

con excepción del servicio doméstico, entre las veintiuna y las 

(21) V. Fallos publicados en DERECHO LABORAL, t. ll, págs. 176 y 185. 

( 22 ) Esta solución parece indiscutible d ados los amplios términos de la• 

disposiciones legales citadas. En el derecbo comparado no siempre ocurre asi , 
en cuanto se exige que se trate de una remuneración permanente, para integrar 

el salario-base de las indemnizaciones. No obstante, se reconoce sin discusiones 
que el trabajo extraordinario está técnicamente sujeto al mismo régimen jurí­

dico que el ordinario y que "por consiguiente l a compensación extraordinaria 
no es más q ue un elemento de la retribución normal". (Barassi, Il Diritto del 
lavoro. cit.. t . II, pág. 402), 

(23) GITJSTINIANt, L'orario e i reposi, pág. 267; BARAssx, 11 Diritto del lavo­
ro, T . II, pág . 404. 
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seis horas. La ley sobre actividades insalubres extendió la 
prohibición, para esta categoría de trabajos, hasta los veintiún 
años'. 

También se prohibe el trabajo nocturno, en atención a las 
. características de la actividad, en la industria panadera, por 
la ley de 23 de noviembre de 1948, sin distinción de eda­

. des ( 24). En las actividades consideradas insalubres por la 
citada ley general de 14 de octubre de 1950, la semana de tra­
bajo no puede exceder de treinta horas, para los obreros que 

:-r ealicen circunstancial o permanentemente tareas nocturnas. 

. 
(24) CoUTURE, E. J. - BARBAGELATA, H. H., Legislación v igente en el Uru­

¡guay, págs. 1 72 y 239. Montevideo, 1951. 
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Apéndice al capítulo ll 

LEY N9 5.350, DE 17 DE NOVIEMBRE DE 1915, 

(Que instituye la jornada de 8 horas diarias y 48 semanales en 
toda le república) 

Art. 19. - El trabajo efectivo de los obreros de fábricas, talle­
Tes, astilleros, canteras, empresas de construcción de tierra o en los 
puertos, costas y ríos; _de los dependientes o mozos de casas indus­
triales, o de comercio; de los conductores, guardas y demás emplea­
dos de ferrocarriles y tranvías; de los carreros de playa, y en general, 
de todas l as personas que tengan tareas del mismo género de las de 
los obreros y empleados que se indican, no durará más de ocho ho-
ras por día. . 

Art. 29. - Esta ley comprende a los obreros empleados en tra­
bajos realizados por el Estado. 

Art. 39. - En casos especiales podrá aumentarse el término del 
trabajo diario de los adultos; pero en ningún caso excederá de 48 
horas por cada seis días de labor. 

En estos casos de alteración del término normal de la jornada, 
se dará cuenta a la Intendencia respectiva, de acuerdo con las con­
diciones que el Poder Ejecutiv o establecerá en la reglamentación 
complementaria de esta l ey. 

Art. ~9- - El Poder Ejecutivo reglamentará los d escansos obli­
_gatorios diarios que correspondan a cada gremio, dentro del horario 
de trabajo que impone esta ley. 

Art. 59. - Ninguna fábrica, taller, etc., se servirá de obreros 
-que trabajen en ·otro establecimiento el máximum de horas autoriza­
do por esta ley; pero cuando rn obrero trabaje en un establecimien­
to un número de horas m enor que el autorizado, podrá trabajar en 
otros las horas complementarias. 

Art. 69. - Las fábricas, talleres, etc., que permitan el . trabajo 
de obreros o empleados por mayor número de horas que el que esta 
.ley permite, serán multados por la primera vez en diez pesos por cada 
obrero que haya infringido la ley, y las veces siguientes en quince. 
Los obreros serán multados en la suma que perciban por el exceso de 
trabajo, no pudiendo ser mayor cada multa que el exceso de un mes . 
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Art. 79. - Vigilarán el cumplimiento de las disposiciones de 
esta ley, veinticinco Inspectores especiales que el Poder Ejecutivo 
distribuirá en los departamentos en las proporciones que considere 
convenientes y que dependerán de la Oficina del Trabajo. 

La asignación de cada uno de los Inspectores será de mil ocho­
cientos pesos anuales en el Departamento de Montevideo y de nove­
cientos sesenta en los otros Departamentos. 

Estos Inspectores tendrán el derecho de entrar a los estableci­
mientos de trabajo y pedir cuantós informes sean necesarios para el 
cumplimiento de su misión, de acuerdo con la reglamentación que 
al efecto dictará el Poder Ejecutivo. 

Si algún dueño o representante de establecimiento se negara a 
facilitar a un inspector los medios que solicite para el desempeño de 
su cometido, o si le contraría o molesta en el ejercicio de la facultad 
que este artículo le confiere, será penado con multa de veinticinco 
pesos por cada contravención constatada ( 25). 

Art. 89. - La presente ley entrará en vigencia tres meses des­
pués de promulgada. 

LEY N9 10.489, DE 6 DE JUNIO DE 1944 

(Que modifica el régimen de horario en determinados 
establecimientos comerciales) 

Art. 19. - Restablécese el r égimen legal en materia de horarios 
y jornadas de trabajo en vigencia el 18 de setiembre de 1942, ajus­
tándolo a las siguientes normas: 

A) El horario de trabajo de los empleados y obreros podrá ser 
continuo o discontinuo. · 

B) En el primer caso, deberá establecerse un descanso de me­
dia hora por lo menos, una vez transcurridas cuatro boras de traba­
jo y se computará como trabajo efectivo ; en el segundo, el descanso 
será de dos horas y media por lo menos. 

Art. 29. - Restablécese el régimen de jornada de ocho horas de 
trabajn para los empleados y obreros del comercio. Los comercios 
serán habilitados al público desde cinco minutos después de la hora 
fijada para la apertura hasta diez minutos antes de la hora fijada 
para el cierre. 

(25) V . Art. 69, Ley N'? 10.489, pág. 41. 
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Art. 39 - Mientras no sean determinados por los Consejos de 
Salarios, los sueldos y jornales que percibían los empleados y obreros 
del comercio comprendidos en esta ley al 19 de mayo de 1944, serán 
aumentados con arreglo a la siguiente escala: 

Por los primeros $ 50.00 o fracción, 20 % . 
Por el excedente de $ 50.00 o fracción, hasta $ 70.00, lO%•. 
Y por el excedente de "$ 70.00 o fracción, hasta $ 150.00, el 5 %. 
Los empleadqs y oJ:;>reros remunerados con más de $ 150.00 (cien-

to cincuenta pesos mensuales), no podrán disfrutar un sueldo infe­
rior a la máxima retribución alcanzada por los beneficiarios de 
esta ley. 

Los aumentos precedentes también alcanzarán a los beneficios 
que dichos obreros y empleados percibían al 19 de mayo de 1944 por 
concepto de habilitaciones, comisiones, alimentos, vivienda, propi­
r.as u otras compensaciones estimadas como remuneración normal 
y permanente. 

A los efectos de la estimación de los complementos de sueldos 
por concepto de alimentos, viviendas, propinas, etc., se estará a las 
determinaciones hechas por el Instituto de Jubilaciones. 

Hasta que el Consejo de Salarios realice las determinaciones co­
rrespondientes, los sueldos, jornales y demás beneficios estimados 
en la forma establecida se regirán por la presente ley. 

Art. 49 - Los empleados y obreros del comercio -aun los no 
comprendidos en la ley de 13 de abril de 1934- que fueren despe­
didos, tendrán derecho a una indemnización equivalente al importe 
de la remuneración total correspondiente a un mes de trabajo por 
cada año o fracción de actividad, con límite de tres mensualidades 
si tuvieren derecho a jubilación y de seis mensualidades como má· 
ximo en caso contrario. Esta disposición es sin perjuicio de la con­
tenida en el artículo 26 de la ley N9 6962, de 6 de octubre de 1919, 
en la forma establecida por la ley N9 9196 de 11 de enero de 1934, 
y deroga, en lo pertinente, al artículo 158 del Código de Comercio. 

Los beneficios de este artículo no alcanzan a los obreros y em­
pleados que sean despedidos por notoria mala conducta. 

Art. 59 - Cada comercio deberá exhibir en lugar visible, las 
planillas de horarios de sus empleados. 

Art. 69 - Los establecimientos comerciales que violaran las 
disposiciones de la presente ley, serán sancionados con multas equi­
valentes al doble de la fijada por el artículo 69 de la ley N9 5350, 
de 17 de noviembre de 1915. 

La aplicación y cobro de estas multas se harán efectivos por el 
procedimiento establecido en la ley N9 10.075, de 23 de octubre de 
1941, en lo pertinente. 

Cualquier persona o entidad podrá denunciar las violaciones a 
la ley. 
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Art. 79 - El Instituto Nacional del Trabajo vigilará el cum­
plimiento de la presente ley. Asimismo patrocinará ante quien co­
rresponda, a los obreros y empleados del comercio, cuando lo soli­
citen, en las gestiones respectivas. Los Fiscales Letrados prestarán 
en los Departamentos del Interior, la asistencia a que se refiere este 
artículo. 

Los obreros y empleados litigarán en papel común y no pagarán 
costas. Los patronos o empleadores deberán satisfacerlas en caso de 
ser condenados. 

LEY N9 8797, DE 22 DE OCTUBRE DE 1931 

(Que modifica la Ley 7318, instituyendo el descanso obligatorio en 
la tarde del sábado y el día domingo semana inglesa en los 

establecimientos comerciales y sus dependencias) 

Art. 19 - El descanso semanal a que se refiere la ley de 10 de 
diciembre de 1920, en los establedmientos comerciales de cualquier 
naturaleza y sus dependencias, deberá tener una duración mm1ma 
de treinta y seis horas consecutivas, quedando reducida la jornada 
semanal a cuarenta y cuatro horas· de labor. 

Se iniciará a las doce y media del día sábado. El personal de 
máquinas y limpieza, podrá terminar sus tareas media hora des­
pués, dentro de los límites legales del horario obrero. 

Art. 29' - Quedan exceptuados de lo dispuesto en · el inciso 29 
del artículo anterior, los establecimientos ya exceptuados por los 
artículos 29 y Siguientes de la ley de 10 de diciembre de 1920. 

Art. 39 - Las farmacias y las peluquerías, a los efectos del des­
canso semanal, se regirán, respectivamente, por la ley de 2 de julio 
de 1931 y por la del 7 de noviembre de 1929. 

Art. 49 - Inclúyese dentro de las disposiciones del artículo 19 
los vendedores ambulantes, con exclusión de los artículos alimenti­
cios, diarios y revistas, flores, bebidas sin alcohol , billetes de lotería, 
tabacos y cigarrillos, l os que se vendan en ferias dominicales y cual­
quier otro artículo que se expenda en los establecimientos excep­
tuados. 

· Art. 59 Los obreros que sean pagados por día, recibirán jornal 
íntegro por cada fracción de jornada en la que completen el des­
canso semanal. 

Art. 69 - La violación de esta ley dará lugar a la aplicación 
de las sanciones establecidas en el artículo 15 y el siguiente de la 
ley de 10 d e diciembre de 1920. 

Art. 79 - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 
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LEY N9 13.814, DE 12 DE DICIEMBRE DE 1952 
(Que declara comprendido en determinado régimen de descanso 
semanal al personal de escritorio y/o dependencias comerciales de 

establecimientos industriales) 

Art. 19- El personal de escritorio y/o dependencias que tengan 
.carácter comercial de todo establecimiento industrial de cualquier 
naturaleza, será beneficiario del régimen establecido por el artículo 
19 de la ley N<? 8.797, de 22 de octubre de 1931, referente a descan­
so semanal. 

Quedan exceptuados de su cumplimiento los patronos, directo-' 
res y/o gerentes de los establecimientos. 

Art. 29 - La violación de esta ley dará lugar a la aplicación 
.de las sanciones establecidas en el artículo 17 y siguientes de la ley 
N9 7.318, de 10 de diciembre de 1920. 

Art. 39 - E l Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 



CAPÍTULO III 

El descanso semanal 

SUMARIO: 

1) Generalidades; 2) Principales disposiciones; 3) Siste­
ma legal; 4) Régimen de semana inglesa; 5) Normas apli­
cables a las "dependencias" de los establecimientos; 
6) Descanso semanal del serv icio doméstico; 7) Otros 
regímenes; 8) Trabajo en día de asueto; 9) Trabajo en 

días festivos. 

l. La reglamentación del descanso semanal, está íntima­
mente ligada al problema tratado en el Cap ítulo anterior de 
Ja jornada de t rabajo, en t uanto se refiere a lo que cor r iente­
mente se denomina jornada semanal. 

Más aun que en el caso de la jornada, la justificación 
d octrinaria de la r eglamentación legal del descanso semanal, 
ha perdido interés. ( 1). Se mantiene , en cambio, latent e la 
cuestión de saber la amplitud de descanso, o sea la estimación 
del tiempo mínimo que l a ley d ebe imponer, y las condiciones 
y oportunidad par a su goce ( 2 ). 

Desde el punto de vista histórico, los dos institutos: jor­
-nada y descanso semanal, t ienen sin embargo un origen 
distinto, ya que la observancia del descanso semanal tuvo, en 
casi todos los pueblos, un fundamento y una sanción religio­
sos, antes que jurídicos ( 3) . 

( 1) BARASSI, Il Dir itto d el Lavoro, t . Il, pág. 409, Milán, 1949; DE L IT ALA, 
op. c it., pág. 246; KROTOSCHIN, C urso, pág. 236, B u en os A ires, 1950; RuSSOMANO, 
op. cit., T. I, pág. 159. P LÁ R oontGUEZ, A .. El d escanso del trabaj ador, en Rev. 
C . E . D ., N'? 73, p ág . 118. 

(2) Oficina Internacional d el T raba jo, Descan so seman al en el comer cio 
y e n las oficin a s, G inebra , 1939; 

(3) V . CABANELLAS, op. cit ., t. II, p ág. 500; P tREZ L EÑERO, op. c it ., pág. 133. 
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2. En el derecho uruguayo, la reglamentación legal del 
principio del descanso semanal, es posterior a la implantación 
de la jornada máxima, puesto que se inicia realmente con la 
ley de 19 de noviembre de 1920, que hizo obligatorio el des­
canso de un día por semana para todo conductor de automó­
viles o carruajes que trabaje a sueldo y para el servicio do­
méstico particular. 

El texto fundamental aplicable a todos los gremios, fué 
dictado muy poco después, el 10 de diciembre del mismo 
año 1920 (4) . 

Aparte de estas leyes, interesa destacar la de 22 de octu­
bre de 1931, -ya citada en el capítulo anterior-, que insti­
tuyó la semana inglesa en los establecimientos comerciales de 
cualquier naturaleza y sus dependencias; la ley de 17 de di­
ciembre de 1945, que creó en su artículo 19 tres festivos pagos; 
el Estatuto del Trabajador Rliral (ley de 16 de octubre de 1946); 
la ley de actividades insalubres, de 14 de octubre de 1950 y la 
de 12 de noviembre de 1952, que amJ?lió la de semana inglesa. 

3. De acuerdo con las leyes citadas y otras normas com­
plementarias, el descanso semanal de los trabajadores, de las 
distintas actividades, ofrece las siguientes características: 

En términos generales los obreros de la industria gozan 
de un día de 24 horas de descanso después de seis de trabajo, 
obligatoriamente en domingo, o de un día de descanso, después 
de cinco de trabajo1 en cualquier día de la semana. La opción, 
entre ambos regímenes, reputados normales por la ley, corres­
ponde al patrono. 

El régimen de descanso dominical admite algunas excep­
ciones, en favor de ciertas empresas industriales que no 
pueden paralizar su actividad totalmente ese día de la semana 
por razones de interés público, por las necesidades que satisfa­
cen, la índole de la actividad, etc. En tales casos, especificados 
en el Art. 29 de la ley de diciembre de 1920, puede obtenerse 
del Ministerio de Industrias y Trabajo, (previa audiencia de 

(4) Esta !ey, por su artículo 13 fué declarada aplicable también a l ser­
vicio doméstico, sin perjuicio de la necesidad de una reglamentación especial 
para esta actividad. 

47-

ias organizaciones sindicales y técnicas correspondientes y del 
Instituto N. del Trabajo), una autorización para, la concesión 
del d escanso después de seis días de labor, en otro que no sea 
domingo. La ley aclara que no se admitirán excepciones res­
pecto del descanso semanal de los trabajadores menores de 
diez y seis años y de las mujeres. 

Faltaría agregar, para completar este esquema, que según 
dispone el Art. 19 de la ley N9 7318, el descanso obligatorio al­
canza, salvo excepciones, también a los patronos. La excepción 
principal se refiere a los dueños de los establecimientos no 
<1fectados por la obligación de cierre a hora fija, según el De­
creto Ley de 18 de diciembre de 1933. 

El personal de dirección en cambio, cualquiera sea su ca­
tegoría funcional o económica, está obligado sin excepción al­
guna a observar el descanso semanal ( 5). 

4. En cuanto al personal de los establecimientos comer­
ciales, por la ley de semana inglesa, beneficia de un descanso 
semanal_ de treinta y seis horas que, si la actividad puede in­
terrumpirse a hora fija, comienza los sábados a la hora 12 y 30 
comprendiendo la tarde de este día y el domingo. 

En los demás establecimientos comerciales, el descanso de 
treinta y seis horas puede comprender día y medio civiles, dis­
tintos del sábado y domingo para todo o parte del personal. 

El mismo régimen es aplicable, según hubo ocasión de 
aclarar en el capítulo anterior, al personal de escritorio y /o 
dependencias comerciales de todo establecimiento industrial 
de cualquier naturaleza, de acuerdo con la ley N<? 13.814 de 12 

de noviembre de 1952. 

El principal problema que la interpretación de estas leyes 
presenta, es el de delimitar qué debe entenderse por "estable­
cimiento comercial", y por "dependencias comerciales" de los 
establecimientos industriales. En efec1o, ninguna ley define 

( 5) Sobre el estatuto del personal de dirección, véase la nota 7 del Cap. II. 
( 6) Se supone erróneamente que el punto debe ser dilucidado por el de­

recho comercial, siendo que, la distinción entre comercio e industria es irrele­
vante del punto de vista de esa rama del derech o 
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los conceptos de "industria" "comercio", o "establecimiento 
comercial", ni de "dependencias comerciales" ( 7) . 

En el terreno doctrinal , el tema tampoco ha preocupado 
excesivamente a los tratadistas del derecho del trabajo. 

En términos generales, sin embargo, puede considerarse 
aceptado el siguiente criterio: La actividad industrial, o indus­
tria propiamente dicha, supone una transformación de los bie­
nes, para adaptarlos a la satisfacción de nuevas necesidades, 
mientras que la actividad comercial, en sentido estricto, sería 
la que consiste en la intermediación en diversos grados entre 
los productores, y los consumidores ( 8). , 

Empero, el Convenio Internacional, N9 14 de Ginebra, 
que adoptó normas sobre descc:rnso semanal exclusivamente 
para los "establecimientos industriales", consideró en su 
Art. 19 como "establecimientos industriales", algunas acti­
vidades que son manifiestamente comerciales, por aplicación 
del criterio antes enunciado. Esta calificación ha repercutido 
sobre la interpretación administrativa de la ley de semana 
inglesa, que es firme, en el sentido de entender que al personal 
de las empresas de transporte, salvo naturalmente el de escri­
torios, está al margen del beneficio del descanso semanal de 
36 horas (9). 

( 7) La ley n9 10.542, se refiere todavía a una categoría especial, los es­
tablecimientos "típicamente industriales". 

(8} CTiterio a doptado por RrvA SANSEVERINO, en su "Diritto del Lavoro"', 
cit. , pág. 40. La distinción, con ser la más simple y convincente, no es total­
mente satisfactoria, en particular si se piensa en ciertas actividades, que origi­
nariamente fueron profesiones liberales y que, en la actualidad, son explotadas 
muy frecuentemente por verdaderas empresas, tales: las peluquerías, las casas . 
o estudios fotográficos, etc. Estos gremios estan poco menos que fuera de la 
clasificación resultante del criterio adoptado, y desgraciadamente no son los 
únicos. Lo que ocurre es · que la diferenciación entre el régimen del comercio 
.v el de la industria tiene, en el derecho !ahora!, una justificación derivada de 
condiciones históricas y que no afectan la naturaleza de estas actividades, tan 
difícilmente separables. 

( 9} La ex plicación del criterio aplicado por el Convenio de Ginebra, está 
vinculada con la aclar ación de la nota anterior. En efecto, en e l plano inter­
nacional, la protección se orientó primero a comprender a los personales ocu­
pados en las actividades más insalubres o fatigosas y, desde luego, entre ella5 
cuentan las tl!)icamente industriales. Por extensión se reputaron "industriales" 
las empresas de transporte, que manifiestamente no lo son, para alcanzarlas 
con el beneficio. 

Las disposiciones más favorables que luego se dictaron para el comcrc10, 
tienen una explicación distinta. Impuesta la reducción legal de la jornada, una 
ulterior disminución de la jornada semanal, y aún de la diaria, no afecta fi~an­
Cleramente a las empresas, porque las operaciones d ependen de la demanda Y 
esta no se modifica en relación con el horario de las mismas, sino que se r edis-
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5. Un problema complementario del anterior consiste en 
determinar que se entiende por "dependencias" ya que, según 
la ley NQ 8797, las "dependencias" de los establecimientos co­
merciales de cualquier naturaleza, siguen el régimen de des­
canso semanal de éstos. Por el contrario, las "dependencias" 
comerciales de los establecimientos industriales, escapan al 
fuero del establecimiento. 

A falta de una definición legal, debe concluírse que la "de­
pendencia", es la que presenta la condición de accesorio, fren­
te a lo principal. Pero, sí en los casos extremos la distinción es 
fácil, no ocurre así en la mayor parte de las hipótesis posibles, 
pues la condición de principal puede surgir de indicios muy 
varios y hasta contradictorios, tales como : número de trabaja­
dores ocupados, volumen de los negocios, organización de la 
empresa, etc. 

La calidad de "dependencia", no está, tampoco, ligada con 
la de contigüidad o comunidad de un local, y puede perfecta­
mente concebirse una dependencia ubicada en un local distin- · 
to y hasta alejado de la casa principal. 

En cuanto a las dependencias comerciales, de los estable­
cimientos industriales, se tendrán que reputar tales, las seccio­
nes destinadas a la venta y distribución de mercaderías. Ello, 
desde luego, aparte de los "escritorios" que son una dependen­
cia especial, pero expresamente incluída, por la ley de 12 de 
noviembre de 1952, en el régimen de descanso semanal de los 
establecimientos comerciales. 

6. El descanso semanal del servicio doméstico, merece un 
párrafo aparte, en virtud de la especialidad de su reglamem­
tación. 

tribuye. En la actividad de producción típicamente industrial, en cambio, la 
relnción entre el tiempo de trabajo y sus resultados es m ucho mayor, y la opo­
sición patronal a la reducción de ambas es forzosamente más enérgica 

En todo caso, dentro de nuestro derecho, parece justificado que, si exis­
te dl,lda, se esté a la interpretación más favorable para el trabajador, según en­
seña la doctrina más recibida. Cfre. DEVEALI, Lineamientos, pág. 151. Buenos 
Aires. 1953; DunANo, Traité de droit du travail, T . I , pág. 260, Par ís 1947. CEsA­
nrno JuNIOR, Direito social Brasileiro, T. I, pág. 104, San P ablo, 1953; DE LA 

•cuEVA, op. cit., pág. 336; KRoroscHtN, Instituciones, T. I, pág. 42; parcialmente 
BARASSI, Il diritto del lavoro, pág. 178, que lo acepta al menos para las leyes 
tuitivas y asistenciales. En la doctrina y la Jurisprudencia uruguaya, la regla 
"in dubio pro operario" ha sido observada aln oposición. Cfre. PLA RoontC:u~::z;, . 
en "Derecho Laboral", T. I , pág. 31. 

4 
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Como ya se destacó, este gremio, que permaneció al mar­

gen de las disposiciones sobre limitación de horario diario, fué 

sin embargo el primero, junto con el de los choferes particula­

res, en ver reconocido en una ley especial de naturaleza labo­

ral, su derecho al descanso semanal. 

En el Decreto Reglamentario de 16 de junio de 1921, se 

aceptó para este tipo de trabajo una importante modalidad de 

goce del beneficio autorizado por los Arts. 13 y 2 de la ley 

N9 7.318, que consiste en la posibilidad de pactos que reempla­

cen el descanso de veinticuatro horas contínuas, por los medios 

días de doce horas contínuas, que no deben contarse ni desde 

. antes de l!ls ocho, ni después de las catorce horas de cada día. 

Por tratarse de un régimen de excepción y menos favora­

ble para el trabajador, es de gran interés delimitar perfecta­

mente su campo de aplicación ( 10). 

Por de pronto, aun cuando el legislador no utiliza la ex­

presión servicio doméstico particular, que eliminaría toda 

posible discusión, este régimen sólo es aplicable al personal 

que cumple labores domésticas para los particulares, al tenor 

de los Arts. 19 y 13 de la ley de 10 de diciembre de 1920. Por 

consiguiente, el personal que cumple tareas domésticas, o se­

mejantes a las domésticas en establecimientos comerciales, in­

dustriales, tanto públicos como privados, laicos, o religiosos, y 

aún de enseñanza profesional o de beneficiencia, y sus depen­

dencias, sigue el régimen r espectivo de estas actividades y no 

del servicio doméstico. 

Es necesario tener en cuenta, además, que un decreto de 

:.8 de agosto de 1944, declaró, con carácter general que deter­

minadas profesiones no se consideran servicio doméstico. Así 

el trabajo prestado por las "nurses" en los consultorios de los 

médicos, dentistas, etc., y el de los empleados con idoneidad 

especial reconocida oficialmente que prestan servicio en un 

consultorio. El mismo decreto, excluyó expresamente del ser-

( 10) Sobre l a figura del trabajador del serVIciO doméstico, pued e verse : 

8ARASS1, Il DirittO del lavoro, cit., T. l, pág. 214; RIVA SANSEVERJNO, Diritto del 

!avoro. cit., pág. 41; DE L!TALIA, El contrato de trabajo, pág. 252; DE SEMO, Il 

contratto di lavoro domestico, en Bonsr-PERGOLI!:SI, cit., T. I , pág. 503; CABANE­

LLAS, Tratado, T. Il, pág. 877; ALVARADO SMITH-Ruz DURAN, El derecho del tra­

f>ajo en l as legi slaciones latinoamericanas, p ág. 67, Santiago de Chile, 1950. 
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VICIO doméstico el realizado por los porteros, limpiadores y as­

censoristas que ocupan los propietarios de casas de apartamen­

tos o escritorios ( 11) , y a los choferes particulares ( 12). 

Por fin, y aunque no interesa al tema que se trata, corres­

ponde aclarar que el personal del servicio doméstico no ha 

quedado sistemáticamente al margen' de la legislación protec­

tora del trabajo ( 13) y que incluso algunas leyes, como- la de 

28 de febrero de 1941, sobre accidentes de trabajo, en su Art. 

39 inciso E, m enciona esta categoría de trabajadores entre los 

expresamente beneficiados por su régimen ( 14 ). 

7. Los trabajadores rurales, se beneficiaban, en la letra 

de la ley con el derecho al descanso semanal, desde 1875, por el 

Código Rural de 17 de julio de ese año. Pero, ni esa norma, ni 

la posterior ley de salario mínimo rural, de 15 de febrero de 

1923, que estableció el derecho al descanso dominical en tér­

minos más categóricos, tuvieron nunca un efectivo cumpli­

miento. 

En la actualidad, rige para estos trabajadores el Estatuto 

promulgado en 1946, que dice en su artículo 59 que los traba­

jadores rurales dispondrán "de su entera libertad el día do­

mingo de cada semana", salvo ciertos casos que se especifican 

y que dan lugar a la concesión de descansos compensatorios . 

La definición de trabajador 1·ural, la proporciona el De­

creto reglamentario de 11 de febrero de 1949. Al tenor del 

cual, tiene esa calidad todo el que bajo la dirección de otra 

( 11) V. sobre el llamado "contrato de portería", la nota 6 del Cap. II. 

(12 ) Sobre e l régimen d e los choferes particulares y sus diferencias con 

<!l servicio doméstico. v: VILLALPANDO RETAMoso, Los trabajadores del servicio 

doméstico, e n ··D. L.", T . III, pág. 277. 

(13) En realida d, la existencia de un régimen diferencial para los traba­

jadores del servicio doméstico, no es una necesaria consecuencia de la especifi­

"'da d de su con t r ato, ya que, sin perj uicio de sus peculiaridades de índole 

económica, desde el punto de vista laboral estamos incuestionablemente ante un 

contrato de trabajo tipico. Ocurre, no obstante, que los servicios del doméstico 

toon prestados no a una empresa, sino a una familia, no e n un establecimiento, 

Gino en el hogar, y de allí surge una interferencia jurídica de normas protecto­

ras, que se resuelve, introduciendo variantes en el cumplimiento de la r egla 

laboral, como en el caso del descanso, o eliminando toda reglamentación como 

en el caso de la jornada. Sobre la evolución de esta figura, V. UNSAJN, Evolución 

del servicio doméstico, en rev. "Derecho del Trabajo", (B. A .) . T. VII, pág. 326. 

( 14) DE FERRARI, Feo .. El nuevo derecho sobre accidentes d e l trabajo, 

p ág. 23, Montevideo, 1942. 
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persona y por cuenta de ella ejercite habitualmente trabajos. 
rurales, esto es, actividad agrícola y 1 o ganadera, (con lo que 
queda comprendida la exportación mixta y la de granja), fue­
ra de los perímetros urbanos, mediante el pago de un salario y 
además prestaciones de conformidad con la ley ( 15). 

En cuanto al régimen aplicable a las llamadas "activida­
des insalubres", la ley de 14 de octubre de 1950, previó que la 
semana de trabajo del personal que efectúe labores califica­
das como tales, con horario nocturno, no podrá exceder de 30 
horas, y que cumplidas dichas treinta horas, los obreros ten­
drán derecho a un descanso mínimo de 48 horas continuas, es 
decir, de dos días continuos por semana de labor. 

8 . Quedarían solamente por tratar algunos problemas 
especiales. · 

En primer término, conviene precisar el régimen del tra­
bajo prestado en día de asueto o sea en los días en que debe 
gozarse el descanso. 

En ese sentido, debe aclararse ante todo, que sólo por ex­
cepción puede trabajarse en tales días, y que para ello, se re­
quiere el consentimiento del obrero o empleado, renovado 
cada vez por una convención escrita. 

1 

El salario por estos trabajos excepcionales, será, por lo 
menos, el doble del ordinario (16). 

La ley uruguaya no expresa, en cambio, que el asueto 
deba ser pago, a diferencia de la de otros países ( 17). Ello, 
sin embargo, no tiene consecuencias demasiado importantes, 
dada la forma de estipular la remuneración del trabajo. De­
jando de lado los empleados a sueldo, sobre los que no h ay 
cuestión posible, es fácil concluir que los trabajadores a jornal 
si bien no reciben paga por los días de asueto, perciben un 

(15) V. GELSI BIDART, Anotaciones al Estatuto del trabajador rural, en 
rev. "D. L.", T. III, pág. 21. 

( 16) La ley preve, asimismo, un complicado sistema de tranaferencla10 T 
acumulaciones de descansos, y también el pago en dinero de descansos allorra­
dos al vencimiento del contrato. 

(17) Sobre pago de los días de descanso, V. RussOMANo, Comentarios, T. 
I, pág. 161, Río, 1952; PLA RooRIGUEZ, El rágimen de los feriados pagos, en rev. 
"D. L.", T. II, pág. 156; RAMIREZ GRONDA, J. D., Derechos del Trabajo, pág. 127, 
Buenas Aires, 1946; DEVEALI, Lineamientos, pág. 239, Buenos Aíres, 1953. 
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.salario que ha sido previsto, teniendo en cuenta un promedio 
de veinticinco jornadas hábiles. 

9. En lo concerniente a los festivos, la situación es ana­
loga para los trabajadores por mes, a los que, como es lógico, 
no puede descontárseles el salario del feriado en que no se 
trabaje. 

Para los jornaleros, no existe más franquicia que la intro­
ducida por la ley de 17 de diciembre de 1945, en su ar­
tkulo 19 (18) .-

Según esta ley, todo asalariado tiene derecho a per­
cibir en los tres festivos principales del año ( 19 de enero, 
1.9 de mayo y 25 de agosto) su paga como si trabajara, y, si en 
realidad lo hiciera, doble paga. El salario de los destajistas se 
calcula, a estos efectos, según el promedio de la última 
quincena. 

En realidad, no se trata de una obligación de descanso, 
sino de un medio indirecto, para persuadir a los patronos de 
la conveniencia de respetar estos feriados, y de evitar, en su 
caso, que el trabajador que goce del asueto pierda el salario 
de ese día. 

( 18) V. PLA RoomcuEz, El régimen de los feriados pagos, en rev. "D. L .", 
T . n. pág. 156. Algo más sobre los feriados pagos, en rev. "D. L.", T. IV, pág. 53. 
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Apéndice al capítulo 111 ( t9) 

LEY N9 7.305, DE 19 DE NOVIEMBRE DE 1920 

(Qu e instituye el descanso semanal para los conductores de auto­
móviles y carruajes y personal del servicio doméstico y particular) 

Art. 19. - Declárase obligatorio el otorgamiento de un día de 
descanso, por lo menos, en cada semana, a todo conductor le auto­
móviles o carruajes que trabaje a su eldo. 

Art. 29. - Tendrán derecho igualmente al descanso semanal 
los trabajadores del ser vicio doméstico. 

Art. 39. - El patrón que no diese cumplimiento a lo dispuesto 
en el artícu lo anterior será penado con diez pesos de multa o prisión. 
equivalente por cada infracción qu e cometa. 

LEY N9 7.318, DE 10 DE DICIEMBRE DE 1920 
(Que instituye el descanso semanal obligatorio pÍua todos los 

gremios) 

Art. 19. - Declárase obligatorio un día de descanso después de· 
seis días de trabajo o cada seis días para todo patrón, director, ge­
rente o encargado, empleado u obrero de un establecimiento indus­
trial o comercial y sus dependencias, cualquiera que sea la natura­
leza del establecimiento, público o privado, laico o religioso, aunque 
tenga un carácter de e nseñanza profesional o de beneficencia. 

El descanso debe tener una duración mínima de 24 horas. 
Art. 29. - El descan so después de seis días de trabajo debe ser 

dado en día domingo. Quedan, sin embargo, exceptuadas de l a prohi­
bición de trabajo en domingo, de acuerdo con las especificaciones y 
reglamentos que dicte el Ministerio de Industrias: 

19) Los trabajos que no sean susceptibles de interrupciones 
por la índole de las necesidades que satisfacen, por motivos de carác­
ter técnico y por razones que determinen perjuicio al interés público 
o a la m isma industria o comercio. 

29) L as industrias que puedan justificar la necesidad o peren­
toriedad de un trabajo reducido, el domingo, ya sea para la repara­
ción o. limpieza indispensable en las máquinas o herramientas, o para 

( 19) V. las leyes d e 22 de octubre de 1931 y d e 12 de diciembre de 1952, 
sobre régimen de descanso semanal de 36 horas, en el Apéndice al Capitulo U ,. 
págs. 42 y 43 respectivamente. 
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impedir la pérdida total o parcial de la materia empleada o por l a 
necesidad de terminar, sin depreciación de los productos, trabajos en 
ejecución o por razones plausibles, como las de daño eventual o in­
minente. 

39) En casos de urgencia, como accidentes o fuerza mayor, y 
en los que los fenómenos naturales u otras circunstancias transito­
rias que sea menester aprovech ar, así lo exijan. 

49) Las industrias o comercios que r esponden a las necesida­
des cotidianas e indispensables de la alimentación. 

59) Y en general siempre que se pruebe que el descanso simul­
táneo en domingo, de todo el personal de un establecimiento, es per­
judicial al público o compromete el funcionamiento normal del es­
tablecimiento, cuyo trabajo continuo debe ser asegurado en razón 
de la naturaleza misma del trabajo. 

En tales casos el descanso puede ser dado: 

a ) En otro día de l a semana simultáneamente a todo el perso­
nal de un establecimiento o por turnos. 

b) Desde el mediodía o las trece horas del domingo h asta el 
mediodía o l as trece horas del lunes. 

e ) El domingo después de mediodía con un descanso compensa­
torio de un día por t urno y por q uincena. 

d) Por turno, reemplazando el descanso de un día por semana 
por dos medios días. 

Art. 39. - El descanso cada seis días se dará por turno rotatorio. 

Art. 49. - El personal exceptuado en los casos del irciso 29, 

artículo 29, gozará de inmediato de un descanso semanal compensa­
torio y equivalente al de que haya sido privado por su trabajo en 
domingo, debiendo en todos los casos reducirse ese trabajo al míni­
mum estricto e indispensable. 

Art. 59. - Los establecimientos que juzguen encontr arse en 
los casos de excepción a que se refiere el artículo 29 · se presentarán 
a l Ministerio de Industr ias, el que conceder á o no l a autorización 
solicitada, oyendo previamente la opinión del Consejo Municipal, 
Cámara de Comercio o de Industrias, Sindicatos Patronales u Obre­
ros interesados y Oficina del Trabajo. 

Cu an do una sola forma de d escanso sea incompatible con el 
funcionamiento de un establecimiento, podrá solicitarse la adopción, 
~ la vez, de las varias formas de descanso consignadas en esta l ey. 

La autorización concedida a un establecimiento se entenderá 
acordada a los demás del mismo género. 

La r esolución del Ministerio será apelable dentro de quince días 
para ante el Consejo Nacional de Administración, sin más recurso. 

Art. 69. - Sin perjuicio de las autorizaciones que se obtengan 
con arreglo al artículo precedente el Ministerio de Industrias regla­
mentará, previo asesoramiento de las corporaciones indicadas en el 
artículo mencionado, el descanso en los establecimientos a los que 
será permitido darlo por turno, siendo lo dispuesto en esas regla-
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mentaciones apelable en iguales condiciones que. las fijadas prece­
dentemente. 

Art. 79. - No se aplicará ninguna excepción respecto a la obli­
gación del descanso a las mujeres y a los menores de dieciséis años. 

Art. 89. - El empleado u obrero ocupado excepcionalmente el 
día de asueto, tiene derecho a un descanso compensatorio o a una 
indemnización en dinero, a su elección. En tal caso, el salario o in­
demnización correspondiente no será menor que el equivalente al 
doble del ordinario. 

El empleado u obrero que haya cumplido sus cuarenta y ocho 
horas de labor, no puede ser ocupado en día de descanso por un es­
tablecimiento diverso de aquel a cuyo personal pertenece. 

Art. 99. - El empleado u obrero no puede ser, sin embargo, 
ocupado en día de descanso sin su consentimiento, cada vez renovado, 
0 en virtud de una convención escrita. 

Igualmente, por una convención escrita, la mitad del asueto que 
se debe por semana al empleado u obrero regularmente ocupado en 
día de descanso puede ser acumulada en un período de vacaciones 

· que se hará efectivo cada tres, seis o doce meses. 

Art. 109. - La transferencia y acumulación de descansos per­
mitidos de acuerdo con el artículo anterior, estará sujeta a las con­

. diciones siguientes: 

a) Cada ocho horas acumuladas de labor y ahorradas de des­
canso, equivaldrán para el empleado u obrero a un día de vacación. 

b) El descanso que se adeude al empleado u obrero a la expi­
ración de su contrato, deberá serie pagado en dinero, por lo menos 

~ con arreglo al sueldo o jo~nal correspondiente. 

Art. 119. - Prohíbese en los dias de descanso no sólo hacer 
irabajar a los empleados u obreros, sino también hacerlos concurrir 
a las oficinas o escritorios, públicos o privados, aún para hacerles la 
paga, así como ocuparlos en la salida, entrada y transporte de mer­
caderías y su ofrecimiento a domicilio. 

Prohíbese igualmente abrir los locales de venta, excepción hecha 
· de las vidrieras e instalaciones exteriores de exhibición. El Cbnsejo 
de Administración Departamental o local, r espectivamente, autori­
zará o no en esos mismos días el comercio en feria y el ambulante. 

Art. 129. -El descanso semanal de los marineros y de los em­
pleados de ferrocarriles, se regirá por reglamentos especiales que, 
oídas las reparticiones respectivas, así como los Sindicatos Patrona­
Tes y Obreros interesados y la Oficina del Trabajo, dictará el Minis­
terio de Industrias. 

Lo dispuesto por estas reglamentaciones será apelable para ante 
el Consejo Nacional de Administración, como en el caso previsto por 

· el articulo 59. 

Art. 139. - Serán aplicables al serv1cl0 doméstico las disposi­
ciones de esta ley y especialmente las excepciones establecidas en 

.. el articulo 29. 
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El servicio doméstico será objeto, no obstante, de una reglamen­
·tación especial. 

Art. 149. _:_ El Ministerio de Industrias, por medio de los Ins­
pectores de Trabajo, organizará la vigilancia o contralor del descan­
so, determinando igualmente las condiciones del aviso que deberá 
pasar todo jefe de establecimiento, trabajo, industria o comercio que 
haya de beneficiar de las excepciones de los artículos 29 y 39. 

Art. 159. - Las fábricas, talleres, comercios, negocios, etc., que 
·Cuntravengan las disposiciones de la presente ley o los reglamentos 
dictados por la Administración de acuerdo con la misma, serán con­
denados a una multa de cuatro pesos, y diez para el caso de reinci­
·dencia. 

La multa se aplicará tantas veces como personas hayan ocu­
·padas en contravención a la presente ley, sin que el máximo pueda 
pasar de cien pesos por cada vez. 

En caso de reincidencia, la multa será aplicada tantas veces 
como se compruebe la L ontravendón. 

Art. 169. - Los dueños de Empresas y las Compañías o Socie­
dades serán civil y solidariamente responsables de las contravencio­
nes declaradas contra sus directores o agentes. 

Las infracciones o contravenciones se presumirán en todos los 
-casos imputables a los patrones . 

Art. 179. - Será condenado con multa de veinte a cien pesos y 
el doble en el caso de reincidencia, cualquiera que ponga obstáculos 
al desempeño del cometido y contralor de los Inspectores. 

Art. 189. - Para la aplicación de las penas y demás se seguirán 
.J.os procedimientos de la ley de 29 de mayo de 1916. 



CAPÍTULO IV 

Las vacaciones anuales 

SUMARIO: 

1 ) Genemli dades; 2 ) Principales disposiciones; 3) Sis­

tema l egal; 4) D ecretos 1·eglamentarios; 5) Puntualiza­

ciones sobre el funcionamiento d el 1·égimen; 6) Cómpu­

to del tiempo de actividad; 7) Cont1·ove1·sias sobre la 

aplicación de la ley N9 10.684 

1 . El fundamento del instituto de la vacación anual, co­

rrientemente designado con la expresión genérica licencia ( 1), 

coincide en gran parte con el de los beneficios examinados en 

los capítulos anteriores ( 2) . 

El r econocimiento legal del derecho a un período anual 

de descanso, es sin embargo, de aparición tardía, y aún no ha 

logrado universalizarse. 

En el Uruguay, recién en 1933 y con relación a un limi­

tado número de trabajadores, fué sancionado el primer texto 

sobre vacación anua l. La extensión a todos los_ gremios, demo­

ró aún más de doce años, puesto que sólo se logró en diciembre 

rle 1945. 

2 . El Decreto-Ley de 27 de marzo de 1933, surg10 como 

consecuencia de la supresión de una serie de festivos, y el be­

neficio de la licencia anual, alcanzó exclusivamente a los em-

( 1) La vacación anual, es sólo una especie dentro de las licencias posibles: 

por enfermedad, maternidad, etc. Su fundamento es claramente distinto. 

( 2 ) ODINEr, Nicol€:, Les congés ann uels payés, París, 1937; RouAsr-DURAND, 

Précis de Législation industrielle, pág. 357, P arís, 1947; RussOMANO, M . V., Co­

mt!ntários á Consolida~ao, T. I, pág. 237; R ío, 1952; CABANELLAS, G . Tratado de 

Derecho Laboral, T. II, pág. 511 , Buenos Aires, 1949; BARAssr, Il diritto del la­

voro, T. TI, pág. 419. 
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pleados del comercio y oficinas de propiedad privada, con un 
carácter muy especial, desde que el derecho podía ser suspen­
dido por el patrono, "en caso de falta grave relacionada con 
el servicio" ( 3) . 

En lo que se refiere a la extensión de esta franquicia, co­
menzó diez años después, a través de varios textos legales, que 

· favorecieron a los personales ocupados en tareas o actividades 
diversas. Esta am pliación de la órbita de beneficiarios no 
siempre creó iguales derechos y, por tratarse de un est~tuto 
persona~, resultante de la función ejercida y no de la industria, 
permitió la coexistencia en un mismo establecimiento, de tra­
bajadores con derechos ·distintos y aún sin derecho alguno ( 4 ) . 

La ley de 17 de diciembre de 1945, generalizó, con la 
mayor amplitud, el derecho a la vacación anual , aunque sin 
derogar expresamente las anteriores. No obstante se entiende 
que es aplicable a t odos los gremios, con excep ción del trabajo 
rural. Ello se debe a que sus condiciones son consideradas las 
más ventajosas ( 5) . 

En cuanto a l trabajador rural , originariamente incluído 
en los . beneficios de esta ley ha dejado de estarlo, por aplicár­
sele el régimen de lic;:encias anuales incorporado al Estatuto 
del Trabajador rural, que fué sancionado por una ley de fecha 

·posterior ( 6). 

3. El r égimen de licencias, ofre ce las siguientes caracte­
rísticas principales : 

A ) Se concede derecho a todos los empleados y obre­
ros cont r atados por particulares o emp resas privadas de ser-

(3 ) El D ecreto-LEy de 6 de j unio d e 1933, declaró q ue también queda ban 
comp rendidos en e l régimen del anterior Decreto-Ley , los empleados de ofici ­
nas o escritorios de establecim ientos industri ales. 

(4) L eyes Nos. 10.311. 10.509 y 10.571, de 8 de enero de 1943, 11 de 
agosto de 1044 y 15 de dicie m b r e d e 1944; respectivamente. 

( 5) V éo.nse los argumentos que figuran en los Considerandos III y l V 
d el Decreto Reglamen tario de 8 de en e r o de 194.7, que en su Art. decla ró 
cxpresame~tc la n o ~plicabilidad de las leyes an ter iores a la de 17 de diciembre 
de 1945. El criterio d el Decreto Reglamen tario es expresamente compartido p or 
PLA RoDRíGuEz , en rev. ""D. L .". T. II, pág. 164. 

( 6 ) La va cación a nual paga de los t r a ba jadores rurales, se gún el Art. 
deJ Es t :::mto d e l Trabajador Rural (ley N9 10.809, de 16 de octubre de 1946), 
alcanza a un pe r íodo i ninterrumpido de ocho d ías. El patrono, debe fijar la 
Jech a , con una an telación de dos meses . 

Sobr e la calificación del trabajador rur al, V . pág. 51. 

• 
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vicios públicos", "a una licencia anual paga de doce días con­
tinuos o no, como mínimo, cuyo período menor no podrá ser 
inferior a seis días" ( 7). 

E ) El derecho a la licencia, nace cuando el empleado u 
obrero h a computado 12 m eses, o 24 quin cenas o 52 semanas 
de trabajo, siendo indiferente para gozar de este derecho que 
los períodos de trabajo sean continuos o discontinuos, tenién­
d ose sólo e n cuen ta e l cómputo final de los meses, quincenas, 
o semanas trabajad as. 

No obstan te , aclara la ley , si transcur ridos dos años, desde 
que se inició el primer período de t rabajo que da derecho a 
una licencia, el trabajador no ha podido completar el número 
de meses, quincen as, o semanas establecidos, deberá hacer u so 
de la vacación que le corresponda, de acuerdo con el tiempo 
trabajado hasta ese momento. 

C) La ley aspira a que, durante el goce de su licencia, 
el trabajador perciba la misma remuneración que le corres­
pondería en la actividad. Es por ello, que se dispone la impu­
tación de los promedios de comisiones, porcentajes y destajos, 
y, en ~u caso, la acumulación de éstos al sueldo o salario po~ 
tiempo. También deben ser imputadas y acumuladas, las 
propinas. 

D ) Si e l trabajador deja de p restar servicios para u n em­
r leador, (ya sea que éste lo despida , o que se retire por su propia 
voluntad) , el patrono deber á pagarle el jornal de vacaciones 
correspondiente al t iempo trabajado y el obrer o o empleado 
no podrá prestar servicios en otro establecimiento hast a que 
hayan transcurr ido los días de lice ncia que cobró ( 8) . 

( 7 ) Respecto de esta ley, no se plantea, com o frente a l as an teriores, la 
n ecesida d d e señala r los gremios o actividades excl u id os, pues se ad mite sin dis ­
crepan cias que dada la r edacción d el A r t. 19, toda p ersona q u e se en cuentre 
dent ro de una r e lación contractual de trab ajo, posee este derecho. La interpr e­
t ac ión a m plia se r efuerza, con r e lación a l servicio domésti co y al t r aba jo a 
domicilio , por los ante cedentes pa rlame ntarios. Cfre. PLA R oDRÍGUEZ, La licencia 
d e los t rab a jadores a d om icilio, en rev. "D . L .", T. I, pá g. 334. Sobre la figura 
d e l ·traba ja dor d e l s er vi cio doméstico, V . nota 10 al Cap. III. 

(8) Sobr e la natura le za jurídica de l a s sumas pagadas por li cen c ias, V . la 
n ota 17 en el Cap. m . La cuestión tien e especial releva;;cia en nuestro · 
úerecho e n caso de pago de l icencias , no gozadas al ce se de la r el ación laboral.. 
La J uri sprudencia, por lo general, considera que estas sumas tienen naturaleza 
de salar io y siguen s u m i smo régime n pr ocesal (e n rcv. "D. L.", T . III, p ágs . 170 
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E) Teniendo en cuenta que las leyes de licencia se 
fundan en la necesidad de proporcionar al trabajador un des­
canso más amplio y completo, que le permita una mejor recu­
peración de sus fuerzas y contribuya a fortalecer su salud 
moral y física, y la de su grupo familiar el legislador uruguayo 
prohibe severamente toda renuncia o transacción sobre la 
licencia. 

El artículo 99 de la ley dispone, que el derecho a gozar de 
la licencia no podrá se! objeto de renuncia, y que será nulo el 
acuerdo que implique su abandono o su compensación en di­
nero (9 ). 

F) Además, se sanciona con multas al empleador que 
tuviera en su establecimiento empleados u obreros que, de 
acuerdo con las comunicaciones, debieran estar en goce de sus 
respectivas licencias. 

Esta orientación de la ley, que presenta a la vacación 
anual como un factor positivo para la mejora de las condicio­
nes de vida de los trabajadores, se manifiesta también en el 
artículo 18 que encomienda al Poder Ejecutivo el estudio 

y 254). Esta tesis reposa sobre la letra de la ley, y a nuestro entender, es in­
objetable. (V. BARBAGELATA, H. H., La gratuidad del procedimiento laboral, en 
rev. "D. L.", T. V ., pág. 290). Por otra parte el legislador, siempre identificó con 
el salario, a l a compensación que debe pagarse por descanso n o gozado (V. Art. 
8, L. N9 7318). En contra de este criterio, DE FERRARI, en su Curso, llama lá 
aten ción sobre la naturaleza indemnizatoria de los pagos por licencias. 

Aceptada la tesis de la naturaleza salarial, sus lógicas consecuencias, son : 
1) El trabajador, en goce de licencia, n o interrumpe por ese hecho su actividad 
para la empresa, y los períodos d e licencia, no deben por tanto descontarse, al 
compu tar los años o días laborados, para e l goce de otros beneficios como li­
cencia, jubilación, cte.; 2) Las sumas pagadas por licencias gozadas, deben su­
frir los descuentos legales, salv o el corr espondiente a aportes a las Cajas d e 
Compensación por desocupación (Art. 13 ap. f inal, L. 10.684); 31 Sobre Jas 
sumas p~gadas directam ente por licencias no franqueadas, no debe, en 
cambio practicarse descuento alguno, por tratarse de una " compensación", que 
no t ien e e l carácte r d e normal y permanente, a menos que no se inscriba la 
Laja del trabajador en las .planillas de las Cajas respectivas, sino l uego de trans­
curridos los días de licencia que deben gozarse. 

V., además, CEsAmNo JuNIOR, Naturaleza jurídica de las vacaciones remu­
neradas, en 1·ev. "Derecho del Trabajo", B. Aires, T. I, pág. 199. 

(9) Este principio es acept ado como básico por la doctrina. V . DE LA CuEVA, 
Derecho mexicano del trabajo, T. I, pág. 531, México. 1943; UNSI\IN, Etnpleados 
del comercio, pág. 13:>, Buenos Aires, 19:16, y bibliografia citada en la nota 2. 
En el caso de ciertos técnicos, la ley admite expresamente, sin embargo y a 
l.ítulo 2xcepcional, quf' l a r eglament ación establezca la compensación d e licen­
c ias no gozadas por una indemnización equivalente al triple de la indemniza­
ción cor.·espondiente . ( Art. 10, L . 10.684 ). En cuanto a la acumulación de \'a­
caciones, V . CABANELLAS, op. cit., T. Il, pág. 5 27. 

• 
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sobre la posibilidad de la implantación de "campos de vaca­
ciones" para los trabajadores y la organización de su trans­
porte hacia los mismos. Este principio expresado con demasia­
da timidez, no se ha concretado todavía ( 10) . 

G) Se incorpora el beneficio de tres festivos pagos, que 

1avorece a todos los trabajadores a jornal o a destajo. Este 
punto fué objeto de estudio en el Capítulo III. 

4. La ley de 1945, fué reglamentada con carácter general 
por un Decreto de 8 de enero de 1947. Este texto bastante de­
tallado y que se define como reglamentación parcial básica 
de las licencias anuales, trata de la comunicación y fiscaliza­
ción de las licencias, de su pago y goce, del ajuste de la licen­
cia por rescisión o terminación del contrato de trabajo, del 
pago de las festividades fijadas en la ley, o sea los días 19 de 

enero, 19 de mayo y 25 de agosto. 

En virtud de las modalidades particulares y de la forma 
en que se realizan las tareas en determinados gremios, se han 
dictado, además otros decretos o reglamentos especiales. Así 
los correspondientes: al gremio de los obreros carboneros del 
Puerto de Montevideo; a los 'trabajadores de la construcción 
(que impone el uso de la libreta de vacaciones en este gre­
mio ) ; al personal dependiente de c. A. s. E.; a los obreros de 
los Frigoríficos; a los apuntadores de los buques de ultra­

mar, etc. 

5. Luego de esta breve exposición sobre las bases y prin­
cipales directivas de las normas sobre vacación anual , parece 
oportuno hacer algunas puntualizaciones vinculadas con el 

funcionamiento práctic0 del régimen. 

En este sentido, conviene dejar aclarado: 

a) El legislador uruguayo acepta que sea el empleador 
o patrono quien fije, en cada caso, la fecha para el goce, por 
parte del trabajador, de la licencia anual; 

b) Sin embargo, el trabajador debe ser informado con 

( 10) Sobre organización de los ocios y vacaciones de los trabajadores. V.: 
B . I. T ., Les moyens de faciliter a ux travaille urs l'emploi d es con gés payé-s, 
Ginebra, 1939; DESMAr.As, C. R., El tiempo libre de los trabajadores, en rev. 
"La Ley", de Buenos Aires, T. XIX, pág. 21. 
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la debida antelación de la fecha en que se le concederá la 
licencia, y podrá, eventualmente, reclamar, si tuviere motivo~ 
ante el Instituto N. del Trabajo; 

e) Las licencias del personal de una empresa o estable­
cimiento pueden, por regla general, concederse a todo el per­
sonal simultáneamente o por turnos; 

d) Una vez fijadas las licencias y comunicadas a las 
autoridades en debida forma, (planilla por cuadriplicádo, con 
identificación completa y constancia de la notificación al tra­
bajador), no podrán realizarse otras modificaciones o altera­
ciones que las que expresamente autorice el Instituto N. del 
Trabajo y Servicios Anexados. 

e) Los patronos están habilitados para ajustar al año 
civil, las licencias del personal que ocupen, pudiendo en ese 
caso fraccionar la licencia a razón de un día por quincena o un 
cuarto de día por semana en que el empleado u obrero haya 
trabajado. · 

6. Otra aclaración importante, tiene que ver con el 
cómputo del tiempo que genera el derecho a licencia, es decir, 
de las semanas, quinc~nas o meses de trabajo necesarios para 
ganar el derecho al goce de vacación anual. 

El tiempo computable es, en principio, el "de trabajo" o 
"trabajado", que en ambas formas lo designa la ley. No· obs­
tante, la propia ley acepta que no se descuenten, es decir, que 
se computen como tiempo trabajado ciertas jornadas en que 
el trabajador no ha laborado efectivamente por motivos que 
no le sean imputables. Así, se cuentan para ganar el derecho 
a licencia, como efectiva;rnente trabajados, los días en que se 
holgó por festividades, o en que no p udo prestarse el servicio 
por enfermedad no mayor de treinta días, paralización de los 
trabajos, u ótra causa no imputable al obrero o empleado, 
siempr e que éstos hayan quedado a la orden de su patrono. 

Además, se incluyen entre los días computables como la­
borados, los de inactividad por huelga, sin ninguna limitación, 
esto es, cualquiera sea su duración. 

En cuanto a las suspensiones disciplinarias, el problema 
no está expresamente resuelto por la ley. 
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En la actualidad por un Decreto del Poder Ejecutivo, de 
5 de agosto de 1949, se dispone que se consideran causas im­
putables al trabajador las faltas por sanciones disciplinarias, 
pero se autoriza al Instituto N. del Trabajo para que resuelva, 
en definitiva, cuando el trabajador reclame por la suspensión 
que se le hubiere impuesto. 

. Es decir, que el citado Decreto admite que el tiempo de la 
suspensión disciplinaria no se compute para ganar el derecho 
a licencia, salvo que la suspensión sea infundada o arbi­
traria ( 11). 

Sobre este tema, habrá oportunidad de volver en el 
Capítulo X. 

7. El funcionamiento del régimen, plantea como se supo­
ue, m últiples controversias. 

Si las divergencias entre trabajadores y patrones, con 
motivo de la aplicación de la ley de licencias, ocurren durante 
la existencia de la relación de trabajo, su solución corr,espon­
de al Instituto N. del Trabajo y Servicios Anexados, quien 
procederá sumariamente, existiendo recursos de apelación 
fundada ante el Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la reclama­
ción judicial (art. 14. Ley N9 10.684). 

Es decir que si, durante el período en que el trabajador 
presta servicios para un determinado empleador, surge un 
desacuerdo en cuanto a la forma de computar el tiempo traba­
jado para gozar de la licencia, o sobre el monto que debe 
pagarse por t al concepto, o sobre cualquier otra cuestión, 
los interesados deberán some ter sus diferencias al Insti­
tuto N. del Trabajo y el q ue se considerase perjudicado por la 
decisión de éste, dispondrá de una nueva oportunidad, si recu­
rre en debido tiempo, ante el Poder Ejecutivo sin perjuicio, 
de la acción judicial ulterior. 

Pero, lo más frecuente es que las divergencias ocurran 
cuando el contrato de trabajo no tiene ya vigor, esto es, 
cuando el trabajador no presta más servicios para la empresa, 

1 11) V. BARBACELL.TA, H. H., El contralor administr ativo de los regll!men­
to~ internos, en r ev. "D. L.'', T. m, pág. 313; V., asimismo, las r eferencias a l r t:gimen de su~pensiones en el Cap. X . 
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pues su objeto es, generalmente, el pago de las sumas debidas 
por días de licencia que no pudieron gozarse a causa del cese, 
de la renuncia, o más corrientemente, del despido. 

Se entiende comunmente que el reclamo ante la Justicia 
ordinaria por licencias no gozadas debe seguir el mismo pro­
cedimiento que cualquier otro por salarios impagos ( 12). 

(12) V. la jurisprudencia y la doctrina citadas en DE FERRARI- SANGUINETTI, 
Legislación Social, Colecciones Lex, fascículo D . 1, pág. 1, nota l. Sobre el pro­
blema de la prescripción de la acción no se conocen pronunciamientos fundados. 
DE FERRARI, en su "Curso" sostiene que, admitir la posibilidad de reclamo por 
licencias no gozadas ~nteriores a los dos años, equivaldría a aceptar la tran­
sacción o la venta de la licencia. 
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Apéndice al capítulo IV 

LEY N9 1Ó.684, DE 17 DE DICIEMBRE DE 1945 
Con las modificaciones introducidas por las leyes N9 10.8Hr. 
( 17-10-1946), y N9 10.833 (18-10-1946), y N9 10.839 ( 21-10-1946 ) 

Art. 19 - Todos los empleados y obreros contratados por parti­
culares o empresas privadas de !ervicios públicos, tendrán derecho a 
llna licencia anual paga de doce días continuos o no, como mínimo, 
cuyo periodo menor no podrá ser inferior a seis días. 

Los patronos que deseen ajustar las vacaciones al año civil po­
drán fraccionar la licencia correspondiente a razón de un día por 
m es, medio día por quincena, o un cuarto de día por semana en 
que el empleado u obrero haya trabajado . 

.Art. 29 - Para tener derecho a la licencia, todo empleado u 
obrero deberá haber computado, en todo caso, 12 meses o 24 quin­
cen as o 52 semanas de trabajo, siendo indiferente para gozar del 
derecho otorgado, que los períodos de trabajo ..sean continuos o dis­
continuos o que hayan sido c umplidos con uno o var ios patronos, te­
niéndose sólo en cuenta el cómputo final de los meses, las quincenas 
o semanas trabajadas. 

No obstante, si transcurridos dos años desde que inició el pri­
mer período de trabajo que da derecho a una licencia, el trB;bajador 
no ha podido completar el número de meses, quincenas o semanas 
establecido, deberá hacer uso de la que le corresponda, de acuerdo al. 
tiempo trabajado hasta ese momento. Es obligatorio para los patro­
nos, abonar , en la forma que estable zca la r eglamentación, los jor­
nales de vacaciones por el tiempo que el obrero o empleado haya 
trabajado "bajo su dependencia, de manera que al término del nú­
mero de períodos establecidos en el inciso 19, el obrero o empleado 
goce de los jornales correspondientes a doce días de vacaciones. 

Art. 39 - La licencia, en su totalidad, se hará efectiva dentro 
de un año a contar desde el vencimiento del último período de tra­
bajo que da n acimiento al uso del derecho de la misma. 

Art. 49 - A los efectos del pago del jornal d e v acaciones, no 
~e descontarán los días que el trabajador ha dejado de trabajar du­
rante la semana, la quincena o el mes, por festivid~des, enfermedad 
no mayor de treinta días, paralización de los trabajos u otra causa 
no imputable al obrero o empleado y siempre que estos hayan queda-· 
do a la orden del establecimiento, empresario o patrono. Tampoco 
se descontará cuando la ausencia al trabajo tenga su origen en l a 
huelga. 

En caso de r uptura del contrato de trabajo, por decisión de 
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-cualesquiera de las dos partes, el patrono deberá pagar el jornal de 
vacaciones de la semana, l a quincena o el mes. No obstante, para 
computarle el jornal se hace necesario que haya trabajado por lo 
menos cinco, diez o veinte días, respectivamente, durante el último 
período. 

Art. 5<?- - Lo que un trabajador a comisión o a porcentaje en 
las ventas o a destajo haya ganado durante el mes, la quincena o la 
semana de trabajo, se considerará la remuneración para fijar el jor­
nal de vacaciones que debe serle pagado. 

Cuando el tr<>.bajador reciba sueldo o salario conjuntamente 
·con estos otros modos de remuneración, se efectuará la acumulación 
a los efectos de f ij ar e l jornal de vacaciones. 

Art. 69 - Cuando las propinas sean, en todo o en parte, la re­
muneración del trabajador, la fijación del jornal de vacaciones se 
hará de acuer_do a los sueldos o jornales fictos que establecerá la r e­
glamentación, sin perjuicio de los que están fij ados o se fijan por 
convenciones colectivas. 

Art. 79 - En los casos de cpajenación a título universal o sin­
gular del establecimiento comercial o industrial, oficina, etc., el ad­
quirente y el enajenante serán solidariamente responsables del pago 
de los jornales de vacaciones adeudados. 

Art. 89 - Tanto en el caso de ruptura del contrato de trabajo, 
como de cese de las actividades por cierre definitivo d el estableci­
miento comercial o industrial, oficina, etc., fuera del caso de quiebra 
o concurso, el patrono estará obligado a pagar al trabajador el im­
porte áe los jornales de vacaciones debidos hasta ese momento, salvo 
si se aplica el sistema de timbres en que se seguirá el procedimiento 
indicado en la reglamentación. 

Art. 99 - El derecho a gozar de la licencia establecida por esta 
ley, no podrá ser objeto de renuncia, y todo acuerdo que implique 
el abandono del derecho o su compensación en dinero, fuera de los 
casos establecidos por la misma, será nulo de pleno derecho. 

Se h ará acreedor a multa, el patrono que tuviera en su estable­
cimiento, empleados u obreros que, de acuerdo con las comunica­
ciones, estén libres de sus tareas. No obstante, no se considerará caso 
de infracción la simple permanencia en los locales de trabajo del 
trabajador que tiene dentro o contiguo a los mismos, su único do­
micilio, y cuando tal circunstancia conste en los documentos de con­
tralor de horarios y descanso o en la comunicación de licencias. 

Art. 109 - La reglamentación podrá establecer, dentro de las 
normas generales de esta ley, un régimen especial en lo relativo a 
las licencias de técnicos y fijará las reglas según las cuales se auto­
rizará el goce de las licencias de los mismos por otros sistemas o la 
compensación de la licencia no gozada por una indemnización equi­
valente al triple de la remuneración correspondiente. 

Art. 119 - Todo patrono estará obligado a comunicar al Insti­
tuto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados las fechas en que 
otorgará las licencias a sus trabajadores. La reglamentación fijará 
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los plazos dentro de los cuales se efectuarán las comunicaciones, la 
oportunidad y requisitos para la transferencia de fechas y todo lo 
relativo a la notificación a los trabajadores y la documentación que 
acredite el cumplimiento de la ley. 

Asimismo el Poder Ejecutivo podrá determinar las normas a 
que deberán ajustarse los patronos para la fijación de las fechas de 
otorgamiento de las .licencias, teniendo en cuenta las características 
de las ramas comerciales o industriales de que se trate, especialmente 
en los casos de licencia colectiva para todo un gremio o para toda 
una categoría de empleados u obreros. 

Art. 129 - Dentro del año siguiente a la v igencia de esta ley, el 
Poder Ejecutivo determinará las modalidades de aplicación de la 
misma, por gremios. 

Los pagos se harán aplicando timbres en las libretas de vacacio­
nes a medida que los empleados y obreros vayan acreditando su de­
recho a ellas, no pudiendo hacer efectivo el cobro hasta tanto no ha­
yan computado los períodos de trabajo a . que se refiere la presente 
Ley. 

A este efecto, se autoriza al Poder Ejecutivo para realizar emi­
siones de t imbres con los valores que corresponda y a invertir hasta 
el 3% del monto de los jornales de vacaciones en los gastos que de­
mande este servicio. 

El Poder Ejecutivo podrá acumular el ser vicio a l de las Cajas 
de Compensación de los respectivos gremios. 

El Poder Ejecutivo podrá prescindir del sistema de timbres en 
los gremios, casos o circunstancias en que no lo considere indispen­
sable para la correcta aplicación de la ley. Podrá disponer, asimis­
mo, con carácter general, que, durante 1946 y 1947, la ley se apli­
que por los si stemas en uso hasta el presente. · 

En el caso del inciso anterior, si el trabajador r ecibe sueldo o 
salario fijo, el jornal de vacaciones se establecerá de acuerdo al 
que gana en el momento de iniciar la licencia, no rigiendo esta mo­
dificación para las situaciones ya liquidadas a l presente. 

Art. 139 - En los gremios que estén sujetos a paros periódicos 
y tengan Cajas de Compensación por Desocupación no se acumularán 
la compensación y el jornal de vacaciones. La obligación de las Ca­
jas de Compensación se limitará a abonar e l complemento de pago 
hasta completar la compensación o subsidio mensual correspondien-
te. ' 

Al abonarse los jornales de vacaciones no se efectuarán aportes 
por esie concepto, a las Cajas de Compensación respectivas. 

Art. 149 - Las divergencias que pudieran suscitarse entre los 
trabajadores y los patronos a cuyo servicio están, con motivo de la 
aplicación de la ley y sus reglamentaciones, serán sumariamente re­
sueltas por el Instituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados, 
con recurso de apelación en relación para ante el Poder Ejecutivo. 
El recurso deberá deducirse dentro de diez días improrrogables. To­
das las gestiones se harán en papel común. 

Art. 159 - Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán 
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a los trabajadores que tuvieren derecho a una licencia remunerada 
en condiciones más ventajosas en razón de estar amparados por otras 
leyes, usos o por convenciones colectivas. 

Art. 169 - Las infracciones a la presente ley en que incurran 
los patronos, serán penadas con multa de veinte a quinientos pesos, 
y el doble en caso de reincidencia. Regirá para su aplicación y cobro, 
en lo pertinente, el procedimiento establecido por la ley N<? 10.075, 
de 23 de octubre de 1941. El monto de la multa será fijado, en cada 
caso, con sujeción a la escala que determinará la reglamentación. 

La apelación tendrá efecto suspensivo, hasta tanto se pronuncie 
en definitiva el Poder Ejecutivo. 

El importe de las multas se verterá en el Tesoro de la Cruzada 
Antituberculosa Nacional, con destino a sus fines. 

Art. 179 - La acción de ilegalidad prevista en los artículos 270 
y siguientes de la Constitución de la República, podrá deducirse 
contra las resoluciones administrativas definitivas, que impongan 
sanciones de acuerdo con esta ley. Mientras no se organice el Tribu­
nal de lo Contencioso Administrativo, se entablará ante los Jueces 
Letrados de Primera Instancia, en campaña y ante los Jueces Letra­
dos de Hacienda y de lo Contencioso Administrativo, en la Capital. 

La acción se dirigirá a obtener la revocación de la resolución 
impugnada o a la reparación civil pertinente, o a ambos fines a 
opción del interesado. Se interpondrá dentro del término perentorio 
de 20 días de notificada aquella resolución y se seguirá en su tra­
mitación, el procedimiento de los juicios ordinarios de menor cuantía. 

El Juez de la causa podrá r esolver, en cualquier momento, la 
suspensión de la resolución recurrida cuando su cumplimiento pu­
diera producir perjuicios irreparables. Contra l as sentencias de pri­

. mera instancia habrá recurso de apelación libre para ante el Tribu­
nal de Apelaciones, cuyo fallo hará cosa juzgada. 

Art. 189 - El Poder Ejecutivo estudiará la posibilidad de crea­
ción de "Campos de Vacaciones" para los trabajadores y la organi­
zación de su transporte hacia los mismos. 

Art. 199 - Los días 19 de enero, 1 Q de mayo, y 25 de agosto 
de cada año, todo trabajador a jornal percibirá su salario como si 
trabajara, y si en realidad lo hiciera, doble paga. 

Los destajistas recibirán un salario igual al promedio del ganado 
en la última quincena trabajada. 

Art. 209 -Los trabajadores que hubieren desempeñado sus ta­
reas durante el año 1945, en un mismo establecimiento, cumpliendo 
las exigencias del art. 29, gozarán de licencia en el año 1946, salvo 
que el Poder Ejecutivo considere absolutamente imposible la conce ­
sión de esta licencia; en cuyo caso podrá, a pedido de una de las par­
t es interesadas, permitir la compensación en dinero. 

CAPÍTULO V 

El trabajo de los menores 

SUMARIO: 

1) Genemlidades; 2) Principales disposiciones; 3) E dad 
mínima; 4 ) Condiciones físicas y admini strativas para 
la admisión al trabajo; 5) R eglamentación del trabajo 
auto1·izado, de los menores de 18 años; 6) Paralelo con 
Zas normas internacionales de protección; 7) P roblemas 
que plantea el trabajo y los contmtos de trabajo ilegales 
o defectuosos; 8) Administmción del producto del tm­
bajo po1· los meno1·es; 9) Legitimación procesal de los 

meno1·es. 

l. Al aludir en el Capítulo 1, a los fundamentos del de­
recho laboral, se postuló la necesidad de sitúar como fuente 
primordial de éste a la Constitución de la República. 

En materia de trabajo de los menores, se puso de mani­
Iiesto que la Carta Fundamental establece en uno de sus 
artículos (el 54, en su ap. 2 9), que el trabajo de las mujeres 
y de los menores de diez y ocho años será especialmente re­
glamentado y limitado. 

Esta reglamentación especial del trabajo de los menores, 
constituye una verdadera necesidad, en todos los pueblos civi­
Hzados como lo prueban los diversos convenios internaciona­
les que sobre el particular han sido aprobados ( 1 ) . 

2. En el orden legislativo nacional, corresponde citar, en 
primer término el Código del Niño, promulgado por ley de 6 

1 

( 1) B. L T., La r églementation du travail des enfants et jeunes gens, Gi­
n ebra. 1935; UNSAIN, A., El trabajo de los menores en la legislación obrera ar­
gen tina, Buenos Aires, 1942. 

• 
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de abril de 1934 que dedica al trabajo de los menores un capí­
tulo íntegro, el XVII, y algunos artículos incluídos en otras 
secciones. Deben recordarse, ad~más, la ley de 5 de enero de 
1940, sobre trabajo a domicilio, la de 20 de diciembre de 1940, 
sobre trabajo en l as ar roceras, la de 3 de marzo de 1944, sobre 
el trabajo en montes, bosques y turberas; el Estatuto del Tra­
bajador Rural, (ley de 16 de octubre de 1946) y la ley cono­
cida como de actividades insalubres, de 14 de octubre de 1950. 

Todavía, podrían mencionarse, algunas alusiones, conte­
nidas en otras leyes, como las de descanso semanal examinadas 
en el Capítulo III. 

Los problemas principales que estas leyes consideran, 
son: I) Edad mínima <;le admisión al trabajo; II) Condiciones 
administrativas, físicas y de instrucción para ·que se autorice 
el trabajo de los menores; III) Reglamentación, general del 
trabajo de los menores; IV) Reglainimtación especial, de la 
labor de los menores en determinadas actividades, sea por la 
clase del trabajo, por los riesgos físicos o morales que puede 
crear, por la hora en que se deben prestar los servicios, etc. ( 2). 

3. En lo que se refiere a la edad mínima de admisión al 
trabajo, debe consignarse que el Código del Niño, alude a los 
trabajos industriales, en establecimientos públicos o privados, 
para prohibirlos a todo menor de catorce años. 

En la pequeña industria donde trabajan los miembros de 
la familia del menor bajo la autoridad del padr e, de la madre 
o del tutor, se admite que puedan trabajar los menores, desde 
los doce años de edad. También con carácter excepcional pue­
de autorizarse el trabajo d e menores desde los 12 años cuando 
ese trabajo sea indispensable para su sustento, el d e sus 
padres o hermanos. 

P ero, la limitación p rincipal, para la admisión de los 
menores al traba jo, deriva de las exigencias legales sobre ins­
trucción elerr~¡ental. En efecto, la enseñanza pr imaria es obli­
gatoria para los menores hasta los catorce años y dice el Có­
digo del Niño que "cualquiera sea su ocupación, queda prohi-

( 2)V. BARBAGELA1'A, H . H., P roblem as jurídicos d el trabajo de los menore s , 
en rev. "D. L ." , T. VIII, pa g _ 292 . 
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bido trabajar a un niño en edad escolar, si con esto disminuye 
en forma sensible el tiempo de estudio o el descanso necesario 
a su naturaleza física". 

Además, se prohibe expresamente en otros artículos 
del mismo Código, la ocupación de los menores durante el pe­
ríodo escolar, o antes de haber - completado su instrucción 
primaria ( 3 ) . 

Así, está prohibido el empleo de menores de doce años en 
los trabajos rurales, sea en los relativos a la ganadería o a la 
agricultura, durante el período escolar. También, se exige esta 
condición, para que pueda autorizarse el trabajo de los meno­
res de 14 años, mayores de 12, en la pequeña industria familiar. 

El Código del Niño, supedita asimismo, al cumplimiento 
de la obligación escolar, la concesión de la autorización para 
trabajar de aquellos menores de 14, y mayores de 12, cuyo 
trabajo sea indispensable para su propio sustento, o el de sus 
padres o hermanos. 

4. En cuanto a las condiciones físicas mínimas : se prohi­
be, con carácter general, a los menores de 18 años, todo traba­
jo que perjudique su salud, su vida o su moralidad, que sea 
excesivamente fatigante, o que exceda sus fuerzas. 

Entre las que se definieron como condiciones administra­
tivas propiamente dichas, se incluye el certificado médico que 
acredJ.te la capacidad física del menor, la libreta de trabajo 
obligatoria, el registro, y en algunos casos la autorización es­
pecial del Consejo del Niño que es el or ganismo competente 
en t oda esta materia. 

5. El trabajo de los menores de 18 años, aut orizado por 
la ley, está sometido a ciertas condiciones o limitaciones: Así, 
el hor ar io en la industria, t anto para aprendices como para 
oper arios est á limitado a seis horas por día y t reint a y se is por 
semana, excluyéndose la jornada continua e imponiéndose des­
cansos intermedios de dos horas como mí:~ümo. 

El trabajo noct urno, de los menores d e 18 años, está rigu­
rosamente prohibido, en cualquier actividad , con excepción 

(3) DE CARLOS, M. , L a escuel a pública uruguay a, Cap_ VII , M ontev i ­
deo, 1949. 
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del serv1c10 doméstico particular. Se considera a esos efectos 
noche, el período comprendido entre las veintiuna y las seis 
horas (4). 

A los menores de 18 años le son prohibidos, además, 
ciertos trabajos, así los en montes, bosques y turberas, los que 
se cumplan en la vía pública, calles, plazas, etc., los trabajos 
insalubres descriptos por decretos especiales, los relacionados 
con la redacción, venta o distribución de impresos contrarios 
a la moral; etc. 

Por otra parte, los patronos o gerentes de establecimien­
tos industriales o comerciales, en que trabajen menores de 18 

años, están obligados a garantir la higiene y seguridad de los 
lugares de trabajo, así como la moral y las buenas costumbres, 
según dispone el Art. 243 del Código del Niño. 

Existen también reglamentaciones especiales, para ocupa­
ciones determinadas. Entre ellas, la prohibición para los me­
nores de 16 años y 18 años según sean varones o mujeres del 
trabajo como actores profesionales, salvo excepciones. Igual­
mente, la prohibición para los menores de 21 años de uno y 
otro sexo de emplearse en café-conciertos, cabarets o teatros 
de revistas. 

En el mismo sentido, una prohibición para los menores 
de 16 años, de ejercer las profesiones de acróbata, saltimban­
qui y análogas. 

Respecto de las actividades insalubres, ya se hizo mención 
de algunas prohibiciones contempladas por ciertos Decretos, 
que alcanzaban a los menores de 18 años y a la prohibición en 
este tipo de trabajos de la jornada nocturna de. los menores 
hasta los 21 años. 

6. En el orden internacional existen varios convenios 
que se refieren a los menores que trabajan y que por haber 
sido en su gran mayoría ratificados por el Uruguay, integran 
e l derecho aplicable. 

Al respecto, conviene recalcar que el Uruguay ratificó 
todos los convenios de la Organización Internacional del Tra-

( 4) V. "supra". Cap. II. 
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bajo, anteriores al 5 de abril de 1933, por el Decreto-Ley 
N<? 8950, de esa fecha. 

Sin embargo, el c6digo del Niño que es de fecha posterior 
no se ajustó estrictamente a las disposiciones de los mencio­
nados convenios ratificados. 

En cuanto a la admisión de los menores en el trabajo, por 
.ejemplo, el criterio del Código del Niño es menos riguroso. 

Por. otra parte, el Código del Niño, se ocupó sólo de los 
horarios de la industria, y es para esas actividades exclusiva­
mente y no, en general, que rigen las normas sobre jornada 
máxima de 36 horas semanales, para aprendices u operarios 
de menos de 18 años ( 5). 

7 . Entre los problemas prácticos, vinculados con las 
normas sobre· trabajo de los menores ( 6), ocupa un plano muy 
destacado, el relativo a la validez o nulidad del contrato, que 
tenga por objeto labores prohibidas o en que falten requisitos 
legales ( 7 ) . 

( 5) v. un paralelo entre las fuentes, en nuestro artículo cit. sobre "Pro­
blemas jurídicos del trabajo de los menores'(, en "D. L.", cit., págs. 292-295. 

( 6) En cuanto a las más estrictas condiciones de admisión o d e perma­
nencia jc los menores en el trabajo, la principal cuestión, de puro contemdo 
jurídico, consiste en establecer los efectos de su incumplimiento. 

Al respecto, parece claro que el Código del Niño no se preocupó de escla­
recer esto3 problemas. En lo que a este cuerpo de normas respecta, las únicas 
previsiones tienen contenido puramente administrativo . Así los artículos 232 
y 233, establecen penalidades d e este tipo tanto para los patronos, como para 
los represen tantes d el m enor, y eventualmente para éstos sanciones de carár­
ter civil. 

La sanción principal, aplicable tanto a los empleadores como a los respon­
sables del menor, se materializa en una multa de cincuenta a doscientos pesos, 
por cad a menor empleado; pudiendo llegarse hasta la prisión de ocho días 
hasta tres meses, en caso de reincidencia. Los responsables del menor, que 
violan las disposicior.es legales confiando o permitiendo a éste tra bajos prolú­
bitivos, además de esta sanción, pueden perder o ver limitada la patria potestad 
-o tutela. 

( 7 ) Aparte de la cuestión de l a admisibilidad al trabajo, se plantea la 
de saber que voluntad o voluntades concurren a la formación del contrato .de 
trabajo de los menores. 

Estos problemas son los que se tratan bajo la denominación común de 
capacidad de los menores para celebrar contratos de trabajo. 

El encaramiento posible de ellos, es doble, según se atienda a las condi­
ciones y efectos civiles, o a los puramente laborales. 

Los fundamentos clásicos d e las normas sobre capacidad sufren, en efecto, 
en esta materia, una corrección singular. Ello deriva del hecho de que --como 
se ha señalado por la doctrina- es necesario considerar dos aspectos que me­
recen por igual l a tutela jurídica. RrvA SANSEVERINO: Diritto del Lavoro, § 91, 
:Pág. 92, Padua, 1949; DE LIT ALA: E l con trato de trabajo, pág. 107, Buenos Ai-
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En realidad, la ley uruguaya no habla de nulidad, pero 
por aplicación de los principios generales habría que inclinarse 
a pensar que un contrato de trabajo en esas condiciones sería 
nulo ( 8). Sin embargo si el contrato ha comenzado a cumplir­
se, esto es, si existe ya una relación de trabajo efectiva, 
existiría siempre derecho a reclamar del empleador ciertas 

res, 1946. Por una parte, es necesario proteger al menor contra Jos abusos de 
que podría ser víctima, por quienes aprovecharan de su inexperiencia y limi­
tado discernimiento, y por otra, debe reconocerse y protegerse la entera li­
ber tad, que en cuant•l individuos, los menores deben poseer para la disposición 
y empleo de sus energías. 

Esta protección al derecho de libre disposición del tra bajo, no se puede 
referir sólo a la administración del producto del trabajo, sino a las condiciones, 
oportunidad y forma en que las energías son prestadas. 

Es esa l a clave de la distinción entre el problema de la capacidad en de­
recho civil Y en derecho laboral, y lo que hace que las normas de aquél no 
puedan ser directamente aplicadas al contrato de trabajo de individuos consi­
derados relativamente incapaces por el Código Civil, a causa de su e d ad . v., más 
extensamente, en nuestro articulo citado. 

( 8) Los casos principales, serían los siguientes: 

A) Contrato de u n menor con violación de las condiciones legales (Ej.: 
contrato para trabajo industrial de un men or de cator ce a ños); 

B) Contrato de un menor, sin consentimiento del padre, madre 0 tutor ; 
C) Contrato de un menor, sin su inter vención personal. 
La pos1c1on clásica. fué la de considerar que el p r imer caso, arrastraba 

irremisiblemE-nte a la nulidad, que podría reclamarse de oficio por tratarse de 
un contrato cori objeto y causas ilícitos. contrario al orden público. 

E~ segundo caso, sólo plantearía la anulación, a pedido de parte interesada 
:r admitiría siempre la convalidación posterior, por aplicación de los pr inci­
¡;¡os del Derecho Civil (art. 1280, C. C.). 

El tercer caso no ha s ido objeto de pronunciamientos categóricos. 
La segunda hipótesis, por otra parte, beneficiarla de l a franquicia del con­

sentimiento presunto, salvo manifestación contraria, o del consentimiento tácito, 
de::ivado de la tolerancia en permitir el trabajo del menor, desde que debe 
entender se, que éste no podría cumplir regularmente sus ocupaciones contra la 
voluntad de sus padre& o de su tutor. AMIA UD : Cours , pág. 443; Kaoroscurn: 
Instituciones . pág. 302. 

La cuestión, en lo que a este punto r especta, alcanzaría una relevancia ma­
yor, si las leyes impusieran obligatoriamente la forma escrita, para el contrato 
de tra bajo de los m enores y le dieran el carácter d e soleinrudad. No puede pen­
sarse, 5in embargo, que tal sea la intención del Código del Niño, puesto que la 
sanción prevista para las omisiones en cuanto a la documen tación del contrato. 
es puramente adminlstrativa. 

El punto mismo, d e saber los efectos del incumplimiento d e las condicio­
nes d e admisión, cu:mdo el contrato h a comenzado a cumplirse, carece de re­
levancia práctica. EUo ocurre, porque después de postular la nulidad por ca­
rencia de algunas de las condiciones de admisión, o por vicios d el requisito 
6séncial d e la capacidad, los j uristas tienen que transigir en aceptar indirecta­
mente su validez. Se admite la validez del contrato, en cuanto se ha cumplido, 
porque de lo contrario, se llegaría a las consecuencias más inicuas contra el 
menor. 
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prestaciones y, desde luego, la remuneración por el período 
trabajado a su servicio ( 9) . 

La remuneración en este caso, se ajustaría a la que acon­
seja la equidad, y esta no podría ser distinta de la legalmente 
fijada por los laudos, o la que, en su defecto, hubieran esta­
b lecido los convenios colectivos o fuese normal en la profesión, 
para u n trabajador de la misma categoría y r endimiento ( 10). 

(9) Las soluciones que se dan, dentro de esta linea de conducta, tienen 
que ver con la teoría del enriquecimiento sin causa (en este caso del patrón 
en perjuicio del obrero-menor) y con la teoría sobr e l a disolución de las so­
ciedades de hecho. BARAssr, op. cit., 11, pág. 61; AMIAuo; Cours. cit., pág. 184; 
LA LoGGIA, Principi, pág. 64, aún postulando la nulida d en todo caso en que 
falte el consentimiento de los representantes legales. 

( 10 J En cuanto al salariq del trabajador-menor, nadie duda: 
19 Que el empleador no puede exigir la repetición de las sumas _que hu­

biere servido durante la prestación de los servicios; 
29 Que tampoco puede eximirse de retribuir los servicios prestados, y aún 

no pagados, al denunciarse la nulidad. 
.Pero, las discrepancias doctrinarias y jurlsprudenciales se ponen de mani­

fiesto , cuando se trata de saber cuál debe ser el tipo de salario. En particular, 
se ha sos tenido que la d icha remuneración sólo se debe a título de reparación 
del enriquecimiento del empleador, y que por tanto, no debe estimarse en 
abstracto, sino en relación directa con el rendimiento del menor. (BARASSI, op. 
cit. 61). La misma corriente, exclui ría, desde luego, la aplicación de las tari­
fas generales de sal.~rios. 

En derecho positivo uruguayo, y de acuerdo con el Art. 54 de la Constitu­
ción, el punto de la remuneración del trabajo de los m enores tanto en infrac­
ción de las condiciones d e admisión o permanencia como frente a vicios o a 
supuestos vicios en la formación del contrato, tiene una solución perfectamen­
te clara. 

El mencionado texto, postula el principio de la justa remuneración en be­
n eficio de todos los que se encuentren en una relación d e trabajo, con lo que 
el punto queda prá<'ticamente liquidado. En la ley N9 10.449, el criterio no 
varía. 

La cuestión sobre las indemnizaciones por accidente de trabajo que en 
cierto tiempo preocupó a los intérpretes . .ha quedado igualmente, a nuestro en­
ter1der. fuera de lugar en forma expresa, al tenor de los Arts. 19, 29 y S9 de 
la ley N'1 10.004, de 28 de febrero de 1941. 

La ley sobre accidentes del trabajo, en efecto, no se funda en una con­
cepción contractual y atiende a la causa o a la ocasión del trabajo, y no espe­
cíficamente a la esen<'ia de la vinculación jurídica. 

Esta íué la solución en el derecho francés, si bien con ciertas excepciones 
(en particulz:r: la resistencia de la Corte de Casación) hasta que una dispo­
sición expresa estableció definitiva mente que los beneficios por accidentes de 
trabajo alcanzaban incluso a los contratos inexiste ntes o nulos. 

Mayor interés reviste el punlo respecto de la indemnización por despido. 
Según nuestras ideas sobre la n aturaleza jurídica del despido y de la indem­

nización legal. el punto tampoco ofrece dificultades. (V. El derecho común 
sobre el despido, Montevideo, 1953). 

Basta en efecto, observar en qué momento es advertido el vicio que se 
alega, y por quién. 

Si el menor cesa de prestar sus servicios, porque la autoridad le prohibe 
trabajar (sea por su edad, por el género de trabajo, o por sus aptitudes físi-
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8 . . En cuanto a la administración de las sumas producto 
de su trabajo, el Código del Niño, ratificando y ampliando dis­
posiciones del Código Civil, dispone que todo menor que tra­
baje, cualquiera sea su edad, tiene derecho a la administración 
exclusiva de su peculio profesional o industrial, es decir de los 
bienes que adquiera por sus servicios, trabajo o industria. 

En caso que la administración del menor fuese manifies­
tamente contraria a sus propios intereses, que son los que la 
ley quiere defender, se prevé que los interesados, es decir 
padre, madre o _tutor, podrán comparecer ante el Consejo del 
Niño, el que resolverá qué cantidad deberá ser depositada 
mensualmente en una institución bancaria. 

cas u obligaciones escolares), la indemnización no tendrá lugar, simplemente, 
porque no habrá de•pido. 

Tampoco se deberá despido en el caso de que sean los responsables del 
menor los que denuncien el vicio del contrato, o simplemente impidan al menor 
que preste servicios en ejercicio de sus potestades legales. En esta segunda hi­
pótesis, sea que el menor no estuviera en condiciones de trabajar, o que faltara 
el consentimiento de los responsables del menor, la cuestión es igualmente clara, 
por la simple circunstancia de no existir despido causado por el empleador. 

Cuando sea el empleador el que resuelva dar por terminado el vínculo 
laboral, denunciando el contrato p ara evitar las sanciones administrativas la 
cuestión es algo m ás compleja. Si el patrono conocía de antemano el vicio y 
ajustó los servicios del trabajador, no podrá luego eximirse del pago de la in­
demnización, cualquiera sea el vicio o defecto de la relación laboral relativo a 
la edad del menor, ya que la ley no alude a las condiciones de la contratación. 
Si, por el contrario, la causa era desconocida, o superviniente (pérdida por el 
menor de su aptitud para trabajar, o para el trabajo específico que cumplía), 
la solución es la de la exoneración patronal, desde el momento que no ha 
existido verdadero despido. 

Respecto d e las restantes controversias en cuanto a contratos nulos o anu­
lable s que pudieran plantearse, los principios son los mismos, debiendo enten­
derse que la nulidad no puede a fectar los efectos ya producidos por la rela­
ción de trabajo. El precepto de la buena fe, impide, asimismo, ampararse en 
la culpa propia p ar a dejar de cumplir las obligaciones correspondientes. 

Alguna mayor complejidad posee, sin embargo, la cuestión referente a la 
validez de las cláusulas especiales del contrato individual de tra bajo de los 
menores (que se aparten de la s u su ales de la profesión). y l a s de los regla­
mentos de taller. 

El apartamiento de las condiciones generales de la profesión no es, en 
general, lícito, respecto de ningún trabajador, a menos de pacto expreso y 
siempre que no se ataquen normas de orden público. En lo concerniente a me­
nores, aparece bastante claro que dados los términos de la legislación uruguaya, 
esas cláusulas, cuya prueba sólo existiría si hubiesen sido pactadas expresa­
mente por escrito, no podrán oponerse sin que figure la aceptación d el menor 
y de sus responsables, pues en este ·caso, habrá que postular la e xistencia y 
validez de dichas cláusulas especiales en un contrato individual de trabajo 
válido. 

En cuanto a los reglamentos internos, dada su índole colectiva, la situación 
del menor no tiene especificidad propia, quedando subslimida, la aceptación o 
admisión de su validez. en las normas generales. 

• 
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Los fondos depositados, en una cuenta especial, no podrán 
ser retirados sino por el menor cuando haya alcanzado la ma­
yoría de edad, salvo autorización especial del Consejo del 
Niño ( 11). 

9. Sobre la posibilidad de que el menor comparezca per­
sonalmente y sin asistencia ante la justicia, para la defensa de 
sus intereses en pleitos de naturaleza laboral, no existe nin­
guna norma de carácter general. 

Como la mayoría de edad se alcanza recién a los 21 años, 
según el Código Civil, el principio es que, hasta esa edad, el 
menor no podrá comparecer personalmente ante los Tribuna­
les de Justicia. 

Por excepción, sin embargo, una ley de 5 de enero de 
1940, autorizó a los menores de más de 16 años, para actuar 
en juicio por sí mismos, cuando reclamasen los salarios míni­
mos fijados por los procedimientos legales en las actividades 
definidas como trabajo a domicilio ( 12). 

En los demás casos, por consiguiente, el menor necesita 
para comparecer, de la asistencia de un curador especial ( cu­
rador ad-liten ) designado por el Juez o puede ser representa­
do por sus padres. 

Respecto de este último punto, frente a los términos de 
las disposiciones aplicables del Código Civil y del Código de 
Procedimiento, habría forzosamente que concluir en la admi­
sibilidad de ambas soluciones, es decir que tanto podría com­
parecer el menor personalmente asistido por el curador, como 
comparecer en su lugar y representación el titular de la patria 
potestad ( 13 ) . De todos modos, es imperioso llamar la atención 
sobre la necesidad de una solución definitiva, resultante de 
una clara y unívoca disposición legal. 

( 11) V., más extensamente, en el artículo cit., en rev. "D. L.", T: VIII, 
pág. 301. 

( 12) En un fallo, se ha llegado a admitir la extensión de este régimen 
a todas las contiendas judiciales por salarios legales. V. el trabajo r eiteradamen­
te citado, en rev. "D. L.", T. VIII, pág. 303. 

( 13) Ibídem. 
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Apéndice al capítulo V 

LEY N9 9342, DE 6 DE ABRIL DE 1934 
(Código del Niño) 

Art. 223. - En todo el territorio de la República se prohibe el 
trabajo en establecimientos industria les, p úblicos o p rivados, a todo 
menor de 14 años. 

En los t raba jos r urales, -ganadería y agricultura- los menores 
de doce años no podrán ser ocupados durante el período escolar. 

El Consejo del Niño reglamentará lo referente a este artículo. 

Art. 224. - L os menores de 14 años y mayores de 12, podrán 
ser empleados en la pequeña industria donde trabajan los m iembros 
de su familia, bajo la autoridad del padre, de la madre o del tutor, 
siem pre que ese trabajo sea contralor eado por la au toridad pública 
que el Consejo del Niño designe y que hayan completado su ins­
trucción primaria. 

Art. 225. - La autoridad competente designada por el Consejo 
del Niño, podráautorizar el trabajo de menores de 14 años y mayo­
res de 12, siempre que estén provistos de certificados que acredi­
ten haber hecho el curso elemental de instrucción primaria, cuando 
su trabajo sea indispensable para e l sustento de ellos m ismos, de sus 
padres o de sus hermanos. 

Art. 226. - Se prohibe a los menores de 18 años todo trabajo 
que perjudique su salud, su vida o su moralidad, que sea excesiva­
mente fatigante o que exceda sus fuerzas. El Consejo del Niño resol­
verá que trabajos son insalubres o peligrosos para la preservación 
física y moral del niño. 

Art. 227. -Ningún menor de edad inferior a 18 años puede ser 
admitido al trabajo sin que esté munido de un certificado que acre­
dite su capacidad física, extendido gratuitamente por un médico que 
tenga carácter oficial, designado por el Consejo del Niño. Si ese ~ 
exámen fuera impugnado por la persona legalmente responsable del 
menor, podrá a su requerimiento someterlo a un nuevo exámen. 

Art. 228. - Anualmente, todos los menores de 18 años que tra­
bajen en establecimientos industriales, o comerciales, serán someti­
dos obligatoriamente a exámen médico, a fin de comprobar si la 
tarea que realizan es superior a su capacidad física. En caso afirma­
tivo deberán abandonar el servicio por otro más adecuado. El res­
ponsable del menor pued e impugnar el exámen y requerir otr o. 

Art. 229. - En los establecimientos en que se suministre simul­
táneamente enseñanza p rimaria y manual a menores comprendidos 

- 81-

entre los 12 y los 14 años de edad, l a enseñanza manual no podr á 
exceder d e cuatro horas diarias. 

Art. 230. - Los menores de 18 años aprendices u operarios de 
los establecimientos industriales, no podrán trabajar más de seis 
horas diarias equivalentes a treinta y seis hor as por semana, debien­
do disfrutar de un descanso de dos horas al mediodía, y cada seis 
días de trabajo, uno de descanso. 

Art. 231. - No podrán ser empleados en t r abajos nocturnos los 
menor es de 18 años, a excepción de los empleados de servicio do­
méstico. Se considerar á noche el período comprendido entre las 
veintiuna y las sei s hor as. 

Art . 232. - Las infracciones a los artículos anteriores serán 
castigadas con pena de multa de cincuen ta a doscientos pesos, por 
cada menor em pleado, no p udiendo exceder el total de las multas a 
mil pesos. En caso de r eincidencia, la multa puede ser adicional a 
l a pena de prisión de ocho días a tres m eses. 

El Consejo deter minará la m u lta y r eglamentará la forma de 
&u aplicación. 

Art. 233. - L os representantes del m enor que violen las dispo­
siciones de este capítulo, confiando o per mitiendo al menor trabajos 
prohibidos, serán castigados con las mismas penas, sin perjuicio de 
que pueda aparejar la pérdida o limitación de la patria potestad o 
tutela en su caso. 

Art. 234. - Los jefes de establecimientos industriales o comer­
ciales, en que trabajen menores de 18 años, están obligados a garan­
tír la higiene y seguridad de los lugar es de t rabaj o, así como la mo­
ral y l as buenas costumbr es. 

Art. 235. - L os pat ron es o ger entes d e establecimien tos 'indus­
triales quedan ob ligados a fijar en cada establecimiento las dispo­
siciones lega les relativas al t r abajo de los menores de 18 años Y par­
ticularmente las refer entes a su industria. 

Art. 236. - L os pat rones o gerentes están obligados a entr egar 
gratuitamen te a los padres, madr es, tutores o guardadores del me­
nor oper ario, una lib r eta en q ue estará inscripto e l nombre del me­
nor, la fecha y el lugar del nacimiento, domicilio, consentimiento de 
los padres o t utores del menor par a trabaja r , e l certíficado mé~co 
que acredite su capacidad física, l a fecha de entrada en el estableci­
miento y la de salida. En el caso de menor es de 14 años, se indicar á 
que posee certíficados de instrucción pr imaria. 

Art. 237. - Habrá tam bién en esos establecimientos un registro 
en que estar án compr endidas todas las exigencias del artículo an-
te rior. · 

Art. '238. - En los asilos públicos o priva dos donde t r abajen 
menores de 18 años, debe exhib irse un cuadro permanente, indican­
do con caracteres legibles l as condiciones del trabajo de los m enor es, 
las horas en que comienza y termina el trabajo, la h ora y dur ación 
de los descansos, indicando e l empleo total del día. 

Art. 239. - Los Di rectores d e los establecimeintos indicados en. 

6 
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el artículo anterior, deben remitir trimestralmente al Consejo del 
Niño, una relación completa de los menores asilados que allí traba­
jen, indicando sus nombres fecha y lugar del nacimiento y señalan­
do los cambios produCidos desde el último informe. 

Art. 240. - Las infracciones a cualquiera de las disposiciones 
comprendidas en los artículos 234 a 239, serán castigadas con multas 
de cincuenta a doscientos pesos o prisión equivalente y el doble en 
caso de reincidencia. 

Art. 241. - Los menores del sexo masculino de menos de 16 
años de edad y los del sexo femenino de menos de 18 años, no pue­
den ser empleados como actores profesionales en las representacio­
nes públicas dadas en teatros o lugares de diversión de cualquier 
género, so pena de multa de cien a quinientos pesos o prisión equi­
valente. 

Queda sometida a la misma interdicción y a la misma pena, todo 
trabajo en establecimientos de teatro o análogos, inclusiva la venta 
de objetos, siempre que sea realizada por menores de 16 y 18 años 
respectivamente. 

Art. 242. - El Consejo del Niño puede excepcionalmente au­
torizar el empleo de uno o varios menores de 16 y 18 años, respec­
-tivamente. 

Art. 243. - En los café-concierto, cabarets o teatros de revistas, 
.la prohibición alcanza hasta los 21 años para ambos sexos. · 

Art. 244. - Ningún menor de 16 años ni ninguna mujer soltera 
menor de 18 años, podrá ejercer ocupación alguna que se realice en 
las calles, plazas o lugares públicos, bajo pena de ser detenid~ y 
juzgado como abandonado, imponiendo a su representante legal de 
cincuenta a quinientos pesos de multa o de diez días a tres meses de 
prisión. En caso de reincidencia se aplicará la multa adicional a la 
vrisión y perderá la autoridad sobre el menor. 

Los menores de 16 a 18 año~ sólo podrán entregarse a ocupa­
ciones de ese género, mediante autorización del Consejo del Niño, 
que deberán exhibir siempre que se les exija. Durante la noche nin­
_gún menor de 18 años podrá e jercer las ocupaciones determinadas 
en este artículo. 

Art. 245. - Queda prohibido emplear menores de 18 años en 
la redacción, suministro o- venta de escritos impresos reclamos, di­
bujos, grapados, pinturas, emblemas, imágenes y cualquier género 
de trabajo relativo a estos mismos objetos, cuya venta, oferta, distri­
bución o exposición se considere contraria a la moral y a las buenas 
·costumbres. 

La infriJ.Cción de este artículo será castigada con multa de cin­
cuenta a doscientos pesos y el decomiso de los objetos apresados. 

En caso de reincidencia, la multa será adicional a· 1~ pena de 
prisión de uno a seis meses. 

Art. 246. - Todo individuo que haga ejecutar por menores de 
·edad, ejercicios de fuerza, peligrosos o de dislocación, no siendo el 
padre o la madre que a la vez practiquen la profesión de acróbata, 
.s=.ltimbanqui, gimnasta, domador de animales, director de circo o 
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análogos y emplee en sus representaciones menores de 16 años, será 
castigado con multas de cien a quinientos pesos o prisión de tres 
meses a un año. 

A la misma pena y hasta la suspensión de la patria potestad, en 
caso de reincidencia, se condenará al padre y · a la madre que ejer­
ciendo las profesiones arriba mencionadas, emplee en las represen­
taciones hijos menores de 12 años. 

Art. 247. - El Consejo del Niño reglamentará las excepciones 
del artículo anterior. 

Art. 248. - Los padres, tutores o patrones y toda persona que 
tenga autoridad sobre el menor o esté bajo su guarda o su cuidado, 
q ue dé gratuitamente o por dinero su hijo pupilo, aprendiz o subor­
dinado de menos de 18 años a individuo que ejerza las profesiones 
arriba mencionadas, o que lo ponga bajo la dirección de vagabundos, 
.de personas sin ocupación o medios de vida o que vivan en la mendi­
cidad, serán castigados con pena de multa de cien a quinientos pesos 
o prisión equwalente y la pérdida de su autoridad sobre el menor. 
La misma pena será aplicada a los intermediarios o agentes que en­
treguen o hicieren entregar a dichos menores, o a cualquiera que 
induzca a un menor de 18 años a dejar el domicilio de sus padres, 
tutores o guardadores para seguir . a las personas supra menciona­
das. 

Art. 249. -Todo menor de 21 años que trabaje tendrá derecho, 
ci.e acuerdo con lo prescripto en el artículo 266 y siguientes del Có­
digo Civil, a la administración exclusiva de su peculio profesional 
·o industrial. 

Art. 250. - En caso de conflicto bastará que cualquiera de las 
-partes comparezca ante el Consejo del Niño, el que resolverá que 
cantidad deberá ser depositada mensualmente en una institución 
bancaria. 

Los fondos depositados serán inembargables y no podrán ser 
retirados hasta l a mayoría de edad del menor, salvo autorización 
especial del Consejo del Niño. 

Art. 251. - En los Departamentos del Interior se recurrirá al 
·mismo expediente ante los Comités Depa·rtamentales del Niño. 

Art. 252. - La aplicación de lo dispuesto en este capítulo de la 
ley será confiada al Consejo del Niño, que reglamentará la forma de 
.hacer efectivo su cumplimiento, quedando los menores que tra ba ­
jan, sometidos directamente a su jurisdicción. 



CAPÍTULO VI 

El trabajo de las mujeres 

SUMARIO: 

§1 . La protección de la mujer que tmbaja. 1 ) G e­

neralidades; 2) La ley de la silla; 3) Rigo1· especial de 
las normas generales de pmtección; 4) El salario de "la 

. trabajadom. - §2. De la protección de la trabajadora 

mad1·e. 5) Genemlidades; 6) Régimen del Código del 

Niño; 7) Régimen de la ley de actividades insalub1·es; 

8) Compamción y campo de aplicación de ambos regí-

menes;· 9) P1·oblemas de la lactancia. 

§1. La protección de la mujer que trabaja. 

l. En la legislación de casi todas las naciones existen, des­

de hace ya tiempo, normas especiales destinadas a proporcio­

nar a la mujer que trabaja, una protección particular (1 ). , 
Esta legislación especial, -pues las mujeres gozan, ade-

más, de todos los derechos que corresponden a los trabajado­

res de cualquier clase,- se orienta en dos sent idos principales: 

a) Protección de la salud de toda mujer que t rabaja; y 

b) Protección de la trabajadora madre, antes y después 

del alumbramiento. 

Las disposiciones del primer grupo indicado, o sean, las 

que se ocupan de la protección particular de toda mujer tra­

bajadora, proporcionándole un régimen más beneficioso que 

(1) B. 1. T ., l e s tatut l égal des travailleuses, Ginebra, 1938; DíAZ DELGADO, 

Alb., Protección a la maternidad, Santiago de Chile, 1941; Pxc, Traité de Légis­

lation industrielle, págs. 475 y ss., 520 y ss., Paris, 1922; D E LA Cu EVA, M., De­

recho mexicano del trabajo, T. 1, pág. 533, México, 1943; GEMMA, Se., U di­

ritto internazionale del lavoro, pág. 90, 1938; CABANELLAS, Tratado, T. II, pág. 

377, Buenos Aires, 1949. 
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el de los trabajadores adultos del sexo masculino, tienen su 
justificación en la necesidad de preservar la salud de la tra­
bajadora. 

En efecto, está demostrado que el cuerpo de la mujer es 
más vulnerable a las enfermedades profesionales que el del 
hombre, y es normalmente menor su resistencia media al es­
fuerzo físico. La situación social y gremial de la mujer es tam­
bién diferente, por el cumplimiento de las tareas domésticas 

' que se suma al trabajo fuera de la casa, y por otros factores, 
que además, le impiden integrar activamente los cuadros del 
movimiento sindical ( 2). 

2. En el d~recho uruguayo, debemos poner de manifiesto 
en primer lugar , una ley de 10 de julio de 1918, comunmente 
conocida como ley de la silla, y las diversas alusiones y refe­
rencias contenidas en <:>tros varios textos legales y reglamen­
tarios. 

Sistematizando las más importantes de entre esas normas 
que reglamentan el trabajo femenino, podemos indicar, prime­
ro, que la ley, en vista de la doble tarea de la mujer (en el 
taller, comercio u oficina y en su casa), ha dispuesto qu~ su la­
bor industrial o comercial se cumpla en la forma más descan­
saqa posible. 

Es por eso que la ley de la silla estableció -que los alma­
cenes, tiendas, boticas, fábricas, talleres y otros establecimien­
tos y locales en que trabajen mujeres, deben tener el número 
de sillas suficiente, para que las empleadas u obreras puedan 
tomar asiento, siempre que sus tareas se lo permitan ( 3). 

A su vez, el Decreto reglamentario de la mencionada ley 
de 10 de julio de 1918, especifica que en los establecimientos 
comerciales, los asientos deben estar detrás de los mostradores 

' no tomándose en cuenta los que se tienen para ser utilizados 
por el público; que, en los industriales, la empleada u obrera 

(2) B. I. T ., La statut légal, etc., cit., pág. VII y ss., y págs. 298 y ss.; Prc, 
La protección légal des travailleurs, págs. 16 a 27, París, 1909. 

( 3) En la actualidad, esta discriminación no se justifica. Todos los tra­
baja dores, y no sólo llis mujeres, deben cumplir sus tareas ·en la forma más 
descansada posible. Por otra parte, los resultados de esta ley han sido muy 
mediocres. 
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debe realizar su tarea sentada, o al menos tener asientos que 
le permitan realizar sus tareas con la menor fatiga, y que, el 
número de los asientos que exist ieren en los lugares indicados, 
debe estar de acuerdo con el de empleadas y obreras en ser­
vicio. 

3. El rigor particular, con que se contempla por la ley, el 
descanso semanal de la m ujer, t iene por finalidad , propender a 
su mayor efectividad, así como permitir a la trabajadora dedi­
car un tiempo regular y razonable a los quehaceres d e su casa 
y a la vida de familia. 

En ese sentido, puede recordarse que el artículo 79 de la 
ley de 1920 sobre descanso semanal, aclara que no se aplicará 
ninguna excepción respecto de la obligación de descanso de· 
las mujeres y de las menores de 18 años. 

La protección de la mujer contra· los trabajos peligrosos o 
fatigantes, se materializa en el derecho uruguayo, en forma 
parcial, desde la ley de 21 de julio de 1914. 

Según esta ley de 1914, que versa en general sobre la pre­
vención de accidentes de trabajo, queda prohibido el empleo 
de las mujeres y los niños en la limpieza .o reparación de mo­
tores en marcha, máquinas u otros agentes de transmisión pe-· 
ligrosos. 

Asimismo, en el reglamento general de talleres, aprobado· 
por decreto de 24 de febrero de 1938, se-incluyen varias refe­
rencias al trabajo de las mujeres. Las de mayor interés trata n 
de las condiciones mínimas de los vestuarios, dormitorios y ser­
vicios sanitarios. 

En el Decreto de 19 de julio de 1941, sobre industrias en 
las que se desprenden polvos cáusticos, se establece que cuan­
do a juicio de la autoridad sanitaria pertinente, no sea eficaz 
la protección, no se permitirá el trabajo de las mujeres en el 
manejo de sustancias que desprendan polvos tóxicos, irritan­
-;;es, cáusticos, etc. 

En cuanto al Decreto de 14 de setiembre de 1945 sobre 
medidas de prevención contra el benzolismo, destina un breve 
capítulo, a reglamentar y casi siempre a prohibir el trabajo. 

.. 
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de las mujeres en los establecimientos en que se emplee, o ma­
nipule el benzol, sus homólogos o derivados. 

Así, se prohibe el empleo de mujeres embarazadas, en 
forma absoluta, en todos los establecimientos y tareas compren­

didas en el decreto. También se prohibe el empleo de trabaja­
doras en la fabricación de productos químicos, con benzol, sus 
homólogos u otros productos o sustancias que contengan dichos 
cuerpos, cuando no pueda ser impedido el desprendimiento de 
vapores en el local del trabajo; o en la fabricación de lacas o 
pinturas con empleo de benzol; o en trabajos de pintura o la­
queado de objetos por pulverización con empleo de lacas o pin­

turas que contengan benzol, toluenos, o xilenos; o en otras ac­
tividades análogas, siempre que el Ministerio del ramo lo de­

termine, en vista de las condiciones en que se cumplen los 
trabajos. La prohibición alcanza a la simple permanencia en 
los locales de trabajo o en los contiguos, no separados con 
puertas. 

4. Para terminar, es oportuno aludir a l problema del sa­
lario femenino, si bien tampoco existen pronunciamientos 
legales. 

En general se acepta el principio de carácter internacio-
·nal, de que a igualdad de tareas, debe corresponder una igual­
dad de tratamiento en materia de salarios, lo que conduce a la 
equiparación en las remuneraciones de los trabajadores de uno 
y otro sexo ( 4) . 

Sin embargo, basándose en las diferencias presumibles del 
rendimiento algunos Consejos de Salarios han llegado a prever 
remuneraciones discriminadas por sexo. En algunos casos, las 
remuneraciones del personal femenino han sido manifiesta-

(4) Es interesante observar que el Poder Ejecutivo, en una Resolución 
de 14 de diciembre de 1945, dispuso: "19 Recomendar a los Consejos de Sala­
rios que ajusten su conducta, en cuan to a la remuneración del trabajo feme­
nino a las siguientes normas: A) Igualdad de salarios entre trabajadores va­
rones y mujeres a igualdad de producción; B) Diferencia máxima de un 20 % 
en los casos en que, consultados los rendimientos de l a mujer, así corno sus 
propias conveniencias y las de de la actividad a que pertenecen, resulte con­

·veniente o necesario apartarse del principio de la igualdad de salario". 
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mente inferiores a la de categorías similares desempeñadas por 
hombres ( 5) . 

El problema del salario mínimo, será por otra parte, el 
objeto de los Capítulos VII y VIII, por lo que parece oportuno 
postergar para entonces la consideración de otras cuestiones 
relacionadas con la remuneración de las trabajadores. 

§2. De la protección de la trabajadora madre. 

5. Dentro del segundo orden de disposiciones, enfrenta­
mos un problema específico del trabajo femenino o sea el de 
la protección a la trabajadora madre ( 6). 

Las disposiciones protectoras de la trabajadora madre 
son, en el derecho uruguayo, de aparición tardía y bastante 
incompletas. 

Las primeras normas se refieren exclusivamente a ciertas 
trabajadoras al servicio del Estado, como las maestras, que 
desde 1909 gozaron de un descanso con sueldo íntegro por el 
mes antes y el mes después del parto ( 7). 

6. Para encontrar una disposición aplicable a todas las 
mujeres trabajadoras hay que llegar al Código del Niño, san­
cionado por ley de 6 de abril de 1934. 

En este Código, se estableció en el Art. 37 que la mujer 

(5) El problema d e la remuneración del trabajo de l a mujer, es más di­
ficil de resolver de lo que pudiera pensarse. En efecto, sin perjuicio de la ne-

. cesaría tendencia a la igualación de remuneraciones. en identidad de rendi­
miento, no debe olvidarse: I) Que esa igualdad de rendimiento nunca puede 
d eterminarse estrictamente; TI) Que, si e l rendimiento no fuera idéntico, la 
igualación de la paga conduciría a la desocupación de ·1a mano de obra fe­
menina; ITI) Que, en cambio, la no equiparación puede conducir a la desocupa­
ción masculina; IV) Por fin, la remuneración de la m u jer significa todavía en 
ci Uruguay, en la mayoría de los casos un "salario de apoyo", dentro de la eco­
nomía familiar, y dada su falta d e integración sindical . existe peligro de que 
pudiese aceptar remuneraciones más bajas que las fijadas para los varones, ex­
cluyéndolos del mercado de mano de obra. 

Son estos, como se ve, argumentos complejos y contradictorios, al adoptarse 
la solución para cada caso, debe investigarse qué aspecto prevalece, en presen­
cia del gremio, región y pa!s de que se trate. Dicho de otro modo, no siempre 
es posible reprobar tarifas discriminatorias entre hombres y mujeres. V., B. l. 

T .. cit., .pág. 444 y ss. -0. I. T., El año social- 1938-39, págs. 159 y ss., 
(6) V. bibliog. cit., en nota l. 
(7) V. ABENTE PP.INGLES, Incapacitación funcional del maestro, en rev. "D. 

L.", T. I, pág. 396. 

, 
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grávida debe descansar de cualquier trabajo durante el último 
mes del embarazo, según estimación médica. 

Pasado el parto, se considera por el Código, que un mes 
es el tiempo medio de reposición de la madre antes de volver 
al trabajo. Durante este período, o sea el mes antes y el mes 
después del parto, la mujer trabajadora no perderá su puesto. 
y deberá percibir de su patrono, mientras no se establezca el 
seguro de maternidad, el cincuenta por ciento de los salarios 
que le corresponderían si trabajase. Tampoco podrá la mujer 
ausente por estas causales, ser reemplazada por sustitutos per­
manentes. Según la misma norma del Código del Niño, sí pa­
sado ese 'plazo la mujer no pudiese concurrir a sus tareas por 
la misma causa, comprobada con certificado médico, no reci­
birá salario, pero tampoco podrá ser declarada cesante por 
este motivo ( 8) . 

El seguro de maternidad, anunciado por el Código del 
Niño, todavía no ha sido establecido, a pesar de que existen 
diversos proyectos de ley. 

Por consiguiente, la carga del servicio de las indemniza­
cion~s en los casos de licencia por maternidad, continúa pesan­
do exclusivamente sobre los empleadores privados. 

7. La nueva ley sobre actividades insalubres, que tiene 
fecha 14 de octubre de 1950, dispuso en su Art. 16, que toda 
mujer en estado de gravidez tendrá derecho a ausentarse del 
trabajo por el tiempo indispensab¡e, según prescripción médi­
ca. Si la ausencia durare menos de cuatro meses, la trabaja­
dora tendrá derecho al salario integro de la ausencia. Si ex­
cediere de ese plazo, ganará medio salario hasta los seis meses. 
El empleo deberá ser conservado si retornara en condiciones 
normales. Si · el patrono despidiera a la trabajadora ausente, 
aclara el artículo 17 de esta ley, deberá satisfacer un importe 
equivalente a seis meses de sueldo y la indemnización legal 
que corresponda. Es decir, la indemnización que se debe en 
todo caso de despido, no motivado por la notoria mala conduc­
ta del trabajador. 

(8) V. fallo publicado en Rev. "D. L.", T . IX, NQ 52-53, donde se establece 
que la trabajadora no está obligada a probar que la licencia le fué concedida. 
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8. La existencia de esas dos leyes (Código del Niño y 
Ley sobre actividades insalubres) que acuerdan distintos be­
neficios para el caso de maternidad, impone comparar su 
respectivo alcance. 

Así, puede advertirse, que mientras el Código del Niño 
ofrece, . en síntesis: un mes antes y otro después del parto a 
medio sueldo, y un derecho general a la conservación del em­
pleo, pero sin sueldo alguno, pasado ese período, la ley de 
1950 admite una licencia de hasta cuatro meses con sueldo ín-' tegro, más otra eventual de hasta dos meses con medio sueldo 
y aún el derecho a la conservación del empleo, pasados esos 
períodos. Por añadidura, mientras que el Código del Niño no 
establece un régimen especial de sanciones, la ley de 1950 
castiga al patrono que despidiera a la trabajadora amparada 
en sus beneficios, obligándolo a pagar, además de la indemni­
zación por .despido común, una especial equivalente a seis 
meses de su sueldo. 

Parece por consiguiente claro, que la ley de 1950 es ¡;us­
tancialmente más favorable para las trabajadoras, que el Códi­
go del Niño. Pero como en esta ley no se dice expresamente, 
que las disposiciones del Código quedan derogadas, y se trata. 
de una ley aparentemente especial, se ha discutido si cualquier 
trabajadora madre tiene derecho a sus considerables venta­
jas, o si sólo pueden acogerse a ellas las de las actividades 
declaradas insalubres. 

Sin embargo, la opinión.dominante basada en el texto de 
la ley de 1950 y en sus antecedentes parlamentarios, es la de 
considerar que los artículos 16 y 17 deben aplicarse a todas 
l as trabajadoras, cualquiera sea la actividad en que estén 
ocupadas ( 9) . 

9. Sobre las cuestiones de horario y otras que plantea la 
l actancia, a las madres que trabajan, el legislador uruguayo, 
ha padecido una evidente omisión. 

La única norma existente se refiere sólo a las funciona­
rias públicas. Es el Decreto de 6 de febrero de 1936,. que en 

(9) PLA RonRict··EZ, L a historia parlamentaria de la ley de actividades in­
salubres, en rev. "D. L .", T. VI, pág. 108. 
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su artículo 30 autoriza la reducción del horario hasta la mitad 

del tiempo, mientras la lactancia lo requiera. 

El Decreto de 24 de febrero de 1938, sobre higiene de 

fábrica y talleres, en su artículo 54, se ha limitado a prescribir 

las condiciones que deben llenarse, en los casos que existan 

salas de lactancia. Estas salas, cuya ~xistencia por consiguiente 

no es obligatoria, sólo pueden autorizarse si están bien ilumi­

nadas y ventiladas, bien caldeadas en la estación fría, mante­

nidas en estado de escrupulosa limpieza y provistas de mobi­

liario adecuado y agua corriente. 
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Apéndice al capitulo VI 

LEY N9 6102, DE 10 DE JULIO DE 1918 

(Que hace obligatorio el uso de sillas para el descanso de las em­
pleadas u obreras) 

Art. 19 - Los almacenes, tiendas, boticas, fábricas, talleres y 
otros e'ltablecimientos y locales en que trabajen mujeres tendrán e l 
número suficiente de sillas para que las empleadas u obreras puedan 
tomar asiento siempre que sus tareas lo permitan. 

Art. 29 - Los InspeCtores de Trabajo quedan encargados de 
asegurar la ejecución de la presente ley, a cuyo efecto entraran a 
todos los locales indicados en el artículo anterior. 

Art. 39 - Los infractores de esta ley pagarán multa de cinco 
a diez p<!sos por la primera infracción y cincuenta por las sigu ientes. 

Art. 49 - De las causas que por denuncia de los Inspectores de 
Trabajo se inicien a consecuencia de violaciones de la presente ley, 
conocerán en juicio breve y sumario los Jueces de Paz del lugar 
del establecimiento. 

Art. 59 - De la sentencia de primera instancia dictada por los 
Jueces de Paz podrá apelarse en relación ante el Juez L etrado Co­
rreccional en la Capital y ante los Jueces Letrados D epartamentales 
en campaña. 

Art. 69 - El superior, recibirá la causa, fallará por expediente 
dentro del tercer día, no siendo necesaria la comparencia de las par­
tes. De esta sentencia no habrá recurso alguno. 

Art. 79 - Los Inspectores del Trabajo serán siempre parte en 
esta clase de juicios. 

Art. 89 - Las multas impuestas se destinarán al Tesoro de la 
Asistencia Pública. 

Art. 99 - La presente ley entrará en vigencia tres meses des­
pués de su promulgación. 

DECRETO DE 26 DE JUNIO DE 1935 
(Reglamentario de 'la ley N9 6102) 

Art. 19 - Todos los establecimientos comerciales e industria­
les donde trabajen mujeres tendrán el número suficiente de sillas 
para que las empleadas u obreras puedan tomar asiento siempre que 
sus tareas lo permitan. 
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Art. 2Q - En los establecimientos comerciales, los asientos de­
ben de estar detrás de los mostradores o vitrinas ya sean permanen­
tes o provisorias, no tomándose en cuen ta los que se tienen para ser 
utilizados por el público. 

Art. 39 - En lo que se refiere a los establecimientos industria­
les, la empleada u obrera, de acuerdo con la índole del trabajo (Em­
paquetamiento, confección de cigarros, etc) debe realizarlo sentada 
o al •menos tener asientos que pued:m permitirle realizar sus tareas 
con la menor fatiga. 

Art. 49 - Todo patrono debe tener asientos en los lugares de­
terminados de acuerdo con el número de empleadas u obreras en 
servicio. 

Art. 59 - No será permitido en ningún caso el retiro de los 
asientos por exceso de público o por conveniencias de cualquier 
otro orden. 

Art. 69 - El Instituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexa­
dos es el encargado de asegurar la ejecución de la ley que se regla­
menta, a cuyo efecto sus Inspectores tendrán entrada a todos los lo­
cales a que se refiere el ,artículo 19. 

Art. 79 - Toda infracción comprobada será castigada con multa 
de cinco a diez pesos la primera vez y cincuenta en caso de rein­
cidencia. 

Art. 89 - De las causas que por denuncias de los Inspectores se 
inicien a consecuencia de infracciones de la ley que se reglamenta, 
conocerán en juicio breve y sumario los Jueces del lugar del estable­
cimiento. De la sentencia de primera instancia podrá apelarse en re­
lación ante el Juzgado L. Correccional de la Capital y ante los jue­
ces Letrados Departamentales en campaña. 

· El Superior, recibirá la causa, fallará por expediente, dentro del , 
tercer dfa, no siendo necesaria la comparen cia de las partes. 

De estas sentencias no habrá recurso alguno. 

LEY N9 9342 DE 6 DE ABRIL DE 1934 
(Código del Niño). 

Art. 379- La mujer grávida obrera o empleada debe descansar 
de cualquier trabajo durante el último mes del embarazo. Pasado el 
parto, se considerará un mes como t iempo medio de reposición de la 
madre antes de volver al trabajo. Durante este período no perderá 
su puesto percibirá un 50 % de sus salarios, mientras no se establez­
ca el seguro de m?.ternidad, y sólo podrá ser reemplazada interina­
mente. Si transcurrido este plazo no pudiese concurrir a sus tareas 
por la misma causa, comprobada con certificado médico, no recibirá 
salario pero no podrá ser declarada cesante por este motivo. 
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LEY N9 11.577 DE 14 DE OCTUBRE DE 1950 

Art. 169 - Toda mujer en estado de gravidez tendrá derecho a 
ausentarse del trabajo por el tiempo indispensable según prescrip­
ción médica. Si la ausencia del trabajo durare menos de cuatro me­
ses, tendrá derecho al salario íntegro de la ausencia. Si excediere de 
ese plazo, ganará medio salario hasta el término de seis meses. El 
empleo deberá ser conservado si retornare en condiciones normales. 

Art. 179 - En el caso previsto en el artículo anterior, la obrera 
no podrá ser despedida. Si lo fuere, el patrón deberá satisfacer un 
importe equivalente a seis meses de sueldo más la indemnización le­
gal que corresponda. 
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CAPÍTULO VII 

La protección legal del salario 

SUMARIO: 

1) Generalidades; 2) La protección contra los abusos o 
la negligencia patronal; medidas contra el "truck -
system", los economatos; 3) Continuación, disposiciones 
especiales en la industria de la construcción y en el tra­
bajo a domicilio; 4) Continuación, defensa. contra la mo­
ra y la insolvencia patronal; 5) P1·oblema especial de las 
multas; 6) Los anticipos, descuentos y r etenciones; 7) 
La protección contra los acreedores del patrono; 8) La 
protección contra los acreedores del trabajador; 9) La 

protección en el interior de la familia. 

1 . El salario, o sea la prestación que recibe el obrero o· 
empleado, por su trabajo, es normalmente su única fuente de 
recursos, así como la de su grupo familiar ( 1). 

( 1) El concepto prppuesto. quiere ser solamente un punto de partida para 
la comprensión del tema y no una definición de salario. Al referir a "la pres­
tación que recibe el obrero o empleado por su trabajo", se trata de comprender 
todo beneiicio, tanto directo como indirecto, las prestaciones en servicios y 
hnsta las imponderables. Los términos: "prestación", "obreros y empleados", 
procuran llamar la atención sobre la necesaria existencia de u n trabajo subor­
dinado y excluir la remuneración del trabajo libre, a veces considerada tam­
bién comprendida en esta f igura genérica. 

Es útil tener en cuenta que el término "salario" es empleado en esta obra, 
y en la propia legislación positiva, como sinónimo de "remuneración" y de "re­
tribución" e incluso, se emplea corrientemente en sustitución abreviada de sus 
modalidades: sueldo (salario por mes), destajo (salario por tarea) , jornal ( sa­
lario por jornada o por hora). etc. 

Sobre el concepto doctrinal de salario: V. CABANELLAS, G., Tratado de De­
recho Laboral, T. II, pág. 537, Buen<1s Aires, 1949; KRoroscam, Instituciones, 
'I'. I, pág. 336, Buenos Aires, 1948; RussoMANO, Comentários á Consolidacao, T. 
li, pág. 618, Río, 1952; PtREZ BoTIJA, SalariOS, pág. 13, Madrid, 1944; GOMES, 0., 
0 salár io, no direito brasileiro, Río, 1947; BARASSl, ll diritto del lavoro, T. III, 
pág. 2, Milán, 1949; P>.REZ LEÑERO, .J., Instituciones, pág. 144, Madrid, 1949; DE­
VEALI, Lineamien tos, pág. 237, B. Air es, 1953; ARRIA SALAS, Ensayo sobre el' 
salar io, pág. 26, Caracas, 1950; RrvA SANSEVERINO, Diritto del Lavoro, pág. 59, 

7 
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Por ello, debe ser expresamente protegido por la ley. 

Es ya clásica una división en cuatro grandes categorías de 
normas protectoras, según el fin que persiguen, a saber ( 2) : 

19 Protección contra la negligencia y los abusos del 

patrono; 

29 Protección contra los acreedores del patrono; 

39 Protección contra los acreedores del trabajador; 

49 Protección en el interior de la familia. 

Dentro de la primera categoría, o sea de las normas pro­
tectoras contra las negligencias y los abusos del patrono, se 
incluyen las que tienen que ver con el tiempo, la forma y con­
diciones de pago y también con la fijación de los salarios mí­
.nimos, que los empleadores están autorizados a pagar. 

La segunda categoría, o sea las normas que protegen el 
salario de los trabajadores contra los acreedores del patrono, 
tienen como finalidad impedir que los quebrantos económicos 
del empleador, (su quiebra, liquidación o concurso), puedan 

llegar a perjudicar a los asalariados. 

El hecho "de que el salario sea el umco medio de subsis­
tencia, no sóio del trabajador singularmente considerado, sino 
de toda su familia, constituye el principal fundamento de las 
normas que se agrupan en la tercera categoría, es decir, de la 
que se dirigen a la protección del salario contra los acreedo­

l'es del trabaj ador. Además, la ley se ha sentido en la necesidad 

Padua, 1 949; DE LITALA, El contrato de trabajo, pág. 127, B u enos Aires, 1946. 
RoUAST - DURAND, Précis, pág . 327, París, 1947 . 

En el Proyecto DE FERRARI, se define el salario como "El precio que el 
empleador se comprom ete a pagar al trabajador como compensación de su tra­
bajo y comprende, además, todos los beneficios que aquellos obtienen de l con­
trato, ya sea en dinero o en prestaciones de otra clase, y en general, los que 
el trabajador hubiera podido fundadamente esperar" . El autor, si d ebiese pro­
poner en su trabajo una verdadera definición, no titubearía en• hacer suya la 
del Proyecto de Código de Trabajo que acaba de transcribirse. 

Sobre los conceptos de "remuneración" y "salari o-base" los efectos de las 
leyes sobre d espido y accidentes de trabajo, V. los capítulos respectivos. El con­
·cepto salario mínimo, se desarrolla en el Cap. VIII. 

(2) V. Prc, Paul, Traité de L égislation Industrielle, ·París. 1922; CAPI­
"fANT- CucHE, P récis de Législation Industrielle , pág. 195, París, 1936. AMIA UD, 
Cours de !égislation industrielle, pág. 580, París. 1947 y C ASTORENA, J.J., Manual 
de Derecho Obrero, pág. 103, México, 1949, se limitan a examinar las tres pri­
m eras categorías de medidas protectoras, que son las únicas específicamente de 

índole laboraL 
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de adoptar medidas para impedir que dentro del núcleo fami­
liar, se prive injustamente a algunos de sus miembros de lo 
c:ue ganan con su trabajo. 

En el Uruguay, el texto constitucional dice expresamente 
en su artículo 54 que la ley ha de reconocer a quien se hallare 
-en una relación de trabajo o servicio, como obrero o empleado, 
la justa remuneración, y en otras disposiciones manda conce­
der al trabajo la protección especial de la ley. 

Sin embargo, en muchos aspectos la protección del salario 
es imperfecta y exige importantes y prontas mejoras. 

, 2. Dentro de las normas del derecho uruguayo, que po­
dnan quedar comprendidas en el primer grupo, y dejando de 
lado, por ahora, las que tratan de la fijación de los salarios 
mínimos, pueden citarse las intercaladas en varias leyes sobre 
materias diferentes. 

Los puntos que atacan son los que, tradicionalmente, han 
sido considerados como merecedores de la atención preferente 
del legislador. 

Las principales disposiciones, no tienen, sín ·embargo, al­
.cance general, ya que, o se refieren sólo a los salarios mínimos 
o bien contemplan las actividades y gremios en que más co~ 
munmente pueden presentarse los abusos. Tal ocurre, con la 
1.rohibición del trueque, la de los economatos, de las compen­
saciones, etc. 

En cuanto al llamado truck - system) consiste en el pago 
del salario, total o parcialmente en mercaderías o en otras 
especies distintas de la moneda de curso legal, como ser vales, 
chapas o similares 'convertibles en mercader ías ( 3). Contra él 
la ley de 12 de noviembre· de 1943, de aplicación general en 
cuanto a salaí:ios mínimos, establece en su artículo 29 que 
éstos serán pagados en moneda nacional, con exclusión de otra 
C's:;:¡ecie y con eliminación· absoluta de t odo sistema de trueque. 

El cumplimiento de tareas en lugares alejados de los cen-

~ 3) El "tr~ck - system ha sido y aún co~tinúa siendo una práctica muy di­
fundida en Amenca, en particular, en p erjuicio d e los trabajadores campesinos 
(V. PoBLETE TaoNcoso, La economía agraria de América Latina y el trabajador 
campesino, pág. 185, Santiago, 1953; Cfre. ARRIA SALAS, op. cit., pág. 202 ; Sus­
·s>:KIND-LACERDA-VrANA, Direito brasileiro do trabalho, T. II, pág. 214, Río, 1943). 
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tros poblados, es también causa de frecuentes arbit rariedades 
en particular, cuando el patrono u otras personas con su com­
plicidad o consentimiento, se dedican a l a especulación con los 
artículos de consumo indispensables ( 4) . P ara combatirlas, se 
h an adoptado m edidas especiales en las normas que regulan 
las condiciones d e labor de los llamados "centros de trabajo". 

Tales las leyes de 20/XII/940 y 3/Ill /944, sobre trabajo en 
Jas arr oceras y sobre con diciones de vida d e los trabajadores 
ocupados en la explotación de montes, bosques y turberas, 
r espectivamente. En ellas se dispone, que es libre la entrada 
de los proveedores hasta el lugar de las viviendas de los tra­
bajadores y que, en caso que el patron o o empresario provea 

de v íveres a los obreros, deberá fij ar los precios de acuerdo 
con lo dispuesto por la ley de subsistencias ( 5) . 

Asimismo y con. idéntico propósito protector del salario 
de los trabajadores que prestan servicios en esos centros de 
trabajo, la ley sobre bosques, montes y turberas, prohibe el 

expendio de bebidas alcohólicas destiladas, dentro de los pre­
dios en que exista personal ocupado, y la de trabajo en las. 
arroceras prohibe, totalmente, el expendio de bebidas alcohó­
licas dentro de dichos establecimientos. 

3 . En dos importantes gremios: la industria de la cons­
t rucción y el trabajo a domicilio, rigen t ambién normas espe­
ciales de protección de los salarios. 

El régim en d e la industria de la constr ucción es el más 
completo, en todo sentido, siendo de dest acar, el Decreto de 
26 de febrero de 1943, reglamentario de la ley de 4 de agosto 
de 1937, que da reglas sobr e monto, forma, documentación y 
contralor del pago de los salarios. 

(4 ) E sta práctica, generalmente combinada con el "truck- system". es cono­
cida COmO régimen de "econom at os", ( V. CAPITANT-CUCHE, op. cit., p ág. 220; CA­
MIAUD, op. cit., pág. 586). La "cantina " de establecimiento , organizad a como coo­
perativa subvencionada u obra social y con las debidas gara ntías, p uede ser, en 
cambio, una práctica conveniente y digna d e ser e stimulada. 

(5) Es la ley N\> 10.471, sobre trabajo en bosques, montes y turberas, la 
que incluye e sta condición, remitiéndose, impropiamente, a los precios "esta­
blecidos en la ley de subsistencias", siendo que en esa ley no se fijan precios. 
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En el mismo sentido, la ley N9 10.434 de 9 de julio de 
1943, que impuso diversas formalidades para el pago de sala­
rios y especialmente la ob ligación del pago cada quince días, 
en el lugar del trabajo y dentro de la media hora subsiguiente 
a la terminación d e la labor. Esta ley dispuso, adem ás, la forma 

y condiciones de los recibos, en los que deberá constar obliga­
toriamente el monto de lo cob r ado, días y horas trabajados, 
jornal devengado y función d esempeñada. 

A su vez, la ley N9 9. 910 de 5 de enero de 1940, que re­
glamenta el trabajo a 4omicilio, buscó impedir maniobras con 
el monto de los salarios y con supuestas compensaciones entre 
salarios y materias primas entregadas para realizar el trabajo. 

Esta ley, impuso a los patronos llevar un registro en el 
que deben figurar, entre otros datos: la remuneración del 
obrero con la constancia autenticada de su conformidad me­
diante su firma o impresión digital, así como el precio y con­
diciones de pago para el caso en que las cosas entregadas sean 
perdidas o deterioradas. Prohíbese, especialmente, la aplica­
ción de multas a los obreros o descuento alguno por retribu­
ción de intermediarios. En la misma ley se dispone, además, 
aue los trabajadores deberán estar provistos de libretas en las 

que también se insertarán. los datos del registro y particular­
mente el salario concertado o recibido , por el respectivo 
trabajo. 

4. En cuanto a la forma y garantía, para reclamar judi­
cialmente contra la demor a o el no pago de los salarios se 

.carece en el derecho uruguay o de normas laborales de aplica­

ción general, a no ser las que corresponden a las reclamaciones 
por salarios mínimos fijados por Consejos de Salarios o por 
convenios colectivos. Es esta, sin lugar a dudas, una de las 
cuestiones m~s delicadas y que deben merecer la pronta aten­
ción del legislador ( 6) . 

(6) No obstante, se entiende, que el trabajador puede, frente a la mora del 
1>ago de su salario, considerar rota por culpa del patrono la relación contractual, 
~: reclamar, en su caso, l a indemnización por despido que establecen las leyes. 
V. BARBA(:ELATA, El derecho común sobre el despido, pág. '32, Montevideo, 1953. 

El Decreto de 26-ll-1943 previó especialmente el caso de la mora en el pago 
de salarios establecidos por convenios colectivos y sobre formas, oportunidad y 
-condiciones para e1 pago de salarios. 
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Constituyen una excepcwn, en lo que al punto anterior­

mente tratado se refiere, las viejas disposiciones del Código 

de Comercio, sobre pago de la tripulación. Entre las mismas, 

~e incluye ( Art. 1192), la obligación de pago dentro de tercero 

tlía, después de acabada la descarga, y la estipulación legal de 

intereses corrientes, en caso de mora. Asimismo, se dispone 

que en las controversias por salarios de la gente de mar "en 

ningún caso será oído el demandado, sin que previamente 

deposite la cantidad estipulada", ( Art. 1193). Todo ello, sin 

perjuicio de las disposiciones sobre privilegio y la· hipoteca 
]egal. 

El marchandaje, o sea la práctica que consist.e en la ce­

sión del todo o parte de los trabajos a subcontratistas o in­

termediarios, es otra fuente de posibles abusos ( 7). En efecto, 

puede darse que el intermediario sea insolvente, o que deli­

berada y fraudulentamente, se descarguen en un subcontra­

tista insolvente las obligaciones patronales. 

El Art. 39 de la ley N9 10.449, contempla esa eventualidad, 

declarando que, para el pago de los salarios mínimos, el patro­

no o empresario permanece obligado subsidiariamente. 

. 5. Un problema especial, es el que plantean las multas 

que el empleador intente aplicar a su personal. 

La multa, en principio, tiene el sentido de una sanción 

disciplinaria, que se materializa en una pérdida de parte del 

salario de la jornada, la quincena o el mes ( 8). Existe, por 

consiguiente, una cuestión previa y que no es oportuno tratar 

aquí sobre la licitud y condiciones de ejercicio del poder de 

aplicar sanciones disciplinarias ( 9). 

A su vez, el Art. 69 del D ecreto de 29-IX -1 944, reglamentario de la ley 

n i> 10.449, -dándole a la palabra asignación, empleada por el Art. 31 de la ley, e l 

sentido de remuneración--- dispuso la aplicación de multas para los patrones 
"que estén en mora 1 en el pago de los salarios equivalentes a dos meses de 

remuneración o de 40 días de jornales". 
( 7) CAPITANT-CUCHE, op. cit., pág. 212 Y SS. 
(8) CABANELLAS, en su Tratado, cit., (T. II, pág. 457) distingue concreta­

mc>nte tres tipos de sanciones pecuniarias: la confiscación de objetos introduí'i­

dos clander.tinamente, la pérdida de beneficios especiales (premios, aguinaldos, 

etc.) y lag multas propiamente dichas. 
(9) V . BARBACELATA, H . H., El reglamento de taller, pág. 25 y ss., Monte­

video, 1951. 
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Aún admitiendo que el ·patrono estuviera autorizado, 

siempre que no incurriera en abuso, a ejercer dichos poderes 

disciplinarios - como sucede en la práctica,- falta saber si 

puede aplicar multas como forma de sanción, aparte de las 

otras penalidades corrientes: apercibimiento simple, constan­

cia en la ficha, suspensión, traslado, etc. ( 10). 

Los trabajadores de todos los países, han rechazado tradi­

cionalmente esta sanción, no sólo porque los priva de una 

parte de la remuneración correspondiente al tiempo trabajado 

o a la obra cumplida, sino además, porque la multa, ha sido 

empleada por patrones inescrupulosos, como medio de obtener 

un provecho fraudulento ( 11). 

En el derecho positivo uruguayo no existe más disposición 

que la contenida en la ley de 5 de enero de 1940, sobre trabajo 

a domicilio, ya citada. 

Según el apartado D) del Art. 19 de esa ley, la multa está 

formalmente prohibida en el trabajo a domicilio, pero no se 

sabe si ello equivale a una mera ratificación de una interdic­

ción general, o es un régimen excepcional. 

La tesis que niega al patrono el derecho de aplicar multas 

en cualquier clase de actividades, se basa en que la multa sería 

una retención de los salarios y que no están permitidas por 

razones de orden público, retenciones sobre los sueldos, sala­

rios u otros estipendios salvo las enumeradas en la ley de 25 

de junio de 1908 y sus complementarias. 

Esta ley ha invalidado expresamente cualquier pacto o 

contrato que directa o indirectamente contravenga sus dispo­

siciones, por lo que tampoco podría aceptarse un régimen de 

( 10) BARBAGELATA, H.H., De las suspensiones como sanción, en rev. D . L .. 

T . Il, pág. 365. 
( 11 ) Prc, P., Traité, cit., págs. 687 a 695, parágrafos 996 y ss., Sobre la na­

turaleza jurídica y régimen de multas : V. especialmente: BARAssx, n diritto del 
lavoro, T. III, 350, Milán, 1949; DEVEALI, Lineamientos, pág. 230, B . Aires, 1953, 

RIVA SANSEVERINO, Diritto del lavoro, p ág. 158, Padua, 1949; AMIAlJD, Cours, pág. 

37:!, París, 1947; CABANELLAS, cit., T . Il, pág. 458. 
En el derecho comparado, se advierte una fuerte tendencia a la prohibición 

absoluta de la facultad de multar (ej. Argentina), y cuando las multas son per­

mitidas sólo pueden ser aplicadas, dentró d e límites máximos, por faltas espe­

cialmente descritas y dándoles un d estino asistencial, que excluya todo interés 
económico para el empleador (V. nota 153, a• pág. 152 en nuestra obra: El regla·· 

m~nto de taller, cit. y bibliogr. cit.). 
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multas consentido por el trabajador, antes o después de su 
ingreso a una empresa. 

El problema no reviste, sin embargo, demasiada impor­
tancia, ya que no es muy corriente este tipo de sanción. 

La forma solapada de multa que consiste en hacer concu­
rrir. al personal, pero impidiéndole que establezca su asisten­
cia, es totalmente fraudulenta y el empleado u obrero víctima 
de ella, debe oponerse por todos los medios, reclamando, en 
su caso, la intervención de las autoridades administrativas 
encargadas del contralor de la legislación laboral. 

6. L a ley uruguaya, guarda también silencio sobre los 
anticipos o adelantos. ' 

Los anticipos, empero, no plantean dificultades, dado que 
recaen sobre salarios ya ganados. Se trata, por lo demás, de 
una práctica en beneficio de los trabajadores, que no afecta 
ninguna de las reglas de protección del salario ( 12). El patro­
no, al hacer el pago general, estará autorizado a servir sólo el 
saldo, puesto que se trata de una paga complementaria, con 
relación al trabajador que cobró vales o adelantos. 

No deben, sin embargo, confundirse los anticipos con los 
préstamos. El régimen de éstos es diferente, desde que, si bien, 
el trabajador puede estar interesado en este sistema de crédi­
to, -en muchos casos el único a su alcance- su admisión, pro­
picia el fraude y abusos tan inicuos como los del "truck­
syst em" y los economatos. En el derecho uruguayo, el patrono 
no estaría facultado a hacer retenciones por concepto de sumas 
prestadas, aun sin interés. 

Tampoco ser ían legales, los descuentos por cuotas para el 
pago de ropas de trabajo .especiales o uniformes, salvo que los 
mismos estuviesen autorizados en la ley, el laudo o el conve­
nio colectivo ( 13), ni por concepto de colectas, suscripciones, 

(12) Cfre. K ROTOSCHIN, Instituciones, T . I. pág. 377, Buenos Aires, 1947. 
(13) El D ecreto de 18 de diciembre de 1942, complementario de los que 

-reglamentaron la ley N9 5032 de 21 de julio de 1914, d eclaró expresamente que 
"los patronos o empresas suministrarán a sus obreros, en forma gratuita e indi­
VIdual, los elementos necesarios de protección", lo que excluye toda posibilidad 

· de descuento por este c oncepto. 
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€te. ( 14) . Todo e llo sin perjuicio d e los descuentos correspon­
dientes para los organismos jubilatorios y las asignaciones 
familiares, y ptros que la ley puede contemplar. 

Un problema de especial gravedad que había llegado a 
crearse y que afectaba indirectamente el goce de los salarios, 
tiene que ver con los descuentos legales por aportes jubilato­
rios. La retención o la mora en el servicio de esos aportes, 
objeto posible de especulación patronal, han sido expresamen­
te tipificadas como apropiación indebida por el Art. 27 de la 
ley N9 11.496 de 27 de setiembre de 1950. Este delito se castiga 
en el Código Penal (Art. 351) con pena de tres meses de 
prisión a cuatro años de penitenciaría. 

7. Las normas de la segunda categoría, o sea las que in­
tentan proteger a los trabajadores, para el cobro de sus sala­
rios, contra los acreedores del patrono, son de antigua data y 
tienen en cuenta en especial, la situación de quiebra, o sus 
similares: liquidación de sociedades anónimas y concurso civil 
de los no comerciantes. 

Como es sabido, la quiebra es un estado en el que cae un 
comerciante que cesa en el pago corriente de sus obligaciones 
mercantiles. 

Es el propio Código de Comercio, el que en su Art. 1732, 
confiere a los trabajadores empleados por un comerciante fa­
llido, el derecho a situarse en una posición más ventajosa que 
la masa de acreedores comunes por los salarios que se les 
adeuden por los seis meses anteriores a la declaración de quie­
bra. Esta disposición, es igualmente aplicable a lo~ casos de 

· liquidación judicial de sociedades anónimas. 

Por su parte, el Código Civil dispone en forma similar en 
t'!l Art. 2369, en lo relativo al concurso de los particulares, pero 
el período alcanza a todo el año anterior a la declaración del 
concurso. 

Los trabajadores marítimos, benefician también de privi-

(14) Parece claro, también, que el empleador no puede descontar. al traba­
j a dor, sumas resultantes de rotura o deterioro, extravío, etc. de mercaderías, ma­
teria prima o herramientas. sin perjuicio de su d erecho a exonerar al trabajador 
si se de biesen a dolo o grave n egligencia, apreciadas las circunstancias de cada 
caso. y dejando a salvo las acciones civiles y penales que pudiesen corresponder. 
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legio por sus salarios del último viaje en caso que el buque sea 
ejecutado y vendido judicialmente ( 15). 

Estas disposiciones, no pueden ser consideradas, sin em­
bargo, suficientes para la adecuada protección del traba­
jador (16). 

8. En cuanto a las normas de la tercera categoría, que 
tratan de proteger el salario contra los acreedores del propio 
trabajador, debe citarse nuevamente la ley de 25 de junio de 
1908, que prohibió la cesión y el embargo de los sueldos, jor­
nales, dietas, etc., tanto los pagados por el Estado, como por 
los particulares o empresas ( 17). 

En esta materia existen, algunas excepciones, las más im­
portantes son retenciones que la ley autoriza, cuando se trate 
de cubrir deudas con el Estado por impuestos o provenientes 
de pensiones alimenticias decretadas judicialmente y de con­
denaciones penales (18). El embargo, en tales casos, podrá · 
afectar hasta una tercera parte de los sueldos, jubilaciones, 
pensiones o retiros. El Código del Niño (Art. 214) modificó es­
ta disposición, en lo que· atañe a las pensiones alimenticias que 
deben servirse con arreglo al mismo, autorizando la retención 
mensual hasta de un 50 % del sueldo del padre cuando el nú­
mero de hijos y la situación económica de la madre lo requiera. 

Los casos en que el acreedor del obrero o empleado sea el 
propio patrono, ya fueron examinados en los parágrafos prece-

(15 ) V. MALVAGNI, Atilio, Derecho laboral de la navegación, págs. 2 19 y ss., 
Buenos Aires, 1950. 

( 16) Según el Código d e Comercio, los créditos por salarios p erténecen a 
la p rimera clase de créditos personales privilegiados, y normalmente no serían 
precedidos sino por las costas y costos judiciales. La ley N<? 8 .634 , de 18 de 
junio d e 1930, en defensa de los derechos d e l a Caja d e Jubilaciones, en su 
a rt. 6<? introdujo una importantísima modificación en ese régimen al declarar­
"equiparados los créditos de la Caja por concepto de las contribuciones que de­
ben hacerle las empresas, a los salarios de los dependientes, obreros y criados, 
a los efectos de l a gradación de créditos y esto, cualquiera sea el lapso de 
tiempo, en que se hayan devengado". 

( 17) Algunas leyes especiales contemplan el caso de retenciones de hasta 
e! 40% por suminist ros de las cooperativas de consumos. V. GARCÍA SELGAS, M . 
En defensa del principio de la inembargabilidad del salario, en rev. "D. L.", 
T. IV, pág. 144. 

(18) En este punto, el derecho uruguayo no se aparta de los princ1p10s. 
unive rsalmente admitidos. Cfre. LoNco, Cármino, Protecao do salário con tra os 
credores do e mpregado, pág. 64 y ss., Bahía, 1953. 
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dentes, al tratar de la protección del salario contra las negli­
gencias o abusos del empleador. 

9 . La protección del salario en el interior de la familia, 
se refiere principalmente a la protección de aquéllos de sus 
miembros que pueden ser víctimas del abuso de la autoridad 
institucional ( 19). 

En un tiempo, la cuestión se refirió a la trabajadora casa­
da, y a los menores. En la actualidad, sólo corresponde ocupar­
se de la situación de los menores. 

En el derecho uruguayo la protección de los menores, en 
cuanto a la administración y goce de su salario está plenamen­
te garantizada por los Arts. 249 y 250, que ratificaron y am­
pliaron la disposición del Art. 267 del C. Civil, sobre el pe­
culio profesional e industrial. El tema ya fué objeto de estudio 
en el Capítulo V, pero corresponde precisar aquí, que sólo de­
be reputarse en principio válido, el pago de salarios, efectuado 
directa y personalmente al propio menor. Esta regla tiene apli­
cación, tanto respecto de los pagos regulares, como de los ade­
lantos por salarios, o como de los pagos que resultan de sen­
tencia judicial. 

El corolario obvio de este principio, postula la validez del 
recibo otorgado por el menor bajo su exclusiva firma. 

En cuanto a los pagos que por error se efectuasen contra 

recibo firmado únicamente por los representantes civiles del 
menor, la solución lógica es admitir su validez, siempre que se 
pruebe que el menor conocía y toleraba el hecho ( 20). 

( 19) V. CAPITANT - CUCRE, op. Cit.,. pág. 249. 
(20) V., más extensamente, en rev. "D. L.", T. VIII, pág. 301. 
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Apéndice al capítulo Vll 

LEY N9 3.299, DE 25 DE J UNIO DE 1908 
Inembargabilidad de sueldos, pensiones, jubilaciones, r etir os e tc. 

Art. 19 - N o podrán cederse a ningún t ítulo, ni ser embarga­
d os, los sigtúentes bienes : 

19 Los sueldos, dietas, pensiones, jubilaciones y retiros que 
paga el Estado y las pensiones alimenticias. 

29 Los sueldos de los empleados de empresas indu~triales, co­
merciales o de particulares. 

39 Los jornales y salarios de los obreros y criados. 
Las prohibiciones expresadas en los incisos anteriores se refieren 

exclusivamente a sueldos, dietas, pensiones, jubilaciones, jornales y 
salarios no vencidos. 

Los sueldos, dietas, pensiones, jubilaciones, jornales y salarios 
vencidos, serán absolutamente inembargables, y sólo podrán enaje­
narse hasta la tercera parte de su monto. 

Art. 29 - Tratándose de deudas con el Estado relativas a im­
puestos o provenientes de pensiones alimenticias decretadas judicial­
mente, y de condenaciones penales, podrá embargarse hasta la ter­
cera parte de los sueldos, jubilaciones, pensiones y retiros. 

Art. 39 - Lo establecido en el Art. 19 sobre cesiones de sueldos 
jubilaciones, pensiones y retiros del Estado o particulares no regirá 
para las operaciones que haga le Caja Nacional de Ahorros y Des­
cuentos de acuerdo con las facultades que le conceda el Directorio 
del Banco de la República con consulta del Poder Ejecutivo. En estas 
operaciones el interés no podrá exceder del nueve por ciento anual. 

Art. 49 - A partir de la promulgación de la presente ley, los 
contratos existentes en que se hayan enajenado sueldos, jubilaciones 
o pensiones no vencidos, así como los embargos pendientes, sólo se 
harán efectivos en el quince por ciento de los respectivos haberes, 
quedando absolutamente libres las porciones restantes. 

Esta reducción no alcanza a los sueldos de los empleados parti­
culares, cuyas afectaciones se regirán por las leyes actualmente en 
vigencia. 

Art. 59 - Los actos o contratos en que directa ~ indirectamente 
se contravenga a lo dispuesto en esta ley, serán nulos y de ningún 
valor. 

Declárase especialmente comprendidos en esta disposición los 
poderes en que se autorice a cobrar cualquiera de las asignaciones 
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a que se refiere e l Art. 19 que contengan cláusula que establezca 
el carácter irrevocable de esa facultad. 

Art. 69 - Deróganse : el inciso 19 del Art. 885 del Código de 
Procedimiento Civil. 

El inciso 19 del Art. 2337 (hoy 2363) del Código Civil, y todas 
las demás leyes y disposiciones en cuanto se opongan a la presente. 

CODIGO DE COMERCIO 

Ar t. 1732 - L a primera .clase de créditos personales privilegia­
dos comprende los que nacen de las causas que aquí se enumeran : 

P L as costas y costos judicales en el interés común de los 
acr eedores y de los gastos de administración durante el concurso. 

2~ Los gastos funerarios, si la · declaración de quiebra ha teni­
do lugar después del fallecimiento. 

Si la muerte del fallido es poste rior a la declaración de quiebra, 
sólo tendrán privilegio si se han verificado por el Síndico con autori­
zación de la Junta de Vigilancia. 

31;\ Los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deu­
dor, comprendido el honorario del médico. 

4~ Los salarios d e los dependientes, obreros y criados, por lo 
que se les adeude correspondiente a los seis meses anteriores a la 
fecha de l a declaración de la quiebra. 

5!l- Los artículos necesarios para la subsistencia del fallido y 
de su familia, que le hayan sido suministrados en los seis meses 
anteriores a la quiebra. 

El Juez, a petición del Síndico, mandará tasar sobre este cargo 
si le pa r eciese ex agerado. 

61!- Los atrasos de impuestos públicos o municipales. 
7~ L as sumas que los Dcspachan tes de Aduana pagan a ésta 

por los d er echos corr espondientes a las mercaderías cuyo derecho se 
les encomienda y las abonadas por concepto de derechos fiscales de 
Aduana, eslingaje, a lmacenaje, acarreos y dem ás gastos correspon­
dien tes a las m ercaderías hasta llegar a su destino. 

CODIGO CIVIL 

Art. 2363. - (en lo pertinente , r eda cción act ual ) 
No son embargables: 
1 Q Los sueldos, dietas, pensiones, jubilaciones y retiros que 

paga el Estado, las pensiones alimenticias, los sueldos de los em­
pleados industriales, comerciales o de particulares y los jornales Y 
salarios de los obreros y criados. 
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Tratándose de deudas con el Estado relativas a impuestos o pro­
venientes de pensiones alimenticias decretadas judicialmente y de 
condenaciones pen~es, podrá embargarse hasta la tercera parte de 
los sueldos, pensiones, jubilaciones y retiros. 

Art. 2369. - La primera clase de créditos personales privilegia­
dos comprend~ los que· nacen de las causas que aquí se enumeran: 

11!- Las costas y costos judiciales en el interés común de los 
acreedores y los gastos de administración durante el concurso. 

21!- Las expensas funerales del deudor difunto. 
31!- Los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deudor. 
41!- El honorario del abogado, procurador y médico, y los sala-

rios de los dependientes y criados por lo que se les adeuda en todo 
el año anterior a la declaración del concurso, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los Arts. 1224 a 1226. 

Para los efectos del privilegio, el honorario del abogado y pro­
curador será regulado en la forma establecida por el Código de Pro­
cedimiento Civil y con prescindencia de toda iguala o contrato que 
se invoque por el interesado. 

51!> Los artículos necesarios de subsistencia suministrados al 
deudor y su familia durante el último año. 

El Juez, a petición de los acreedores, tendrá la facultad de tasar 
este cargo, si le pareciese excesivo. 

61!- Los atrasos de impuestos públicos o municipales. 

71!- Las sumas que los despachantes de Aduana pagan a ésta 
por los derechos correspondientes a las mercaderías cuyo derecho se 
les encomienda y las abonadas por concepto de derechos fiscales de 
Aduana, eslingaje, almacenaje, acarreos y demás gastos correspon­
dientes a las mercaderías hasta llegar a su destino. 

CODIGO DEL NIÑO 

Art. 214. - En el caso de ser el padre empleado público · o pri­
vado, para servir la pensión alimenticia se podrá retener mensual­
mente hasta el 50% del sueldo, cuando el número de hijos y la situa­
ción económica de la madre así lo requiera. 

CAPÍTULO VIII 

El salario mínimo 

SUMARIO: 

§l. Métodos para la fijación de salarios mínimos. 1) 
G eneralidades: 2) Consejos de salarios y convenios co­
Lectivos. § 2 . Los Consejos de Salarios. 3) Organización 
de los Consejos; 4)Funciones p1·epa1·atorias; 5) La fija· 
ción de las tarifas; los salarios mínimos; 6) La pi?·ámi ­
de de los salarios; 7) Pmcedimiento y facultades; 8) 
Apelación de los laudos; 9) Fecha de vigencia (proble­
ma de La retroactividad); 10) Los Consejos como orga­
nismos de vigiLancia y conciliación. §3. Los convenios 
colectivos. 11 ) Preliminares; 12) Disposiciones aplica­
bles; 13) Régimen legal; 14) Conceptos fundamentales; 
15) Conflicto entre Los convenios y los laudos. §4. La 
tutela jurisdiccional del salario mínimo. 16) P?·elimi­
nares; 17) Las. acciones legales; 18) La condena acce­
so?·ia en da1ios y perJutcws; 19) Reglas comunes a todo 

cob1·o de salarios. 

§ l. MÉTODOS PARA LA FIJACIÓN DE SALARIOS MÍNIMOS 

l. En el capítulo anterior se habían citado, entre las dis­
posiciones protectoras del sala rio, contra abusos o arbitrarie­
dades del patrono, las que imponen remuneraciones mínimas. 

Los sistemas o procedimientos para la fijación de salarios 
mínimos son muy variados. En el Uruguay, dos son los que 
privan: la fijación legislativa directa de los mínimos, y la 
fijación por Comisiones o Consejos tripartitos, es decir, con 
representación de los dos intereses profesionales y del poder 
político. La fij ación por convenios colectivos tiene, como se 

verá, un lugar secundario. 

El sistema de la fijación directa por la ley, fué el que 
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primero se empleó, pero es muy imperfecto y por eso sólo se 
recurre a él para casos o en situaciones excepcionales ( 1). 

Las leyes uruguayas, en efecto, han fijado salarios mínimos 
directamente, como medio para poner término a conflictos o 
huelgas. Tales, entre otras, la ley de 3 de enero de 1946 que 
concedió aumentos a plomeros y cloaquistas, o la de 13 de 
abril del mismo año, que aumentó el salario de los empleados 
y obreros metalúrgicos, etc. ( 2). 

También, ha sido éste, desde la primera ley de 1923, el 
procedimiento para la fijación de salarios mínimos de los tra­

'bajadores rurales (3). El Estatuto del Trabajador Rural, ac­
tualmente vigente y que data del 16 de octubre de 1946, fija 
en sus artículos 19 a 99 las tarifas para esta categoría de tra­
bajadores ( 4). 

2. Desde 1940, el procedimiento normal para la fijación 
de salarios mínimos en toda actividad, es el de las Comisiones 
o Consejos de Salarios. 

La ley de 5 de enero de 1940, instituyó un sistema de Co­
misiones, con carácter limitado, para el gremio de los traba­
jadores a domicilio. Luego, la ley de 12 de noviembre de 1943, 
reelaboró y universalizó el procedimiento, estableciendo el de 

. (1) Los principales argumentos contra la fijación directa por la ley, se 
!'ef1eren a su falta de flexibilidad y a la inconveniencia de las motivaciones 
politicas. 

(2) Se ha discutido la constitucionalidad de las leyes que fijan directa­
mente salarios mínimos, a r gumentando que carecerían de la nota de generalidad 
indispensable o constituirían un fallo dictado s in las debidas garantías. No 
obstante, frente a un razonamiento puramente teórico, son muchas las 
r éplicas posibles. Una sola basta para la adecuada refutación; el artículo 
54 de la Carta fundamental que dispone : "La Ley ha ae reconocer a quien 
se h allar<! en una relación de trabajo o servicio, como obrero o empleado ... 
la j usta t•emuneraciól'l ... ". Por otra parte, la Jurisprudencia parece firme en 
no aceptar la alegada inconstitucionalldad. V. PLA RoDRÍGUEZ, La ley N9 10.722 
sobre aumentos de salarios en la industria metalúrgica y su pretendida in­
constitucionalidad, en rev. "D. L.", T . VI, pág. 27; V., asimismo, el fallo de la 
Suprema Corte de Justicia, en rev. "D. L .", T. VI, pág. 27, precedido de la 
v1sta del Fiscal de Corte. La tesis contraria ha sido postulada por JrMÉ>rez DE 
ARÉCHAGA, J., en "L. J. U .", T . XXI, pág. 275, atendiendo las circunstancias en 
que la ley fué sancionada. 

(3) V. DE FERRARr, Salario mínimo del trabajador rural, en rev. "D. L.", 
T. II, pág. 126. 

( 4) V. GELSI BroART, Anotaciones al Estatuto del trabajador rural, en rev. 
."D. L.", T. III, pág. 21. 
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los Consejos de Salarios, con aplicación a todos los gremios ( 5). 
En la ley N9 9.675, de 4 de agosto de 1947 y normas re­

glamentarias, se acogía, sin embargo, y en condiciones espe­
ciales, para determinados gremios, el principio de la fijación 
de salarios por la vía de los convenios colectivos. Pero la ley 
de 1937, se inspiraba en una finalidad. demasiado concreta y 
carecía del mínimo de previsiones que la hiciesen apta para 
concretarse en un mecanismo adecuado y ágil para la fijación 
de salarios m ínimos y, en general, para la reglamentación de 
las condiciones de trabajo. 

A pesar de lo cual, y de la preferencia del legislador por 
el método de los consejos de salarios, el instituto de los con­
venios colectivos, reviste tanto interés, que conviene dedicarle 
también algunos párrafos, a continuación de los Consejos de 
salarios ( 6) . 

§ 2. Los CoNSEJos DE SALARios 

3. Los Consejos de Salarios, creados por la ley N 9 10.449 
de 12 de noviembre de 1943, son organismos de naturaleza es­
pecial, designados para entender en la fijación de los salarios 
mínimos que regirán para actividades o grupo de activi­
dades (7) . 

( 5) Ha quedado en pie el problema de determinar si el procedimiento de 
las Comisiones de Salarios de la ley NI> 9.910, ha sido o no derogado y susti­
tuido por el de Consejos de Salarios, desde que el art. 36 de la NQ 10.449 deja 
"subsistentes las disposiciones de la ley N9 9.910, de 5 de enero de 1940 y sus 
concordantes sobre trabajo manual a domicilio, en cuanto no se opongan . .. " 
él. sus normas. 

(6) Existe un ardoroso debate sobre la conveniencia o inconveniencia del 
régimen legal de Consejos de Salarios y sobre los resultados prácticos de su 
actuación. V. DE FERRARI, La Ley de 12 de noviembre de 1943 y los métodos 
para la f ijación de salnrios, en rev. D. J. A ., T. XLII, págs. 101 y 141; y, espe­
cialmente: La política del salario en el Uruguay, en rev. "D. L.", T. II, pág. 275. 

(7) La cuestión de la naturaleza jurídica de los Consejos, posee un gran 
interés práctico, en particular, cuando se trata de resolver cuestiones vincula­
das con la vigencia, Dpelación y validez de sus l a udos o decisiones. V . los ar­
tículos de DE FERRARI, citados en la nota anterior, asimismo: GELSI BmAnr, en 
rev. "S. A.", T . V, pág. 43; PÉREZ FONTANA, rev. "S. A .", pág. 133; MORETTl, R., 
Naturaleza de los laudos de los Consejos de Salarios. en rev. "D. L.", T. V, pág. 
199. El interés del tema, movió al Colegio de Abogados a promover un debate 
en mesa redonda sobre "La naturaleza jurídica de los laudos y el problema 
de su r etroactividad", cuya versión taquigráfica corregida se haya transcripta 

8 
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Se integran con siete miembros, de los ~uales, tres son 
nombrados por el Poder Ejecutivo, dos lo son por los patronos 
y dos por los trabajadores de los establecimientos com-
prendidos. 

Los delegados de los patronos y de los trabajadores, son 
elegidos por el sistema del voto secreto y por mayoría simple 
de votantes. 

La convocatoria de un Consejo de Salarios, puede ser pro­
vocada, tanto por una como por otra de las partes interesadas, 
ante el Ministerio competente. El derecho de petición, puede 
:oer ejerCido por un número de trabajadores que representen, 
cuando menos, la tercera parte de los registrados en las plani­
llas de trabajo, de la actividad de que se trate, por los patronos 
y por las agrupaciones patronales u obreras con personería jurí­
dica, o reconocidas por el P . Ejecutivo ( 8). 

También puede ser provocada la creación del Consejo, 
directamente por el Poder Ejecutivo sin que medie ninguna 
petición, es d~cir, de oficio. 

En el Decreto de creación del Consejo, el Poder Ejecutivo, 
establece: La profesión o profesiones, sometidas a la juris­
dicción del Consejo y su circunscripción territorial ( 9) . 

4 . Las funciones de los Consejos, pueden ser clasificadas 
en tres órdenes: 19 Funciones preparatorias; 29 Fijación de · 
tarifas de salarios; y 39 Funciones como organismos de vigi­
lancia y de conciliación. 

en la rev. "D. L.", T. IX, pág. l. 
Por nuestra parte, hemos sostenido que los Consejos de Salarios son "or-

ganismos arbitrales y de conciliación, de filiación constitucional" . V. a l res­
pecto, "Disertación del Dr. Héctor-Hugo Barbagelata", e n rev. "D. L .", T. IX, 
págs. 16 Y SS. • , . (8) Sobre personería jurídica y reconocim_1ento por el Poder E ¡ccuhvo 
de las agrupaciones sindicales, V. Cap. XIV. 

(9} Un problema de gran interés es el de saber si existe plazo ~egal, p~a 
la convocatoria de un nu:)vo consejo, a contar desde el laudo o la mstalac1on 
del anterior. L a práctica administrativa constante ha sido la de no convocar un 
nuevo Consejo hasta un afio d e dictado el laudo anterior. Se h a demostrado, 
sin embargo, por DE FERRARI, (en rev. "D. L.", T. I, pág. 77}, que no existe 
nl legal, ni racionalmente impedimento para la convocatoria de un nuevo Con­
sejo antes del término de un año reclamado por el Poder Ejecutiv~, sal':o que 
hubiese mediado decreto especial de homologación que declare obligatorias las 
tarifas de salarios para una industria o rama de industria o del comercio en 
toda o p arte de la RepúbUca, conforme al Art. 30 d e la ley N'? 10.449. 
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Las funciones preparatorias, son también de organización 
de la profesión y fueron muy importantes durante los prime­
ros años de vigencia del régimen de los Consejos de Sala­
rios ( 10). Incluyen la estructuración de las categorías profe­
sionales, y otras tareas conexas. 

5. Respecto de la fijación de salarios, o sea la etapa esen­
cial en la actuación de estos Consejos, pueden distinguirse las 
condiciones de fondo y las exigencias formales. 

En cuanto a las condiciones de fondo, debemos atenernos 
a las bases que da la ley, y en primer término a la propia 
definición sobre salario mínimo. Ella dice que el salario míni­
mo es aquel que se considera necesario en relación a las con­
diciones económicas que imperan en un lugar para asegurar 
al trabajador un nivel de vida suficiente, a fin de proveer a la 
satisfacción de sus necesidades físicas, intelectuales y morales. 

De esta definición, se desprende que para el legislador, el 
salario mínimo, no lo es porque sea la remuneración más baja 
que u n trabajador pueda percibir pru::a no perecer de 
hambre ( 11). 

El concepto de mínimo, tiene que ver con l a circunstancia 
rle que los empleadores no están en condiciones de servir sala­
rios por debajo del establecido. Pueden, en cambio, pagarse l as 
cantidades que se estimen convenientes, por encima de las 
tarifadas (12) . 

Debe advertirse, además, la amplitud de las necesidades 
que la ley considera que corresponde atender con el salario 
mínimo, pues existen referencias expresas a las de orden inte­
lectual y moral y no solamente a las necesidades físicas. 

Es conveniente llamar la atención, todavía, sobre la men-· 

(10} En este aspecto, es indiscuHble que los Consejos de Salarios han 
cumplido una obra de gran valor y trascendencia. Cfre. DE FERRARI, en rev. "D. 
L.", T. II, pág . 275. 

(11} Sobre el concepto de sal a rio mínimo en l a doctrina, V. la nota 1, 
del Capítulo VII. 

(12} La conclusión anotada, sobre la posibilidad de que sean estable­
cidos salarios superiores a los mínimos fijados por los Consejos, parece obvia. 
No obstan te l o cual , es oportuno llamar l a atención sobre tan ineludible so­
lución, pues en más de una oportunidad se ha alegado ante la Justicia el 
criterio contrari o. 
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cwn que legalmente se hace de la exigencia de un salario 
m ínimo que asegure al trabajador un nivel de vida suficiente. 

6. Sobre esa base, la ley levanta la pirámide de los sala­
dos, a través de la actividad de los Consejos. 

En efecto, si la definición del Art. 19 hace pensar en un 
m ínimo general, la intención claramente manifiesta en el con­
texto de la ley de 1943, es la de mínimos relativos, según 
lugar, profesión, rendimiento de la empresa y capacitación 
individual de los trabajadores. Esto es, que para el legislador, 
el fin de los Consejos de Salarios no debe ser, normalmente, 
la igualación de todos los trabajadores en un mínimo, sino la 
determinación de mínimos que permitan la estructuración de 
una amplia escala de salarios, siempre respetando el mínimo 

racional ( 13). 
·Los elementos que el legislador aconseja tener principal­

mente en cuenta para aumentar el mínimo racional absoluto, se 
concretan en los siguientes puntos, enumerados en el Art. 17 : 1) 
Las condiciones económicas del lugar o del país; 2) El poder ad­
quisitivo de la moneda; 3) La capacidad o calificación del traba­
jador; 4) La peligrosidad para su salud, de la explotación 
industrial o comercial; 5) El rendimiento de l a empresa o 
grupo de empresas (14). 

A su vez, la ley autoriza a considerar, en la gradación de 
los salarios, las situaciones especial~s derivadas de la edad, o 
de las aptitudes físicas o m entales restringidas de alguno o de 
a lgu nos de los empleados del est ablecimiento industrial o co­
mercial. Sin embargo, dice la ley que en estos casos, los Con­
sejos justificarán la diferencia de situ aciones, y deberán fijar 

( 13 ) Véa se, en pa rticula r, r ev. "L . J . U ." , N <? 2938, y Considerandos de 
la Resolución por la que el P oder Ejecutivo, confi rmó el laudo para el co­
mer cio en gen eral, Grupo 1-B, de 6 de noviem bre de 1951, en rev. " D. L.", 
T . VIII, pág. 106 y ss. Véase, asimismo, en el periódico F . u . E. e .I ., año VIII, 
N 9 99, Montevideo, 1952. 

( 14) se ha planteado, en la práctica, l a cues tión de saber si es posible 
a umentar los salarios cuando la situ ación de l a empresa no toler a semejante 
elevación, y a ún, si es posible su peditar la efectividad del salario a l a con­
ce sión a la empresa de los m edios económ icos que, com o el subsidio o l a suba 
de tarifas, permitir ían hacer frente· a é l. V . El salario y la insu ficiencia eco­
nómica p ara p a garlo, opiniones de los P rofs. J IMÉNEZ DE ARÉCHAGA, D E F ERRARI, 

·CouTURE y SAYAGUÉS LAso, e n rev. "D . J. A .", T . 51 , págs. 75-92. 
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el porcentaje maxrmo de obreros y empleados en estas condi­
ciones, para cada establecimiento o grupo de ellos. 

7 . En cuanto al procedimiento, para la actuación de los 
Consejos, las reglas principales son las siguientes: 

I) Basta la mayoría simple de integr antes del Consejo 
para la adopción de las decisiones. 

II) No puede efectuarse ninguna votación sobr e salarios 
sin inclusión del punto en el 01·den del día y sin citación espe­
cial, con no menos de 48 horas de anticipación. 

III ) Para que la votación sea v~lida se requiere la pre­
sencia de delegados que representen a los tres sectores ( 15). 

Para la más eficaz realización de su principal tarea, 
como organismo de fijación de salarios mínimos, los Consejos 
disponen de múltiples facultades. Entre ellas, merece ser des­
tacada, la de decretar inspecciones de contabilidad, visitar 
y examinar los establecimientos industriales y comerciales, 
citar a declarar a patronos y trabajadores, etc. 

8. Las decisiones de los Consejos de Salarios, que no 
sean adoptadas por unanimidad, pueden ser apeladas ante el 
Poder Ejecutivo, dentro de los diez días siguientes a la notifi­
cación, o a la publicación en el Diario Oficial (16). Este recurso 
puede ser interpuesto por las asociaciones o sindicatos patro­
nales o de trabajadores con personería jurídica o reconoci­
dos por el Poder Ejecutivo o por un cuarto del número de 

( 15) Se ha sostenido también .por DE FERRARI (en rev. "D. L .", t. V, pág. 
213) , como un requisito legal, la necesidad de la presencia d e todos los 
raiembros del Consejo de Salarios en el momento de votar el laudo. A pesar· 
de su autoridad, nos p ermitimos concluir afirmando que la exigencia legal 
se limita a la presencia de delegados que representen a los tres sectores, sin 
que tengan forzosamente que hallarse presentes la totalidad de los delegados. 
Esta conclusión se funda: A) En el tenor literal del Art. 14; inciso 19, pá­
rrafo final; B) En el contexto general de la ley que conduce a admitir que 
la ausencia de un delegado no invalidaría la d ecisión, si su sector estuviese 
representado por otro. Este criterio, fué por otra parte aceptado por el Po­
der Ejecutivo en la Resolución de 6 de noviembre de 1951, citada, y su no· 
recibo equivaldría a reconocer a las partes una especie de derecho indirecto 
de veto sobre los acuerdos de los Consejos, que se materializaría en el retiro 
de sala de cualquier delegado. 

( 16) V. PLA RomÜGUEZ, Problemas que plantea la apelación de los lau­
dos, en rev . "D. L.", T. 1, pág. 127, donde se estudian preferentemente las 
condiciones de admisión del recurso y la amplitud de f acultades del Poder 
Ejecutivo como órgano de alzada. 
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patronos, obreros y empleados que hubieran votado eri la elec­
ción de delegados obreros o patronales. 

El Poder Ejecutivo, tiene treinta días para resolver la 
apelación, y si no lo hace, queda firme la resolución del 
Consejo de Salarios. 

Existe, además, otra posibilidad de que las decisiones de 
los Consejos de Salarios sean revisadas por el Poder Ejecutivo, 
es cuando las tarifas votadas no reúnen las exigencias del mí­
nimo racional por demasiado bajas, a juicio del propio Poder 
Ejecutivo que, en estos casos, toma intervención directamente, 
sin necesidad de que se interponga recurso alguno ( 17). 

9. En cuanto a la fecha en que deben comenzar a regir 
los salarios, dice la ley, que las tarifas entrarán en vigencia en 
Ja fecha señalada por el Consejo de Salarios; y que, salvo re­
solución en contrario regirán a los treinta días de su publica­
ción. 

Estas cláusulas del artículo 19, se han hecho famosas, por 
el tan debatido problema de la retroactividad de las ta­
rifas (18). 

La opinión más recibida, es la que reconoce la facultad 
de los Consejos de fijar una fecha de vigencia, anterior a la 
del raudo, o sea la que admite las llamadas "retroactividades"' 
con tal que no se rebase la fecha de institución del Con­
sejo ( 19). En un Decreto, de discutible legalidad, el Poder 

(17) Parece claro que la intervención del Poder Ejecutivo, salvo que se 
haya recurrido e n apelación, está supeditada a la condición de que el salario 
lo udado no reúna las exigencias del mínimo racional , por demasiado bajo. No 
puede, por consiguiente, el Poder Ejecutivo, tomar inter vención de oficio, fun­
dado en el Art. 15 de la ley N'? 10.449, par a rebajar las tarifas laudadas y 
no apelad'ls. Cfre. DE FERRARI, en rev. "D. J. A.", cit., pág. 82; PLA RoDRÍGUEZ, 
La intervención del Poder Ejecutivo en los laudos de los Consejos de Salarios. 
en rev. "D. L.", T. 111, pág. 156. 

( 18) Véase, en particular. el debate organizado por el Colegio de Abo­
gados, con intervención de COUTURE, SAYAGUÉS, BARBAGELATA, FRUGONI; DE 
FERRARJ, PLÁ RODRÍGUEZ, GELSI, BAETHGEN, CATTANEO, SOPERVIELLE, etc., en rev. 
"D. L .", T. IX, pág. 1 y siguientes. 

( 19 ) Frente a la supuesta inconstitucionalidad de las llamadas retroacti­
vidades, la Suprema Corte de Justicia, se expidió desechando formalmente el 
recurso, V. rev. "D. L .", T . V, págs. 349 y 351. 
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Ejecutivo sen~ó el mismo princ1p10, refiriéndose a la fecha de 
creación de los Consejos respectivos (20) . 

10. En el tercer orden de las funciones de los Consejos 
de Salarios, corresponde referirse a las que éstos cumplen 
como organismos de vigilancia y conciliación. luego de dictar 
sus principales decisiones. 

En este carácter, los Consejos, duran un año en sus fun­
ciones y tienen jurisdicción en el grupo o profesión para el que 
fueron constituídos ( 21). 

En la práctica, aunque al margen de toda prescripción 
legal los Consejos organizan una especie de Comisión perma­
nente, llamada Comisión de Vigilancia, en la que, a veces, 
delegan parte de sus poderes como organismos de conciliación. 

Este es, sustancialmente, el régimen de los Consejos de 
Salarios. Corresponde referirse, luego, a modo de complemen­
to, a los procedimientos previstos por las leyes, para hacer 
efectivos los salarios laudados. Ese aspecto, por ser en gran 
parte común con el de todo reclamo por "salarios legales", será 
examinado en último término. 

§ 3 . Los CONVENIOS COLECTIVOS 

11. Los convenios colectivos, también denominados con­
v enciones, contratos o pactos colectivos, y designados por al­
gunas leyes como pactos gremiales, no sólo sirven para fijar 
salarios mínimos, sino que son instrumentos aptos para regla­
mentar todas las condiciones de trabajo (22). 

( 20) V. Decreto de 9 de marzo de 1948, c on nota de PLA RoDRÍGUEZ, en 
"D. L.", T. 1, pág. 59 A nuestro entender, el citado Decreto al referirse a la 
fecha de creación, debe ser interpretado como aludiendo a la fecha del de­
creto de creación, conforme al Art. 10 de la ley. 

(21) Esta disposición fué reglamentada, de acuerdo con lo previsto por 
el Art. 20 de la ley, por el Decreto de 29 de setiembre de 1944. Este Decreto 
precisa que el año de dUración de los Consejos, como organismos de concilia­
ción debe ~er contado desde la fecha de instalación y les reconoce competencia 
-tanto en los conflictos de intereses como en los jurídicos. 

La interposición de las reclamaciones a la presentación de aspiraciones debe 
hacerse por medio de los delegados obreros que integren el respectivo Consejo. 

(22) DE FERRARI, La natura giuridica del contratto colettivo di lavoro, 
Milan, 1952; ARNION, L'<;>volution des conventions collectives, Lille, 1938; Du­
RAND, P ., La evolución actual de las convenciones colectivas, en rev. "Dere­
cho del Trabajo", B. Aires, 1950, pág. 71; MARCHAL, A., L'action ouvriere et 
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La fijación de los salarios, es sin embargo, la finalidad 

primordial de estos convenios, y justifica que se les examine 

en este capítulo. 

12 . El derecho laboral uruguayo, carece de un cuerpo or­

gánico de normas aplicable a los convenios colectivos ( 23). 
La , ley más importante, en la materia, de 4 de agosto de 

1937, N9 9675, excepcionalmente breve, fué dictada con el pro­

pósito casi exclusivo de resolver una situación especial y, en 

puridad, se limita a mencionar el instituto ( 23 bis) . 

Con anterior idad, la ley N9 9347, de 13 de abril de 1934, 

sobre horarios de cierre de los establecimientos industriales 

había aceptado en su artículo 39, que podría "adelantarse 1~ 
hora de cierre por pactos gremiales que reunan la doble ma­

yoría profesional de patronos, empleados y obreros". Esa 

misma ley, agrega que "las disposiciones del pacto se aplicarán 

con carácter general a todos los establecimientos del gremio y 

al comercio en calles y demás lugares". 

A las asociaciones patronales y obreras con personería 

jurídica, el Art. 59 de la ley ultimamente citada, les confirió 

el derecho a participar en el contralor de las disposiciones 

contenidas "en los pactos gremiales que se establezcan". 

13. Las normas mencionadas, no incluyen u na definición 

de los convenios colectivos, o de los denominados pactos gre­

miales, pero, au torizan a precisar los siguientes puntos: 

la transformation du r égime capitaliste, pág. 47, Paris, 1943; D EVEALI, Linea­

mientos, Cit., Caps. XXVII a XXX, pág. 447\ B. Aires, 1953; DEVEALI, C\trso de. 
Derecho Sindical, p:\g. 137, Buenos AirPs, 1952; RouAsT- DuRAND, Précis, cit., 

pág. 218. París, 1947; DuRAND, Traité de droit du travaíl, T. I , § 104 y ss.; 

París, 1947; BARASSI, . L., 11 dirítto del lavoro, T. 1, pág. 81 y ss.; KROTOSCHIN, 

Conven ción colectiva y contrato individual de traba jo, en rev. j ur. arg. "La 

Ley", T. XX. pág. 576; MAZzoNr, Teoria deí limiti d 'applicabilitá dei contratti 
collettivi di lavoro, Milán, 1 939; CARNELtTTTI, Teoría d el r egolarnento dei r a p­

por ti collettivi di lavoro, Padua, 1928; PLANIOL - RIPERT. Traité de Droi t Civil, 
T. XI (con el concurso de RouAsT), § 884 y ss., págs. 128 y ss., París; CAPITANT, 

H ., L'evolution de la conception fran~aise en matiere d e convention s colletíves· 

en "Rec. d'études e n l'honneur d'Ed . Larnbert," T . III, § 171, págs. 510 y ss.; 

PourLLOT, Les conve ntions colletives en France, en Rev. Int: du Travail, pág. 1, 

Ginebra, 1938; RussoMANO, M. V., O ernpregado e o empregador no direito 

brasileiro, T . I , págs. 97 y ss. KRoroscHIN, E., Ace rca de l ámbito de validez de 

la C. C. de t . en r e v. "Gaceta del Trabajo", Año V, N\> 62, pág. 2. 

(23) SP.NGUINETTI, Los convenios colectivos a través de una década, en 

rev. "D. L.", T. III, pág. 211. 
(23 bis) V. a simismo los de cretos 21 de setiembre de 1937 y 26 de febrero 

d e 1943, el ú ltimo de los cuales fué ya aludido en e l Capitulo anterior (nota 6 )-
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1) Los conceptos convenio colectivo, o pacto gremial, 
deben ser tomados en la acepción que les atribuye la doctrina 

más recibida (Art. 16 y 19 del Título Preliminar del Código 

Civil ) (24) . 

11) El legislador ha reconocido la posibilidad de dos 

t ipos de convenios colectivos; a saber: los simples y los con 

fuerza normativa-obligatoria, incluso respecto de empresas y 

est ablecimientos que no hubiesen adheridot o participado (25 ) . 

III) No parece admitida en el derecho positivo urugua­

yo, como condición formal indispensable, la participación, en 

la concertación de los convenios o pactos, de organizaciones o 

sindicatos estables ( 28). Pero, la participación en el contralor 

de las d~sposiciones contenidas en los convenios, queda redu­

cida a las asociaciones patronales u obreras con personería 

jur ídica. 

14. En atención a lo que se estableció en el apartado 1 

del parágrafo anterior, corresponde definir el concepto de con­

venio colectivo, recurriendo al aporte de la doctrina. 

En términos generales y consideradas, además, las restan­

tes precisiones ya formuladas, podría caracterizarse el conve­

nio colectivo como un pacto escrito sobre condiciones de 

trabajo, celebrado por uno o varios patronos o una o más 

organizaciones patronales, con un grupo o un sindicato repre­

sentativos de los trabajadores ( 27). 

(24) Esta circundancia, h ace particularmente relevante la cuestión de la 

naturaleza juridica de los convenios, e impone el conocimien to de la doctrina. 

V ., sobre el particular, la bibliografía citada en la n ota N\> 22 de este capitulo. 

Por nuestra parte, compartirnos en lo sustancial las conclusiones doctrinarias del 

Prof. DE F>·RRARI, que ponen el acento sobre el aspecto contractual de la obli­

gación p!"incipal de no - haceT que e l patrono torna. a su cargo. 
(25) Ha aparecido en la práctica, u na tercera categoría, la de los conve­

nios colectivos h omologados por los Consejos de Salarios. Sobre el particular, 

puede vew;e PLA Ro::uücuEz, Unidad o pluralidad de laudos, en rev. "D . L .", T. 

IIT, pág. 296. 
(26) La validez del convenio, puede, sin embargo, depender del carácter 

r epresentativo d el grupo que lo concierta. La cuestión posee mucha importancia, 

e:1 el caso de superposición de convenios aplicables total o parcialmente al mis­

mo núcleo de trabajadores. 
En cuanto al efecto norma tivo obligatorio, parece quedar limitado a los 

convenios suscritos y formalizados e n condiciones especiales. 
( 27) Esta definición es muy similar e n su contenido a la que figur a en el 

Proyecto de Código del Trabajo, formulado por el Prof . DE FERRARI. La califica­

c<ón "representativos", referida al sindicato, pero sobre todo al grupo, tiene l a 
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El efecto jurídico del convenio colectivo, puede ser exten­
dido en condiciones especiales a empresas, establecimientos o 
patronos que no intervinieron en su celebración, pero, en todo 
caso, crea respecto de los comprendidos en su órbita, la obli­
gación de no apartarse en términos menos favorables para los 
trabajadores, de las condiciones de trabajo fijadas en el 
pacto ( 28). Ello significa, ante todo, la nulidad de las condi­
ciones de lo& contratos individuales de trabajo, que violasen 
las disposiciones del convenio colectivo aplicable. Este efecto 
automático} constituye, la nota más típica y el mayor interés 
de los convenios ( 29). 

Es preciso advertir, además, que un convenio colectivo, no 
crea de por sí ninguna relación de trabajo, ni reemplaza el 
contrato de trabajo, ni puede contener obligaciones concreta­
mente referidas a servicios que deban prestarse por trabaja­
dores individualizados ( 30). 

El contrato multilateral, con pluralidad de sujetos; el 
contrato de grupo, equipo o cuadrilla; el contrato de empresa 
y el contrato de conchabo, entre otros, a pesar de sus aparentes 
similitudes, difieren netamente del convenio colectivo, por 
cuanto en todos ellos, el objeto principal es el cumplimiento 
de un trabajo, obra o tarea, ya sea en forma individual o en 
grupo (31 ). 

15 . Reconocida la existencia y modalidades de los conve­
nios colectivos, corresponde tratar concretamente de su apti-

intención de reforzar la exigencia de esa condición indispensable, para que pue­
da reputarse existente y válido un convenio colectivo. Un pacto con todas las 
apariencias de un convenio colectivo podria no ser más que un remedo fraudu­
lento, si falta la condición de representativo del grupo. Tratándose de organiza­
clOnes sindicales reconocidas, la condición de ser representativo, se presume, 
aunque no absolutamente. Tratándose de un simple grupo, como en los casos 
de ciertos convenios o reglamentos concordados de establecimiento, será indis­
pensable probar por quien alegue la existencia del convenio, la representación 
investida por los delegados y la ex istencia del grupo mismo. El problema es muy 
delicado, y deben tenerse en cuen ta muy especialmente los procedimientos se­
guidos (mayoría de una asamblea, convocada ·y r e unida en forma). y e l nú­
mero de trabajadores afectados. Además, ninguna convención celebrada por 
un grupo, puede reputarse válida, si no ha sido expresamente ratificada. Cfre. 
PrQUENARD, Code annoté, pág. 51 y ss. 

(28) Cfre. DE F ERRARI, op. cit., "Rivista di diritto del lavoro, año 1952, N<? 
3, Parte l, pág. 309 y ss. 

(29) ROUAST • DURAND, Précis, cit., §200 . 
( 30) DEVEALI, Lineamientos, cit., pág. 448. 
( 31) DEVEALI, op . cit., pág. 449; RoUAST • DURAND, op. Cit., § 180; KROTOS• 

CRIN, Curso, pág. 282, nota 35; CABANELLAS, Tratado, t. "II, pág. 251. 
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iud para la fijación de tarifas de salarios. La cuestión, es de 
gran interés, frente al Art. 36, inc. 29 de la ley de 12 de no­
viembre de 1943 que declaró "subsistentes las disposiciones de 
la ley N9 9675, de 4 de agosto de 1937, en cuanto no se opongan 
a la presente que establece competencia privativa en materia 
de salarios y categorías". 

No obstante las dudas que provoca el uso de la expresión 
"competencia privativa", que podría inducir a pensar en la 
exclusividad de los Consejos de Salarios, en estas materias, 
ele be concluirse que: 

A) El método de fijación de salarios por convenios co­
Jectivos, es legal, siempre que se cumpla una de estas dos con­
diciones: no existir laudo para la actividad, o incorporarse por 
convenio tarifas más beneficiosas, para la parte obrera ( 32). 

B) Del punto de vista de la jerarquía de las normas, el 
laudo priva sobre el convenio, si es más favorable, pero el 
convenio m ás favorable, debe ser acatado en los contratos in­
dividuales, que no podrán establecer salarios inferiores a la 
tarifa del convenio. 

§ 4 . LA TUTELA DEL SALARIO MÍNIMO 

16 . En el Capítulo anterior, se trató de los medios legales 
para la tutela del salario, entre los que ocupan lugar prefe­
rente, los exclusivamente destinados a la salvaguardia del sa­
lario mínimo. 

Es necesario completar esa reseña y la presente, con refe­
rencias a las disposiciones de procedimiento judicial, sobre 
cobro de salarios establecidos por ley, o f ijados por Consejos 
de Salarios. Estas normas, son en cierta parte, también apli­
cables a todas las reclamaciones por cobro de salarios. 

17 . En el derecho laboral uruguayo, se han creado dos 
categorías de acciones para la defensa de los salarios legales 
o laudados. 

(32) Cfre. SANGUINETTI, Los convenios colectivos, en rev. "D. L.", T. III, 
págs. 214 - 215. En el mismo sentido algunos pronunciamientos judiciales. 
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La primer categoría corresponde ál reclamo para la ob­
servancia d e las tarifas de los Consejos d e Salarios, que sea 
presentado dentro de los noventa días de publicado el laudo, 
por los Fiscales de Hacienda o de Gobierno en Montevideo, o 
los Letrados del Interior, o por los propios interesados. 

La acción concedida, permite seguir el procedimiento más 
expeditivo que se conoce dentro del derecho uruguayo. Se em­
bargan prendas equivalentes, se t asan y rematan hasta por las 
dos terceras partes de su valor y, con su importe, se cubre la 
cantidad reclamada y sus accesorios ( 33). 

El segundo grupo, corresponde a todos los restantes casos 
de reclamo por salarios mínimos. Estas acciones pertenecen 
exclusivamente a los propios interesados pudiendo seguirse dos 
caminos: la vía ordinaria o la vía ejecutiva. 

La vía ejecutiva, que comienza con el embargo de bienes 
del deudor, sólo puede ser seguida por los que dispongan del 
título ejecutivo descripto por el Art. 49 de la ley de 12 de no­

viembre de 1943. 
Este título ejecutivo se constituye formalmente con la 

planilla de trabajo que acredite los salarios pagados efectiva­
mente y con un certificado del Instituto Nal. del Trabajo que 
e;tablezca el salario legal, que correspondería pagar ( 34). 

Si resultara una diferencia aritmética entre ambas remu-­
neraciones, en perjuicio del trabajador, éste dispondrá de títu­

lo ejecutivo para el cobro de dichas diferencias. 

Cuando el título ejecutivo no pueda producirse, sea porque 
el patrono no establece correctamente las escrituraciones de 
]as planillas, o por otras razones, el perjudicado por la viola­
ción de salarios mínimos sólo puede aspirar a ventilar sus di­
ferencias por la vía ordinaria. La mayor dificultad en estos 

( 33) La ley que incorporó este procediimento íué la de 4 de setiembre 
de 19 45, NY 10.644, que se refirió principalme nte al cobro por vía de apremio 
de los aporte s que por concepto de asignaciones familiares adeuda ren las ern­
p1·esa s. En cuanto a la ejecución de los fallos de los Consejos de Salarios, falta 
en la citada ley un mínimo de precisiones indispensables y su constitucionalidad 
puede ser cuestionada porque prácticamente excluye las garantías del debido 
proceso. Cfre. CouTuRE, El concepto de jurisdicción laboral, en rev. D. J . A., 

'f. LI, p ág. 64. 
( 34) Aunque la ley se refiere a la "planilla " , parece d e toda evidencia 

que el testimonio de la planilla, expedido en legal forma, tendrá su mismo valor .. 
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juicios, radica en la prueba de las funciones o categorías pro­
fesionales. 

18 . La ley ha previsto que la condenación judicial a 
pagar diferencias d e salarios, debe ser acompañada, necesa­
::iamente , por una condenación al pago de daños y perjuicios 
derivados del incumplimiento de la obligación legal, que se 
presume que ha causado graves trastornos al t r abajador y a 
su familia ( 35). Para graduar o estimar los daños y perjuicios 
la ley ha dado al Juez tres criterios sustanciales: el número de 
familiares a cargo del perjudicado, el tiempo durante el cual 
éste dejó de percibir el salario mínimo que le correspondía y 
la entidad de la diferencia aritmética entre las s'umas que se 
pagaron y las que debieron pagarse. Estos daños y perjuicios 
afectan la forma de un porcentaje de recargo, que tiene fijado 
como tope máximo el 50 % de lo adeudado por salarios ( 36 ), . 

La acción para el cobro de diferencias de salarios tiene 
establecido un régimen especial de prescripción, que modifica 
Jas normas corrientes en la materia. Así está dispuesto que el 
trabajador pueda entablar su reclamación, hasta que haya 
trancurrido un año del día en que dejó de trabajar o trabajó 
por última vez para el empleador de que se trate ( 37). 

La disposición sobre prescripción, permite al trabajador 
_promover su reclamo, luego de desaparecida la relación de 
trabajo, por el total de las diferencias que pudieran debérsele 
en el período íntegro que duró la relación de trabajo. Ello 
puede tener consecuencias realmente graves en las finanzas 
de las empresas, pero es el único medio, apto par a garantizar 
efectivamente a los trabajadores el goce de los salarios legales. 

(35 ) Según PLÁ RoDRÍGUEZ, esta indemnización sólo podrá imponerse en la 
via ejecutiva. V. rev. "D. L.", T. VII, pág. 95. La Jur isprudencia, en cambio, 
basándose en la redacción del inciso correspondiente, del Art. 4'? de l a ley N'? 
10 .449 y, en el sentido y fundamento de este instituto, en tiende que cabe la 
con dena en daños y perju icios, también en la acción ordin aria. Se ha conside­
!'ado asimismo, con acierto, que esta condena p ue de imponerse aún sin mediar 
pedido expr eso de la parte accionante. V. rev. " D . L .". T . I , pág. 381; T. II, 
pág. 114; T . III, pág. 255; T . IV, pág. 334. 

(36 ) V . "D. L .", T . 1, pág. 381. 
( 37) Sobre el efe cto inte r r uptivo de los actos administrativ os, no existe 

aún Jurisprudencia firme. Parece sin emba rgo, que por t ratarse de una pres­
-cripción corta , su interposición e s incompa tible con cualquier r econocimiento 
d el no pago, tanto en la vía judicial, como en la administra tiva. 
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19. Como reglas comunes a toda reclamación o acción por 
cobro de salarios, deben señalarse: . ' 

A) La competencia especial en primera instancia sin li-
mitación de cuantía de los Jueces de Paz, de la sección del 
comercio 0 establecimiento del patrono u oficinas y escritorios 
de propiedad privada o del lugar del trabajo (38). 

B) La auxiliatoria de pobreza legal, en beneficio de la 
parte actora, que lo exime de todo gasto de justicia, incluso si 
no tuviese éxito en su demanda ( 39). 

e) Un régimen especial de apelación de la sentencia de 
primera instancia (apelación en relación) , destinado a lograr 
una mayor celeridad y economía procesales. 

(38) v. La rev. D . J. A., T. 45, pág. 135. Véase, .asi~smo, en rev. " D . L.". 
T 111, pág. 179. PLÁ RODRÍGUEz, Conflictos del TrabaJO, pag. 43. . ... 

· ( 39 ) v. rev. "D. L.", T. v, pág. 286. Dados los t érminos de la dtspostcton 
y lo preceptuado por el Art. 264 de l a Carta Constitucional, p~rece cl~ro ~u~. 
la .parte del obrero no está obligada a agregar los timbres de retiro JUdtctal 
establecidos por la ley de 27 de marzo de 1953. 
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Apéndice al capítulo VIII 

LEY NQ 10.449 DE 12 DE NOVIEMBRE DE 1943, 
(Que instituye el régimen de Consejos de Salarios) 

Art.. 1 Q - El salario mínimo es aquel que se considera necesario, 
en relación a las condiciones económicas que imperan en un lugar, 
para asegurar al trabajador un nivel d e vida suficiente, a fin de pro­
veer a la satisfacción de sus necesidades físicas, intelectuales y mo­
rales. 

Art. 2Q - Los salarios mínimos serán pagados en moneda na­
cional, con exclusión de toda otra especie y con elimin ación absoluta 
de todo sistema de trueque, salvo lo dispuesto en el Art. 18. 

Art. 3Q - Todo patrono o empresario que utilice subcontratis­
tas o intermediarios permanecerá, no obstante, obligado subsidiaria­
mente al pago de los salarios mínimos fijados. 

Todo trabajador a destajo debe percibir una remuneración que 
p ermita a un. obrero de condiciones normales, alcanzar el salario mí­
nimo en una jornada de ocho horas diarias o en cuarenta y ocho ho­
ras de 1aqor semanal. 

Art. 4Q - Los obreros o empleados actuando por sí o por inter­
medio de un mandatario, o representados por el Instituto Nal. del 
Trabajo y Servicios Anexados, tendrán derecho a reclamar de sus 
contratistas, el pago de salarios establecidos por la ley o fijados por 
los Consejos de Salarios, sin perjuicio de poder exigir el pago indi­
recto por intermedio del Instituto Nacional del Trabajo y Servicios 
Anexados o del Juez de Paz del domicilio del patrono o del lugar 
del trabajo. 

Constituye titulo ejecutivo1 para el ejercicio de esta acción, la 
planilla de trabajo que acredite los jornales o sueldos acordados al 
obrero o empleado, conjuntamente con un certificado del mismo Ins­
tituto Nacional del Trabajo que establezca el salario legal o el de­
cretado por los Consejos de Salarios, que corresponde abonar al 
obrero o empleado. 

Por el sólo hecho de ser condenado al pago de salarios de acuer­
do con este artículo e independientemente de la sanción administra­
tiva que corresponde, el patrono o empresario deberá los daños y 
perjuicios emergentes del no cumplimiento de su obligación, los que 
serán fijados por el Juez de la sentencia definitiva, teniendo en cuen­
ta : el número de familiares a cargo del obrero o empleado perjudi­
cado; el tiempo de trabajo durante el cua l el trabajador dejó de per­
cibir el salario mínimo correspondiente; y la diferencia entre la tasa 
de los salarios acordados al trabajador según la planilla y la míni-
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ma señalada en el certificado a que se refiere el inciso anterior. En 

ningún caso, los daños y perjuicios podrán ser avaluados en más del 

cincuenta por ciento (50% ) del monto total de los salarios debidos, 

según la sentencia. 
Si un empresario o patrono paga al obrero según una conven­

ción por pieza, después que el salario mínimo se haya fijado por 

hora o por día, sin haberse fijado por pieza, será considerado infrac­

tor a no ser que pruebe que la tasa de salario por él pagada, asegura 

específicamente al obrero el goce del salario mínimo. 

Son jueces competentes para entender en los juicios por cobro 

de salarios, los Jue~es de Paz de la sección del comercio o estable­

cimiento del patrono u oficinas y escritorios de propiedad privada 

o del lugar del trabajo. La sentencia del Juez de Paz será apelable 

en relación y la segunda ínstancia causará ejecutoria. 

La parte del obrero o empleado gozará de auxiliatoria de pobre­

za de pleno derecho; pero el patrono condenado al pago de salarios 

deberá las costas, y aún los costos, si para ello hubiere mérito de 

acuerdo con el Art. 688 del Código Civil. 

Esta acción prescribirá al año del día en que el perjudlcado 

dejó de trabajar, o trabajó por última vez, para e l infractor. 

De los Consejos de Salarios 

Art. 59 - Créanse los Consejos de Salarios que tendrán por co­

metido fijar el monto mínimo de los salarios que deben percibir los 

trabajadores, empleados u obreros del comercio, la industria, ofici­

nas y escritorios de propiedad privada y los servicios públicos no 

atendidos por el Estado. 
En cualquier época el Poder Ejecutivo podrá provocar de oficio 

o a petición de parte, por intermedio del Ministerio competente, la 

constitución de Consejos de Salarios. 

El derecho de petición a que se refiere el inciso anterior, podrá 

ser ejercido por la tercera parte de los obreros de una industria o 

comercio registrados en las planillas de trabajo; los patronos y los 

sindicatos patronales o las agrupaciones obreras con personería ju­

r ídica o reconocidas por el Poder Ejecutivo. 

Art. 69 - El Poder Ejecutivo clasificará en gru pos, las activi­

dades enumeradas en el ar tículo anterior . Para cada uno de ellos 

funcionará u n Consejo de Salarios constituido por siete Miembros : 

tres designados por el P oder Ejecutivo en Consejo de Ministros, dos . 

por los patronos y dos por los obreros, e igual número de suplentes. 

El primero de los tres delegados designados por el Poder Eje­

cutivo, actuará como Presidente. 
El Poder Ejecutivo determinará las medidas tendientes a la 

constitución e instalación de los Consejos y reglamentará los proce­

dimientos para la elección de los d elegados en l a siguiente forma: 

El Instituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados prepa­

rará una lista de todos los patronos, empleados y obreros pertene­

cientes a la industria o comercio o grupos indicados, debiendo los 
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e~presarios. o patronos proporcionar los datos que se le soliciten por­

dicho orgamsmo. 

Sobre. este registro de patronos, empleados y obreros que debe­

llevarse rigurosamente al día, se efectuarán las elecciones de dele­

g~dos. El Poder Ejecutivo determinará con anticipación de veinte 

dias la fecha de la elección de los representantes obreros y patro­
nales. 

Art. 79 
- Las elecciones se realizarán bajo el siguiente ré-

gimen: 

19 Justificación de identidad. 

29 Voto secreto. 

39 Decisión válida de los electores que representen la mayoría 

simple de votantes. 

. 49 Tribunal de Elecciones compuesto de cua tro funcionarios 

designados por la Corte Electoral, bajo la Presidencia del Director 

o S~b?irector o funcionario del Instituto Nacional del Trabajo y 

ServiciOs Anex ados, sin perjuicio de que cada lista patronal u obre­

ra ~meda hacerse representar ante ese Tribunal por un delegado fis­
calizador. 

59 Apelación por VICIO grave del acto eleccionario, ante la 

Corte Electoral, que resolverá inapelablemente en el término de 

diez días. 

Art. 89 - Cuando una de las partes no concurra a la elección 

de su representante, éste será designado por el Poder Ejecutivo en 

Consejo de Ministros. En caso de que ambas partes no concurriesen 

a~ act~ elec:ionario, el Poder Ejecutivo procederá asimismo a la de­

Signación directa. 

. Cuando no haya e? ~1 grupo de que se trate más de un patrono, 

a este le correspondera mtegrar el Consejo o nombrar su represen­

tante. 

Art. 99 
- Cada Consejo de Salarios, una vez instituido y dentro 

del. plazo que ~n cada caso se fijará, hará la clasificación por pro­

fesi~nes Y categor~as de los trabajadores que integran el grupo res­

pe.ct~vo, la que sera tomada como base para la fijación de los salarios 

mmrmos. 

~rt. 109 - Cuando se resuelva la creación de un Consejo de· 

SalariOs, el Poder Ejecutivo dictará un decreto determinando : 

1
9 La profesión o profesiones similares sometidas a la jurisdic­

ción del Consejo y que integren el Grupo. 

2
9 ~a ~ir~u~~cripción territorial sobre la cual ha de estable-

cerse esa JUrisdiCCion. , 

. Art. 119 
- Los Consejos de Salarios, cuando lo juzguen con ve­

mente? podrán. constituir, dentro de su r espectiva jurisdicción, Sub­

Cons~JOs especiales o de peritos, para practicar el estudio 
0 

inves­

~Igación _de un problema cualquiera, pero en carácter únicamente 

Informativo. 

Art. 129 - Queda prohibida la representación de los trabajado-

9 
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res, por trabajadores que desempeñan cargos de dirección en un es­

tablecimiento comercial o industrial. Los delegados patronales u 

obreros deberán tener por lo menos vein titrés años de edad y ser 

ciudadanos naturales o legales, con un mínimo de actividad conti­

nuada en los últimos cinco años en los trabajos propios del comercio, 

industria , etc., del grupo correspondiente. 

Podrá ser delegado obrero aún el despedido dentro de los no­

venta días anteriores a la fecha de la convocatoria a elecciones 

cuando no haya sido por causa grave y reuna las condiciones del 

inciso anterior. 
L a actividad continuada mínim a no será necesaria en el caso 

de que el Consejo de Salarios se const ituya para empresas o activi­

dades industriales o comerciales nuevas, iniciadas den tro de los úl ­

timos cínco años. 
Art. 139 - Los Consejos de Sal arios podrán decretar inspeccio­

nes de contabilidad, visitar y examinar los establecimientos comer­

ciales e industr iales y citar a declarar a pat ronos, empleados y obre-

ros. 
Las inspecciones de contabilidad deberán concretarse a lo r ela -: 

cionado con los salarios y producido de la industria de que se trate 

y los Contadores, expertos o personal que por mandato del Consejo 

de Salar ios las r ealicen, sólo podrán comunicar su resultado al propio 

Consejo, debiendo guardar absoluta r eserva respecto de terceros. El 

incumplimiento de esta obligación se considerará falta grave sin per­

juicio de la responsabilidad civil del transgresor. 

La inspección no podrá extenderse m ás allá de las operaciones 

del año anterior a aquel en que se r ealice; salvo decisión unánime 

d.el Consejo, que podrá ampliar el término. 

Art. 149 - Las decisiones de los Consejos de Salarios se adop­

tarán por simple m ayoría, pero no podr á efectuarse ninguna vota­

ción sobre salarios, sin inclusión de ésta en el "Orden del Día" y sin 

previa citación por lo menos con cuarenta y ocho horas de anticipa­

ción. No obstante sin haberse cumplido dichos requisitos podrá pro­

cederse a una votación de salarios cuando así lo resuelva por unani­

midad. Para que la votación sea válida se r equiere, además, que es­

tén representados por delegados presentes, los tres sectores. 

En los casos en que la ausencia a tres sesiones de uno o varios 

delegados haga imposib le tomar decisiones válidas, cualquier miem­

bro tendrá facultad de reclamar al Ministerio de Industrias y Tra­

bajo, la integración del Consejo por suplentes, y en su caso, por el 

procedimiento establecido. 

Art. 159 - Los Consejos fijarán el salario mínimo aplicable a 

cada categoría de trabajo sometida a sus jurisdicciones, por hora o 

por jornada, o por semana, o por mes, o por pieza, según sea necesa­

rio o lo considere conveniente. 
El Poder Ejecutivo, en Consejo de Ministros, podrá observar un 

salario acordado, cuando a su juicio no tiene las exigencias de un 

mínimo racional por demasiado bajo. En tal caso, si el Consejo ob­

servado no rectifica convenientemente su resolución, el Poder Eje­

cutivo podrá establecer el mínimo. 
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Los Consejos adoptarán las precauciones que juzguen nece · 
para el cumpliim.ento de la ley. sanas 

El Consejo de Salarios, de acuerdo con el decreto de constituc· · 

~odrá te.I~er . ~unciones limitadas a la estructuración de las catcgo~~ 
~ a la fiJacw~ para un grupo de actividades, de un salario mínimo 

general que tienda a la nivelación del l'Ilismo dentro del grupo. 

. . Art. 16J? - ~os Consejos, podrán tener presen te, en la gradua­

cwn de los . salan o~, .las situaciones especiales derivadas de la edad 

o de las aptitudes físicas o mentales restringidas de alguno 
0 

algunos 

d.e los empleados u obreros del establecimiento industrial 0 
comer ­

Cial.. En est?s casos, justificarán, en forma breve y sumaria, la dife­
rencia de situaciones. 

El Consejo de Salarios podrá establecer el porcenta je máximo 

d~ obreros Y em~eados en estas condiciones para cada estab leci­
ffilento o gr upo de ellos. 

El Co~sejo también podrá reglamentar el aprendizaje de los m e-

cn~rdi~s de die~ _Y ocho años, teniendo en cuenta las disposiciones del 
o go del Nmo. 

. Art. 1 !9 - ~os Consejos que se crean por esta ley fij arán sala­

nos de la mdustna Y el comercio, ten iendo especialmente en cuen ta 

para aumentarlos, los siguientes elementos: 

1) Las condiciones económicas del lugar 0 del país. 

2) El poc!_er adquisitivo de la moneda. 

3) La capacidad o calificación del trabajador . 

4) ~a peligrosidad para su salud, de la explotación industrial 
o comercial. 

5 ) El r endimiento de la em pr esa 0 grupos de empresas. 

Art. 18. - Los Consejos de Salarios establecerán las deduccio­

nes que los pa.tr?nos, podrán hacer sobre los sueldos y salarios por 

concepto de VIVIendas y alimentación, así com o por los provechos 

que pue~e~ r~sultar de la naturaleza del empleo, como ser: comisio­

nes, hab11Itacwnes, propinas, etc. 

Ar t. 199 - Las decisiones de los Consejos de Salar ios serán 

a~el.ables ante el Poder Ejecutivo, salvo aquellas adoptadas p¿r una­

n1a1dm1d2~dddel sust' componentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el apar­
o · e ar Iculo 15. 

La~ tarifas de s~larios mínimos entrarán en vigencia en la fecha 

qu~ .se~ale el ConseJ.O ~e Salarios y serán publicadas en el "Diario 

Of1c1al Y en otros d1anos o periódicos a 1·uicio del Pod E' t' 
S 1 1 .. ' er Jecu 1vo 

. ~ vo reso ucwn en contrario del Consejo la tarifa entrará · 

VIgencia a los treinta días de su publicación ' en 
·L . 

rifas ;~e e~:re~as qu~dan obligadas a poner en sitios visibles las ta­
n e regxr en su establecimiento o industria. 

. Art.~Qc;>- L?s Consejos de Salarios tendrán además de la fun­

c~?n de fiJar s~lan?s, la de participar, de acuerdo con la reglamenta­

cwn ~ue se dictara, en la aplicación de la ley y la de actuar como 

orgamsmos de conciliación en los conflictos que se originen entre 

patronos Y obreros del grupo para que fueron constituídos. 
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A ese efecto, durarán un año en sus funciones, pero sus miem­
bros podrán ser reelectos. 

Art. 289 - El recurso de apelación, que será fundado, se inter­
pondrá por intermedio del Ministro de Industrias y Tr~b~jo,. ~entro 
de las horas hábiles de los diez días siguientes a la nobficacwn o a 
la fecha de su publicación en el Diario Oficial por las asocia~io~es 
o sindicatos patronales o de trabajadores que tengan personena JU­
rídica o personería reconocida por el Poder Ejecutivo, o por un 
cuarto del número de patronos, obreros, empleados que hubiere vo­
tado en la elección de delegados obreros o patronales. 

Art. 29<? - La apelación no tendrá efecto suspensivo, pero el 
Poder E jecutivo deberá resolver dentro de los treinta días siguientes 
a la interposición del recurso. 

Transcurrido dicho término sin que el Poder E¡jecutivo hubiera 
adoptado resolución, quedará firme la del_ Consejo d~ _Salarios. 

Quedará igualmente firme si la refenda resolucwn del Poder 
Ejecutivo no se publicara en los diez días siguientes a la fecha en 
que fué dictada. La resolución del Poder Ejecutivo entrará en vigen­
cia en la fecha que él mismo determine, dentro de los treinta días de 
publicada. 

Art. 309 - El Poder Ejecutivo podrá homologar las tarifas de 
salarios declarándolas obligatorias para una industria o rama de la 
industria o del comercio en toda la República o en parte de ésta. La 
resolución firme del Consejo de Salarios y la homologación de la ·ta­
rifá respectiva por el Poder Ejecutivo, hará improcedente la convo­
catoria antes de transcurrido un .año, de un nuevo Consejo, para en­
tender de una cuestión análoga relacionada con el salario fijado para 
una industria o rama de la misma, sin perjuicio de las sanciones es­
tablecidas por el Art. 49 para el caso de incumplimiento de salario 
mínimo decretado. 

••• o. o • • • • o ••••• 

Art. 369 - Quedan subsistentes las disposiciones de la ley 
N<? 9910, de 5 de enero de 1940, y sus concordantes sobre trabajo ma­
nual a domicilio, en cuanto no se opongan a la presente ley. 

Quedan igualmente subsistentes las disposiciones de la ley 
N<? 9675 de 4 de agosto de 1937, en cuanto no se opongan a la presen­
te que establece competencia privativa en materia de salarios Y sus 
categorías. . . 

Las leyes de salarios que fijen plazo de duractón para tanfas, 
quedarán en vigor hasta cumplirse dichos plazos y prórrogas en las 
condiciones establecidas en las mismas. 
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LEY N<? 10.644 DE 4 DE SETIEMBRE DE 1945, 
(Que establece el procedimiento a seguirse para reclamar el pago 

de los aportes por concepto de asignaciones familiares y para 
ejecutar los fallos de los Consejos de Salarios) 

Art. 19 - Los Fiscales de Hacienda o de Gobierno en Montevi­
deo, y los Fiscales L etrados Departamentales en el Interior reclama­
rán, en virtud de r esolución del Ministerio de Industrias y Trabajo, 
el pago de los aportes, que por concepto de asignaciones familiares 
adeudaren las empresas, instituciones o personas físicas o morales 
obligadas por l a ley N9 10.449, de 12 de noviembre de 1943, por e l 
procedimiento establecido por el artículo 211 del Código de Proce­
!]imiento Civil. Cuando se trate de cantidades líquidas, el Juez de la 
causa apreciará prudencialmente la cuantía aproximada del asunto 
y de los bienes que puedan ser objeto del procedimiento, atendida la 
importancia y la gravedad del caso. Serán Jueces competentes los 
Letrados Nacionales de Hacienda y Contencioso Administrativo en 
Montevideo, y los L etrados de Primera Instancia en los demás 
Departamentos. 

A los efectos de la constatación de la deuda, el Juez podrá nom­
brar Contadores que efectuarán la correspondiente valuación, a 
quienes se otorgarán todas las facultades necesarias para el cumpli­
miento de su cometido. Los gastos y honorarios que se ocasionen con 
motivo de estos procedimientos, serán de cargo de la empresa, insti­
tución o persona, demandada debiendo concretarse específicamente 
a la importancia del asunto y a la calidad del trabajó profesional 
realizado. 

Art. 29 - El mismo procedimiento se aplicará para ejecutar los 
fallos de los Consejos de Salarios, cuando sea solicitado por los in­
teresados o por el Fiscal dentro del término de noventa días a partir 
de su publicación en el Diario Oficial. 

LEY N<? 9675 DE 4 DE AGOSTO DE 1937, 
(Sobre vigilancia de convenios celebrados entre pat ronos y obre ros 
y sobre la obligatoriedad de los convenios suscriptos con los obreros 

por la liga de la construcción o entidades afiliad as ) 

Art. 1 <? - Facúltese al Instituto Nacional del Trabajo y Servi­
cios Anexados y al Instituto de Jubilaciones y Pensiones del Uru­
guay, para vigilar, en lo. que les sea pertinente, el cumplimiento de 
los convenios celebrados entre patrones y obreros. 

Art. 29 - Los convenios suscriptos por mayoría por l a Liga de 
la Construcción o entidades afiliadas, una vez depositado un ejem­
plar de los mismos, en el Instituto Nacional del Trabajo y Servicios 
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Anexados adquirirán fuerza obligatoria para los patronos afiliados 
0 nó a 1~~ expresadas Liga o Entidades. 

Art. 39 - El desta¡ista no podrá contratar su trabajo en cond~­
ciones que no le aseguren; como mínimo, el logro de un salano 
normal. 

. Art. 49 - Las infracciones a los referidos convenios serán ~as­
tigadas con multas de $ 100.00 a $ 500.00, las que s~ ha~án efectivas 
según el procedimiento que determiné el Poder EJecutivo de entre 
los establecidos por las leyes actualmente vigentes. 

' 

CAPÍTULO IX 

El contrato de trabajo 

SUMARIO: 

1) Generalidades; 2) Análisis del contrato de trabajo; 
3) Requisitos para la validez del cont1·ato; 4) Casos es­
peciales; 5) Si tuación de los viajantes de comercio; 6) 
Los i ntermediarios y talleristas; 7) Consecuencias de la 
contractualidad del vínculo; 8) La variación de las 

condiciones de prestación de los servicios. 

l. La legislación laboral uruguaya, como se habrá podi­
do advertir en los capítulos anteriores, no hace referencia al 
contrato de trabajo, sino a la " relación de trabajo o servi­
cio" (1) y a los sujetos de esa relación, a quienes denomina 
prefer entemente obreros y empleados por una parte y esta­
blecim ientos, casas, patrones, empresas, por la otra (2 ). 

El trabajo humano, que el constituyente uruguayo define 
como aplicación de energías corporales o intelectuales" ( 3), 
puede, en efecto, cumplirse dentro o fuera de una r elación 
de t r abajo. En el segundo caso, la aplicación de las energías 

( 1) V. Constitución , Art. 54, y Cap. l . 
(2) Esta forma de refer ir a los sujetos de la relación laboral , es caracte­

r lstlca de toda la !egislaciOn uruguaya. La ley de licen cias, para tocios los gre­
mios NQ 10.684, es tal vez la única que incluye la expresión "contrat ados", pero la 
r elación contractual se sobreen tiende en los d,emás casos. En c uanto a la p re­
cisión de los concepto~ "obrero" y "emplea do", distinción cuya eficacia jurídic&. 
t iende a desaparecer, para dej:.r lugar al término genérico "tr abajador", ha 
pl'ovocado una interesante d iscusión. V., especialmente, DE FERRARI, Algunos 
problemas terminológicos del der echo del trabajo, en rev. "D . L.", T. 1, pág. 355. 
En la aplicación de ciertas le yes, como ya se viÓ an tes, se ha tenido en cuenta 
otras distinciones, en particular la calidad de director o gerente y la de direc­
tor técnico. V. Cap. 11. En el Art. 29 de la ley NI> 10.004, figura también una 
especie de definición de los conceptos : obrero y patrono. 

(3) V. Barbagelata, H . H ., El régimen jurídico de los jugadores profesio­
n ales de fútbol , en rev. "D. L .", T. TI, pág. 89-90. 
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intelectuales y corporales se hace en forma subordinada o 

dependiente. 
Existen dos maneras de ingresar y permanecer dentro de 

una relación de trabajo o servicio, por acto voluntario o por 
mandato 0 decisión ajena a la voluntad de quien va a prestar 
trabajo. En la primera situación,•están los obreros y empleados, 
y los funcionarios públicos ( 4) , en la segunda, aquellos que se 
hallan sometidos a un régimen de trabajo correccional, reedu­
cativo, penitenciario, o simplemente de requisa civil o mi­

litar (5). 
El acto voluntario del obrero o empleado, por el cual in­

gresa o permanece en una relación de trabajo, está correspon­
dido por un acto coincidente y contrario de una persona, o 
entidad que aspira a beneficiarse de los servicios ofrecidos a 
cambio de ciertas prestaciones. Esta coincidencia o acuerdo, 
creador de ciertas obligaciones entre ambas partes, se conoce 
en general bajo el discutido nombre de contrato de trabajo ( 6). 

El acuerdo de voluntades, por el que se conviene prestar 
servicios o "emplearse" a cambio de una remuneración o sala­
rio, da nacimiento y preside la relación de servicios, por lo 
que no puede prescindirse de su examen. 

( 4) La situación de los funcionarios públicos, escapa en principio, a la 
órbita del derecho del trabajo. Sin embargo, v arias leyes_ contiene n normas d~ 
aplicación general a todo trabajador, incluso los dep endientes del Estado, as1, 

d t la ley No 5 350 sobre jornada y la N9 10 .004, sobre acci­por expreso man a o · · . . 1 dentes de t rabajo, asimismo, los convenios internacionales, se d1ngen norma -
mente, tanto a los trabajadores de la actividad privada como a lo~ ~mpl~ados 

· bl" sm· embargo parece claro que, nuestro constituyente, d1stmgmo los pu lCOS. • . . d t 
obreros y empleados privados, de los funcionarios pubhco¡;, aun cuan o es a 
distinción, no supone la exclusión de éstos de beneficios y derechos acordados a 
aquéllos. v .. en lo que se refiere al derecho de huelga, las referencias del ca-

'tulo 1. L a cuestión de determinar si todas las personas que traba¡an para el 
~~tado son funcionarios públicos, escapa a la intención de esta obra. V. KKoTos­
CHIN Curso, pág. 33; UNSAIN, Situación del personal de las empresas del Estado, 
en r~v. "D. d el Trabajo" de B . Aires, T . VID, pág. 259 y ss. El punto es encara­
do en otros términos, pero con finalidad similar, por ~E FERRARI, en La huelga 
de los trabajadores del Estado, rev. "D. L.", T . IX, pag. 107 Y ss. Y Los Con­
sejos de empresa y el art. 65 de la nueva Constitución, en rev. "D. L .", T. VIII, 

-pág. 117 y ss. . b . 
(5) Algunas normas de p rotección típicas de la relac16_n de tra a~o , pue-

den y deben series aplicadas a este tipo de trabajadores. Ex1sten tambien otras 
categorías de relaciones de servicios no contractuales. tales la ins:i~ucional del 
hijo, ya aludida en el Capítulo sobre trabajo de menores, los. serv1C10S Y ayuda 
que se prestan los cónyuges, etc. Cfre. KRoTOSCHIN, Curso, pag. 29. 

(6) DEVEALI, Lineamientos, pág. 1&3, B. Aires, 1953. 
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Por otra parte, no obstante el reducido campo que queda, 
para la autonomía de la voluntad, es decir, para la concerta­
ción de condiciones especiales de trabajo, esa posibilidad exis­
te, en la medida que el pacto respete las normas superiores 
que rigen la relación de servicio: ley, laudo de Consejo de Sa­
larios y convenio colectivo. 

2 . Si se analiza el vínculo contractual de la relación de 
trabajo se reconocen tres elementos, que son los que la doc­
trina, casi unánimemente, reputa esenciales: la prestación de 
servicios personales, la subordinación o dependenc_ia jurídica 
de esos servicios y la remuneración ( 7). 

Los elementos prestación de servicios personales y su co­
rrespondiente remuneración, son el objeto principal de las 
obligaciones de las partes. Lo característico del primero, con 
relación a este contrato, es tal condición, pues si son muchos 
los contratos en que existe una prestación de servicios, y hasta 
puede decirse la hay en toda obligación, en el contrato de 
trabajo, la prestación de servicios es su propio objeto ( 8). 

Es también de la esencia del contrato de trabajo, su one­
rosidad, y aún, la remuneración de los servicios contratados. 
Dado que la Constitución y la ley han encuadrado este aspecto 
de la relación de trabajo, imponiendo el principio de la "justa 
remuneración", - o más exactamente del justo mínimo en mo­
neda nacional- , puede estimarse que esa exigencia ha pasado 
también a integrar la estructura esencial del contrato de tra­
bajo (9). 

En cuanto a la relación de subordinación o dependencia, 
deriva de la existencia de la relación de trabajo. El contrato 
de trabajo tiene por fin, comprometer servicios que ambas 
partes están dispuestas a admitir que se prestan en una rela-

( 7) Estos elementos figuran implícitamente en el Art. 2<? de la ley N'! 
10.004 , sobre accidentes, aun cua ndo mezclados con otros no esenciales, como la 
'habitualidad" . Sobre ese carácter, y los análogos: profesionalidad y continui­

dad, y su posible carácter esencial, V . DEVEALI, Lineamientos, pág. 203 y nota 
35, a pág. 2 05, B. Aires, 1953. 

(B) Cfre. Prc, P., Traité de Législation Industrielle, cit., pág. 609. CAsro­
RENA, :J. :r., Manual- de derecho obrero, pág. 50, MéXico, 1949. 

(9) V . e l capítulo VIII. - Cfre. AMIAUD, Cours de Législation Industrielle, 
cit., pág. 133. La forma de la r emuneración es en cambio indiferente, V. El 
derecho común sobre el despido, pág. 19. 
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cwn, que supone en quien emplea los serv1c10s, la posib ilidad 
de dirigirlos, y en el empleado una desvinculación con el 
riesgo económico de la empresa ( 10) . 

3. La circunstancia que la relación de trabajo entre em­
pleados y patronos sea de origen y n aturaleza contractual, co­
loca en primer plano el problema de los requisitos para la 
validez del contrato. 

Estos requisitos: consentimiento de las partes, capacidad 
legal, objeto lícito y suficientemente determinado y causa lí­
cita, no p,resentan, sin embargo, particularidades muy espe­
ciales, salvo en cuanto a la capacidad para celebrar el con­
trato ( 11). El punto, fué sin embargo, ya tratado al referir 
a la situación de los menores que trabajan (12) . 

Por lo demás, el contrato de trabajo, pertenece a la clase 
de los consensuales, puesto que la ley no ha impuesto formali­
dades para ~u celebración. Tampoco se exige para su prueba 
constancia escrita de ninguna especie, y habitualmente se ce­
lebra en forma puramente verbal ( 13) . 

El objeto y la causa, cuentan como en cualquier contrato, 
con la característica, derivada de su esencia, qe la bilaterali-

(10) Como muy bien lo destaca KRoroscHIN, Curso, cit., pág. 36, el criterio 
de dependencia, a pesar de su condición de decisivo, es relativo, "pero no se ha 
encontrado otro mejor hasta ahora". V. Sobre este criterio: DE FERRARI, Trabajo 
intelectual y contrato de trabajo, en rev. "D. L.", T. U , pág. 57, y Doce confe· 
rencias sobre el Código del Trabajo, en rev. cit., T. VII, p ág. 27 ; BARAssr 11 di· 
ritto del lavoro, T. II, pág. 286 y ss.; RAMÍREZ GaoNDA, El contrato de trabajo, 
pág. 185 y SS.é KROTOSCHIN, Ins titucion es, T . l, p ág. 70; DURAND • JusSAUD, Traité, 
T. l, p ág. 228; D'EUFEMIA, en el Trattato, bajo la d ir ección d e BORSI y PERGOLES· 
sr, T . l, pág. 101; DEVEALI, Lineamie ntos, p ág. 202 y SS.; DE LA CUEVA, Derecho 
Mexicano, T . 1, p ágs. 404-405; R IVA SANSEVERlNO, D irit to del Lavoro, pág . 21 y ss.; 
CABANELLAS, T ratado, T. II, pág . 200 y ss.; CASSI, V., La subordinazion e, del la­
voratore d e l diri tto del lavor o, 1\IJ.ilan, 1947; G ARcfA MARTÍNEZ, El co~trato de 
trabajo, pág. 167 y ss., B. Aires, 1945. 

En la Jurispru dencia nacion al, Véase en especial: J uzgado de Paz d e l a 12'h' 
Sección en rev. "D . L ., T . II, pág. 379, y Juzgado Ldo. de l a 1'h' Insta ncia de 5<? 
Turno, en r ev. cit., pág. 395. 

( 11) V. e n particula r , CABANELLAS, G , Tratado d e Derecho Laboral , cit ., 
'1'. n, Cap. V, pág. 151 y ss. PEREZ L EÑERO, Instit uciones, c it. , p ág. 28 y ss.; K ao­
roscarn, Instituciones, c it . pág. 85. 

( 12) V. supra, notas 7 y ss., al Cap. V. 
( 13) Muchas legislaciones estable cen expresamente la consensualidad, sal­

vo excepciones, Cfre. PERGOLESI, F ., 11 contratto in dividuale di lavor o , pág. 69, 
Bolonia, 1945; R ussoMANO, Comen t ários a consolida9ao, cit., pág. 574; Algunas 
legislaciones preven la forma escrita, pero no la sancionan, V. CASTORENA, J. J. , 
Manual de Derecho Obrero , pá g. 55, México, 1949. 
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dad y onerosidad, y teniendo presente que en el contrato de 
trabajo la obligación principal de una de las par tes permanece 
den tro . de cierto grado de indeterminación - ya que depende 
del empleo que se de a la actividad puesta al ser vicio­
per o está suficientemente determinada, en cuant o r ecae sobre 
la disponibilidad dentro de la relación de servicios de la acti-

' vidad del trabajador como tal (14). 

Como la relación de trabajo está regida por una serie de 
normas de oNlen público, se entiende que crean una zona in-: 
franqueable para la autonomía de la voluntad, en términos 
tales que las reglas de jerarquía superior se sustituyen de 
pleno derecho a las que las partes podrían convenir en contra­
dicción con ellas. De allí surge que, en principio, la nulidad de 
una cláusula no suponga la nulidad total del contrato y sobre 
todo, que la nulidad del vínculo contractual por defecto o vicio 
de un requisito esencial, no impida que la relación de trabajo 
deba cumplirse con arreglo a las disposiciones legales, o liqui­
darse conforme a las mismas ( 15). 

4. Un tema, de gran interés, vinculado con el concepto 
de contrato de trabajo, consiste en determinar si están dentro 
o fuera de él ciertas figuras largo tiempo discutidas, como la 
del servidor doméstico, la gente de mar, los trabajadores inte­
lectuales, los viajantes, etc. (16). 

. De los trabajadores del servicio doméstico y de su inne­
gable condición de empleados, en un r égimen de contr ato de 
t r abajo, ya se ha tratado en los Capítulos II y III. 

Los trabajadores m arítimos tam poco pier den el amparo 
de la legislación labora l, aunque su contrato p resente algunas 
p articularidades ( 17) . 

(14 ) Cfre . PERGOLEsr, cit., pág. 69. V. l a completa definición del P royecto 
D E FERRARI, en rev. "D. L ." T. VI, pág. 248, Art. 6'! . 

( 15) V. KROTOSCHIN, Instituciones, T. 1, parát. 249; y Curso, pág. 72 y ss. 
(16) V. asimismo, sobre el contrato de los jugadores de fútbol , nuestro 

articulo, cit. Esta figura, ha sido objeto, con posterioridad , de amplio debate 
doctrinar io y jurisprud encia!. V. DEVEALI, L ineamientos , Cap. XXV, B. Aires, 
1953; MART"NS MonEmA, El profesional del fútbol, en rev. "Gaceta del Trabajo", 
Rosario (S<' Fe), R. A ., n ov. 1949. 

( 17) Entre otras, l a mayor intensidad d e la dependencia personal, Cfre. 
R IVA SANSEVE¡liNO, Diri tto d el lavoro, p ág. 24. 
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Como en el caso de los trabajadores antes mencionados, 

sólo quedarán al margen de las disposiciones de la legislación 

laboral, cuando ésta expresamente los excluya de sus benefi­

dos. La legislación comercial, sólo les afectará en sus obliga­

ciones o responsabilidad comercial, y en las laborales, cuando 

f.US preceptos no resulten contradictorios ( 18) . 

El trabajador intelectual, no está tampoco, por su calidad 

de tal, al margen de la contratación de trabajo. Lo que ocurre 

es que el trabajo preferentemente intelectual, se cumple por 

Jo común fuera de la relación de trabajo, en forma autónoma, 

o como profesión liberal. Pero, nada obsta a· que un trabajador 

habilitado para explotar su profesión libremente, lo hag·a 

dentro de una relación de trabajo, o que incluso ejerza 

simultáneamente la profesión en forma libre y prestando ser­

vicios bajo contrato de trabajo ( 19). Algunas categorías de tra: 

bajos típicamente intelectuales como los de profesor o maestro, 

se cumplen asimismo y normalmente dentro de una relación de 

trabajo, a título de funcionario público o a título de empleado 

particular. ' 

5 . En cuanto a los viajantes, corredores, o agentes, pue­

den trabajar dentro y fuera del contrato de trabajo. Ade­

-más, el corredor - empleado, se distingue muy poco, en las 

apariencias, del corredor-libre, lo que complica seriamente la 

dilucidación de los conflictos sobre aplicación de las normas 

que rigen la relación de trabajo (20). 

La doctrina y la Jurisprudencia, están de acuerdo en acep­

tar que la posesión de la calidad de empleado tratándose de 

corredores es un problema de grado, que debe resolverse en 

(18) Cfre, DE FERRARI, en rev. "D, L." , T. III, pág, 368; CouTURE, en rev. 

"D, L,", T, IV, pág. 403. PLÁ. RODRÍGUEZ, en rev, "D. L.", T. 1, pág_ 23, nota 3. 

Esta misma tesis ha sido aceptada por la Jurisprudencia, V . caso N'-' 49 en rev. 

"D. L.", T. III, pág. 405. 

(19) V. KROTOSCHIN, Curso, pág. 53. DE FERRARI, Trabajo intelectual y COn­

trato de trabajo, en rev. "D. L.", T . Il, pág. 49; BARBAGELATA, H. H., El derecho 

común sobre el despido, pág. 23. 

(20) DEVEALI, L ineamientos, pág. 369 Y ss.; DE FERRARI, El trabajo de los 

corredores viajantes, en rev. "D. L ." T. vm. pág. 281; BARAssx, Dir. del lav., cit .. 

T. I , pág. 306; DuRAND, Traité de Droit du Travaíl, T. II, pág. 257, París, 1950' 

BARBAGELATA, H. H., op. cit., pág. 23. 

(21) Cfre. PLA RODRIGUEZ, Criterios prácticos de distinción del corredor a 

comisión empleado y el autónomo, e n rev_ "D. L.", T. II, pág. 379. 
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función de diversos criterios, ninguno absolutamente definitivo 

( 21) · Hay, en efecto matices: entre el representante con ofici­

n~ o agente, -que es un verdadero empresario por cuenta pro­

pia-, hasta el vendedor que cumple horarios y recibe órdenes 

mi~uciosas para el desempeño de sus funciones, se sitúa una 

vanedad, casi infinita, de figuras en diversos grados de depen­

dencia o subordinación jurídica y económica. 

Aun, la forma de contratarse los servicios puede ser tal, 

que el corredor esté legítimamente vinculado con varias em­

presas, salvo pacto expreso o competencia, y ello, que podría 

repe~cutir sobre algunos aspectos de la relación -por ejem­

plo, Improcedencia de los beneficios del salario mínimo- no 

obstaría a la existencia del contrato de trabajo, a todos' los 

rest.antes efectos. Este punto, sobre el que no se ha puesto aún 

debi~amente el acento, se relaciona con la doble ocupación, 

prev1sta por las leyes, desde la de jornada de 1915. La condi­

ción ~-e exclusividad que permite, en la mayor parte de los ca­

sos, flJar la presencia del contrato de trabajo, no es de su esen­

ci~, s~n- perjuicio de los límites legales de la ocupación y los 

prmc1p10s de la buena fe que dominan toda relación de tipo 

contractual ( 22). 

6 · En el caso de los intermediarios, la situación es simi­

lar . ( ~3) · Más ~ún, en determinadas contrataciones de grupos 

orgarucos por mtermediarios, como ocurre con los directores 

de orquestas, el intermediario puede ser desde un trabajador 

q~e repres~n~~ y dirige la contratación del equipo, por su 

m1sma condicwn de director o concertador del conjunto, hasta 

un verdadero empresario, que tiene, respecto de su personal 

sólo la condición de patrono y que contrata la obra com~ 

podría hacerlo cualquier patrono, por ejemplo, un em~resario 
de construcción. 

. El "tall~rista", figura típica del trabajo a domicilio, ha 

sido reconocido, como pudiendo poseer la doble condición de 

trabajador Y patrono. El vínculo laboral sería doble: con la em-

(22) Sobre competencia del trabajador frente a su patrono, v. RrvA SAN­

REVERINO, Dir. del lav., cit., pág. 26. 

(23) KROTOSCHIN, Curso, pág. 43 y SS. 
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presa dadora de trabajo como obrero y con sus ayudantes, 

como patrono ( 24). 

Ese curioso régimen, se evidencia especialmente en el De­

creto de 30 de agosto de 1948 que reglamenta el trabajo de 

<:ostura de telas a domicilio y que entre otras disposiciones 

\."stablece que "los t alleristas, así como los operarios que tra­

bajan a sus órdenes, están amparados por las leyes de pro­

iE:-cción del trabajo dictadas o que se dictaren, salvo p recepto 

en ellas en contrario". Y, aún agrega; "corresponde a las em­

presas dadoras de trabajo, el cumplimiento de las obligaciones 

de car ácter económico que esas leyes ponen a cargo de los 

patronos siendo r esponsables los talleristas del goce de los 

beneficios que ellas acuerdan, por parte de sus ayu­

dantes" ( 25). 

7. La condición de estar la relación de trabajo de los 

obreros y empleados regida por diversas normas de orden 

público que limitan la autonomía de la voluntad y hacen pro­

ducir al contrato ciertos efectos fijos e incluso ajenos a la deci­

sión de las partes, no excluye la aplicación de las reglas de 

interpretación de los contratos · ( 26). 

Tampoco quedan, por esta causa, fuera de aplicación los 

principios contenidos en otras leyes o incluso en la codificación 

del derecho civil y comercial, que no se opongan a lo pre­

ceptuado por las normas laborales. 

Ya se aludió, en ese sentido a las normas del derecho 

marítimo, respecto de los trabajadores de esa actividad, igual­

mente se podría mencionar algunas disposiciones del Código 

de Comercio sobre dependientes y factores y las reglas del 

Código Civil sobre arrendamiento de servicios. 

Entre las disposiciones del Código de Comercio, el Art. 

156, que prevé los casos de accidentes imprevistos e inculpa­

Des, que impidan a los factores y dependientes el cumpli­

miento de sus tareas, merece ser recordado por su aplicabili­

dad, y por ser la única norma de derecho positivo uruguayo 

(24) KROTOSCHIN, Curso, pág. 46-47. 

(25) Decreto de 30 d e agosto de 1948, Art. 61'. 

(26) Cfre. DEVEALI, Lineamientos, cit., pág. 211 y ss. 
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que acuerda protección al trabajador imposibilitado par 

prestar servicios por motivos o causas extra-profesionales ( 27 )~ 
El aspecto contractual, está presente durante toda la rela· 

ción de trabajo, en la medida que las obligaciones, si bien en­

cuadran en la relación deben responder a la voluntad com­
prometida. 

La cuestión alcanza particular interés frente al ejercicio 

de los poderes de dirección del empleador y, en particular, 

frente a los poderes disciplinarios, que los patronos tienen 0 

se atribuyen. Estos puntos derivan, en la práctica, hacia otros, 

c~I_Uo. el conce~nien~e a la organización de la empresa y la le­

gitimidad Y VIgencia de los llamados reglamentos de taller 

que no es posible tratar aquí ( 28). 

Aun sin entrar a investigar la esencia de los poderes, 0 fa­

cultades patronales de dirección y disciplina, es imprescindible 

ocu~a~~e de dos manifestaciones practicas de los mismos: La 

v~nacwn de las condiciones de trabajo que modifican los tér­

.mmos del contrato ( 29), y las llamadas suspensiones decreta-

tadas por el empleador que interrumpen en alguna medida su 
cumplimiento. 

La solución de ambos puntos será relativamente fácil en 

cuanto no se pierda de vista, ni las particularidades esenci~les 
del contrato de trabajo, ni su ínsita bilateralidad y onerosidad. 

Como las interrupciones causadas por las suspensiones de­

cretadas por el empleador, no son las únicas que se producen 

en el desa~r?l.lo de la relación de trabajo, es preferible poster­

~ar su anahsis, para examinar todas las interrupciones con­
JUntamente ( 30). 

(27) Infra, Cap. X. 

d (28) Hemos expuesto nuestras ideas sobre estos puntos en El reglamento 

~- taller, Ca~. I Y_ n~s permitimos remitirnos a esa obra donde se hallarán ta _ 
bien referenCias bibliográficas. m 

(_29) KROTOSCHIN , Instit uciones, T. l, págs. 319 y ss y 325 D L' 
nearruentos Cap XI p R í - - EVEALI, I-

• · ; LA ODR GUEZ, Despido y traslado en rev "D L " T II 
pág. 103 y SS. • . . . . ' 

blo .~ .31J J En ~~ ~octrina Y el derecho comparado es frecuente utilizar el voca­

In~~rrupcwn , para aludir a las pausas, reposos, o descansos denominando 
suspenRton a todos lbs demás p - ' 
' 'int . , ' casos. or mi parte, prefiero utilizar el término . 

errupc_wn• • como comprensivo de todos los casos en que por alguna causa 

la prestación de trabaj o se int errumpe en forma no prevista de antemano, re~ 

servando la palabra suspensión para designar a las interrupciones determinadas 
:por el empleador. 
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8. Resta pues, solamente, ocuparse de las modificaciones. 

0 cambios de las condiciones de trabajo. Esas modificaciones 

pueden ser el resultado de una decisión conjunta de trabajador 

y patrono, pero normalmente la iniciativa pertenece al em­

pleador. Ahora bien, si dentro de la relación de trabajo deben 

acatarse las órdenes del empleador debe advertirse que tal 

acatamiento será forzoso en la medida que dichas órdenes no 

excedan lo convenido o pactado. 

En principio, por consiguiente, habrá que considerar que 

la posibilidad de la empresa de ordenar y dirigir el trabajo de 

los empleados queda limitada, no sólo por las leyes, por los 

laudos, convenios, etc., sino también por las condiciones del 

contrato o pacto. Estas condiciones pueden ser expresas o tá­

citas, debiéndose reputar tácitamente convenida la prestación 

del servi'cio en la forma usual y dentro de la configuración de 

la categoría laboral correspondiente a la capacitación del tra­

bajador (31). Esta categoría resulta de la descripción de ta­

reas que proveen los Consejos de Salarios, en tanto que orga­

nizadores de la profesión, debiéndose estar, a la efectiva forma 

de prestación del servicio, más que a la definición que las par­

tes hayan podido dar a la tarea o categoría ( 32) . 

Toda transformación que afecte la sustancia de la rela­

ción: disminución de la remuneración, disminución de la je­

rarquía, imposición de tareas ajenas a la categoría, etc., pone 

en peligro la débil consistencia de la relación contractual de 

trabajo, y puede, eventualmente provocar la extinción del 

contrato y del vínculo ( 33). 

(31 ) 
(32) 

. (33) 

Cfre. RtvA SANSEVERINO, Ci t., pág. 133. 

Cr iterio aceptado por nuestra Jurisprudencia . 

v. El derecho común sobre el despido, cit., pág. 30, Y fallos citados-

CAPÍTULO X 

Interrupciones del contrato de trabajo 

SUMARIO; 

1) Sus~e~si?ne~ por motivos económicos; 2) Suspensio­

n:s dtsctpltnanas; 3) I nterrupciones por huelga · 4) E l 

cterre o "Zock-out" patronal; 5) Enfermedad d~l tra­

bajador; 6) Continuación; régimen legal para las enfer­

medades . comunes; ? ) Ausencias del trabajador por 

P~ocesamtento y analogas; 8) Ausencias por cumpli­

mtento de deberes legales o fuerza mayor; 9) Obligación 

general de reincorporarse al trabajo. 

l. Se entiende, por suspensiones en sentido estricto las 

interr upciones en la relación de trabajo, decretadas e im­

puestas por el empleador ( 1 ) . 

_Est~s suspensiones, pueden ser de dos clases, según las 

moh:a~wnes del empleador. Esto es, suspensiones por motivos 

econom1eos y suspensiones disciplinarias ( 2). 

La forma más característica de las suspensiones por moti­

vos económicos es la conocida suspensión por falta de trabajo. 

. ~sta suspensión es impuesta al trabajador sin que medie 

nmgun acto u omisión suyos, y exclusivamente porque así con­

viene a los intereses económicos de la empresa. Este tipo de 

suspensiones, contempla pues los casos de disminución consi­

derable del ritmo de la producción, por falta de materia prima 

por exceso de "stock", por desperfectos de máquinas, etc. ' 

( 1) V. en el capitulo IX, nota 30. 

_ (2) Cfre. DE FERRARr, Derecho de suspensión, en rev. "D. L." T. u pág 

¡,: R~MíREz. GRoNnA, Suspensión de la relación de trabajo y facuÍtades 'disci~ 
plmanas de la empresa, en rev. "Derecho del Trabajo", B. Aires pág 129 1952· 

B~RBAGELATA, H . H., De las suspensiones como sanción en rev' "D . L " ' T u' 
pag. 365. ' · · · ' · ' 

10 
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En algunos casos, la suspensión titulada "por falta de tra­

·bajo", no representa sino un modo embozado de desprenderse 
,de los servicios de un trabajador, o de varios, forzándolos a 
abandonar plazas que han dejado de proporcionar una ocupa-

ción estable ( 3) . 
La solución práctica de las principales cuestiones, tropie-

za con la carencia de una norma expresa que las resuelva. Sin 
embargo, los jueces han unificado progresivamente criterios y 

en la actualidad, puede afirmarse : 

A) Que los empleadores no están habilitados para impo­
ner suspensiones fundadas en motivos económicos, sin el con­
sentimiento de los trabajadores, por lo menos en las condicio­
nes actuales, es decir, interrumpiendo el pago del salario. 

B) Que, si los trabajadores no se avienen a consentir es­

tas suspensiones, y la empresa tampoco les paga el salario se 
está en presencia de una situación equivalente al despido. 

C) Que, cuando la suspensión, no hace sino, encubrir la 
intención de provocar la renuncia del trabajador, también de­

be ser asimilada .al despido ( 4) . 
Los dos primeros criterios se basan, en el principio de que 

ninguna de las partes puede' separarse unilateralmente del 
cumplimiento de un contrato y de que, particularmente, en el 
contrato de trabajo, la parte del obrero no cuenta participar 
ni e n los beneficios, ni en los riesgos económicos de la em-

presa (5) . 
En cuanto a la asimilación de la suspenswn simulada, al 

despido, ello resulta, además de lo ya expuesto, del piincipio 
de la buena fé que debe presidir el cumplimiento de todos los 
contratos y que es característica de l a relación laboral ( 6). 

2. El problema de las suspensiones disciplinarias es cier­
tamente más complejo. Ya se tuvo oportunidad de aludir a él, . 

( 3) V . e l cri terio jurisprudencia! en El derecho común sobre el despido, 

pf.g. 33. 
( 4) V. El derecho común sobre el despido, pág. 34. 
(5) Esto es una legítima y útil consecuencia de los presupuestos aceptados 

en el capítulo anterior. 
( 6 ) KROTOSCHIN, Instituciones, págs. 330-33L 
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·en el capítulo IV, al examinar la forma en que 

P
utaba 1 t· 

1 
b se coro-

. e lempo a orado a los efectos del derecho a la 1' 
c1a anual ( 7) . · lCen-

~ Se dijo ento~ces, y conviene repetir acá, que la cuestión 
"obre, las_ suspensiOnes aplicadas como sanción, deriva en últi-
mo termmo a determinar la causa de las mismas As' d 
afirma · 1 · · I pue e 

rse_ que Sl, a suspensión está justificada pór la conducta 
del trabaJador, este no tendrá derecho a formular 1 ningún re-
e amo o a pretender el pago de los d¡'as 1 que razonablemente 
e ur~. Si, por el_ ~ontrario, la suspensión representa una arbi­
tranedad o es lllJUsta, o excesiva, el perjudicado tendrá dere-
cho a reclamar contra esa medida ( 8) . . 

. La s~spensión, pretendidamente disciplinaria, que tenga 
la ~ntencwn f raudulenta de colocar al trabajador en la ne­
cesidad de abandonar su empleo, puede asimilarse a la otra 

. clase de ~us~ensiones simuladas, produciendo idénticos efectos 
a los ya md1cados ( 9) . · 

3 ·. Las interrupciones por huelga, tienen características 
distintas ( 10). 

Por lo pronto, estas interrupciones son causadas directa­
mente ~~r el personal, puesto que la huelga consiste en la in­
terrupcwn concertada del trabajo por parte de los traba'ad -
!'es ( 11 ) . J o 

La huelga, que algunos han estimado • asimilable pura y 
simplemente a una guerra ( 12)' es sin embargo considerada 

( 7) V. pág . 64. 
(8) V. más extensamente e n r ev. "D. L .", T . JI, pág. 365. 
(~) V . El derecho co_mún sobre el despido, pág. 33. 
~ O) V. las referencias bibliográficas que figuran en e l Capítulo 1 E n 

~~an ° _a l~s ef ectos de la huelg~ sobre el contrato de trabajo, véase la .nota 
a pag. 5, en El derecho comun sobre el despido cit 

'b'(l1
1
) fEI_ concepto _-propuesto es puramente objetivo; .es decir intenta des-

cri Ir e enomeno social de la h lg . . • . . ue a , sm mtroducirse en sus particularidades 
m en sus motivaciones Coro pero parece incon . . o ~e comprende cabe formular luego precisiones, 
tos huelgauíst· ve;ente excluir de antemano algunas categorías de m ovimíen­
sinónimo ~e Icos. n cuanto a la expresión paro, si b ien es utilizada como 

especial ( "pa~:e:i~b;l~c;~~~eo no es ac~~seja~le. En efecto, o t iene un sentido 
con la huel a " • p.a~o :e~;ral ) • o Incluso no posee ninguna relación 

( 
g • ( p~ro tecnologico , paro estacional", "paro forzoso") 

12) Esta tesis ha sido a 0 · d · fallo de los tr' b 1 d . . ~ gi a, aunque en forma excepcional en algún 
I una es e JUSticia. . 
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por la Constitución uruguaya como un derecho, reconocido en 
los términos aludidos en el Capítulo I ( 13). 

En cuanto a los efectos sobre el contrato de trabajo, se en­
tiende que siendo manifestación de un derecho, el estado de· 
huelga, cuando es efectivo, no apareja ruptura.~~ los c~ntra­
tos individuales de trabajo (14). La única condiClOn sena que 
una vez producido el cese de tal estado, el personal se reinte· 
grara al trabajo y continuase cumplien~o normalmente con_ 

sus obligaciones. 
El pago de los jornales del período de huelga, en cambio, 

no sería estrictamente obligatorio, a menos que la empresa :e· 
comprometiese a ello, incluyéndose el punto en el convemo· 
colectivo que pone fin al conflicto. 

Los problemas que pueden presentarse en caso de huelga,. 
son sin embargo muy variados y dadas las dificultades para 
tener un criterio preciso que permita reconocer el estado efec­
tivo de huelga, las controversias judiciales son siempre de re-

sultado incierto. 
Por añadidura los Tribunales de Justicia, se han aplicado, 

a la investigación de otros aspectos conexos, tales como la _le­
gitimidad de la reinvindicación e~ que la ~~elga ha podtdo 
fundarse, la procedencia de los metodos r\lühzados para obte--
ner su efectividad, etc. (15). 

(13) V. Capitulo _I, pág. 19huel a como d er echo colectivo, o gremial, hu­
( 14) La declarac1ón de la g t d posible discusión res­

biera debido excluir necesariamente , en etl Utrugdueayt,ra~aJaO En el derecho com-
. es sobre los con ra os · pecto de sus repercus•on t . había permitido suponer que la t d norma de es a espec1e 

par~ódo, 1~ f~~ a d: ~::huelguistas no podía interpretarse, frente a sus re~p~c­
accl n co ec ¡va . . o "incum limientos singulares de Vlncu­
tivos contratos de trabaJO, mas ~ue R~~ta di .;.ir~o commerciale, T . I, pág. 94, 
los singulares" (CARNELUTTI, ':n a 'derar r~to el contrato de trabajo, en la 
1907 ). Esta tesis, que con~ucla a co;s• go prontamente superada , teniendo en 
mayoria de los casos, fue sln em ar • término sino meramente sus-
cuenta la inten~ión de ltas bp~rte~a;~: ~o s~!~:~r del con:lli.cto. Cfre. JossEaAND •. 
pender la relac1ón de ra aJO, m r. 394· GALLART · C'vil T II § 1285' BARASSI, Il diritto del lavoro, T . • pag. • 
~::~~ ~e;ec~o ~spañol del trabajo, p ág. 236 y ss., etc. En_ la d

7
octrina uruguaya, 

' "D L " T I pág 146 y T . V. pag. 6 · V . DE FERRARI, en rev. · · • · . ' ·. · dvertir la admisión ( 15) En el plano jurisprudenc1al nacional, es pos1ble a . . t 
expresa o tácita del principio de la iml pos~bld·l~Vdl~:u~:riydi':or!~l s~es~~~~~:::~i~ 

d · h gremial de huelga por os m 1 . 

;:~~:t-:j:1. 
0

~7~o:;~:~:.t~osd:ibe~::1~s ::r:e:::n i~:e::::s~i~:c:z:r:e e!tr:ms~';!~· 
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4 . La c~estión del loe k-out, o cierre patronal, emparenta­
,da con la de huelga, pone en presencia de otro tipo muy par­
ticular de interrupción del cumplimiento de los contratos in­
dividuales de trabajo. 

El cierre temporal, puede ser provocado por las más va­
riadas causas, pero el que merece típicamente este nombre, es 
el que se utiliza como instrumento de presión económica, sea 
contra el Estado, o contra los propios trabajadores. 

En otro tiempo, o en régimenes autoritarios, el cierre 
tanto como la huelga han estado prohibidos y han sido san­
cionados con toda severidad por el Poder Público. 

En el Uruguay, nunca ha existido disposición que sancio­
ne estas manifestaciones de la oposición de intereses econó­
micos, por lo que nada autoriza a considerar que se encuentren 
prohibidas. Pero, mientras q~e la huelga ha sido expresa­
mente declarada un "derecho gremial" por la Constitución, 
nada se dice en ese texto o en ley alguna, respecto del 

, lock-out. 
1 

En alguna oportunidad, se ha traído a colación, ciertos 
antecedentes de la disposición constitucional, introducida por 
la reforma de 1934, para sostener que el régimen de la huelga 

de cuestiones como las mencionadas en el cuerpo principal y, por este camino, 
llegan a conside rar roto el contrato de trabajo, por culpa de los trabajadores. 
Tal forma de interpretar el fenómeno huelguíst ico, no está autorizada por norma 
alguna. En el caso de la averiguación de los móviles, o finalidades de la huelga, 
no puede ser aceptada además por el peligro que entraña para la paz social, la 
intervención de los tribunales o~dinarios en los conflictos colectivos. 

Si se medita sobre el fenómeno huelguístico, en sus repercusiones sobre los 
contratos individuales, debe comprenderse que la ausencia del trabajo no es 
comparable al abandono, fuere cual fuere el móvil del conflicto, desde que 
éste crea una verdadera imposibilidad de cumplimiento, independiente de la 
decisión singular d e los partícipes que, en tanto que tales, no pueden sino 
acatarla. • 

En cuanto al punto de la efectividad, seguramente más dificil de resolver, 
entendemos que no debe identificarse con la paralización total de la actividad, 
ni tampoco reputarse incompatible con el restablecimiento de la normalidad de 
producción, siempre que ese restablecimiento haya sido el resultado de la in­
corporación de personal nuevo, la huelga, puede además terminár por la derrota 
-de los huelguistas, pero ello no equivale a declarar rescindidos por culpa del 
personal los contratos individuales de trabajo. Parece claro, que el empleador 
;;¡ue no readmite al personal, al término de un conflicto, -perdido o ganado­
incurre en despido, aun cuando esa negativa fuese debida a la circunstancia de 
-estar ocupada la antigua plaza del huelguista. Sobre todos estos puntos, véase 
:más extensamente en EL derecho común sobre el despido, págs. 35-39 y 13:t. 
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debía ser aplicado por extensión al lock-out, pero actualment~, 
priva el criterio de distinguir netamente las dos figur~s ! de . 
r econocer que el lock-out no ha sido objeto de reconocimiento 

jurídico ( 16). 
Siendo así, parecería que la inter r upción causada por un 

cierre t emporar io de este tipo sea lícit a, pero que obligue al 
empleador a continuar cumpliendo el contrato de t rabaj o, en 
lo que se refier e a pago de salarios. Esto, sin emb~rgo, haría 
perder al lock-out inter és, desde el punto de v1sta p atro-

nal ( 17) . 
En los r aros casos que se han ventilado ante la Justicia el 

criterio ha sido muy vacilante . 

5. El problema de la enferm edad del trabajador, y, en 
otros países el creado por la ausencia del trabajador afectado 

a servicio militar ( 18) son diferentes. 
No estamos aquí en presencia de una interrupción provo­

cada por una decisión del empleado o una decisión del grupo 
u organización de trabajadores, sino de una imposibilidad de 
continuar prestando regularmente el servicio, de duración 

variable. 
En el caso de la enfermedad inculpable, la causa inme-

diata de la interrupción se radica físicamente en el trabajador, 

pero ella se debe a agentes exteriores ( 19) . 

(16) v. en el apéndice al Capítulo l, Constitución, Art. 57. A la _exclusión 
d el "lock _out" del reconocimiento constitucional y a su clara separa ción de la 
huelga llegan también estudiando los antecedentes del actual Art. 57, CouruaE· 
y PLÁ RoDRÍGUEZ, en L~ huelga en el derecho uruguayo, cit., págs., 37 Y ss. Y 130 

y ss., Montevideo, 1951. • . . 
( 17¡ El "lock _ o.ut" se presenta, en .esta forma, _que es l.a ~ruca . posible 

en el d erecho uruguayo, como un instrumento de presión econ~mi~a m as e!e c­
tvo contra el Estado que contra los trabajadores, aunque no 1ndiferente para 

éstos. d b · b d te 
( 18) Las ausencias por servicio militar, por llama o a¡o an eras, e ·· 

tienen generalmente e n el derecho compa.:ado, un régime n especial, V. ~ARAs.sl, 
Il diritto del lavoro, cit., T. III, § 283; DE LITALA, El contrato de traba¡o, c1t., 
pág. 275 y SS. GARCÍA MARTÍNEZ, EL contrato de trabajO, Cit., pág. 340 Y SS.; ~-IVA 
SANSEVERINO, Diritto del lavoro, cit., pá g. 220 y SS.; PERGOLESI: Il con:rato dI~­
piego, cit., pág. 118 y ss.; KROTOSCHIN, Curso, cit., pág. 98; PEREZ LENERO, Insti-

tuciones, cit., pág. 207. f é 
La ausencia por maternidad, que algunos asimilan a la por enfermedad u 

objeto de estudio en el Capítulo VI. 
( 19) Sobre la enfermedad del trabajador, V. DE FERRARI, La enfermedad 

del trabajador, en rev. "D. L .", T. VI, pág. 77; RIVA SANSEVERINO, Dir. ·del lav., ' 
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Al tratar este tema de la interrupción por enfermedad, 
se debe, sin embargo, descartar de antemano la situación 
creada por las enfermedades llamadas profesionales, sean las 
típicas de la ley de 28 de febrero de 1941, o las "contraídas 
por el hecho o en ocasión del trabajo" , de que habla la ley de 
14 de octubre de 1950, sobre actividades insalubres. 

El régimen de estas enfermedades profesionales, será ob­
jeto de estudio sumario en el Capítulo XIII, aunque desde ya 
puede adelantarse que por una ficción de las leyes no se con­
sidera verdaderamente interrumpida la vigencia del contrato 
de trabajo. 

6. Las enfermedades comunes, que puedan aquejar a los 
t rabajadores, independientemente de su calidad de tales y de 
los riesgos específicos de sus respeCtivas profesiones, son las 
que presentan los verdaderos problemas en esta materia. 

En efecto, sólo algunas categorías profesionales, han sido 
objeto de una prescripción legal, y aún ella, está incluída en 
un Código de muy antigua data y redactada en términos, que 
ofrecen lugar a la discusión. 

El Código de Comercio, en su artículo 156 acordó en 
efecto a los factores y dependientes de comercio el beneficio 
de licencia por enfermedad y por un término que no puede ex­
ceder de los tres meses, con goce íntegro de sueldo. 

Pero, esta disposición tiene, es necesario insistir, alcance 
:restringido a esa categoría de trabajadores, beneficia exclu­
sivamente a quienes, en términos más modernos, son llamados 
''empleados de comercio" (20) . 

La enfermedad, para justificar este derecho debe ser de­
bidamente comprobada y crear una situación de peligro o im-

Cit., pág. 211; GARCÍA MARTÍNEZ, op. cit., pág. 307; KROTOSCHIN, Curso, pá g. 130. 
Algunos problemas especiales, como la enfermedad culpable, o la .perturbación 
de la salud causada por la tentativa de suicidio, han sido considerados en dere­
cho comparado, asimilables, sólo cuando la tentativa hubiese sido consecuencia 
,de una alteración de las facultades mentales. ( Cfre. RtvA SANSEVERINO, cit., 
pág. 213). 

( 20) V . un desarrollo más extenso de esta t esis, que fué posteriormente 
recibida por DE FERRARI (La enfermedad del trabajador, cit. ) y por diversos 
fallos judiciales, en el periódico F.U.E.C.I., n'? 84. 
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posibilidad para el desempeño de las tareas (21). El patrono 

obligado a servir el salario, tiene naturalmente facultades para 

ejercer los correspondientes contralores sobre el estado del 

trabajador, y éste debe mantenerlo permanentemente al tanto 

del proceso de la enfermedad ( 22) . 

La situación en los restantes casos, esto es, cuando se 

trate de una enfermedad común que aqueje a un trabajador 

que no pertenezca a la categoría de los factores o de los depen­

dientes de comercio, es mucho más incierta. 

En doctrina, se ha entendido que corresponde aplicar los 

principios generales de derecho. Tal es la opii:úón de DE FE­

RRARI quien, en cuanto al problema de fondo asimila, por esa 

razón, la enfermedad del trabajador a la fuerza mayor. Así, 

llega a afirmar que si la enfermedad es pasajera, el contrato 

debe seguir cumpliéndose al término de ella, y que si, por el 

contrario, el impedimento subsiste por mucho tiempo, debe 

considerarse que ha puesto fin a la relación contractual, sin 

responsabilidad alguna para el patrono ( 23 ) . 

La determinación de cuando el impedimento es breve o 

prolongado, debe hacerse según el mismo autor, 'recurriendo 

<;ll fundamento de leyes análogas, a los principios generales de 

derecho y a las más aceptadas soluciones doctrinarias. Aten­

diendo a esos factores, DE FERRARI, postula que las enferme­

dades que inhabiliten para el trp.bajo por menos de tres meses, 

deben ser consideradas siempre "breves", pero qu~ este tér­

mino puede ser extendido hasta los seis meses, considerada en 

cada caso la antigüedad del trabajador en la empresa. Tratán­

dose de empleados muy antiguos, sostiene que aún las enfer-

(21) Cfre. RIVA SANSEVERINO, cit., § 209. 

(22) Cfre. RrvA SANSEVERINO, cit., pág. 215, para quien, muy justamente, 

·¡a obligación del aviso y las facultades de contralor son una consecuencia de la 

c ontractualidad del vinculo y de la correlatividad de las prestaciones. Sobre la 

notificación de la enfermedad existe, sin embargo, en el derecho argentino una 

discusión, relativa a la exigencia del aviso y el tiempo en que debe ser dado. 

V. RUPRECHT, En Gaceta del Trabajo (Santa Fe), T. V, pág. 73; KROTOSCHIN, 

Curso, nota a pág. 96. 
En cuanto a la prueba del conocimiento de la enfermedad, e n derecho uru­

g uayo, a falta de una expresa disposición, debe presumirse que el empleador 

conocía el estado del trabajador, cuando no realizó ninguna gestión para ínves-

1tigar la causa de la ausencia. 
(23) DE FERRARI, en rev. "D. L .", artículo cit. 
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medades de hasta seis meses · 1 sunp emente suspenden el 
<'Ontrato de trabajo ( 24). 

. . Pero, el hecho de que el empleador no pueda despedir 

~m mdemnización al trabajador enfermo hasta el cumplimien~ 

to ~e esos términos, no equivale a sostener que el patrono esté 

obligado a pagar el salario mientras dura la interrupción 

puesto que se entiende que los beneficios del Artículo 156 deÍ 

~· de Comercio no tienen aplicación sino a las categorías men­

<'IOnadas antes de factores y dependientes del comercio. 

El derecho de los trabajadores en caso de despido, moti­

vado por causal de enfermedad, dentro del término admitido 

o por, cualquier otra razón, será objeto de examen en el Capí~ 
tulo próximo ( 25) . 

.. ~ · En cuanto a las ausencias motivadas por arresto 0 

pnswn, el problema es más complicado pues corresponde tomar 

en cuenta la motivación de estos. En puridad, el procesamien­

to, vendría a influír, más que como circunstancia · obstativa 

del cumplimiento de la relación de trabajo, en atención al 

hecho que lo provocó, y a su posible tipificación como causal 

de not?ria mala conducta. Siendo así, parece que salvo casos 

excepciOnales, en que el p rocesamiento derive o repercuta en 

la conducta laboral, sólo la ausencia prolongada excesivamente 

por esta causal, eximiría de r esponsabilidad al patrono que 

de por por concluída la relación laboral ( 26) . 

La .privación de libertad, causada por sentencia, no puede 

ser ~q~1p~rada ~ los casos anteriores, pues no está en juego 

1~ h1potes1s de mocencia. La solución correcta es la de con­

Siderar que el patrono no está obligado a la conservación del 
empleo. 

En ninguno de estos casos podría, además, reputarse obli­

gado el patrono a continuar sirviendo el salario durante la 

ausencia del trabajador. ' 

.. (2:) lbidem. En e sos mismos términos un reciente fallo judicial, en rev. 
D. L . , T. IX, Nos. 52-53. 

(25) V. además, las soluciones de la jurisprudencia, en El derecho comün 

,;obre el despido, cit., págs. 39-40. 
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8. La ausencia por el cumplimiento de deberes civiles, 

cívicos o sindicales, reconocidos por la Constitución, las leyes, 

los laudos o los convenios colectivos, no puede tampoco dar 

lugar a la pérdida del empleo, ni estimarse como una viola­

ción por parte del trabajador de sus obligaciones contractuales. 

En el mismo sentido debe responderse a las preguntas 

sobre otras causales de impedimento, derivadas de fuerza 

mayor o caso fortuito, como inundaciones, huelgas en las em­

presas de transporte, etc., cuando el trabajador no dispone de 

medios para concurrir al lugar del trabajo, o estos no ofrecen 

condiciones de seguridad razonables ( 27), o no puede prestar 

el servicio ( 28) . 

9. En todos los casos de suspensiones o interrupciones, 

está implícita como condición, la obligación para el trabajador 

de reincorporarse al puesto, tan pronto se cumpliese el térmi­

no legal o convencional o como la causal obstativa hubiese 

cesado o desaparecido. 

Esta regla es de aplicación también en caso de huelga, una 

vez que ha sido dispuesto el cese de la misma. 

En ese sentido, es corriente, que las organizaciones gre­

mHtles establezcan ·o pacten los días y horas en que el personal 

debe reincorporarse a sus tareas (29). 

(26) V. el fallo publicado en r ev. "D. L .", T . IX, nos. 52-53. 

(27) El punto más delicado, es saber si, en estos casos, a la obligación d e 

conservat' el empleo debe agregarse la d e pagar el salario. Al respecto, parece 

claro que el empleado a sueldo, no puede verse privado de su salario por tales. 

días, pero la interrogante subsiste para los trabajadores r emunerados a jornal 

y a destajo. V. BARASSI, n diritto del lavoro, cit., T. III, § 281. 

(28) En ciertas activid ades o trabajos que se cumplen a la intemperie, el 

mal tiempo o la lluvia pueden causar impedimento en las labores, como ocurre 

en la industria de la construcción . En este g remio se ha previsto, sin embar go, 

una r emuneración jornalera m ejorada, para hacer frente a estas contingencias, 

aparte de ser o bligatorio indemnizar al trabajador en los gastos de locomoción, 

cuando el trabajo no se inicie por mal tiempo o falta de materia les (Ley N '?-

10.434, Art. 51'). 
(29) Cfre. fallos publicados en rev. "D. L.", T. U, pág. 119. 
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Apcndice al capítulo X 

DECRETO DE 5 DE AGOSTO DE 1949 

( Que modifica el artículo 10 del decreto de 8 de e~ero de 1947 ) 

Art. 19 
- Sustitúyese el párrafo segundo del artículo 10 del 

decreto _de .8 de enero de 1947, reglamentario de la ley NI? 10 
por el SigUiente: .684, 

."Se cox:si?e~an .causas imputables al trabajador las faltas por 

~ancwnes .discipl_m.a~Ias que los empleadores apliquen a sus traba­

Jad~res, sm !>erJUlcio de las gestiones que éstos realicen ante el 

Insbt~to Nac~onal del Trabajo y Servicios Anexados, que resolverá 

las divergencias de acuerdo con el artículo 14 de la ley NI? 10.684" 

A t 20 · . 
. r · · - A pa.rhr de la fecha del p resente decreto el Instituto 

N~c1.o.nal del TrabaJO Y Servicios Anexados se limitará a dar su 

opmwn a las ~mpresas. con respecto a los reglamentos que éstas pre­

sen~e~, ~eclar~~d~~e sm efecto a los diez días de la publicación en 

el Diano Oficial , las aprobaciones prestadas con anterioridad. 
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CAPÍTULO XI 

El despido 

SUMARIO 

1) Generalidades; 2) Disposiciones vigentes; 3) Concepto 
de despido; 4) Naturaleza de la indemnización; 5) Tra­
bajadores excluídos por la ley N9 10.570; 6) Causal ge­
neral de pérdida de derecho; 7) Cálculo de la indem­
nización; 8) Continuación: límites del beneficio; 9) La 

reclamación judicial. 

l. El contrato de trabajo, en mérito al carácter estricta­
mente personal de la relación de trabajo, puede extinguirse 
por diversas causas ( 1), voluntarias o no voluntarias, a saber : 
renuncia o abandono del trabajador, despido decretado por el 
patrono, muerte del trabajador y en algunos casos del patro­
no, vencimiento del término previsto, enfermedad u otra 
causal de inhabilidad permanente, etc. ( 2). 

A los efectos de este estudio, importa sin embargo, sola­
mente la extinción por el despido, que genera un derecho. a 
indemnización específicamente laboral. 

La consideración de los restantes casos, se limita, pues, 

(1) SIMI, V., L'Estinzione del r apporto di lavoro, Milan, 1948; clasifica las 'figuras" en d os categorías: extinción normal y rescisión por incumplimiento, Para este autor, son variedades de la primera categoría: el cumplimiento del t rabajo y el vencimiento del término en los contratos por tiempo indeterminado, así como la decisión unilateral en el contrato por tiempo indeterminado. En la segunda categoría, se incluirían, tanto las hipótesis de incumplimiento volun­tario, como las de incumplimiento provocado por hechos independientes de la voluntad de las partes. 
(2) Parece claro, por ejemplo, que algunas aparentes causales de extinción como la quiebra, deben ser integradas en el d espido liso y llano, pues no es la quiebra la que pone fin al contrato de trabajo, sino el licenciamiento del per­sonal que la sigue. Tan es así, que suelE; ocurrir que el trabajador no sea despe­d ido inmediatamen te de declarada la quiebra. 
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a una investigación negativa, tendiente a resolver si se con­
figura o no una situación asimilable al despido. 

Las disposiciones aplicables, pueden ser agrupadas en dos 
~randes categorías: el derecho común y los regímenes espe-

.. :iales de despido. 
Por derecho común, se entiende el régimen aplicable a 

todos los trabajadores no exceptuados expresamente ( 3) . Los 
regímenes especiales son de dos clases: sustitutivos y com­
plementarios del común, · y serán objeto de estudio en el capí-

tulo siguiente. 

2. En cua.nto al derecho común, surgió de las leyes Nos. 
10.489, 10.542 y 10.570, de 6 de junio, 20 de octubre y 15 de 

diciembre de 1944. 
El texto básico en la materia, es el Art. 49 de la ley .de 

6 de junio de 1944. Dicho artículo establece que "los empleados 
y obreros del comercio, que fueran despedidos, tendrán dere­
cho a una indemnización equivalente al importe de la remu­
neración total correspondiente a un mes de trabajo por cada 
año o fracción de actividad con límite de tres mensualidades 
como máximo si tuvieran derecho a jubilación y de seis men­
sualidades como máximo en caso contrario". Se agrega, final­
mente, que "los beneficios de este artículo no alcanzan a los 
obreros y empleados que sean despedidos por notoria mala 

conducta". 
La ley de 20 de octubre, N9 10.542, se limitó a extender 

el beneficio de indemnización por despido a algunos obreros 
y empleados de la industria y a los que presten servicios re­
munerados en actividades _privadas o en servicios públicos a 
cargo de particulares, con algunas excepciones. 

Por fin, la ley N9 10.570 de 15 de diciembre de ese mismo 

(3) Sobre el derecho de despido, existe un copioso material de jurispru­
dencia . Y una nutrida serie de artículos de revista. Son particularmente impor­
tantes, entre estos últimos, El d espido en el derecho uruguayo, por F. DE FERRA­
RI, en rev . "D. L.", T. JII , pág. 349, y el estudio de PLA RoDRÍGUEZ, sobre Indem­
nización por despido de jornaleros y destajistas, e n rev . "D. L.", T. 1, pág . 20. 
Véase, además, la bibliografía citada en el apéndice y nuestro libro El derecho 
común sobre el despido y su interpretación jurisprudencia!, Montevideo, 1953, 
en esta obra, el lector h a llará también a pág. 14, notas 1 y 2, referencias de 

bibliografía nacional. 
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.año, extendió el régimen a todos los obreros a destajo 0 a sa­
lario por día o por hora de . carácter permanente, sin más 

:excepciones que: A) Los trabajadores que realicen trabajos de 
zafra; B) Los contratados para tareas de carácter transitorio· 
C) Los obreros a domicilio; y D) Los obreros a jornai que n~ 
lleguen a computar 240 jornadas por año, refiriéndose la pri­
vación de indemnización únicamente al año en que el traba­
jador no alcance al mínimo de jornadas. 

Por consiguiente, puede decirse que después de la ley de 
diciembre de 1944, el beneficio de la indemnización por des­
pido previsto en estas leyes alcanzó prácticamente a torios los 
trabajadores, con excepción de los amparados por un régimen 
especial, y a los expresamente exceptuados. 

Sin embargo, respecto de los exceptuados por no alcanzar 
a las 240 jornadas laboradas por año, la ley prevé una indem­
nización parcial, para los que no hubiéran laborado doscientas 
cuarenta jornadas en el establecimiento, pero sí más de cien. 

Mientras que en la indemnización normal, se atribuye un 
mes, o su equivalente de 25 jornales, por cada año de servicios 
hasta tres o hasta seis años; la indemnización parcial, consiste 
siempre en el equivalente al salario de dos jornadas por cada 
veinticinco trabajadas. 

En todo caso, es decir, ya se trate de obreros o empleados 
por mes o a jornal, el patrono no está obligado a pagar la in­

-demnización que fija la ley, si el despido se hubiere debido a 
la notoria mala conducta del trabajador. 

3. La brevedad e imperfecciones de los textos sobre los 
que se basa un instituto de tanta importancia como el de la 
indemnización por despido, ha obligado a los tribunales de 
justicia a realizar una ardua tarea de interpretación y sobre 
todo de integración que es particularmente significativa en 
cuanto al concepto mismo de despido ( 4). 

Así, los jueces han llegado a tipificar tres grandes figuras 
o tipos de despido: el despido expreso, el despido indirecto o 

( 4) V . El derecho común sobre el d es pido, cit., p ág. 13; asimis m o El con­
•cep:o de despido, en Rev . Fac. de Derecho, año JI, N<.> 4, págs. 1021 y ~s. , Mon­
tevideo, octubre de 1951. 
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disimulado y el despido tácito, considerando como caracterís­
ticos del despido no sólo los actos y omisiones deliberadamente: 
dirigidos a dar término a la relación laboral, sino todos aque­
llos casos en que objetivamente la relación de trabajo resulta­
ba rota sin que mediara culpa del trabajador. 

Por esta v ía, ha sido posible también identificar con el 
despido los casos de renuncia fundada del trabaj ador, ciertas. 
suspensiones, la quiebra o cese de la actividad d e la empresa, 
la rebaja, mora u omisión en el pago del salario, l as traslados. 
abusivos, etc ( 5). 

En este plano, el desarrollo jurisprudencia! es inobjetable 
y provee a la adecuada protección del derecho d e los trabaja­
dores, restableciendo el equilibrio en las relaciones de las par-· 
tes contratantes. 

1 

4. La indem nización pr evista por el derecho comú n sobre 
el despido, beneficia a quienes poseen la calidad de empleados· 
u obreros, es d ecir, a quienes están , como t r abajadores, dentro 
de una relación contrac~ual de servicios de derecho privado. 

La determinación genérica de los beneficiarios del r égi­
men común deriva, por consiguiente, a la invest igación de si 
existe o no un contrato de t rabajo, punto que fué t ratado en 
el Capítulo IX, ~1 que corresponde remitirse ( 6 ). 

Existen, sin embargo, casos dudosos que conducen a in­
vestigar la naturaleza jurídica de la indemnización, o que · 
exigen una cuidadosa interpretación sobre el alcance de las 
excepciones incorporadas por el Art. 1 Q de la ley N9 10.570. 

El tema de la naturaleza jurídica de la indemnización por· 

(5 ) El derech o común, cit., Cap. II. - Sobre l a rebaja en la remunera­
ción como forma de despido tácito, V. el artículo que con ese título publicó 
PLA RoDRÍGUEZ, en Rve. Fac. Der., cit., año 1, pág. 285 . Sobre venta de estable­
cimiento y quiebra, V . DE FERRARI, en rev. "D. L.", T. IV, pág. 1 35. Sobre despido 
y traslado,- P LA RODRÍGUEZ, en rev. "D. L .", T. 11, pág. 103. . 

(6) v . pág. 139. - Sobre algunas situaciones particulares, no tratadas alli, 
como la de los trabajadores de la industr ia de la construcción, contratos de· 
servicio discontinuo, e incluso sobre ciertas particularidades relativas a los: 
domésticos, V. El derech o común, cit. , pág. 19 y ss. 
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despido, cobra por consiguiente, un interés práctico indispu­
table ( 7). 

Sobre el particular, se han sostenido diversas posiciones, 
a veces no excluyentes ( 8). Con todo, parecería que partiendo 
de la idea de la responsabilidad legal sin cu lpa, la clave de la 
naturaleza de la indemnización debe estar en el daño. O sea 
que la obligación de indemnizar, queda explicada, medie o n~ 
culpa ~e~. patrono cuando se ocasiona un daño al empleado, en 
su antrguedad, en su categoría, en la estabilidad d e su em­
pleo, et c. 

De esta manera, se comprende porqué no procede la ad-· 
misión como indemnizables, de los llamados despidos técnicos, 
cuando el cambio de firma no hace peor la condición del tra­
bajador, Y porqué, en cainbio, debe indemnizarse en los otros 
casos ( 9). También esto explica la causa de que deba indemni­
zarse a l trabajador aunque no haya quedado d esocupado ni 
u n solo día, si ha perdido su antigüedad , o si la nueva firma 
no ofrece gar an tías de solvencia, o no respeta los der echos 
obreros, o, en el caso de ciertos trabajadores intelectuales si 
ha habido u n cambio radical en la orientación política ( 1~) . 

5 . Existen, aparte de los comprendidos en los regímenes 
especiales sustitutivos d el común (frigorífico, bancario, ru­
ral), trabajadores expresamente excluídos, por diversas cir-

( 7) No reco~ociéndose en la indemnización carácter de salario, es evidente 
~ue no procede nmguno de los descuentos que se operan sobre los sueldos 0 ¡ornales, tales como el por apor tes jubilatorios. 

La investigación sobre la n aturaleza jurídica, interesa, además, en cuanto 
a su P_rin cipal cor~lario; l a relación con el orden público, que imposibilta la 
r~nunc1a duecta o m directa al b en ef icio. V .. a l respecto, en El derecho común, 
cit., p ág. 46 Y ss. Interesa también , pues, si el f undam en to de la indemnización. 
es l a responsabilidad legal y la r e paración del daño, n ada impedirá que ¡

05 
patrcno~ se a seguren con tra todos o algunos de los r iesgos de cesantía. En estos 
casos, SI~ . embargo, el acuerdo del empleador con la compañía aseguradora, 
no exclUirla su responsabilidad directa, qued ando como un pacto entre terceros 
no oponible al trabajador. ' 

(8) La clasificación y resumen en El derecho común cit., Cap. nr. ~ 1. 
págs. 41 y ss. y bibliografía citada a pág. 41, nota 1. ' 

. 19) Por 1~ aceptación del derecho .indemniza torio en todo caso que se 
ope:r~ iransferenc1a, salvo consen timiento expreso d el tr abajador, se ha pro -­
ntmciado DE FERRARr, en rev. "D. L.", T . IV, p4g. 135. 

{1 0 ) V. sobr e el particular : El derecho común, ci t., pág. 130. 

11 
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-cunstancias, relacionadas con el trabajo, actividad o conducta 

singular ( 11 ) . 
P or de pronto, los jornaleros y destajistas, de las activi­

dades típicamente industriales, deben poseer la condición de 
pe?·manencw, es decir, que estan excluídos los jornaleros Y 

destajistas no-permanentes. 
Aunque el concepto no es fácil de definir, puede af,irm~rse 

. que no es permanente el trabajador cuyo contr.ato esta suJeto 
a alguna modalidad jurídica. Así, pa.rece relat1~am~~te claro 
que el trabajador que hubiese ingresado en sushtucwn de un 
obrero ausente por enfermedad, no tendría la condición de 
permanente siempre que se hubiesen cumplido los trámites 
previstos p~r la ley de 14 de octubre de 1950, sobre ~divida­
des insalubres, y desde luego, siempre que no se le d1es~ pos­
teriormente un destino independiente de la causal del mgre­
so ~ 12 ). Tampoco la habría en los contratos a término, aunque 
en estos no existe en puridad despido, si el cese se produce por 
el vencimiento del plazo ( 13) . 

Además, la ley ha previsto que no habrá derecho a indem­
nización si el trabajador hubiese sido contratado para tareas 
. ae carácter transitorio. Esta regla, que funciona como excep­
ción, en todo tipo de contrato, se confunde frecuentemente co~ 
la condición de permanencia, aunque en ella el acento esta 
puesto sobre la transitoriedad de la tarea y no del vínculo 

jurídico. 
Sobre el concepto de tareas de carácter transitorio, se ha 

logrado cierta uniformidad de criteri~s, e_n torno ~e lo~ si­
guientes caracteres típicos: a) excepc10nahdad, ocaswnahdad, 
provisionalidad 0 anormalidad de las tareas encomendadas, 

1 d 1 esa . b) corta duración ~;on relación al giro regu ar e a empr , 
.de las mismas ( 14) . 

( j 1) El derecho común, cit., Capitulo V; 
(12) BARBAGELATA, H. H .• Sobre e l despido de un suplente, en r ev. "D. L.", 

r. 1, pág. 264. .d 
(13) El derecho común, cit., pág. 18. - En el mismo senb o, ~unque por 

diversos fundamentos : PLA RoDRÍGUEZ, cit., en rev. "D. L.", T . l. pag. 34 Y DE 
FERRARI, cit., en rev. "D. L .", T. III, pág. 372. . 

( 14) Existen algunos problemas vinculados con este ~oncept~, que todav1a 
no han sido resueltos, como el de los trabajadores de la mdustna ~e la con~­
trucción. Sobre el particular, El derecho común, cit., pág. 81 Y ss., Y b1bhogr. Clt. 
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En cuanto a la excepción de trabajos de zafra, debe enten­
dérsela referida exclusivamente a aquellos trabajos que sufren 
una paralización total o casi total, en períodos fijos y regulares 
del año (15). No basta, por consiguiente, para que la actividad 
quede al margen del régimen común, que la producción 
sufra importantes y regulares oscilacio~es, o que atraviese con 
cierta frecuencia "estaciones muertas", pues estas variaciones 
son un riesgo normal de la empresa ( 16) . 

Ciertos trabajadores zafrales que constituyen el con­
tingente más numeroso, han sido posteriormente incorporados 
a los regímenes especialEis de despido y gozan, por añadidura, 

. del estatuto de las compensaciones o subsidios por paro esta­
cional. 

Los obreros a domicilio, excluídos por la ley NQ 10.570, 
son sólo los que poseen rigurosamente la calidad de tales, no 

·debiéndose incluir entre ellos, los ayudantes de los talleristas. 
Sin embargo, un decreto de 30 de agosto de 1948 introdujo 
modalidades para la percepción de la indemnización de muy 
discutible legalidad, aplicables a la _principal industria a 
domicilio: el trabajo de costura de telas . 

La carencia de un número mínimo de jornadas laboradas 
en el año, en cada año o en el promedio de los años de activi­
dad, configura la cuarta excepción legal incorporada por el 
Art. 19 de la ley NQ 10.570, sin perjuicio del derecho a la in­
demnización parcial, aludida en los parágrafos anteriores ( 17 ). 
Debe entenderse que las doscientas cuarenta jornadas exigidas 
por la ley serán calculadas tomando como punt o de par­
tida la fecha del cese efectivo de la prestación de servicios y 
remontándose sucesivamente hasta la misma fecha de los años 
inmediato anteriores. 

( 15 ) Sobre el concepto d e zafra, V. DE FERRARI, El plazo del contrato en 
los trabajos de zafra, en rev. " D . L.", T. l. pág. 143. 

(16 ) Cfre. BARASSI, Il dir. de l lav., cit., T. Il, § 151 y T . Ul, pág. 147. 
( 17 ) PLA RoDRÍGUEZ, en rev. ''D. L.". T. 1, pág. 30, entiende q ue no se 

trata de una verdadera excepción, sin embargo, ha sido definido como tal por 
el legislador, y esta defi nición tiene importantes consecuencias procesales, en 
primer lugar , la carga de su prueba recaerá sobre el empleador. Est a concl usión, 
además de rigurosamente jurídica, se ajusta a la lógica y a la equidad. pues 

·t>l empleador está en mucho mejores condiciones para p r obar las jornadas labo­
{adas, que lo que puede estarlo el trabajador. 
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6 . La causal genérica de pérdida del beneficio dentro del 

derecho común, es decir, la que puede eventualmente alcanzar 

a todo obrero o empleado, aparece en la ley bajo la fórmula 

"notoria mala conducta" ( 18 ). 

Por notoria mala conducta, se entíende la que, indepen­

dientemente de toda otra consideración, pone en crisis, por 

culpa del trabajador, la relación de trabajo. Esa crisis, puede 
ser consecuencia de un clima paulatinamente propiciado, por 

pequeñas faltas frecuentemente reiteradas, o puede ocurrir 
de golpe, como consecuencia de la incursión en una falta de 

excepcional gravedad ( 19). 

La mala conducta que interesa a la ley es, entonces, la 
mala conducta referida al trabajo y que se concreta en una o 

varias faltas según la entidad de éstas. 

Quien debe juzgar de esa mala conducta es el Juez, y la 

ley le da como regla para reconocer o negar el derecho a in­

demnización el criterio de la notoriedad. 

En cuanto a este punto, se considera comunmente que la 

ley al referirse a la notoria mala conducta, aludió a la mala 

conducta evidente, que no deja lugar a dudas. 

La cuestión de saber cuando existe "notoria mala conduc­
ta'; una vez debidamente probados los hechos alegados por el 

pat~ono y por el obrero, es relativamente sencilla en los casos 

extremos, pero por lo general, los hechos son confusos y es 

difícil valorarlos. 

Ello ocurre, más que nada, porque 1a apreciación de la 

conducta debe cumplirse teniendo en cuenta factores de índole 

diversa y que se encuentran dosificados y combinados en for­

ma siempre distinta. Así, es necesario pesar la antigüedad en 

el empleo, la categoría laboral, los comportamientos anterio­

res, la disciplina del establecimiento, la existencia o inexisten­

cia de reglamento interno, los móviles o causas de las faltas 

imputadas, etc. 

Siendo así, la dilucidación judicial de las reclamaciones 
que tienen que ver con el derecho a despido, resulta constan-

(18) V. más extensamente en El derecho común, cit., Cap. IV. 
( 19) Cfre. DE FERRARI, en rev. ''D. L .", T. Ill, pág. 383. 
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temente incierta. No existen, cabalmente hablando, dos casos 

iguales desde que su apreciación depende del criterio del juz­
gador no puede predecirse casi nunca si el pronunciamiento 
será favorable o contrario. Ello, aparte de las dificultades que 
una y otra parte hallan para probar sus afirmaciones. 

7. La indemnización del derecho común, debe ser calcu­

lada tomando como base, "la remuneración total correspon­

diente a un mes de trabajo", el salario de veinticinco jornadas, 
que es su equivalente legal. 

La forma en que se expresa el legislador, permite estable­
-cer las siguientes conclusiones: 

A) El salario-base COI~ prende, no sólo el sueldo, sino los 
porcentajes, comisiones sobre venta, y aún el equivalente al 
promedio mensual de aguinaldos, etc. ( 20). 

(20) El punto más discutido es la inclusión del duodécimo del último 
.oguinaldo o premio estimulo anual , en el salario-base de la indemnización. 

Entre nosotros se entiende por tal, la cantidad suplementaria que se sirve si 
funciotibrio, empleado u obrero, al término del año. Según se r econoce unáÍ1i­
memente, esta cantidad se siive en méri,o a la exis~encia de una relación de 
t.rabajo. Es pues de su esencia el ser remuneratoria d e servicios prestados, aun 
en el caso que se considere un acto de liberalidad patronal. ( Cfre. BARASSI, il 
-diritto del lavoro, t. 11, p. 40, Milan, 1949) . Asimismo, parece claro que el agui­
naldo forma ])arte, o se asimila al salario; cuando ha sido expresamente pacrado 
por las partes en el contrato individual o en el reglamento interno de trabajo, 
·o se impone por el convenio colectivo; cuando resulta de un uso profesional, 

o cuando, por la regularidad y permanencia con que se sirve, configura una 
cláusula tácita dentro del contrato de trabajo. 

En los casos en que el aguinaldo es un salario, goza de todos los beneficios 
que a éste se le atribuyen y en eS!>ecial , deja d.e poseer la calidad de acto gra­
cioso del patrono, para configurar una prestación obligatoria. 

Volviendo al tema de la inclusión del duodécimo del aguinaldo, no parece, 
luego de lo expuesto, verosimil discutirla. 

La ley de 6 de junio de 1944, que es la ley madre en la materia autoriza 
a formular una afirmación definitiva, pues en la expresión "remuneración total 
correspondiente a un mes de trabajo", está reclamada la adjunción del duodé­

cimo de aguinaldo, que la doctrina y jurisprudencia de otros paises, h an con­

ceptuado computable, aún en presencia de expresiones legales menos claras. 
En el mismo sentido, se han pronunciado expresamente los contratos colectivos, 
recientemente suscritos en lt:Jli.1 ( Cfre. LA,IASS~. e p. ci ;.,. ?- <>3. Nota 7). 

En la Argen tina, antes de la consideración del aguinaldo por una ley espe­
cial, les jueces h a bían resuelto que "cuando se ha podido acreditar el dere­
cho". . . "debe tcners~ en cuE:n:a El : . .;:! t inaldo a lo.:; efectos d e !ijar el monto 
de las inderrmizacioncs que acuerda la ley 11.729, sin que influyese para nada 
la denomin~ción que les hubiése dado el patrono al asentarlas en sus libros 
Je comercio" ( GAF.CÍA MARTÍNEZ, ci~ s. p . 23 , ). 

Es un punto sujeto a mtyores controversias, saber si se tiene d erecho 3.1 

aguin:lido, o a una fracción de éste , cuando el clcG}lido ha sido d ecretado con 
.antE>,-ioridad al período en que se sirve. 
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B) El sueldo o salario a tomar como base, será siempre­

el último que el trabajador gozaba; 

C) La remuneración total, incluye no sólo las sumas de 
dinero sino el equivalente en numerario, de las prestaciones o 
beneficios concedidos como consecuencia de la relación de­
trabajo, y susceptibles de avaluación, como el alojamiento Y 

la comida; 
D) También deben computarse, a los efectos del salario­

base, prestaciones servidas por persona distinta al empleador, 
como las propinas, suplementos a cargo del cliente, etc. ( 21). 

E) En el caso de los trabajadores a jornal la indemniza­
ción se calcula sobre veinticinco jornadas, cualquiera sea el 
número de jornadas efectivamente laboradas en el último mes 
de trabajo, el promedio anual, o el régimen de trabajo de la 

empresa ( 22). 

Dice al respecto BARASSI que pueden distinguirse dos situ~ciones, para _el 
caso de despidós decretados en el curso del año: 19) el_ venc1m1ento del_ a _no 
funciona como plazo; 2<?) el vencimiento del ano func10na como _ cond1C10~. 
En el primer caso, el trabajador despedido en el curs~ del ano tendna 
derecho a tantas fracciones de aguinaldo como meses,. qumcenas o semanas 
hubiese trabajado durante el ejercicio, y sólo estana obligado a esperar 

1 
·vencimiento del ejercicio para el cobro de su crédito. En el segundo caso,. 

~ sea cuando mediase una verdadera condición (la presencia del trab~­
jador en el momento de la atribución del aguinaldo), el empleado no estana 

a~istido de esos derechos. . . 
De todas maneras, parece razonable entender con el maestro It~!Iano ,_ que 

en .:~so dP duda, 0 sea .:uando no conste de manera íehacie~te la ex1stencta de 
la condtción suspensiva, d eba estarse a la interpretación mas favorable al tra­
I'SJarlor y r econocerle su derecho al porcenta je dPl aguinaldo. (BARAssx, op. 

cit., t. Ill, p. 43). . . . . t bli 
En Francia, RouAsr-DuRAND, si bien niegan en prmc1p1o el carac er o ga-

tor io de las grat iíicaciones, aceT)t<:n. que cuando se entiendan prometidas, los 
tral~ajadores " tienen un verd ade ro d erecho a ellas, c_on tal que for~en pa~te 
del personal en e l momento en que deben ser reparti~as, aun cuando esa dt'<­

tribución no se opere en realidad sino en fecha postenor, o luego de la exh!l-

c ión del contrato de 'trabajo" ( Précis, N<? 288). . 
(:21 ) Este criterio ha sido recibido inc~uso . en el Decreto. Reglamentarw 

ele 10 de noviembre de 1944. El derecho comun, Cit., pág. 50 , p aragrafo 16. Cfre. 

DE FERRARl, en r ev. "D. L.", T. III, pág. 380. . . . r 

(22) La ley alude a las reducciones del salano por d1a, del s~ano po. 
hora y a destajo. En cuanto a este último, si bien se est~blece .la fo_rmula <le 
dividir el total ganado por el número de jornadas, no se d1ce, que p enado de~e 
~ornarse para efectuar el cálculo. La opinión dominante es _la que toma el ul­
timo año , de modo de equilibrar las irregularidades ·estacwn~le~. del destaJO, 
pero el punto no puede considerarse d e este m~do como deü~1hvamente re­
Guelto. En lo que respecta a la reducción de salano por hora a ¡ornal~s, _la ley 
guard~ absoluto silencio, por lo que pueden considerarse dos proc~d1m1entos: 
la r educción a jornadas de horario normal, o a jornadas de horano ef<>chvo. 
de 10 de noviembre de 1944. El derecho común, cit., pág. 50, parágrafo 16. 
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8. Ya se estableció la forma de considerar el período para 
computar la antigüedad del trabajador, a fin de determinar su 
derecho al beneficio legal. Idénticas reglas deben seguirse 
para fijar el número de meses que comprenderá la indem­
nización. 

En el caso de los trabajadores mensuales, el problema es 
relativamente simple, si se recuerda que para la ley, cuentan 
como años íntegros las fracciones de cualquier duración. Los 
jornaleros, en cambio, deberán acreditar por ·cada año el mí­
nimo de jornadas que fija la ley, singularmente o en promedio. 

De cualquier forma, existe un lí~ite infranqueable: las 
seis mensualidades. Además, los trabajadores con derecho a 
jubilación, sólo pueden aspirar a una indemnización de tres 
mensualidades. 

El concepto derecho a jubilación, ha dado motivo a múl-· 
tiples controversias, pero parece admisible que solo se en­
cuentran en esa situación los afiliados con más de cuarenta 
años de edad y diez de servicios computables ( 23). 

9. Las reclamaciones judiciales para el cobro de la in­
demnización no tienen fijadas por las leyes trámites especia­
les, de modo que se entiende que siguen, en general, las reglas 
del llamado juicio ordinario ( 24). 

Corresponde anotar, empero, algunas particularidades. En 
pri:ner término, la gratuidad de toda la tramitación, ca­
racterística general de todo el procedimiento laboral, que ha 
quedado postulada concretamente en el Art. 79 de la ley N 9· 

10.489 de 6 de junio de 1944 ( 25). 

cuando éste sea menor. Por nuestra parte, entendemos que debe aplicarse el 
~istema que toma en cuenta el horario normal, por cuanto, en la duda debe 
estarse a la solución más íavorable para el trabajador. Sobre las bases de la 
liquidación, V . PLA RooatGuEz, Indemnización por despido de los jornaleros y 
destajistas, en rev. "D. L.", T. I, pág. 41. 

(23) Cfre. DE FERRARI, El despido en el derecho uruguayo, en rev. "D. 
L .", T. III, pág. 375, y una importante jurisprudencia que se cita en El derecho 
común, cit., pág. 52 y ss. Es este también el criterio reiteradamente sostemdo 
por la Caja de Jubilaciones. En contra: PLA RooaíGuEz, Derecho a jubilación, 
~n rev. D. P. y P., T. XIX, pág. 346; El derecho a jubilación a los efectos de 
la indemnización por despido, L. J. U., T. V., pág. 173, y nota a fallo en r~v. 

'D L ." , T . IV, pág. 167; HUGHES, L., El derecho a jubilación supone un beneficio 
permanente? , en r ev. "D L.", T. I , pág. 306, y otro sector jurisprudencia). 

( 24) E l derecho común, C'it., Capitulo~ VI y VII. 
f2:i) BAR8AGELATA, H. H., La gratuidad del procedimiento laboral, en r.ev. 

"D. L.", T. V, pág. 286. 



-168-

En cuanto a la distribución de la obligación probatoria, es 
:actualrn'ente valor entendido, que la prueba del hecho del 
despido incumbe al trabajador que lo aleg~, pero que la de las 
excepciones y, desde luego , de la notorl.a mala conducta, 
corresponde al patrono ( 26). En otros términos, se estima que 
todo despido ha de presumirse injustificado, salvo prueba en 
cont rario. Por la misma razón, se concluye que el trabajador 
no es quien debe probar que se halla fuera de las excepciones 
.legales~ introducidas por la ley N9 10.570. Esta conclusión pesa, 
sobre todo, en la prueba del número de jornadas exigido por 
la ley. 

La prueba de los extremos en que se funda el cálculo de 
la indemnización: salario-base, antigüedad, ca.rencia de dere­
cho a jubilación, sól~ corresponderá al reclamante, si los 
mismos hubiesen sido objeto de controversia ( 27). 

Las dificultades probatorias son, sin embargo, muy gran­
·des para las dos pa.rtes de los juicios por despido, y en este 
,punto pueden desvanecerse las más legítimas expectativas. 

(26) v El derecho común sobr e el despido, cit. ¡:ág. ll5,' PLÁ RODRÍGUEZ, 
en rev. "D. ·L.", T. l , pág. 110; CoELHO D¡¡ ÜLIV>:IRA, B .. Rev. D. P . Y P .. T . X , 
pág. 131. 

(27) V. L. J. U .. N<? 3176; rev. "D. L". T. V., págin:l 44. 
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Apt.·ndice al capítulo XI ( 27) 

LEY N9 10.542, DE 20 DE OCTUBRE DE 1944 

Art. 19 - Extiéndese los beneficios contenidos en los arts. 39, 
59, 69 y 79 de la ley de 6 de junio de 1944, y en las condiciones es­
tablecidas en la misma, a los obreros y empleados de la industria 
y a todos aquellos que presten servicios remunerados en actividades 
privadas o en servicios públicos a cargo de particulares. 

Las garantías acordadas por el artículo 49 de la ley de 6 de 
junio de 1944, son extensivas a los trabajadores de las actividades 
mencionadas precedentemente, sin más excepción que la de los obre­
ros destajistas o a salario por día o por hora de los establecimientos 
típicamente industriales. 

Cuando se trate de servicios que tengan un salario mínimo fi­
jado por la ley, el aumento se hará sobre el salario real, si . éste fuese 
superior al salario mínimo legal. 

Art. 29 - Quedan excluídos de los beneficios otorgados por el 
Art. 39 de la ley de 6 de junio de 1944 y a que alude la presente ley: 

Los gremios comprendidos en la ley de 9 de julio de 1943, re­
lativa a la industria de la construcción , afines y similares; y el ser­
Vicio doméstico. 

Asimismo se imputarán a los aumentos que por esta ley corres­
ponda, los efectuados por convenios colectivos durante los nueve 
meses anteriores a la fecha de sanción de aquélla, y los realizados 
dentro del mismo plazo en forma colectiva. En ambos casos, los pa­
tronos deberán probar, en forma fehaciente, ante el Instituto Na­
dona! del Trabajo, los aumentos efectu ados. 

Las mismas imputaciones se harán cuando se trate de aumentos 
individuales a empleados, dentro del mismo plazo, siempre que prue­
ben también en forma fehaciente, ante el referido Instituto. 

LEY N9 10.570, DE 15 DE DICIEMBRE DE 1944 

Art. 19 - Extiéndese con retroactividad al 19 de octubre de 
1944 las garantías acordadas por el artículo 49 de la 'ley N9 10.489 
de 6 de junio de 1944, a los obreros a destajo o a salario por día 

( 27 ) V., la ley N9 10.489 de 6 de junio de 1944, en al apéndice al Cap. ll. 
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o por hora, de carácter permanente, exceptuados de dicho beneficio, 
por la ley de 20 de octubre de 1944, sin más excepciones que las 
expresadas a continuación: 

1) Trabajadores que realicen trabajos de zafra. 

2) Los contratados para tareas de carácter transitorio. 

3) Los obreros a domicilio. 

4) Los obreros a jornal que n o lleguen a computar doscientas 
cuarenta jornadas durante el año inmediato anterior al despido o 
en cada uno de los años de actividad del período considerado para. 
graduar la indemnización. 

La privación de indemnización se referirá únicamente al año 
en que el trabajador no alcance el mínimo de jornadas. No obstante,_ 
los trabajadores despedidos tendrán igualmente derecho a las indem­
nizaciones equivalentes al salario de un mes por cada año de servi­
cios prestados hasta el máximo legal correspondiente, cuando el pro­
medio anual de jornadas laboradas en el período no resulte inferior 
a doscientas cuarenta. 

Los trabajadores despedidos que no hayan laboradO- en el esta­
blecimiento doscientas cuarenta jornadas, pero sí más de cien, ten­
cirán derecho a una indemnización equivalente al salario de dos 
jornadas por cada veinticinco de labor. A los efectos de fijar las 
indemnizaciones, considérase equivalente a l salario de un mes de· 
r emuneración de veinticinco jornadas. 

Asimismo se computará como una jornada de labor en un día. 
aunque no alcance a ocho horas ( 28). 

En el trabajo a destajo o a salario por hora se harán las reduc­
ciones a salario por día, dividiendo en el primer caso e l total ganado 
por el número de jornadas laboradas. Las excepciones establecidas 
en este artículo rigen también para los empleados y obreros que tra­
hajan en idénticas condiciones en los gremios comprendidos en las 
leyes Nos. 10.489 y 10.495, de 6 y 16 de junio de 1944 (29). 

(28) En este parrafo y en el anterior f iguran dos visibles erratas. que se 

conservan porque aparecen en el Registro N. de Leyes de 1944, pag. 126B y :m. 

el D.O.T. 156, :oág. 110 - A. 
(29i Se estima que la referencia a la ley N<? 10.495, de 1 6 de junio de 

Hl44 se debió a un error. Su texto es el siguiente: "Articulo 19: Los obreros y 

empleados de los comercios y anexos no comprendidos en el Decreto-Ley n° 

~347, de 13 de abril de 1934. gozaran de los benefiéios y garantías estableciaos 

e11 los Arts. 39, 5°, 6° y 70 de la ley de junio de 1944. - Art. 2 n : Los aumentos 

en lns r c>muneraciones a que se, refiere el Art. 3'-' de la ley de 6 de junio de 
l ll'l4, r.:omenzarán a regir -pnra les tral::>ajadores que ampara esta ley- un 

mes antes de la fecha de promulgar.ión. Se retrotraerá al 19 de junio d e 19.14, 

e l régimen de indemnizaciones a que se r ef ie re el Art. 49 de la mencionada 

ley, tanto respecto a los obreros y empleados a que alude esta ley como a lo" 

(Jue beneficia l a presente. - Art. 39 : Se computarán a los aumentos dispuestos 
por esta ley, los ya fijados, durante los nueve meses anteriores · a su sanc1ém. 

por convenios colectivos y registrados ante el Instituto Nacional del Trabajo 
y Servicios Anexados, pero en ningún caso la5 remuneraciones podrán sE-r· 

reducidas". 
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Art. 29 - Los beneficios de la indemnización por 'despido se 
aplicarán con retroactividad al 19 de julio de 1944, en los casos de 
enajenación, fusión, transferencia de establecimientos, sus secciones 
o dependencias, así como cuando la clausura de los mismos no resul­
te de quiebra o concurso, y serán atendidos por el establecimiento 
q•1e con trató los servicios ya prestados por el personal cesante. 

Art. 39 - Desde la sanción de la presente ley y en los casos 
referidos en el artículo anterior, los sucesores, si los hubiere, res­
ponderán subsidiariamente de las indemnizaciones impagas. 



CAPÍTULO XII 

Regímenes espedales de despido 

S UMARIO 

§ 1 . Regímenes especiales en razón de la profesión. 
1) GeneraLidades; 2) Despido de los empleados y obre1·os 
bancarios; 3) Pa1·alelo del ,-égimen banca1·io y el co­
mún; 4) D espido de los trabajadores de la industria 
fTigo?·ífica; 5) Comparación con el regtmen común; 
6)Despido del trabajador 1·ural; 7) Dife1·encias con el ré­
gimen común; 8) D esalojo del trabajado?' 1·ural; § 2. Re­
gímenes especiales en razón de condiciones o estado 
personales; 9) Generalidades; 10) Despido en caso de 
enfermedad considerada p1·ojesional; 11) Dife1·encias con 
el Tégimen común; 12 ) Despido en caso de maternidad. 

§ - Regímenes especiales en razón de la profesión 

1 . Los regímenes diversos del común pueden ser clasifi­
cados en dos grandes categorías, según que la especialidad 
derive de condiciones profesionales o person ales. Los de es­
pecialidad profesional sustituyen la indemnización del régimen 
común; en cambio, los de especialidad por razón de las perso­
nas, son o no excluyentes, aunque siempre ofrecen beneficios, 
muy superiores al común. 

Como se verá, el fundamento de las dos categorías . es di­
Yerso. Los especiales de índole profesional imponen modali­
dades derivadas de la existencia de un régimen jubilatorio 
particular (régimen bancario), del ritmo de la producción 
(frigoríficos ) o de las condiciones de vida y de trabajo de la 

p rofesión (industrias rurales) ( 1 ). 

( 1) En puridad, el DecrP.to de 30 de agosto de 1948, también impuso mo­
<lalidedes especiales, en los casos de despidos de los ayudantes de los. talleristas, 
si estos fueran debidos a la circunstancia de que "un dador de trabajo , indus-
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Los de la segunda categoría, atienden dos aspectos: la 
eliminación del interés económico del despido y la protección 
preferente de los trabajadores en consideración a su estado. La 
indemnización especial, viene a convertirse así, por una parte, 
en una sanción de las reglas de fondo, y por otra en un meca­
nismo de adecuación de la prestación debida al daño sufrido 

que se presume más considerable. 

Se estudiarán, en pi:imer término, l os llamados regímenes 

profesionales siguiendo el orden cronológico. 

2. El personal de los bancos, cajas populares, casas ban­
carías y otras con denominación equivalente, o que desarrollen 
actividades afines o similares, se rige, en materia de despido, 
por la ley de 11 de agosto de 1944. Mas, el Art. 29 de la ley 
de 11 de agosto de 1944 se limitó a disponer que _en cuanto a 
la indemnización prevista por el Art. 49 de la ley de 6 de junio 
de 1944, los trabajadores bancarios, estarán a lo establecido 
por el Decreto-Ley de 29 de enero de 1943 ( 2). 

Es decir, que para los despidos de trabajadores de bancos 
e instituciones similares, contil:iuaron siendo aplicables las 
disposiciones de la ley en que se organizó y reglamentó, defi­
nitivamente, la jubilación de los personales de los Bancos y 

afines. 
Por tanto, es preciso analizar los beneficios que reconoce 

la ley de jubilaciones bancarias a los despidos de ese gremio. 

La ley de enero de 1943, establece, como punto de partida, 
que los empleados bancarios que fuerep exonerados por las 
empresas y tuvieren menos de diez años de servicios, no ti~nen 

trial 0 comerciante. deje de darlo, en la forma h abitu al . a un tallerista". Entre 
ltlS .~Iteraciones de mayor importancia del régimen normal, se dan las siguientes: 
1) Responsabilidad indirecta de l dador de trabajo industrial o comerciante; 2) 
Forma esoecial de cá lculo d e las inde'mnizaciones; 3) Causales especiales d e 
pérdida d~ d er echo a indemnización a cargo del industrial, que repercute sobre 
el derecho d e los ayudantes; 4) Resolución de las cuestiones provocadas por las 
nuevas causales, en caso de responsabilidad indirecta, a cargo de un Tribunal 
Arbitral; 5) Exclusión expresa del derecho a indemnización, por responsabilid'ld 
directa o indirecta, cuando hay falta o merma de trabajo, d ebidamente compro­
bada, esto es, cuando el dador de trabajo no da trabajo a ningún t allerista, o da 
menos a todo~. (V. Art. 12, Decreto cit.). 

(2) V. P LA RonRIGUEZ, Indemnización por despido de los jornaleros Y des­
t a jistas, en rev. "D. L ", T. I , pág. 21. CENTRÓN, E., La estabilidad del funcionario 
y la ley de jubilaciones b anca rias, · Montevideo, 1944. 

• 
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derecho a jubilación por causal de despido. En compen­
sación, esos empleados se benefician con una indemnización 
equivalente a tantos meses de su último sueldo como años de 
servicios bancarios puedan computarse. 

La indemnización debe ser pagada en cuotas mensuales, 
no inferiores al importe de un sueldo, pero el servicio del be­
neficio cesa desde que su titular reingrese a un cargo que de 
derecho a jubilación. 

El derecho a indemnización se pierde por el. bancario 
despedido, cuando su exoneración hubiese sido motivada por 
delito común declarado por sentencia definitiva y firme, y 
siempre que tal delito afecte la honorabilidad funcional del 
trabajador. El trámite queda en suspenso hasta que haya sen­
tencia, o se clausuren los procedimientos. 

También se pierde el derecho a indemnización por des­
pido, según la ley de enero de 1943, cuando el trabajador 
hubiese incurrido en hechos u omisiones que configuren dolo, 
o culpa grave en actos del servicio dentro de la órbita de sus 
funciones. 

La indemnización es pagada según la ley por la Caja de 
J ubilaciones Bancarias, pero las instituciones deberán entre­
_gar a la Caja el importe de tantos meses del último sueldo 
como años de servicios bancarios cuente el exonerado. 

La ley ha previsto especialmente que se consideran 
como despido los casos en que por motivo ajeno a la conducta 
funcional del empleado, se rebaje el sueldo en más de un 
diez por ciento, o se menoscabe en forma evidente su situa­
ción jerárquica y siempre que a juicio del Consejo de la 
Caja existan presunciones graves de que la rebaja o cambio 
rle funciones tienen por objeto crear al afiliado una situación 
insostenible, para obligarlo a dejar su puesto. Es decir, que en 
materia de despido de trabajadores de Bancos , está expresa­
mente pr evista por la ley la forma de despido que la Jurispru­
dencia ha puesto al descubierto en el régimen común y que se 
acostumbra a denominar despido indirecto o disimulado. 

También prescribe e n forma expresa la ley de 1943 que 
-cuando la exoneración del bancario sea originada por la clau-
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sura o cierre definitivo del establecimiento o la quiebra, o· 
causas similares, el exonerado gozará del amparo de la indem­
nización y eventualmente de la jubilación, debiendo las em­
presas servir a la Caja las correspondientes contribuciones. 

3 . Si se compara el régimen común con el especial d~ los 
trabajadores bancarios, surgen inmediatamente una serie de 
diferencias, que pueden resumirse así: 

1 ~ - La indemnización del régimen común se calcula a 
razón de una mensualidad por año , o fracción, de antigüedad, 
con límite de tres mensualidades si el trabajador tiene derecho 
a jubilación y de seis mensualidades en caso contrario. La in­
demnización de los bancarios, se calcula 'a razón de un mes 
por año de servicios bancarios, con un límite efectivo de diez 
años de servicios (pues desde ese momento el trabajador in­
gresa a la pasividad), y otro eventual, el ingreso a un cargo 
que dé derecho a jubilación; 

2~ - El despedido ·en el régimen común recibe su indem­
nización, por los meses que corresponda, según su antigüedad 
y derechos jubilatorios en una sola . vez; el bancario, percibe 
la indemnización en cuotas mensuales no inferiores al importe 
de un sueldo, dentro del límite máximo de su antigüedad y 
hasta que se produzca el ingreso a un nuevo empleo; 

3~ - La indemnización común se paga por la empresa, 
directamente al trabajador, mientras que al bancario le paga 
la Caja, con los fondos servidos por la empresa que decretó la 
exoneración; 

4~ - En el régimen común la causal de pérdida del dere­
cho es la notoria mala conducta; en el bancario sólo se pierde 
el beneficio por delito común, que afecte la honorabilidad fun­
cional, o por hechos u omisiones que configuren dolo o culpa 
grave en actos de servicio; 

5a - El derecho común carece de un procedimiento espe­
cial para juzgar la existencia del despido, o las causales de 
exoneración; lo hay, en cambio, en el régimen aplicable a los: 
bancarios. Es un procedimiento híbrido y de dudosa constitu­
cionalidad , que comienza en la órbita administrativa (Caja de 
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.Jubilaciones Bancarias) y concluye ante los tribunales de 
justicia, y 

6a - En el régimen bancario se preve, especialmente, el 
.caso del despido indirecto, no así en el régimen común. 

4. La situación de los trabajadores de la industria fTi gorí­
fica ofrece particularidades muy importantes, a causa de que 
esta industria está sujeta a paros estacionales ( 3 ) . P or tal cau­
sa, desde el año 1941 , ~e dictaron varias normas dest inadas a 
garantizar a los obreros en sus empleos o a prevenir el desequ i­
librio económico de los períodos de post-zafra. En cam bio, las 
leyes de 1944 sobre indemnización por despido, excluyeron de 
su beneficio a los trabajadores zafrales y por consiguiente a 
la mayor par te de los jornaleros de la industria frigorífica. 

Estos tr abajadores quedaron recién amparados por la ley 
de 15 de marzo de 1946. Luego de sancionada esta norma, la 
cuestión del despido de los trabajadores afiliados a la Caja de 
Compensación por desocupación en la industria frigorífica, se 
plantea en estos términos: 

Cuando se produce el despido de un asalariado, y este 
despido decretado por alguna de las empresas, no es por moti­
vo calificado, a juicio del Consejo de la Caja de Compensación, 
eJ despedido tiene, en primer lugar, una opción entre l a incor­
poración inmediata a los beneficios de la Caja de Compensa­
ciones por desocupación, o el reclamo de la indemnización por 
despido. 

La indemnización por despido, siempre, claro está, que el 
despido sea sin motivo calificado, se integra con dos beneficios : 

a ) Un primer beneficio, similar al del régimen común, 
aunque no idéntico, es percibido directa e inmediatamente por 
eJ obr ero y consiste en la suma equivalente a dos jornales por 
cada 25 jornadas de labor, o mes de permanencia a la or den d e 
la Caja o de las empresas, con un máximo de 75 jor nales si 
tuvieren der echo a jubilación y de 150 en caso contrario; 

b ) un segundo beneficio, consiste en una prestación men-

(3 ) LEZAMA MuÑoz, F., Régimen d el despido en la industria frigorífica, en 
r e v. "D. L .", T. l , pá g. 150; PLA RODRIGUEZ, e n rev. Ci t. p ág. 21 - 22 . 

.12 
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sual que sirve la Caja por cuenta de la empresa, mientras el 
trabajador no ha obtenido ocupación o jubilación, y hasta el 
máximo del aporte de la empresa, que puede ser de 12 meses de· 
compensaciones, de acuerdo con las circunstancias del caso. 

En cuanto a los trabajadores que fueren despedidos por 
las empresas, por alguna causal que no sea de despido, a juicio 
ael Consejo de la Caja, serán declarados "suspendidos" a cargo 
de la Caja y a la orden de las empresas, pero si, llamados al 
trabajo, reincidieran, dentro del año, en algun motivo d e sus­
pensión, serán eliminados de sus registros, perdiendo los be--

neficios de la compensación. 

5 . Si se procede, como en el caso anteriormente examina­
do, a comparar el régimen común con el especial, pueden es­

t ablecerse las siguientes conclusiones: 
P. - La calificación de los motivos del despido y la de­

cisión sobre los derechos indemnizatorios del trabaj ador, en 
el régimen común, es de resorte exclusivo de la J usticia ordi-­
naria. En el r égimen de la industria frigorífica, es el Consejo 
de la Caj a de Compensaciones por Desocupación el que resuel­
ve, en primera instancia, los casos de despidos de los trabaja­
dores afiliados a la misma, sin perjui~io del recurso de 
apelación ante el Poder Ejecutivo y de las acciones judiciales 

del régimen común. 
2~ - En el régimen común, el derecho a indemnización 

~ólo se pierde cuando la causal del despido es la notoria mala 
conducta del trabajador. En cambio, en el régimen para la 
industria frigorífica, este derecho se pierde cuando los asala­
dados incurrieren en algunos de los hechos calificados como 

justa causa de despido, por el Consejo de la Caja. 
3\t - En el régimen común no está especificado qué debe · 

entender se por notoria mal a conducta. Por el contrario, la ley 
de 1946 encomendó al Decreto Reglamentario la determina­
ción de los hechos y situaciones que se consideran justa causa 
de despido. En virtud de ello el Art. 12 del Decreto de 19 de 
diciembre de 194 7, enumeró catorce causas de despido o de 

suspensión justificados. 
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.. 4;;~ - E~ régimen común concede exclusivamente el bene­
ÍlCl~ . de la mdemnización. El régimen para la industria fri­
~onfiCa, d~. al_ despedido sin justa causa, una opción entre le 
mcorporac~on mmediata a los beneficios de la Caja, o el recla­
mo d~ la mdemnización que supone la desvinculación de ese 
orgarnsmo y de sus beneficios. 

. 5;¡. - La indemnización, en el régimen común, si se trata. 
d_e JOr~aleros o destajistas, equivale a tantos meses de veinti-· 
cmco JOrnales, como años en que se hayan computado doscien-­
tas _cuarenta jornadas laboradas, con límite de 3 a 6 meses, 
se~~n que el trabajador posea o carezca de derecho a J'ubi-­
lacwn. 

. La ind~~nización en la industria frigorífica, supone un 
doble benef1c10: Por una parte, una indemnización calculada 
a razón de dos jornales por cada 25 jornadas de labor o m es 
~e ?er~a~encia a la orden de la Caja o de las empresas. El. 
~nrnte JUblla~orio, se conserva, puesto que los máximos son 75-
~or~ale_s, de mdemnización, si el trabajador tuviere derecho a . 
JUbilacwn y 150 jornales en caso contrario. 

. A.d~más. de este beneficio, el t rabajador de la industria 
fngonfiCa, tiene derecho a una compensación mensual mien­
tras no obtenga otra ocupación' o jubilación y hasta un máximo 
que nunca puede superar los doce meses aportados por la. 
empresa. 

6. Las condiciones de vida y de trabajo en las industrias 
r~rale_s, colocan a los obreros ocupados e n estos trabajos en una 
situacwn especial, como ya se tuvo ocasión de advertir res­
pecto de las leyes sobre jornada diaria y sobre li;encia 
anual ( 4 ). 

En materia de despÍdo, el régimen de los trabajadores 
rura:es difiere del-de obreros y empleados urbanos, que fué 
resenado en el capítulo anterior ( 5) . 

. . Los tra~ajadores rurales tienen, en efecto, legislado su 
reglmen de mdemnización por despido en el llamado Estatuto 
del Trabajador Rural. Este estatuto fué sancionado el 16 de 

(4 )' V . supra. pág . 28, sobre el concepto de trabajador r ura l 
"D. 2!. TGIEILISI ~IDART, Anotaciones al Estatuto del Trabajador R ural, 

. • pag . 21. PLA Ronl!IGUEZ, en rev. cit. T . I, pág. 22. en rev; 
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•octubre de 1946 por la ley N9 10.809 y contiene además dis­
posiciones relativas a una materia con_exa:, e~ desalojo ~e~ tra­
oajador rural, a la retribución o salano m1rumo, a la VIVlenda 
y alimentación del trabajador y su familia, rep~ta~os comple­
mentos a la radicación familiar en los establecimientos rura­
les y e~ general a la protección del trabajador rural. 

En realidad, el Código Rural de 1875, ya establecía una 
indemnización para los casos de ruptura brusca del conchabo, 
por contrata escrita del trabajador rural, pero la misma p~día 
deberse en caso de rompimiento del contrato por cualqmera 
de las partes 0 no mediar mutuo consentimiento o algu~a causa 
superviniente y justa. Es decir, que ni el patrono pod1a despe­
dir libremente ni el peón estaba autorizado a abandonar su 

' l • , 

trabajo. Por otra parte, en caso de plantearse reclamacwn por 
este concepto, la decisión incumbía, sin apelación, al Juez de 
Paz que podía imponer lo que el Código llamaba la subsana­
ción de los perjuicios, y si hubiere mala fe, en alguna de las 
partes, hasta una multa en beneficio de la Municipalidad ( 6) · 

El régimen de la ley N9 10.809, es tota:l111ente distinto, si 
bien afirma el principio de la estabilidad del trabajador con 
una antigüedad superior a un año que no podrá ser despedi~o, 
·sin justa causa. · Son causas de despido que excusan. toda_ m-
demnización, las siguientes: 1) mala conducta; 2) mepbtud 
u omisión en el desempeño de las obligaciones inherentes al 
trabajo. La prueba de estos extremos queda, como en el régi- , 
men común, a cargo del patrono. 

El despido de los obreros rurales, con un año de . an_tigü~­
dad y con buena conducta, sin justa causa, debe ser mdemru­
zado a razón de medio mes de sueldo por cada año de servicios 

0 
fracción mayor de seis meses, hasta los tres años de su per­

manencia en el puesto y de un mes de sueldo por cada año, 
cuando el tiempo exceda de tres años. 

E~ conveniente aclarar sin embargo, que de acuerdo con 
el Estatuto del Trabajador Rural, no se consideran amparados 

(
6

) v. Código Rural sancionado por Ley 17-VII-1875, Arts. 649 Y ss.; espe­

cialmente, arts. 660 y 661. 
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por las disposiciones sobre despido los obreros rurales a . 
destajo. 

' 7 . Las diferencias con el régimen común, también en este 
caso, son numerosas aunque no tanto como en los regímenes 
anteriormente examinados. 

1 ~ diferencia : En el régimen común no se exige una an­
tigüedad mínima. En cambio, los trabajadores rurales, para 
tener derecho a indemnización por despido, deberán poseer 
una antigüedad superior a un año. 

2?- diferencia: los obreros a destajo urbanos, tienen de­
recho a indemnización por despido, en las condiciones previs­
tas por la ley N9 10.570 de diciembre de 1944. Los obreros a 
destajo rurales, están desprovistos de derechos indemnizato­
rios, en caso de despido; 

3?- diferencia: La única causal que exime a los patronos 
respecto de los trabajadores urbanos, del pago de la indemni­
zación por despido es la "notoria mala conducta". El Estatuto 
del trabajador rural, preve dos causales eximentes: 1) Mala 
conducta; 2)Ineptitud u omisión en el desempeño de las obli­
gaciones inherentes al trabajo. 

4?- diferencia: La indemnización del trabajador urbano,. 
se calcula, en general, para los trabajadores mensuales, a razón: 
del importe de un mes de sueldo por cada año o fracción de 
actividad. La del trabajador rural, equivale a medio mes de 
sueldo por cada año de servicio o fracción (mayor de seis 
meses) hasta los tres años de su permanencia en el puesto y 
de un mes de sueldo por cada año, cuando el tiempo exceda 
de tres años. 

5?- diferencia: La indemnización del trabajador urbano 
queda limitada a tres meses si el despedido posee derecho a. 
jubilación y puede llegar hasta seis meses, en caso contrario. 
La indemnización del trabajador rural, no tiene fijada limita-­
ción en cuanto a las mensualidades que pudieran adeudarse 
de acuerdo con su antigüedad. 

8. Como complemento del reg1men de despido de los· 
trabajadores rurales, parece oportuno ocuparse de las normas. 
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-especiales sobre su desalojo de los establecimientos, cuando 
habitan en ellos, solos o en compañía de sus familias. 

En cuanto a este punto, d'erogando las normas corrientes, 
. el Estatuto, asimiló a los trabajadores rurales, que no vivan 
con su familia en el establecimiento, al personal del servicio 
doméstico. De esta forma, el trabajador rural, sin familia pue­

. de ser obligado a retirarse del establecimiento en forma inme-
diata, incluso con el auxilio de la fuerza pública. La situación 
cambia solamente cuando el trabajador está radicado en el 
establecim~ento con su familia, en cuyo caso le son aplicables 
las disposiciones de la ley de desalojos, pero para excepcionar­

-se necesita principio de prueba por escrito. 
El trabajador rural, debe también y en todo caso, salvo 

convención escrita, dejar las mejoras o sembrados existentes 
en el predio, y entregar los animales e implementos de trabajo 

que se le hubieren facilitado. 
En cambio, el patrono está obligado respecto del trabaja­

dor despedido y por ende desalojado, a facilitarle el transporte, 
. si carece de recursos, hasta donde haya medios regulares. Lle­
be también permitir la permanencia en el establecimiento por 
_e) tiempo que se considere necesario, en caso de enfermedad 
grave del trabajador, o de algún miembro de su familia que 

-viva con él, cuando ello sea imprescindible por el riesgo que 

derive del traslado. 

§. 2.-Regímenes especiales en razón de condiciones pe1·sonales 

9. Esta segunda clase de regímenes, cuyo fundamento ya 
ha sido aludido, quedó incorporada al derecho positivo uru­

guayo por la ley de 14 de octubre de 1950. 
En el caso de los trabajadores que padezcan una enfer­

medad legalmente considerada profesional, el beneficio de 
indemnización es superior al común y lo sustituye como en los 
regímenes de la categoría anterior; en caso de maternidad, por 
el contrario, el beneficio es suplementario y acumulable c6n 

-la indemnización común o normal. 
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10. Tratándose de obreros "que hubieran abandonado el 
trabajo por enfermedad contraída como consecuencia 0 en 
ocaswn del mismo" ( 7), la ley contempla tres hipótesis . 
A) La no _readmisión luego de comprobada la recuperación.; 
~) ~l de_s?rdo luego del reingreso; C) El no reconocimiento d.e 
.a situ~cwn que correspondería, si la suspensión no se hubiese 
producrdo. 

~a indemnización, en cualquiera de las eventualidades 
p~evrstas, s~ _regula, a razón de tres meses de sueldo por cada 
ano, o fraccwn, de servicios. prestados. 

Es de señalar, que la obligación de readmisión se conserva 
hasta transcurridos diez y ocho meses del abandono por en­
f~rmedad, Y que la interdicción del ulterior despido dura 
cre~to ?:he~ta días, contados desde el reingreso. Esta última 
obligacwn solo puede dejarse de cumplir si se justifica por el 
empleador una causa grave superviniente. 

11 · Las diferencias con el régimen común son aparentes 
pe:o,. por atender un estado de la persona del trabajador, e~ 
practicamente imposible el paralelo, en la forma que se hizo 
respecto de los regímenes de índole profesional. 

Sólo son comparabies, la indemnización acordada y la 
causal de pérdida del derecho. 

En cuanto a la indemnización, la del régimen especial se 
distingue de la común por los siguientes caracteres: 

. 19 Se _calcula a razón de meses de sueldo por años o frac­
cwnes de anos de servicio, tanto para los trabajadores mensua­
l~s ~o~? para los jornaleros, o destajistas, pues la ley no hace 
drstmcwn ( 8) ; 

29 Cada año o fracción de servicios devenga tres men­
sualidades de indemnización· 

' 
~~ No se ha fijado limitación alguna e~ el tiempo, ni con 

relacwn a la posesión de derechos jubilatorios; 

( 7) Sobre este concepto, véase inira, pág. 195. 
(8) La ley se refiere a meses de sueldo, cuando hubiese sido más adecua­

do hace~ lo a. l~ remuneración correspondiente a un mes, pero habrá que enten­
der la diSPOSICIÓn en ese sentido, .procediendo a operar las reducciones y equiva­
lencias en la forma prescripta por e l Art_ 19 de la ley N'? 10.570. 
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41J Mientras que en el régimen común la ley guarda si­

lencio sobre los costos del juicio que hubiera que promover 

para el cobro de la indemnización, en el especial por enferme­

dad, se imponen al empleador, junto con las costas, por el solo· 

ministerio de la ley. 

Si se observa la causal de pérdida de derecho, las dife­

l'encias son aun más notables, pues mientras que en el régimen 

común es la notoria mala conducta, en el especial por enferme­

dad profesional, el empleador debe probar una causa grave­

superviniente. Ello supone, primero excluír de la consideración 

de la conducta laboral toda falta anterior al abandono del tra­

bajo y, además, apartarse del concepto de mala conducta noto­

ria, restringiendo el campo del excepcionamiento patronal 

desde que no todo cua?ro de notoria mala conducta podrá ser 

equiparado a una causa grave. 

12. La indemnización en caso de despido durante el 

estado de gravidez o por no readmisión al término de la licen-· 

cia por maternidad fué ya aludida en el Capítulo VI ( 9 ). 

Este r égimen se caracteriza por ser suplementario del 

común y establecer una indemnización extra de seis mensua­

lidades. Como en el régimen de las enfermedades profesionales, 

la ley no distingue entre trabajadores mensuales y asalariados 

por jornal o· destajo; pero, a diferencia de ese régimen y del 

común, la trabajadora despedida acumulará seis mensualida­

des a la indemnización que le correspondiese, cualquiera sea 

su antigüedad en la empresa que la despide. 

En este caso, la ley no ha previsto ningún excepciona­

miento patronal, lo que significa que para el legislador se 

presume absolutamente que el despido se debe al estado de l a 

trabajadora (1 O) . 

( 9) V. Supra, pág. 90, - PLA RODRÍGUEZ, en rev. "D . L", T . VI pág. 149 

(10) Parece obvio que la indemnización especial se debe, tan to en el caso 

que la trabajadora se halle en goce licencia por maternidad, como antes de 

acogerse a e se beneficio, siempre que hubiese participado su estado al emplea­

dor, o que este fuese notorio. 

CAPÍTULO XIII 

Accidentes d I t .b · r d d e ra aJo y en1erme a es 

profesionales 

SUMARIO 

§ l. _Los infortunios del trabajo y su reparación. 1) Ge­

n~rahdades; 2) Regímenes legales; 3) Conceptos de ac­

ctdente. Y de enfermedad; 4) Beneficiarios de las 

prestacwnes; 5) Responsables civiles · § 2 El Ré · 
d 1 · ' · gimen 

e . os accidentes del trabajo y las enfermedades pro-

fesiOnales . en la ley de 1941. 6) Concepto de accidente 

del tr~ba3o y . enfer~e.dad profesional; 7) Prestaciones 

legales, 8) _Ltmttes maxtmos y mínimos; 9) Procedimien­

to en caso de accidentes; 10) Procedimiento en caso de 

en~ennedad; § 3 . Las enfermedades consideradas pro­

fesiOn~les. 11) Concepto de enfermedad considemda 

profeswnal; 12) Indemnizaciones previstas por la le 

de 14- X .-1950; 13) Continuación. Rentas para los de~ 
recho-habtentes; 14) Procedimiento; 15) Delimitación del 

campo de aplicación de los dos regímenes sobre enfer-

medades p?·ofesionales. 

§ l. - Los infortunios del trabajo y su reparación. 

l. El accidente de trabajo y la enfermedad profesional 

sen dos manifestaciones típicamente laborales de interrupció~ 

del contrato de trabajo. Pero los efectos de estas causas no se 

agotan en la interrup<;ión del contrato, sino que pueden, even­

tualmente, crear una incapacidad permanente para el trahajo, 

o aun, aparejar la pérdida de la vida. 

E~ riesgo de accidente y particularmente el de enfermedad 

profesiOnal, son más factibles en algunas ocupaciones que en 

otras, por las condiciones generales del tr.abajo, por el instru­

mental empleado, por la materia prima elaborada, etc. 
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Frente a estos riesgos, las leyes tienen generalmente dos 
preocupaciones: disminuír las oportunidades de siniestro y 
contaminación, por una parte, y proveer <! la reparación y el 
resarcimiento del daño cuando éste ha sobrevenido ( 1 ) . 

En el presente capítulo, se tratará solamente el último as­
pecto de la cuestión, o sea, de las medidas reparatorias y resar­

citorias del daño. 
En el Uruguay, las leyes que han regulado esta materia, 

desde 1914 hasta 1950, han seguido un proceso que podría 
sintetizarse así: de la responsabilidad patronal por incumpli­
miento de las disposiciones preventivas, se ha llegado hasta la 
responsabilidad sin culpa patronal, fundada en la existencia 
de una relación de trabajo ( 2). 

El derecho vigente, está constituído por la ley N9 10.004 
de 28 de febrero de 1941, con las modificaciones introducidas 
por la ley de 19 de octubre de 1950, y por la ley denominada 
.¿e actividades insalubres de 14 de octubre de 1950 (2). Ello, 
desde luego,· sin perjuicio de la ley N9 5032 de 21 de julio de 
1914, aún en vigor y aplicable en la cuestión que nos ocupa, 
. sobre todo como regulador de la responsabilidad patronal ante 
.el Banco de Seguros del Estado, en los casos que éste lo susti­
tuye en virtud de la póliza ( 4) . 

2 . De acuerdo con los textos legales que acaban de ci­
tarse, pueden distinguirse dos regímenes para la reparación Y 

( 
1 

) En la actualidad, el aspecto prevención y r eparación pri va ~obre t~dos 
los r estantes, en la m edida que se considera muy justamente, que mas conv1ene 

. 1 asible el siniestro y r eparar sus consecuenc1as, que r esarc1r 
ev1 tar en o P " , T 111 , 82 ss 
los daños. V . BARBAGELATA, H. H., en rev. D. L. , . , pag. Y · 

( 2 ) Sobre toda ·esta m ateria , el clásico libr o de DE FERRARI, El nuevo dere -

cho sobre accidentes de trabajo, Montev1deo, 1942. 
( 3 ) DE FERRARI, op. cit.; GRUMBERG, C. E., La legislación del Uruguay en 

· d ·d t del trabaJ·o y enfermedades profesionales, en rev. D. J. matena e acCl en es d 
A T 1 pág 321· BARBAGELATA, H . H ., La reforma de la l ey de 28 de febrero e 

., · ' · "D 'L.. T 1 pág. 404· DE FERRARI, Las nuevas disposiciones l egales 
1941, en rev. . . ' . ' ' • I . 67' p RODRIGUEZ A 
sobre enfermedad profesional , en rev. "D. L. ', T . Vl , pag. • LA ' . ·• 
L3. historia parlamentaria de la le y de actividades insalubres, en rev; !· VI, ~ag 
, 08 . BARBAGELATA, H. H., Las nuevas disposiciones sobre el pago de mdemn1za­
~ió~ por accident e s de trabajo, en rev. "D. L.", T . VI, pág. 16~. 

( 4 ) PEREZ PRINS, J ., Las normas sobre prevenci.ón de acc1~~ntes .~el t~aba­
jo y l a responsabilidad patronal por su inobservanc1a, en rev. D. L . , T . VIII, 

pág. 227. 
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-el resarcimiento de los accidentes del trabajo y las enferme­
,dades profesionales : 

A) Régimen para los accidentes del trabajo y las ~nfer­
medades profesionales, declaradas tales por la autoridad com­
petente (Ley de 28 de febrero de 1941, con las modificaciones 
de la ley de 19 de octubre de 1950) ; 

B) Régimen para las enfermedades contraídas como con­
.secuencia o en ocasión del trabajo en las actividades insalu­
bres (Ley de 14 de octubre de 1950) (5). 

Ambos regímenes, tienen sin embargo una serie de aspec­
tos comunes, no sólo porque la ley de 1941 es aplicable "en 
todo lo que no se oponga" a la de 1950, sino también, porque 
algunos de los conceptos básicos exigen u na definición unívoca. 

3. Un primer punto común a determinar, se refiere a las 
·definiciones de enfermedad y accidente. 

Sabido es que no existe acuerdo sobre la · distinción de 
ambos conceptos, y que hay una tendencia, cada vez más im­
portante en el terreno doctrinal y é'Ún en el derecho compara­
·do, a identificarlos ·(6) . 

La diversidad de prestaciones y regímenes, existentes 
desde la ley de 1950, impone no obstante y ahora más que 
nunca, la diferenciación. 

El legislador se abstuvo de · definir los conceptos mencio­
nados, limitándose a la delimitación de los casos en que el 
accidente se consideraría del trabajo y la enfermedad profe-

( 5) Exist e un explicable debate sobre el a lcance de la ley de acti vidades in­
.fialubres. En cuanto a l as e nfermedades profesionales, parece sin embargo , 
.que deba entenderse que solo se r efiere a traba jadores de l as ocupaciones que 
han sido objeto de declaración por la Comisión prevista por e l Art. :w de la l ey. 
En efecto, si se atribuye al "carnet d e salud" del obrero e l valor de prueba prin­
-cipal, y si la obligatoriedad d e ese carnet y la periodicidad de !os exámenes y 
constancias sólo está impuesta para "todos los empleados y obreros de activida­
des insa l ubres" ( Art. 5°), parece forzoso concluir que las modifica ciones aporta ­
das al régimen de l a ley de 1941 tienen el sentido que se le ha atribuido en el 
cuerpo princpal de la obra. En contra, DE FERRARI, en rev. "D. L.", T . VII, 
_pág. 72. 

(6) Cfre. UNSAIN, Legislación del trabajo, T . III, pág. 87, B . Aires, 1927. 
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sional, y aún la enfermedad profesional del reg1men de 195·~ 

nc es reductible en ninguna fórmula tradicional ( 7) . 

Con todo, parece aceptable fundar la distinción sobre la 

base de un criterio relativo que fué, aparentemente, el que 

tuvo en cuenta la ley últimamente citada. Así, se entenderá 

que hay accidente cuando, en el evento dañoso, priva el ataque· 

€xterior a la integridad física del ser humano. Habrá en cam­

bio enfermedad, cuando prive la acción de los agentes micro­

bianos o, en general de los factores internos ( 8) . 

Ateniéndose a esta distinción, y tomando luego los acci­

dentes y las enfermedades con relación al trabajo, surgen los 

conceptos de accidente del trabajo, de enfermedad profesional 

propiamente dicha y de enfermedad considerada profesional. 

4. Otro punto que puede estudiarse conjuntamente, tiene 

que ver con los beneficiarios de las prestaciones establecidas 

y los obligados civilmente a servirlas. 

Estos conceptos no han sido modificados en 1950 y deben 

pues reputarse idénticos en los dos regímenes. 

Para descubrir los beneficiarios, habrá que remitirse en 

primer lugar al concepto de contrato de trabajo, y a quienes, 

dentro de él, merecen la calificación de obreros y emplea-

(7) Cfre. DE FERRARI, rev. cit., pág. 73. Sobre la distinción entre enferme­

dad y accidente, y los respectivos conceptos: Ro uAST A. - GrvoRD M., Traité du 

droit des accidents du travail e l des maladies professionnelles, pág. 98, París, 

1934; SACHET, A., Traité de la législation sur les accidents du travail, T. 1, pág. 

164, París, 1934; DE FERRARI, El nuevo derecho, Cit., pág. 31; RoUAST - DURAND, 

Précis, 456; Pozzo, J . D., Accidentes del trabajo, p. 281 , Buenos Aires, 1939; CA­

BANELLAS, Tratado, T . IV; PÉREZ BoTIJA, Curso, pág. 248. 

( 8) La llamada enfermedad-accidente, quedaría desde ahora, incluida en 

el concepto de enfermedad profesional, por lo menos en las actividades insa­

lubres. Una muy completa bibliografía sobre las cuestiones limítrofes entre en­

fermedad y accidente, en CABANELAS, Tratado, cit., T. IV, págs. 117-121. La 

hernia seria también en nuestro concepto una enfermedad y no un accidente. 

aun cuando su aparición sea accidental. Por otra parte, l a ley de 1950 se refiere 

concretamente al accidente como generador de la enfermedad (Art. 99, inc. 19). 

La razón de que se hayan incluido ciertas hernias en la categoría de los acci­

dentes eran valederas d entro del régimen de 1941, pero ya no aparece la ne­

cesidad social de mantener la hernia entre los accidentes. Sobre el particular: 

DE FERRARI, El nuevo derecho, cit., pág. 71; SrLVEYRA REYES, A., El problema 

médico legal de las hernias, en rev. "Derecho del Trabajo", de Buenos Aires, 

'1'. 1, pág. 410. -

El problema de los cardíacos, ha sido objeto de una legislación especial. 

de carácter preferentemente preventivo d el evento da>loso. V. Ley N9 11.781 , de 

20-IX-1951; decreto reglamentario d e 2-VII-1952. 
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·cios ( 9.) . . Los principales casos de duda que podría plantearse, 

son as1m1smo resueltos expresamente en la ley de 1941, que 

luego de haber descrito la figura genérica del obrero, se refie­

re, no sólo a los empleados, sino también a los aprendices, 

a los contratados a prueba o ensayo, al servicio doméstico, 

é:l los trabajadores rurales y a los trabajadores de hipódromos 
y studs (lO). 

Por otra parte, la ley ha extendido sus efectos a quienes 

se hallan fuera del contrato de trabajo, puesto que se enumera 

en el a~artado D) entre los beneficiarios, a "toda persona que 

con o stn remuneración, realice trabajos en los establecimien­

tos industriales por orden del dueño" ( 11). 

5 · En cuanto a quienes deben responder en caso de acci­

dentes de trabajo, la ley se pronuncia por la responsabilidad 

civil de los patronos. Asimismo define al patrono, como "toda 

persona, empresa o compañía, que utilice el trabajo de obre­

ros, .s~a .cual fuere su número". El sub-contratista, responde 

subs1d1anamente de los accidentes ocurridos. 

El patrono está obligado a reparar las consecuencias del 

accidente, dentro de los términos de la ley, en todo caso que 

no pueda demostrar el dolo del obrero, es decir que la lesión 

hoya sido provocada o agravada voluntariamente por el tra­
-bajador ( 12). 

No obstante esto, el patrono tiene un camino para descar­

g_arse de responsabilidad respecto de sus obreros, y es asegu­

randolos contra accidentes de trabajo en el Banco de Seguros 
del Estado. 

El régimen de seguro es, pues, solamente facultativo o 
voluntario ( 13). 

<~.> V. supra, pág. 137 Y ss. Cfre. DE FERRARI, El n uevo derecho, cit., pág. 41 

Tami:>Ien es ése el criterio señalado por LABURE, L., El concepto de obrero en 

nuestra ley de accidentes del trabajo, en rev. "D. L.", T. VI, pág. 89, a unque 

se hace la salvedad de que no se comparten algunos aspectos de su desarrollo. 
( 10) DE FERRARI, Op. Cit., pág. 23. 

( 11 ) Están, por consiguiente, incluídos los servicios benévolos y los ar­

tesanales fuera del taller del trabajador o a domicilio del cliente-industrial. 
( 12) DE FERRARI, op. cit., pág. 75. 

. (13) El seguro es, sin embargo, obligatorio para el Estado, los munici­

PIOS: e.ntes aut~nomos Y demás personas morales que tengan a su cargo esta­

blecimientos publicos, respecto de los obreros empleados "en trabajos manua-



190-

Corresponde examinar, a continuación, los aspectos en· 

que los dos regímenes se separan, y principalmente,_ l~s pres­
taciones que respectivamente acuerdan y el procedumento a 
seguir, aunque éste conserva algunas etapas y trámites co-

munes. 

§ 2. - El régimen de los accidentes del trabajo y de las 
enfermedades profesionales de la ley de 1941 

6. El accidente del trabajo es para la ley de 1941, el que 

ocurra a los beneficiarios del sistema "a causa del trabajo o en 
ocasión del mismo" ( 14) . La enfermedad profesional entra 
dentro de su mismo régimen, toda vez que como tal haya sido 
declarada por la vía reglamentaria ( 15) y que se cumplan las 
siguientes condiciones : a) su aparición durante el trabajo en 

algunas de las ocupaciones comprendi~as ~n el riesgo o den~;o 
de ciertos plazos previstos; b ) la habituahdad de la ocupacwn 
en las tareas reputadas susceptibles de causar la enfermedad. 

!es". (Articulo 11, L. 10.004). Otras leyes han extendido la obligación de ase­
gurar en ciertas actividades privadas, como el trabajo en montes, bosques Y 

turberas (Art 49 L. N'! 10.471). . ( 14l La disp~sición es similar o parecida a la "todas la_s leyes e~tran¡e-
ras sob:te la materia", dice DE FERRARI, op. cit., pág. 56. _Esta c~cunstancia, ~ace 

P
licable l a elaboración de la doctrina y jurisprudencia íoraneas, e n pGar ICU-

a · S •t T I pág 195· ROUAST- IVORD, 
lar las francesas. V. en especial ACHET, op CI .. . , · • 

•t ág 105· RouAsT-DuRAND, op. cit., pág. 470. _ 
op. ~l.,p~in~ipal 'problema particular que crea la interpretación de~ conce.~to 
legal es el de los accidentes en trayecto y misión. Respecto del acc1dente

1
. de~ 

misión", no pueden existir, sin embargo. dudas sobre .~~ ~elac1ó~ de causa. 1 a 
el trabajo. En cuanto a los verdaderos accidentes. ¡n Itine~e , l a doctrina Y 

con . d . . nales han aceptado con la junsprudencia francesa, ante­
la junspru encia nacio • tr 1 ) do 
rior 3 la ley de 30 de octubre de 1946, la responsabilidad pa ona : a cuan 
el empleador hubiese tomado a su cargo el transporte del personal, b) cuando 
hubiera sido esti p ulada expresamente; e) cuando existiera peligr.o en el ~cc~so 
al establecimiento; d) c uando hubiese mediado encargo de una dilige~cia . e m ­
t • ara la emoresa en el trayecto habitual. Cfre. DE FERRARI, op. cit., pag. 65. 
Ler~s p francesa de 1946 manteniendo la fórmula clásica, ha aclarado que debe re­
p~ta~~e "también accid~nte del tra bajo, el ocurrido "in iti~ere" a l~s traba¡a­
dores comprendidos, con tal que el r ecorrido no haya sido mte.rrumpid~ o alte-

t· d ·ctado por el interés personal de l traba¡ador o mdepen-
r~do pord un mo IVOI o~' V "El régimen para la .. prevención Y r eparación de 
<hente e su emp e . . 
accidentes", en rev. "D. L .", T. III, pág. 91. .. 

Sobre accidente en trayecto en general, V. FERNÁNDEZ GIANOTTI, en La 

Le ", de B. Aires, T. 55, pág. 459. Rev. D . J. A, T XLVI~, 194. - el' 
Y ( 15 ) Desde 1937, por la ley N'? 9 .743, de 17 de diCiembre de ese a~o, 

Banco de Seguros del Estado está encargado d e solicitar al Poder E¡ecuhvo la 

declaración de nueva s enfermedades profesionales. 
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Tanto el accidente como la enfermedad, para que pongan 
en marcha el mecanismo de la ley, deben causar una ·incapaci­
dad de trabajo temporal o permanente o la muerte del 

trabajador. 

7. En cuanto a las indemnizaciones, o sea a las cantidades 
de ci.inero, y a las otras prestaciones que la ley pone a cargo de 
los patronos en caso de accidentes de trabajo, debe hacerse 
una distinción previa. . 

Si el accidente provoca una incapacidad temporal, es de­
cir por cierto tiempo, el trabajador tiene derecho a una indem­
nización diaria, equivalente a la mitad del salario que percibía 
en el momento del accidente, hasta los treinta días de ocurrido. 
A partir de ese día, la indemnización temporal que debe ser­
virse por el patrono, alcanza a los dos tercios del salario. Esta 
indemnización, se complementa con la prestación de los cui­
dados y asistencia, desde el día del accidente y hasta la cura­
ción de las lesiones que haya provocado, o su consolidación. 

Cuando el trabajador pierde toda o parte de su anterior 
capacidad, sea porque el accidente tiene consecuencias letales, 
sea porque no es posible evitar que la lesión se consolide con 
un déficit de la capacidad del obrero o empleado, se está en 
presencia de situaciones que exigen indemnizaciones de carác­
ter permanente. 

En caso de incapacidad permanente, dice la ley que el 
tl·abajador tiene derecho a que el patrono le sirva una renta 
igual a la reducción que la incapacidad hay a hecho sufrir 

al sueldo o salario, menos un quince por ciento del monto 
de dicho sueldo o salario, sin que la renta pueda ser inferior a 

la mitad de la reducción sufrida. No se paga ninguna renta en 
zl caso que la incapacidad parcial permanente no alcance a 

provocar una reducción de l 10 %. 

No obstante, la indemnización puede llegar hasta un 
100% del sueldo o salario del siniestrado, si a consecuencia del 

accidente quedara incapacitado en absoluto, inc.luso, en estado 
de no poder subsistir sin la asistencia y cuidado de otras 
personas. 

Si el accidente produce le muerte del trabajador, la ley 
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preye en el Art. 15 las distintas rentas que corresponderán al 
cónyuge sobreviviente de por vida, y a los menores o incapa­
ces, que vivían a cargo del trabajador hasta cierta edad o en 
ciertas condiciones. A falta de éstos y aquél, la ley confiere de­
rechos a los ascendientes que vivían a expensas del tra­
bajador ( 16). 

Son también de cargo del patrono, dentro de una cantidad 
máxima fijada por las leyes, los gastos de entierro, así como 
los de la asistencia anterior de la víctima. 

8. El régimen de indemnizaciones permanentes está limi­
tado en cuanto al monto máximo que podrá servirse a los 
beneficiarios. Estos límites son de dos clases, uno general e 
inflexible, en consideración al salario anual máximo de la víc­
tima, que luego de la ley de 19 de octubre de 1950 está fijado 
en tres mil pesos anuales ( 17) . 

La segunda clase de límites aparece en los accidentes que 
han producido la muerte del siniestrado, cuyas prestaciones 
nunca podrán exceder de los 2/3 del salario anual de la vícti­
ma, aunque éste sea inferior a los tres mil pesos, sufriendo las 
rentas a servirse, si excedieran dicho porcentaje por la concu­
rrencia de varios derecho-habientes, una reducción propor­
~ional. 

'l'ambién está limitada la cantidad a servir por concepto 
de gastos de entierro, que en la actualidad llega hasta ciento 
cincuenta pesos, pero no existen límites para los gastos de 
asistencia (médicos, quirúrgicos, farmacéuticos, protéticos, de 
transporte, etc.) ( 18). 

Por el contrario, están previstas indemnizaciones diarias 
mínimas en la actualidad de $ 1.00 que corresponden servir 
cualquiera sea el salario del siniestrado, y un salario-base 
mínimo para el cálculo de las indemnizaciones permanentes, 
por un valor de $ 520.00 anuales. 

9. El procedimiento en caso de accidentes y de enfer­
medades profesionales, no es enteramente coincidente. 

(16) Sobre el orden de llamamiento, V. DE FERRARI, op. cit., pág. 102 y ss. 
(17) V. rev. "D. L.", T. VI, pág. 162. 
(18) V . rev. "D. L.", T. VI, pág. 162. 
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En los casos de accidente, es necesario distinguir dos si­
tuaciones: que el patrono esté asegurado, o que no lo esté. 

Cuando no se trata de obreros asegurados, el procediinien­
to comienza en la denuncia. Todo accidente que cause al tra­
bajador una incapacidad de más de tres días debe ser, de­
nunciado por el patrono dentro del quinto día, o por la víc­
tima ·o sus representantes dentro de los 15 días, ante el .Juez 
de Paz de la sección en que e l accidente hubiere ocurrido ( 19 ). 

Inmediatamente después de presentada la denuncia, que 
deberá contener las especificaciones necesarias, el Juez de Paz 
levantará una informaci~n sumaria, procurando dejar cons­
tancia, entre otras cosas: de la causa, naturaleza y circunstan­
cias del accidente, de las víctimas causadas, con todos los deta­
Jles relativos a cada una de ellas, tales como salario, personas 
con derecho en caso de fallecimiento, etc. Esta información 
debe ser levantada por el Juez con conocimiento de las partes 
interesadas, las cuales podrán solicitar se adopte las diligencias 
que estimen oportunas. ' 

Si se trata de· obreros asegurados contra accidentes de 
trabajo en el Banco de Seguros del Estado que tiene el mono­
polio de este tipo de seguro desde el 8 de abril de 1914, el 
patrono queda exento de las formalidades legales, bastando 
que haga la correspondiente denuncia en las oficinas del Ban­
co o sus agentes, dentro de las cuarenta y ocho horas en Mon­
tevideo, o directamente o por carta recomendada expedida 
dentro de los cinco días, cuando se t rate de los demás depar­
tamentos. 

Tanto en los casos de trabajadores asegurados como de no 
asegurados y mediando o no información, las reclamaciones 
por accidente de trabajo, pueden llegar a plantear un verdade­
ro juicio, que se ventilará ante Juez Letrado, de acuerdo con el 
procedimiento para los juicios ordinarios de menor cuantía, 

(19) Hay una perención del derecho a la denuncia, señala justamente 
DE FERRARI,' op. cit., pág. 126-127, porque luego de transcurrido esos términos, 
la información sumaria ya no tendría sentido, pero, la falta de denuncia no 
p erjudica el derecho a indemnización, más que en la medida que se ha per­
dido una prueba de verdadera eficacia. 

13 
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-que supone una leve abreviación de los trámites ( 20) . Todos 

los trámites son enteramente gratuitos. 

La apelación en estos juicios sólo se concede en relación 

y sin efecto suspensivo, lo que crea la obligación de inmediato 

cumplimiento del fallo de primera instancia ( 21). 

Con relación al procedimiento, es oportuno destacar, que 

]as partes no pueden efectuar transacción alguna apartándose 

de las reglas legales y que incluso el acuerdo de partes para 

la calificación de la lesión y la determinación de la indemniza­

ción, no tendrá valor si no ha intervenido el Asesor Letrado 

de1 Instituto N. del Trabajo o el Fiscal Letrado Departamen­

tal o quien lo represente ( 22). 

La acción prescribe legalmente a los dos años de ocurrido 

el accidente, pero una vez declarado el derecho es posible in­

tentar la revisión de la indemnización fijada en los casos d e 

K"gravación o muerte del siniestrado. El patrono también pue­

de accionar por revisión, en los casos de atenuación de la 

incapacidad. 

10 . El procedimiento en caso de enfermedad profesional, 

supone la denuncia, como para los accidentes, estando autori­

.za.dos a practicarla, no sólo los interesados, sino hasta "el 

médico asistente o cualquier persona en calidad de gestor de 

negocios". 

La denuncia debe ser comunicada en el día y por carta 

(20 ) La ley prevé. expresamente, que en caso de existir seguro, el p a ­

trono no puede ser demandado, pudiendo serlo el Banco directamente ( art. 49 

y ss.) . La jurisprudencia es firme en considerar Juez competente en estos ca­

sos. el Letrado Nacional de Hacienda y de lo Contencioso Administrativo, que 

corresponda. 
(21) Existe también una abreviación de trámites, en cuanto al procedi­

miento para la determinación del salario anual base, si éste ha sido contes­

tado (art. 28). La Ley, en sus Arts. 22 a 29 contiene, asimismo, diversas norm>~s 

para practicar las reducciones, cuando se trata de jorna leros, destajistas, apren­

dices y aún trabajadores no remunerados. El art. 29, fué modificado P"Or la ley 

de 19-X-1950. 
(22) Un caso especial por prestarse a violaciones de la ley es e l planteado 

por la petición del accidentado para a.usentarse del país, que le permite cobrar 

el importe integro de tres anualidades, como definitiva indemnización ( art. 63). 

V. DE FERRARI, La intervención del Asesor Letrado del Instituto N . del Trabajo 

en caso que el accidentado se ausente del pais, en rev. "D. L .", T . I, pág. 251. 
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recomendada al patrono, al Banco de Seguros y al Instituto N. 

del Trabajo y Servicios Anexados. 

En caso de litigio, el procedimiento coincidirá sustancial­

mente con el previsto para los accidentes de trabajo. 

§ 3. - Las enfermedades consideradas profesionales 

11. Aunque el texto de la ley sobre actividades insalubres 

no es. nada claro, parece posible afirmar que luego de su pro­

mulgación ha surgido un nuevo tipo de enfermedades, las en­

fermedades consideradas profesionales ( 23 ) . 

Dos de estas enfermedades están, por otra parte, descr iptas 

por la ley en su Art. 8, apartado A) : la sífilis de los sopladores 

de vidrio y la tuberculosis de los que inhalan polvos de la 
1nasa. 

La nueva clase de enfermedades profesionales, posee las 
siguientes características: 

A) La consideración de profesional, se atribuye, no en 

atención a su propia condición de tal, sino a la insalubridad 

general de la actividad; 

B) No se precisa, por consiguiente, que la enfermedad 

esté declarada profesional, sino que la actividad esté calificada 
como insalubre; 

C ) Cualquier enfermedad puede ser considerada profe­

sional, si fué contraída como consecuencia o en ocasión del 
trabajo ( 24). 

En resumen, dentro de esta categoría, el legislador viene 

a considerar profesional la ,enfermedad, partiendo del supuesto, 

que la insalubridad general de la ocupación coloca al cuerpo 

humano en una situación de disminución de la resistencia 

frente a los agentes patógenos. 

12. - En el punto de las indemnizaciones, la ley de 1950 

sobre actividades insalubres mantiene la distinción entre in-

(23) V. nota 5, .9ág. 187. 
( 24) La expresión tiene una gran semejanza con la clásica definición rle 

{os a ccidentes, incluso contiene la referencia a la "ocasión" del trabajo. 
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capacidades temporales y permanentes, desde que prevé el pa­
go del salario íntegro mientras dura la enfermedad y una ren­
ta si sobreviene una incapacidad permanente, o la muerte del 
enfermo. 

Durante el período de la enfermedad el beneficio es, por 
consiguiente, muy superior al de la ley N9 10.004, que sólo cu­
br'e la mitad o los dos tercios del salario ( 25). 

Las indemnizaciones permanentes son también más eleva­
das que las del régimen de 1941, puesto que la renta a servirse· 
O..eberá ser igual a la reducción que la incapacidad haya hecho 
sufrir al sueldo o salario. 

En cuanto a la incapacidad total y permanente, también da 
derecho al salario o sueldo que se ganare, sin limitación algu­
na, ni porcentual, ni tope máximo. La ley adopta, además, a 
este respecto, el criterio de la incapacidad con relación al ofi­
cio (26). 

13. - Tamoién es diferente en la ley de 1950 el sistema 
previsto para el caso de muerte del enfermo. 

Por de pronto, la renta del cónyuge, que en la ley de 1941 
es del 30%, pasa al 50% y además, no se hace alusión a límite­
alguno, ni se excluye al marido, que dentro del régimen ante­
rior sólo tiene derecho si justifica su incapacidad para el traba-· 
j'o. También se acepta como generador del derecho, el vínculo 
matrimonial posterior al accidente, si responde a la regulari-~ 

zación de un concubinato anterior de duración mayor de un año. 

En cuanto a las rentas correspondientes a los menores de 
16 años, e incapaces que vivían a expensas del obrero fallecido 
a causa de una de estas enfermedades, la ley de 1950 mantiene 
la redacción de la ley de 1941, pero aumenta las rentas corres­
pondientes a los menores o iricapaces que no tengan padre o 
madre sobreviviente. Estas rentas, que según la ley N9 10.004 
pueden elevarse hasta el 30% del salario anual para cada uno 
de los menores o incapaces, en el nuevo texto pueden ser del 
50% por cada uno de ellos. 

( 25) Esto es lógico y salva la contradicción con el art. 156 d el C . Co. de­
nunciada por PLA RoDRÍGUEZ, en r ev. "D. L.", T . V, pág. 231 y que también sor­
prende a l a doctrina argentina. Debe entenderse que estos b eneficios son sin 
perjuicio de los demás incluidos en la ley N<! 10.004. 
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Además, mientras para la ley de ·1941, las rentas quedan 
:siempre limitadas por el tope máximo de los dos tercios, la ley 
de 1950 no ·conoce otro limite que el sueldo o salario anual del 
siniestrado, es decir, que en conjunto estas rentas para los me-
nores o incapaces pueden llegar al 100%. ' -

14. - Respecto del procedimiento, la ley de 1950 no con­
tiene otra referencia que la muy vaga del apartado A) del art. 
8'.1, cuando dispone que "el Banco de Seguros del Estado las 
·considerará enfermedades profesionales", que permite encauzar 
el trámite hacia el de la ·ley N<? 10.004 (Arts. 69 y ss.), y el lla­
mado principio de la ,wueba principal que significa, por el con­
trario, una derogación de las reglas proces_ales de esa ley ( 27) . 

El principio de la prueba principal, se vincula con el uso 
obligatorio del "carnet de salud" instituído por la ley N<? 9697, 
y con la revisación médica semestral. 

Queda en pie, sin embargo, la duda sobre si la prueba prin­
-cipal del carnet puede ser atacada, es decir, si el empleador 
puede probar contra los · datos del carnet, negando la existen­
da de la afección, o negando relación . de causalidad u ocasio­
nalidad con el trabajo. 

Aun, parece dudoso resolver, si el trabajador puede pro­
veer otras probanzas relativas a la enfermedad y a su condi­
ción de haber sido contraída en el trabajo. 

Las dos series de dudas parece que deben resolverse en el 
.sentido afirmativo, por cuanto no se ha postulado el carnet co­
mo prueba absoluta, ni su obligatoriedad y validez parecen me­
recer otra sanción que la multa ( 28) . 

15. La cuestión más delicada consiste en delimitar los 
respectivos campos de aplicación de los regímenes las enfer­
medades profesionales y para las consideradas profesionales, 

(26) Este criterio ha sido fuertemente criticado por DE FERRARI, en r ev. 
'D. L.", T. VII, pág. 80. 

(27) DE FERRARI, en rev. cit., pág. 78, llama la atención sobre los incon­
venientes de este régimen, que obl'iga al trabajador a trabarse en una discu­
sión que el régimen de 1941 elinúnaba. 

( 28) El r égimen de 1950 está, en cambio, severamente sancionado, en lo 
que se refiere al derecho del trabajador enfermo que se recupera, para re­
integrarse a su puesto. V. al respecto l Cap. XII, págs. 
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pues a primera vista el sistema de 1950 abarca la totalidad de 

hipótesis posibles de enfermedades profesionales, aunque el 

criterio seguido para su determinación sea distinto. 

Sin embargo, parece claro que la ley de 1941 será siempre 

aplicable a las enfermedades declaradas profesionales, que so­

brevengan a trabajadores ocupados en actividades no declara­

das insalubres. En otras palabras, la ley de 1950 beneficiará a 

los enfermos comunes y profesionales de las actividades insalu­

bres, pero puede darse la aparición de una enfermedad decla­

rada profesional en una actividad no determinada como insa­
lubre ( 28 bis). 

(28 bis) Como las declaraciones de insalubridad son aún muy escasas, el 

caso apuntado es todavía r egla general. 

No obstante mediar la declaración de in salubridad de la ocupación 0 de l a in­

dustria, la ley de 1941 podría resultar aplicable, para el caso, de no poderse pro­

ducrr la prueba de l a consecuencia u ocasión de! t rabajo exigida por la ley de 

1950. E l r égimen de la ley de 1941, aun menos favorable, podría servir los inte­

reses de un trabajador, que de otro modo quedaría totalmente desamparado. 
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Apéndice al capítulo Xlll (29) 

LEY N9 11.577 DE 14 DE OCTUBRE DE 1950 

(Actividades insaZubTes) ( 30) 

Art. 19 - N o podrá ser mayor de seis horas la jornada de tra -­

bajo de los empleados y obreros de actividades que, por las condi­

ciones en que se efectúa el trabajo o por los materiales que se ma­

nipu1an, sean consideradas perjudiciales para la salud. 

Art. 29 - El Poder Ejecutivo realizará una investigación dentro 

del plazo de noventa días de promulgada esta ley, sobre las enfer­

medades profesionales contraídas en la realización de trabajos insa­

lubres, como causa o en ocasión de los mismos, enviando estos antece­

dentes al organismo que se crea por el artículo siguiente. 

De Za Comisión HonoraTia de Tmbajos InsaZubTes. 

Art. 39 - Créase una Comisión integrada por un delegado del 

Ministerio de Industrias y Trabajo; uno del Ministerio de Salud Pú­

blica; u no de la Facultad de Medicina; uno de la Facultad de Inge­

niería y uno del Banco de Seguros del Estado, con el cometido de 

determinar aquellas actividades en las que corresponda la aplicación 

de la presente ley. 
' Dicha Comisión se denominará "Comisión Honoraria de Traba· 

jos Insalubres", siendo de cargo del Ministerio de Salud Pública 

proporcionarle local, funcionarios y los útiles de trabajo necesarios 

para el cumplimiento de sus funciones. 
Podrá requerir la colaboración que necesite de las distintas r e­

particiones administrativas, solicitar informes, pedir el allanamiento 

de locales de trabajo, someter a inspección los procesos industriales 

que ·estime oportunos y sugerir al Poder Ejecutivo las medidas de 

higiene y protección obrera tendientes a corregir o atemperar la 

insalubridad del trabajo. 

Art. 49 - La Comisión Honoraria determinará, a petición de 

parte o de oficio, por mayoría absoluta de votos, en resolución fun­

dada, las actividades que repute insalubres. 
Contra las resoluciones de la Comisión podrán interponerse, con 

los fundamentos correspondientes, los recursos de reposición y ape-

(29) El texto de la ley n Q 10.004, no se transcribe a causa de su extensión. 

(30) Los arts. 16-17 de la ley N<? 11.577, sobre actividades insalubres, de 

14 de octubre de 1950, pueden verse en el apéndice al Cap. VI, pág. 94. 
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lación en subsidio dentro del término de diez días perentorios de pu­
blicadas en el "Diario Oficial". 

Podrán ser recurrentes los patronos, los sindicatos con persone­
ría jurídica que representen a los obreros interesados en la resolu­
ción o el 5% de los empleados y obreros de la actividad considerada. 

La apelación será resuelta por el Ministerio de Industrias y Tra­
bajo dentro 9el plazo de treinta días de llegada a su conocimiento, 
previo dictamen de la Facultad de Medicina que deberá expedirse 
en un término no mayor de diez días perentorios contados desde la 
recepción del expediente. 

Si el Ministerio de Industrias y Trabajo no dictaminara dentro 
del plazo establecido, quedará firme la resolución recurrida. 

Del control médico 

Art. 59 - El Carnet de Salud instituido por la ley N9 9.697 de 
16 de setiembre de 1937, es obligatorio para todos los empleados y 
obreros de actividades insalubres. 

Dichos empleados y obreros deberán ser sometidos a una revi­
sión médica semestral, anotándose las noticias que correspondan en 
su Carnet de Salud. 

La revisación se efectuará en los propios establecimientos o en 
consultorios particulares, por médicos elegidos de común acuerdo en­
tre la empresa y los asalariados, lo que se comunicará de inmediato 
a1 Ministerio de Salud Pública. 

De no mediar acuerdo, éste los designará entre los médicos de 
sus reparticiones hospitalarias. 

Los gastos devengados por estas revisaciones serán de cargo de 
los patronos. 

Art. 69 - La validez del Carnet de Salud se mantendrá mientras 
¡;e efectúen los exámenes médicos en la forma prevista por el artícu­
lo anterior. 

El Instituto Nacional de Trabajo verificará el cumplimiento de 
lo establecido en el artículo 59, penándose a la empresa con una mul­
ta de"$ 20.00 por cada obrero que no tuviera su Carnet de Salud 
€n condición legal. 

En caso de reincidencia se duplicará la multa. 

Homrios especiales 

Art. 79 - Los horarios especiales de trabajo para las activida­
des que sean consideradas insalubres por aplicación de esta ley de­
vengarán el mismo salario que el que se haya determinado para la 
jornada completa en esas mismas actividades, por los laudos o con­
venios vigentes. 

Esa equivalencia de salario entre los horarios especiales y la 
jornada legal máxima de trabajo, será mantenida mientras subsista 
la calificación de insalubre para la actividad de que se trata. Esta 
€quivalencia rige también para los obreros destajistas. 

El mínimo de la jornada diaria de trabajo de los obreros y em-
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:pleados comprendidos en esta ley, no podrá ser inferior a tres horas 
:y su remuneración deberá alcanzar el 65 % de la recoi\ocida para la 

jornada total. 

Enfermedades p1·ofesionales 

Art. 8<? - A) En caso de enfermedades contraídas como conse­
cuencia o en ocasión del trabajo (sífilis de los sopladores de vidrio, 
tuberculosis de quienes iflhalan polvos de la masa o trabajan en cá­
maras frigoríficas, etc) , el Banco de Seguros del Estado las conside­
rará enfermedades profesionales, debiéndose abonar el equivalente 
al jornal íntegro por todo el tiempo que dure la enfermedad. El Car­
net del obrero tendrá valor de prueba principal a esos efectos. 

B) La renta en caso de incapacidad permanente será igual a la 
reducción que la incapacidad haya hecho sufrir al sueldo o salario. 

Si la incapacidad fuere total, la renta alcanzará el equivalente 

del salario o sueldo que ganare. 
El concepto de incapacidad tota1 y permanente sé establecerá en 

función directa del oficio o labor desempeñada por el beneficiario, 
sin tenerse en cuenta sus posibilidades de readaptación para ejercer 
otros trabajos, mientras el Estado no funde escuelas de reeducaci.ón 
profesional y reglamente los derechos y obligaciones de los egresados. 

Art. 9<? - En caso de muerte del obrero o empleado, la renta 
de sus causahabientes se regulará por las siguientes normas: 

19 Una renta vitalicia igual al 50% del salario o remuneración 
anual para el cónyuge sobre~viente no divorciado o separado de 

·cuerpos a condición de que el matriomio se haya celebrado con an- • 
teriori<lad a la fecha en que ocurrió el accidente o que el realizado 
posteriormente responda a la regularización de un concubinato de 
·duración de más de un año. 

2<? Una renta que se determinará con arreglo a las disposicio­
nes que siguen para los mayores de 16 años incapaces que vivían 
a expensas del obrero o empleados, sea cua.l fuere el lazo jurídico 
que a éste los uniere, siempre que se justifique debidamente ese 

hecho. 
No será necesaria esa justificación cuando los menores o inca­

,paces sean hijos legítimos o naturales del obrero fallecido. 
Se presume que los menores o incapaces se hallan en el caso del 

primer párrafo de este inciso, cuando son descendientes o colatera­
les, hasta el tercer grado del obrero muerto, y vivían en la misma 

morada de éste. 
39 A) La renta, si los menores o incapaces tienen padre o 

·madre sobreviviente será del 20% del salario anual, si no hay más 
que uno; del treinta y cinco por ciento, si hay dos; del cuarenta y 
cinco por ciento si hay tres; y del cincuenta y cinco por ciento si 

'hay cuatro o más. 

B) La renta, si los menores o incapaces no tienen padre ni 
madre sobreviviente, podrá elevarse al cincuenta por ciento (50%) 
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del salario anual para cada uno de ellos, hasta el límite del sueldo 
o jornal que ganaba el siniestrado. 

En todo lo que no se oponga a la presente ley, será aplicable 
lo dispuesto por la ley N9 10.004, de 28 de febrero de 1941. 

Art. 10. - Los obreros que hubieren abandonado el trabajo por 
enfermedad contraída como consecuencia o en ocasión del mismo, 
deberán ser readmitidos una vez comprobada su recuperación, go­
zando de la misma situación que les habría correspondido si no se 
hubiera producido la suspensión del contrato de trabajo y siempre 
que su ausencia no hubiere excedido de 18 meses. 

No podrá hacerse efect ivo el despido del obrero readmitido, 
hasta que hayan transcurrido, por lo menos, 180 días a contar de su 
reingreso, salvo que se justificase por el empleador causa grave 
superviviente (31). 

El empleador que violare lo dispuesto en este artículo, deberá 
abonar al asalariado una indemnización equivalente a tres meses 
de sueldo por cada año o fracción que hubiere trabajado a su servi­
cio más las costas y costos del juicio si lo hubiere. 

Art. 11. - Las empresas n o estarán obligadas a pagar indemni­
zación al trabajador que h ubiere ingresado en sustitución de un 
obrero enfermo y que fuera despedido por el reingreso de aquél al 
haberse r ecuperado. 

En la toma de personal a que se refiere este artículo, el patrono 
le notificará las condiciones de admisión. En los casos de este ar­
tículo se comunicará la admisión temporaria del obrero al Instituto 
del Trabajo, y, en su caso, el despido por reintegro del trabajador 
recuperado. 

Art. 12. - Las licencias l~gales no podrán ser adelantadas a 
Jos efectos de contemplarse como tiempo perdido para el trabajo por· 
causa de enfermedad. 

Del trabajo noctuTno 

Art. 13. - Se establece en treinta horas la duración max1ma de· 
la semana de trabafo para los obreros de las actividades insalubres 
que, circunstancial o permanentemente r ealicen trabajos nocturnos, 
sin perjuicio de las disposiciones vigentes sobre horarios de trabajo 
continuo El salario semanal pe rcibido por tre inta horas de trabajo 
nocturno, ser á equivalente a l que percibe el obrero por 48 horas 
semanales de trabajo diurno. Cumplidas las treinta hqras de trabajo 
nocturno, los obreros tendrán de recho a un descanso mínimo de 48 
horas contínuas. 

Se entiende por trabajo nocturno el que se realice dentro de las 
22 horas y las seis horas del día siguiente. 

Art. 14. - En las actividades insalubres es absolutamente 
prohibido el trabajo nocturno de los menores de 21 años. Los que 
en la fecha de la promulgación de la ley, estuviesen, circunstancial 
o permanentemente ocupados en trabajos nocturnos, deberán ser­
trasladados a labores diun1t'ls dentro de su categoría . 

(31) Deberíu decir superviniente. V. Reg. N. de Leyes, 1950, pág. 1150 .. 
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Art. 15. - Los empleadores que demostrasen ante el Instituto 
Nacional del Trabajo la imposibilidad de proceder de inmediato a 
l os traslados mencionados en el arttículo anterior, dispondrán de un 
plazo de tres meses para llevarlo a l a práctica. 

Ausencia po1' estado de gmvidez (32) 

Art. 18. - Ningún patrono podrá utilizar a obreros o emplea­
dos que hayan trabajado en actividades insalubres durante el máxi­
mo de jornada fijado por esta ley. 

Art. 19. - Los patronos que no acataran las resoluciones de la 
Comisión onoraria de Trabajos Insalubres, fijando jornadas de tra­
bajo mayores que las que se establecieran, serán castigados con 
multas que oscilarán entre $ 300.00 y pesos 1.000.00 al primera vez, 
las que se duplicarán en caso de reincidencia, pudiéndose llegar a 
la clausura del establecimiento en ulteriores contravenciones. 

(32) La exclusión de los Arts 16 y 17 esta doblemente justüicada: 1'?) 

porque ya fu eron transcriptos en el Apéndice al Capítulo VI, pág. 94, Y 2'?) por­
que introducen un régimen que no a tañe solamente a las trabajadoras de las 
DCtivid ad cs insalubres. V. supra pág. 90. 
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CAPÍTULO XIV 

Derecho sindical 

SUMARIO 

1 ) Generalidades; 2) Régimen constitucional ant~rior a 

1934; 3) Régimen de la Constitución de 1934; 4) Normas 

legales y reglamentarias; 5) Continuación. La ley de 

12 de noviembre de 1943 y normas posteriores; 6) D i­

ferentes catego1·ías de sindicatos; 7) Concepto de sindi­

cato más representativo; 8) La cláusula sindical ; 9) Con-

sidemciones finales. 

l. - Es ya clásica, la división del desarrollo histórico de 

) a legislación o el derecho sindical ( 1) , en tres grandes perío­

dos: 19) período de la represión; 29) período de la tolerancia; 

39) período del reconocimiento jurídico ( 2). 

En cuanto al último período, supone generalmente un sis­

tema de normas destinadas a la protección de los sindicatos y 

al reconocimiento de sus derechos, por lo que esta tercera eta­

pa es también designada como período de la protección sindi­

cal ( 3). Dentro de él puede hacerse, a su vez, una sub-división, 

no histórica sino política entre los sistemas democráticos y los 

sistemas autoritarios. En estos últimos el sindicato adquiere la 

significación de organismo de derecho público, pero ello coin­

cide, normalmente con la desaparición de su independencia, y 

de la libertad de sus integrantes ( 4). 

( 1) "El derecho sindical podría definirse -dice DEVEALI- como la parte 

del derecho del trabajo que estudia las asociaciones gremiales y su actuación 

en el campo del trabajo". (Curso de Derecho Sindical, pág. 10, Buenos Ai­

res, 1952). 
( 2 ) MAZzoNr, G. La conquista della liberta sindacale, pág. 73, Roma. 1947. 

(3) DEVEALI, op. cit., pág. 26. 

( 4) MAZZONI, op . Cit., pág. 79 . 
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En el Uruguay, por las circunstancias descritas en el Ca­
pítulo I, la cuestión obrera no se planteó en términos moder­
nos hasta los últimos años del siglo XIX y primeros del ac.,. 
tual ( 5). 

Eso explica lo tardío del movimiento gremial y en parte 
también, que no haya habido oportunidad de una legislación 
sindical en ningún sentido ( 6). De todos modos, no cabe reco­
nocer en el derecho positivo uruguayo, el primer período o eta­
pa del derecho sindical represivo. 

2. - En puridad, salvo excepción, hasta 1933 no se en­
cuentra ninguna disposición legal que aluda a las organizacio­
nes sindicales, ni para prohibir o limitar su actuación, ni para 
fomentarlas o acordarles derechos. 

L as primeras constituciones que rigieron la República, guar­
daron silencio también, en forma absoluta, no sólo sobré el de­
recho sindical, sino sobre el de asociación en general. La ex­
plicación de esta omisión, parece que debe buscarse en las fuen­
tes que inspíraron a los constituyentes ( 7). 

Sin embargo, la ley de 28 de junio de 1897, que reglamen­
tó el ejercicio del derecho de reunión pacífica y sin !lrmas, ad­
mitió implícitamente, la existencia y la legalidad de estas aso­
ciaciones ( 8) ; además, al margen de una cierta y a veces brutal 
:r:epresión policial, la ~ctitud · de los gobiernos fué, ,en algunos 
casos, no sólo de tol(i'rancia, sino hasta de simpatía ( 9). Por 
otra parte, al ratificarse el Tratado de Versalles, el reconoci­
miento del derecho sindical tuvo indirectamente una expresión 
jurídica (1 O ) . 

(5) V. Cap. I. pág. 15 y nota N9 5. 
(6) PoBLETE TRoNcoso, M., El movimiento obrero latinoamericano, pág. 250, 

México, 1946. 
(7) JrMtNEZ DE ARtCHAGA, ·J. La Constitución Nacional T. II, pág. 73. 
( 8) Los antecedentes parlam~ntarios, incluyen concretas alusiones a "so­

ciedades gremiales o de socorros mutuos". 
(!?) Es cierto que el Código Penal de 18 de enero de 1889, que estuvo 

viger.tf' hasta 1934, había incluido entre los delitos contra el orden público un 
apartado especial sobre asociaciones ilícitas, definiéndolas como formadas con 
el objeto de atentar contra e! orden socia!, contra la moralidad, contra las p er­
snnas o contra las propiedades y penándolas "por el solo hecho de su organiza­
ción'', y penando a sus integrantes hasta con dieciocho meses de prisión si fueran 
jefes o promotores y hasta con nueve meses si fueren simples adherentes. 

( 10) El Tratado, cuya Sección XIII vino a significar la Constitución de la 
O.I.T., fué formalmente ratificado por la ley NQ 6 .991, de 23 de octubre de 
1919, V. infra, parágrafo 7. 
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3.- Es solamente en 1934, al promulgarse la Constitución 
. de ese año, que aparecen simultáneamente reconocidos en 
forma expresa, el derecho de asociación y el de sindicalización. 
El art. 56, actualmente 57, expresa además, que existe interés 
social en la organización de sindicatos gremiales. 

La aludida disposición constitucional da mandato al legis­
lador para que fomente los sindicatos, acordándoles franquicias 
y dictando normas para reconocerles personería jurídica. En el 
mismo artículo, se reconoce la legitimidad de la huelga como 

·derecho gremial. 
A partir de entonces, comenzó a hablarse insistentemente 

de. dar cumplimiento a lo estipulado por el constituyente, dic­
tando una ley sobre organización sindical. Sin embargo, la cla­
se obrera se mostró desde un primer momento opuesta a tales 
-iniciativas. Ello se debió a varios factores. 

En cierto sentido, la resistencia de los trabajadores, reco­
nocía un primer fundamento en la oposición de las organizacio­
nes gremiales a los hombres y a los partidos políticos que diri­
gieron el gobierno durante la década que se inició en el año 
1933. 

Por otra parte, una gruesa corriente del sindicalismo na­
cional es opuesta, por principio, a toda especie de reconocimien­
to legal , o de reglamentación del derecho sindical. 

Sea por éstas, u otras causas, la anunciada · norma regla­
mentaria no ha sido nunca sancionada, aunque son varios los 
pr oyectos que figuran en las carpetas parlamentarias. Entre 
ellos uno del año 1943 reconoce como autor al Profesor de 

' Derecho del Trabajo de la Facultad de Derecho, Dr. Francisco 
De Ferrari ( 11 ). 

( 11) Antes de la Constitución de 1934, el Proyecto de Cód~go _del ~rabajo 
de 1927 contenía normas sobre organización sindical. La orgamzac1ón smd1cal, 
era tam,bién materia del Libro II del Proyecto de Código del Trabajo de 1942. 
En cuanto al Proyecto DE FERRARI, fué publicado en el Diario Oficial de 28 de 
mayo de 1947 (págs. 319-320-A) . 

El proyecto últimame nte citado afirma la adhesión a tres principios: libertad, 
igualdad y legalidad. . . . 

Respecto del principio de libertad, se postula la hbertad del smd~c~to 
frente al Estado y la del individuo, frente al sindicato; se rechaza cualqUJer 
iorma de sindicalización obligatoria y se sostiene la posibilidad de que los sindi­
catos inscriptos coexistan con los no-inscriptos que funcionarían como asocia­
ciones de hecho. 
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4. - Algunas leyes contienen referencias o acuerdan de­
rechos a las organizaciones sindicales, pero son muy escasas, 
y evidencian una cierta desconfianza del legislador por todas. 
las formas de acción o enfrentamiento de los intereses profe-· 
sionales ( 12). 

Entre las normas legales que aluden a los sindicatos, pro­
cede citar el Decreto-Ley de 7 de abril de 1933, que creó el 
Consejo Superior del Trabajo. Este Decreto-Ley previó la inte­
gración del Consejo con cinco representantes· de las asociacio­
nes de empleados y obreros, que deberían ser designados "por 
las organizaciones representativas que posean personería jurí­
dica" ( Art. 29). El criterio de la personalidad jurídica, aparece 
aquí pues, aunado a la calidad de simplemente representativas. 

Una alusión similar, figura en el ya citado Decreto-Ley de 
13 de abriLde 1934, sobre horario de cierre de los establecimien­
tos comerciales, que concede, determinadas facultades en ma­
teria de contralor y en la concertación de pactos gremiales a 
las asociaciones "patronales y obreras con personería jurídi­
ca" (13). 

Carácter absolutamente excepcional, tiene la ley N<:> 10.066, 
sobre servicio de changadores de la zona del Puerto de Mon­
tevideo, que faculta a la Unión de Mozos de Cordel para "re-­
presentar a los obreros que así lo consientan, sean o no afilia­
dos, en sus reclamaciones o gestiones ante las autoridades,-en 
todo lo que tenga relación con esta ley y sin perjuicio del 
derecho de representación del gremio que también podrá 
ejercer ante las mismas autoridades y en esa materia" ( 14). 

5. - Especial consideración merece la ley sobre Consejos 
de Salarios y asignaciones familiares, de 12 de noviembre de-

En cuanto a la legalidad, el proyecto concede a los sindicatos reconocidos, 
amplia personería cfvil, así como la facultad d e estar en justicia, sin ninguna· 
limitación, pero reclama la condición de que tales sindicatos sean formados ex­
clusivamente por obreros, al servicio de aspiraciones obreras. 

El derecho de huelga es reconocido tanto a los sindicatos inscriptos como a 
los no-inscriptos. 

( 12) Cfre. DE FERRARI, La política del salario en el Uruguay, en rev. "D. 
L.", T. II, pág. 275. 

(13) Supra, pág. 120. 
(14) Es cierto que los servicios de este gremio se prestan ·en ·forma muy 

especial y que faltan algunas de las notas más características del contrato de­
trabajo, no obstante las condiciones proletarias de vida de sus integrantes. 
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"1943, N<? 10.449. Esta ley, si bien no reconoció a los sindicatos 
el derecho a representar directamente los intereses de su cate­
goría profesional, en el seno de los Consejos de Salarios y de 
las Cajas de Compensación, prefiriendo el régimen de la elec-

·ción general por todos los trabajadores, agremiados o no, intro­
dujo ciertos beneficios para las asociaciones profesionales. 

En primer término, el art. 59 de la citada ley, dió a las 
"agrupaciones obreras con personería jurídica, o reconocidas 
por el Poder Ejecutivo", derecho de petición para la convoca· 
toria de los Consejos de Salarios. 

A las organizaciones sindicales se les concedió también, en 
las mismas condiciones, el derecho de promover el recurso de 

.apelación contra las r~soluciones de los Consejos que no hubie­
sen sido aprobadas por unanimidad ( 15). 

Al reglamentarse la ley, por el Decreto de ~9 de noviem­
bre de 1943, se dictaron en el art. 39, las normas para el reco-

' nacimiento por el Poder Ejecutivo de los sindicatos sin perso-
nería jurídica, conforme a los términos de los arts. 59 y 28 de 
Ja ley. 

El procedimiento que se impuso fué el siguiente: Presen­
tación de la solicitud de reconocimiento, ante el Poder Ejecu­
tivo, acompañada de copia, certificada por Escribano, de los 
Estatutos Sociales, del acta en que conste Ja designación de au­
toridades, así como de un memorandum explicativo de la an­
tigüedad de la asociación, sus fines y sobre "todo ot ro dato que 
contribuya a aclarar la naturaleza y corrección de la entidad". 
En dichos documentos deberá necesariamente figurar: el nú­
mero de afiliados, así como el de cotizantes, y la importancia 
numérica del gremio correspondiente. Atendiendo a todos esos 
datos, y luego de solicitar los informes complementarios, o de 
practicar las averiguaciones a que hubiere lugar, el Poder Eje­
cutivo se expedirá por decreto fundado. 

A su vez, el Decreto Reglamentario del 17 de mayo de 
1944, sobre asignaciones familiares, aludía a los sindicatos, acor­
dándoles derechos más amplios que los reconocidos en la pro­
pia ley de noviembre de 1943. Así, los organismos sindicales 

( 15) Supra, pág. 117. 

14 
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más representativos de cada profesión tenían una especial in­

gerencia en la elección de las autoridades de las Cajas, confor­

me con los arts. 49 y 89, pudiendo su acuerdo, homologado por 

el Ministerio del ramo, excluír el procedimiento de la elección 

directa. 
Por el contrario, el Decreto de 29 de setiembre de 1944, re­

glamentario d~ la función conciliatoria de los Consejos de Sa­

larios, desconoce absolutamente a los organismos obreros, pres­

cindiendo de la más velada referencia a éstos, tanto en los even­

tuales conflictos, como en materia dé presentación de peticio­

nes ante esos cuerpos, o de fiscalización del cumplimiento de 

la ley. 
En el mismo sentido, la ley de 4 de setiembre de 1945, so­

bre acción para el pago de aportes por concepto de asignacio­

nes familiares y sobre ejecución de fallos de los Consejos de 

Salarios, omitió deliberadamente aludir a los sindicatos, hacien­

do titular de las respectivas acciones a los Fiscales y a los inte­

resados (16) . 
Algunas funciones de representación de los intereses de 

sus afiliados son, en cambio, admitidas en favor de "las asocia­

ciones sindicales", en la nueva ley de asignaciones familiares 

de 20 de octubre de 1950 ( 17). En cuanto a la ley de 14-X-1950, 

sobre actividades insalubres, concedió ciertos derechos a los 

sindicatos con personería jurídica que representen a los obre­

ros interesados. 

El Convenio Internacional N9 87, aprobado por la 31a. Con­

ferencia General de la O. I. T. en la reunión de 9-VII-1948, no 

ha sido todavía ratificado por el Uruguay (18). 

6. - El movimiento sindical ha alcanzado, no obstante la 

ausencia de normas jurídicas que protejan o reconozcan sus de­

rechos, un importante desarrollo en los últimos diez años. Ese 

particular desarrollo coincide con el régimen de los Consejos 

de Salarios, que paradojalmente había desconocido la existen­

cia e importancia de las asociaciones gremiales ( 19) . 

(16) V. supra. pág. 124 . 
( 17 ) Ley N'? 11.618, art. 30. 

(18) V. Rev. Int. del Trabajo, nov. 1948. págs. 667 y ss. El texto del con­

venio; también en rev. "D. L.", T . I., p1g. 388. 

( 19) Cfre. DE FERRARr, en rev. "D . L.", T. Il, pág. 294 . 
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. En el plano jurídico y al tenor de las normas vigentes, co­

existen actualmente, tres tipos de sindicatos: A) Los dotados 

de personería jurídica; B) Los reconocidos por el Poder Eje­

cutivo; C) Los que funcionan como asociaciones de hecho. 

Los dotados de personería jurídica, se asimilan en todos 

los aspectos legales a las asociaciones civiles reconocidas sin 
' 

perjuicio de las facultades especiales que les son acordadas en 

las leyes y decretos mencionados en el parágrafo anterior ( 20). 

Los reconocidos por el Poder Ejecutivo, poseen una per­

sonería limitada al plano laboral, que no los habilita para po­

seer patrimonio propio, ni para obligarse civilmente, ni para 

•·star en justicia. Su personería laboral, incluso, no podría ser 

invocada más que a texto expreso, salvo tolerancia de la au­

toridad administrativa. La compleja tramitación exigida por el 

Decreto Reglamentario de la ley N9 10.449, vuelve casi tan 

difícil el logro de este reconocimiento como la personería ju­

rídica propiamente dicha, lo que le ha hecho perder todo valor 

- práctico. 

La mayor parte de los sindicatos de trabajadores, se en­

cuentran comprendidos en l a tercera categoría antes enunciada, 

es decir, son meras asociaciones de hecho. Con todo, esa cir­

cunstancia no impide que en la práctica asuman la defensa de 

Jos intereses profesionales, y hasta que deba reconocérseles la 

calidad de tales por los órganos correspondientes de la Admi­

nistración ( 21) . 

Es necesario no olvidar, en ningun caso, que el derecho sin­

dical está reconocido expresamente, aunque no desarrollado, en 

la Constitución y que sus normas pueden tener aplicación di­

recta, a despecho de la carencia de reglamentación legal, según 

el art. 332 del Código Fundamental. El desconocimiento de la 

organización sindical, del derecho de afiliación de los trabaja-

(20) . La pos~s.ión de personería jurídica, no supone, en ningún caso, el 

reconocumento Of1~1~l del carácter de sindicato representativo o de más Tepre­

:;entahvo. Esta calificación tien e una significación distinta, deriva de los facto­

res que. se enuncian en el parágrafo 7 y puede ser atribuida a una simple 

asoc1acwn de hecho. La personería j urídica puede ser, no obstante, un indicio 

revelador de las o tras condiciones o una prueba de ellas. 

(21) El Decreto de 13 de abril de 1925, al trasladar al Ministerio de Ins­

trucción Pública, la tramitación y el registro de las personerías jurídicas, había 

hecho. en su ~t. 4 , expresa reserva de la competencia de la Oficina del Trabajo, 

para 1ntervemr en la concesión y registrar las asociaciones profesionales. Es de 

hacer notar que en dicho artículo, se hace referencia a las "asociaciones profe­

sionales, que tengan o no persone;rfa jurídica". 
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dores a un sindicato de cualquier clase, o el empleo de fórmu­

las discriminatorias, agravian concretamente el derecho cons­

titucional de agremiación y la independencia de la conciencia 

moral y cívica proclamada en el Art. 54, y pueden ser objeto 

de persecución judicial y administrativa ( 22). 

7. - Sin perjuicio de la anterior clasificación, es forzoso 

considerar un criterio distinto y que puede eventualmente te­

ner relación con sindicatos de cualquiera de las tres categorías 

anteriores. Se trata del criterio de la "mayor representación de 

léi categoría profesional", del que deriva el concepto de sindica­
to más rept·esentativo ( 23). 

Este criterio, surgió para determinar cual de entre varios 

sindicatos o grupos de sindicatos de la misma categoría profe­

sional, debe ser tenido como su portavoz autorizado. Es, por 

consiguiente, un concepto que hubo de aparecer en la práctica 

y que es una lógica consecuencia del principio democrático de 

la libertad de adhesión y de la pluralidad de sindicatos ( 24). 

El art. 59 de la Constitución de la Organización l. del Tra­

bajo, que fué originariamente parte del Tratado de Versalles, 

r atificado por ley N9 6991 de 23 de octubre de 1919, incorpo­

-ró "de jure" este concepto al derecho laboral uruguayo, al es­

tablecer la obligación del Gobierno de designar los delegados 

y consejeros técnicos no gubernamentales de acuerdo con las 

organizaciones profesionales más representativas. 

No p uede decirse, sin embargo, que se posea, ni en el pla-

(22) V. a este propósito la vista del Fiscal de Corte, 1948, publicada en 

rev. "D. L.", T. III, pág. 102. 
(23) ROUAST-DURAND, Précis, cit., pág. 199; KROTOSCHIN, Instituciones, T. 1, 

pág. 109; CABANELLAS, Tratado, T . lli, pág. 444; DEVEALI, Curso d e Derecho Sin· 

dical, pág. 61; AMIAUD, Cours, pág. 309; TRouvÉ, H., La notion des syndicats les 

plus representatifs. París, 1942. 
( 24) "Admitida la libertad sindical debe a dmitirse, aunque sólo sea teóri­

camente -nos dice MAZZONI-, la pluralidad s indical; negar a priori el plura ­

lismo sindical sería negar la libertad, en el sentido más amplio de la palabra: 

para los individuos, de inscribirse en el sindicato de su elección, para las aso­
ciaciones de constituirse y de actuar en competencia con otras simila res para 

el meior logro de los fines sindicales". (La conquista della libertá sindacale, cit., 
pág. 231) . 

La mayor dificultad y el mayor riesgo del sistema de los sindicatos más 

representativos radica, como acertadamente lo destaca KRoroscHIN, en "el hecho 

de que de todos modos la calificación de s indicato más representativo necesita 
·lógicamente un reconocimiento extraño" (Curso, pág. 264). 
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no nacional, ni' en el internacional, una definición precisa so­

bre el concepto de sindicato más representativo, debido a que 

en su formación intervienen factores diversos que se presen­

tan juntos o separadamente ( 25). 

Los elementos a tener en cuenta, según se admite univer­

salmente son, en diverso grado: el número de adherentes, la 

Importancia de los aportes de los afiliados, la antigüedad del 

grupo, la antigüedad de su intervención en el campo de las re­

laciones interprofesionales, las condiciones en que se ha obte­

nido la afiliación, su independencia respecto de los patronos o 

smdicatos patronales y respecto del propio Gobierno del país,. 

etc. ( 26) . Estos caracteres pueden resumirse postulando que 

"la noción de las organizaciones sindicales más representati­

vas r~posa sobre la idea de mayoría legal, que se caracteriza 

por la respectiva importancia, actividad e independencia" ( 27 ). 

Estas ideas son aplicables, no sólo a los efectos de las rela­

ciones internacionales y para la designación de delegados de 

los trabajadores en las Conferencias de la o. I. T., sino que de­

ben conceptuarse válidas en el derecho interno, para la inter­

pretación -de expresas alusiones como la contenida en el De­

creto de 17 de mayo de 1944, ya citado, y en toda otra 

oportunidad en que deba preferirse una organización sindical 

sobre otra ( 28). 

8. - En el Capítulo VIII, hubo oportunidad de excluír la 

hipótesis de la intervención forzosa de los sindicatos en los 

convenios colectivos. Esa exclusión, no se hizo sin previa re­

serva de la calidad de representativo que sería exigible al gru-

(25) En alguna oportunidad ha debido incluso consultarse a la Corte Per­

manente d e .Tusticia Internacional. El dictamen de la Corte de 1922, precisa que 
'si t'í número no es el único factor, en igualdad de condiciones, la org_anización 

más representativa será la que cu ente mayor n úmero de adherentes". 
(26) DEVEALI, op. ci t ., pág. 62; KRor oscHrN, Instituciones, T. I, pág. 110. 

(27) ROUAST-DURAND, Précis, pág. 200. 
( 28) En el orden internacional, existe un contralor a cargo de la propia 

Conferencia I. d el Trabajo, que se ejerce al examinarse los poderes de los de­
legados. En el Uruguay, no se ha seguido, en esta materia, una línea de conduc­
ta perfectamente definida. La falta de organizaciones centrales de trabajadores, 

suficientemente poderosas, complica además en la práctica la cuestión de de­

signar a los representantes obreros a las Conferencias. El Poder Ejecutivo 
excluye sin embargo , sistemáticamente, desde hace años a las organizaciones 
ugetistas y simpatizantes y evita mayores protestas designando sucesivamente 

delegados y acesores técnicos de diversas organizaciones importantes. 
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:po que suscribiese un convenio colectivo para que éste pudie­

se reputarse aplicable y con validez de tal. 

Se aceptó, en conclusión, la eventualidad de la concerta­

dón del convenio por un agrupamiento accidental, con tal que 

pudiese reconocerse en él la representación de su categoría ( 29). 

Un punto vinculado con el entonces desarrollado y que es 

oportuno replantear a manera de complemento, tiene que ver 

con la legalidad de la llamada cláusula sindical ( 30). 

Esta cláusula, que conduce por varios caminos al cierre del 

taller para todo el que no sea integrante del sindicato, es pro­

puesta generalmente al suscribirse convenciones colectivas, co­

mo medio de asegurar su efectividad y disciplina, y también 

como instrumento de engrandecimiento del sindicato. 

Sin desconocer las posibles ventajas de esta cláusula, lama­

yor parte de los comentaristas coinciden en afirmar que ella es 

incompatible con la pluralidad de sindicatos y que por tanto 

degenera más o menos pronta e insensiblemente hacia el sin­

·ciicato único. 

En el Uruguay, la juridicidad de la "cláusula sindical" ha 

sido ventilada ante los órganos administrativos de contralor la­

boral, en la medida que se han formulado ante el Instituto N. 

del Trabajo y ante el Ministerio del ramo, peticiones para el 

r egistro de convenios que la incluyen y se ha reclamado el 

contralor de su cumplimiento ( 31). 

La jurisprudencia administrativa, tuvo vacilaciones en los 

diversos casos a estudio, considerando las ventajas e inconve­

nientes de la cláusula, y l!i justificación posible de su inser-

(29) Supra, pág. 121. No d ebe olvidarse que el Decreto Ley de 1934 sobre 
el. cierre no exigía la participación de los sindicatos, para la validez de los pactos 

gr~miales, aunque consideraba la posibilidad, y reclamaba la doble mayoría de 

trabajadores y patronos. 
( 30) "Estas cláusulas, dice DEVEALI, pueden ser de dos clases: "cláusulas de 

·exclusión de ingreso" o "taller cerrado" en virtud de las cuales el patrono se 

cómpromete a no admitir en su empresa a trabajadores que no están afiliados 

a la asociación que ha estipulado el convenio, y cláusulas de "taller sindical" o 
de mantenimiento de miembros sindicalizados, mediante las cuales se otorga un 

plazo a los obreros para afiliarse al sindicato y se les impone continuar en el 

mismo hasta que dure el empleo". (Curso de Derecho Sindical , pág. 68). 

(31) SANGUINETTI, J., Los convenios colectivos a través de una década, en 
rev "D. L.", T. liT, pág. 216 y ss. 
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cwn en los convenios. Se tomó en consideración, asimismo, la 

corta duración prevista para el pacto, para aceptar eventual­

mente su validez. Sin embargo, la tesis de la no admisión ha 

terminado por triunfar, postulándose que "mientras la ley no 

resuelva el problema" corresponde se declare que "el Estado 

no controlará el cumplimiento de las cláusulas sindicales in­

cluídas en los convenios colectivos" ( 32). 

9. - Esto nos vuelve a colocar ante la reglamentación le­

gal de la actividad sindical. ¿Es conveniente, o por el contra­

rio, ofrece peligros de tal magnitud que imponen evitarla? 

Magna cuestión que planea sobre todo el derecho obrero Y 

a la que no es posible dar solución en las breves páginas de 

este Panorama. El problema sindical, decía HoxrE: "ni es sen­

cHlo ni tiene unidad", "es un complejo de economía política, 

derecho, ética y problemas sociales, que sólo se puede entender 

y ser resuelto conociendo los hechos y la génesis de los puntos 

de vista del trabajo organizado, en toda su riqueza, variedad, 

contradicciones y carácter cp.mbiante y tomando en cuenta es­

te punto de vista respecto de las condiciones y los ideales so­

ciales en desarrollo" ( 33). 

( 32) Queda en pie, la cuestión de la constitucionalidad de una ley que 

a dmitiese la "cláusula sindical", en cuanto a graviase el derecho de asocia.ción 

y la libertad de trabajo. No debe olvidarse que la . ·:cláusula' : p~ne ~n cr1sts el 
derecho de libre afiliación que incluye el de no afiliarse a nmgun smd1cato. 

( 33) A lo que H arold LA SKI agregaba: "El profesor Hoxie escribió est~s 

palabras hace bastante más de una ge)1eración, pero en la actuahd~d son mas 

ciertns aún que entonces". (Los sindicátos en la nueva sociedad, pag. 40, Me­

xico, 1951). 
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Apéndice al capítulo XIV 

DECRETO DE 19 ·DE NOVIEMBRE DE 1943 REGLAMENTARIO 

DE LA LEY N9 10.449 

Ministerio de Industrias y Trabajo. 

Montevideo, Noviembre 19 de 1943. - Número 1119!941. 

Artículo ¡<.> -El ejercicio del der echo de petición para la cons­

titución de los Consejos de Salarios a pedido de los obreros, a que se 

refiere el artículo 59 de la ley, será ejercido por la tercera parte de 

los trabajadores de una industria o comercio y se ajustará a las si­

guientes formalidades y trámites: la solicitud será presentada al Ins­

tituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados en papel común y 

por triplicado, por tres por lo menos de los firmantes que exhiban 

documento oficial de identidad. En el acto de presentación de la soli­

citud se labrará acta, de la que los presentantes recibirán un ejem­

plar, que será firmada por ellos y por el funcionario receptor y en la 

que constará el número de .fojas de la solicitud y el nombre del. pri­

mero de los firmantes de cada foja. Las firmas serán antecedidas de 

un título, que consistirá en el nombre del establecimiento a que los 

firmantes pertenecen o la firma propietaria del mismo y calle y nú­

mero. En cada renglón irá una sola firma y al costado de la misma, a 

máquina o a mano, pero en tipo de imprenta, el número y serie, en su 

caso, del documento de identidad y el nombre del firmante. En cada 

foja se repetirá el texto de la solicitud. 
Efectuadas las verificaciones correspondientes la solicitud será 

élevada al Ministerio de Industrias y Trabajo, con informe. 

Art. 29 - A los mismos efectos previstos por la disposición pre­

citada de la ley, los sindicatos patronales y las agrupaciones obreras 

con personería jurídica deberán indicar en su solicitud la fecha de 

la resolución gubernativa por la que dicha personería les fué recono­

cida, con la manifestación de su vigencia actual. 

Art. 39 - Para el reconocimiento por el Poder Ejecutivo, a los. 

:mismos eiectos del artículo precedente, de los Sindicatos Patronales 

o Agrupaciones Obreras sin personería jurídica, se seguirá el si ­

guiente procedimiento :· 
La solicitud de reconocimiento será presentada al Poder Ejecu­

tivo acompañada de: copia certificada por escribano, d e los estatutos 

sociales, copia certificada por escribano, del acta en que conste la 

designación de autoridades, un memorándum explicativo sobre l a 

antigüedad de la asociación, sus fines y sobre todo otro dato que 

contribuya a aclarar la naturaleza y corrección de la entidad. 

Las copias a que se refiere el párrafo anterior p ueden estar L 
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<:on!enidas en un solo documento, con una certificación común a los 

dos extremos cuya prueba se requiere. En la solicitud se indicará el 

nombre y domicilio de la persona a la que se harán las notificaciones. 

La negativa de la entidad solicitante a facilitar o producir, dentro 

del plazo que se le fije, las investigaciones o informes que les sean 

requeridos, podl·á motivar una resolución contraria a su pedido de 

reconocimiento. Las resoluciones del Poder Ejecutivo serán fundadas 

y se tendrá en cuenta para dictarlas las siguientes circunstancias 

fundamentales: 

A) La antigüedad de la asociación ·peticionante; 

B) El número de sus afiliados; 

C) El número de cotizantes; 

D) El contenido de sus estatutos; 

E) La importancia numérica del gremio correspondiente. 

El Ministerio de Industrias y Trabajo, para dictar la resolución 

respectiva, podrá recabar previamente los informes y asesoramientos 

que considere del caso. 
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E Sobre la noción de dependiente en er JIMENEZ DE ARECHAGA, .. , -Código de Comercio, L. J. U., VIII, 2, 21. . 
N . , de dependiente en e l Art. 158 del P EREZ FoNTANA, S: F ., - - octon XXXVII 16.1. c. de Comercw., Rev. D. J. A., ' 

. p1·ácticos de distinción ent¡·e el co-· PLÁ RoDRÍGUEZ, A., - Critenos 379 ned01' a comisión empleado Y el autónomo, D. L., II , . 

B) TRABAJADORES DOMESTICOS y ENCARGADOS DE 
EDIFICIOS DE RENTA 

Anotaciones al lau d o de casas de apartamientos, D -CENTRON, E. , -
L ., n , 317. 

F J - D espido del servicio doméstico, D. L., I , 163. P EIRANO ACIO, ., 
PLÁ RODRÍGUEZ, _ Sob1·e el concepto d e encargado de casas de apar--tamientos, D. L., II , 263. . 

R A - Los t¡·abajado?·es del seTvicio domésttco, D .. VILLALPANDO ., ., 
L. , III, 277. 

C) TRABAJADORES INTELECTUALES 

E J - Abogacía Y contmto de tmbajo, D. L ., II, 359. COUTURE, - ., 
b . D L Traba; o inte l ectual Y cont7·ato de t¡·a aJo, . ... DE FERRARI, F., - J 

II, 49. 

D) TRABAJADORES RURALES 

E 'ble la 1'eglamentación de la jontada de los · CHARLONE, C., - s post XXVII 19 5 trabajado1·es ag1'Ícolas?, Rev. D . J. A ., • · DE FERRARI, - Sala7·io mínimo del tmbajador ¡·ural, D. L ., II , ~26 ... 
B A - L a ¡·eglamentación del Estatuto del tmbaJado1 GELSI IDART, ., 

mml, D . L ., 1, 263. . L III 21 - Anotaciones al Estatuto del tmbajador ru~·al, D. :· . l , D L d
. . s de empleo de l os t ¡·aba.Ja dores 1m a es, . . ,. -Las con tcwne 

III, 117. 

E) OTRAS CATEGORÍAS 

. 'd ' de los ougadores profesio--BARBAGELATA, H . H ., - Régimen JU?'t tCO J nales d e futbo l , D. L ., Il , 84. 
E 

- La estabilidad del, funcionario y la ley de jttbilacio ­CENTRON, ., 
nes bancarias, Montevideo , 1944. 

e E J - Despido de la gente de mar, D . L ., IV. , 403. OUTURE, · ., 
· f · 'f' - R ·g•men d e despido en la industna ngon tCCL,. 

LEZAMA MUNOZ, - e • 
D. L. , 1, 150. 

· 'l' D Lt·ce•tcia de los trabajado¡·es a domtct 10, -PLÁ RODRÍGUEZ, A. - ' 
L. , I , 328. 

15 
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9. ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 

::BARBAGELATA, H.-H. - La reforma de la ley de 28-II-1941, en D. L. , 
1, 404. 

-Las nuevas disposiciones sobre pago de indemnizaciones por ac­
cidentes del trabajo, en D. L., VI, 162. 

BERRO, Pedro P., - E l concepto legal de accidente de tmbajo, Guía 
del Comercio, N<? 206, pág. 12. 

- La indemnización 1101" accidentes de t1·abajo en favo?· de bene­
ficiados domiciliados en el extranjero, Rev. D. J. A., XLVI, 147. 

DE FERRARI, F., - El nuevo 1·ég-imen jurídico de repamción de ac­
cidentes de trabajo, Rev. D. J. A., XLIX, 231. 

- El concepto de incapacidad absoluta en el accidente del tt·abajo, 
Rev. D. J. A., XXXVIII, 53. 

- La inteTvención del Aseso1· Letmdo del Inst. N. del Tmbajo y 
Se1·vicios Anexados en caso que el accidentado se ausente del 
país, en D. L. , I, 251. 

-Las nuevas disposiciones legales sobre enfermedad p?·ofesional, 
D. L., VII, 67. 

·GRUNBERG, c. E. - La legislación del Uruguay en mate?·ia de acci­
dentes del trabajo y enfe1·medades p ·rofesionales, en Rev. D. J. 
A ., XLI, 321. 

LABAURE CASARAVILLA, L. - El concepto de obrero en nuestra ley 
de accidentes de trabajo, en "D. L. , VI, 89. 

PÉREZ PRINS, J. - Las normas sobre prevención de accidentes del 
trabajo y la 1·esponsabilidad patronal po1· su inobservancia, D. 
L., VIII, 227 . 

. PLÁ RoDRÍGUEz, A. - La historia parlamentaria de la ley de acti1;i­
dades insalubres, D. L., VI, 108. 

-La indemnización por despido de "un obrero accidentado, Rev. 
D. J. A. 

10. DERECHO SINDICAL - ORGANIZACIÓN PROFESIONAL 

DE FERRARI, - Doce confe?·en cias sob1·e el PToyecto de Código, (esp. 
X y XII ), D. L. , VII, l. 

- Los Consejos de emp1·esa y el ATt. 6.5 d e la nueva Constitución , 
D . L ., VIII, 117. 

- IV -

CoNTINUACIÓN 
BIBLIOGRAFÍA SOBRE TEMAS NO COMPRENDIDOS EN ESTA OBRA 

A) CONTRALOR. DERECHO ADMINISTRATIVO 
DEL TRABAJO. - RÉGIMEN INSPECTIVO 

l3ARBAGELATA, H . H ., - Régimen pam la aplicación de multas po1· 
injmcciones a la legislación del tmbajo, D. L. , I , 122. 
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D!'Z FERRARI, F., - La rep1·esentación del Instituto N. del T1·abajo en 
los juicios por cobm de multas, D. L., I, 56. 

·. -Organización de la función inspectiva, D. L. , 1, 117. 

2. DERECHO PROCESAL LABORAL - CoNFLICTOS 
DE TRABAJO 

BAIIBAGELATA, H. H. , - La g1·atuidad del pTocedimiento labo1·al, D. 
L. V , 286. 

B;RRIOS DE ANGELIS, - La competencia en los conflictos de trabajo, 
Rev. D. J. A., XL V, 130. 

•CEJCTURE, E. J ., - Los testigos dependientes del empl eado?· en juicio 
de despido· subordinación y dependencia, Rev. D. J. A. 

--:-Solución p~Lítica y solución jurisdiccional de los conflictos de 
trabajo, D. L ., I, 8. 

.DE FERRARI, F., - La igualdad de las pa1·tes en el j uicio por despi­
do, D. L ., I , 377. 

- Los problemas d e la prueba en el derecho del tmbajo. D . L ., 
V. 131. 

l.óPEz, M. O. , - La carga d e la p1·ueba en l os juicios po1· cob1·o de 
indemnización por despido, D . P . y P., N<? 20, pág. 120. 

PL..\ RoDRÍGUEZ, - T1·es cuestiones de procedimiento en el d er echo 
del trabajo, D . L. , I, 109 . 

.,.-Estudio compa1·ativo de la administ?·ación de justicia en mate-

ria de tmbajo, D . L. , VIII, 12. 

3 . ASIGNACIONES F AMILlARES ( 2) 

BARBAGELATA, H . H. - Integración de los Consejos de las Cajas 
(Supl. F. U . E. C. I. ), 1948. 

CAGGIANI, Rubén , - La acción po1· cobTo de apoTtes de asignaciones 
j amilia1·es, D. L. , VII , 103, B . 

- El concepto 1·emunemción en la l ey de ~signaciones tamilia?·es, 

D. L ., VIII, 221. . 
-La naturaleza jurídica de las asignaciones famiHa?·es, D. L. , IX, 

N<? 52-53. 

DE FERRARI, F . - El r égimen de las asignaciones f amiLiaTes Y su ?·e­
f or ma, D. L. , III, l. . 

-Las asignaciones famiLia1·es y su nuevo estatuto , D . L. , VI l. 

;:PL'l. RoDRÍGUEZ, - E l límite d el beneficio de las asignaciones fami­
liares, D . L ., I , 269. 

-Pmyecto de ley sob1·e asignaciones f ami liaTes, D . L ., II , 329. 
- Sob·re las asignaciones famil~ares de los empleados por 1·eunión 

del .Jockey Club, D . L. , III , 413. 

REAL, A . R ., - Plazo d e pTescripción de las deudas de l as empTesas· 
con las Cajas, D . L., VIII, 325. 

' 4 ) Se ha incluido por extensión en esta reseña bibliográfica e l derecho de 
las asignaciones familia res, pero no así e l derecho jubilatorio, d ad a s u especiali­
<'acl. V. Sección VII. 
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4. DERECHO INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

JIMENEZ DE ARECHAGA, E., - La Organización Inte1·nacional del 
Trabajo, D. L ., IV, 89. 

PLÁ RoDRÍGUEZ, A., - Las comisiones de indust1·ias de la O.I.T .. D. 
L., IV, 106. 

V -

OBRAS DE DERECHO COMPARADO EN LAS QUE SE EXAMINAN TEMAS 
DE DERECHO LABORAL URUGUAYO 

AcADEMIA DE CIENCIAS ECONÓMICAS. - Las cZásulas económico-so­
ciales en las Constituciones de América, Tomo I , (Uruguay: 
Couture, E . J. - Barbagelata, Aníbal L .), Buenos Aires, 194 7. 

ALVARADO SMITH, M . - Rurz DuRÁN, A driaselva. - El dere cho del 
trabajo en las legislaciones latinoamericanas, Santiago de Chile 
1950. 

BARBAGELATA, Héctor-Hugo. - Le droit du tmvail dans les consti­
tutions de l'Amérique Latine, París, 1947. 

(NSTITUTO DE DERECHO DEL TRABAJO DE SANTA FE. - La huelga: 3 
vol s. ( Uruguay: DE FERRARI y CGUTURE-PLÁ), Santa Fe ( Rpca. 
Argentina ), 1951. 

MEMORIAS DE LICENCIADOS,- (Derecho del tmbajo, 3) , Vol. IX; (Bre­
ve estudio compamtivo de las legislaciones del trabajo de Chile 
y Uruguay: María Luisa Aichele Hohmann ), Santiago de Chile, 
1950. 

PAscucrn, M . - La Ca1·ta l. Ame1·icana de Gam ntías Sociales y la 
aplicación de sus principios en los países de América, Montevi­
deo, 1950. 

PoBLETE TRONcoso, Moisés. - El movimiento obrero latinoamerica­
no, México, 1946. 

- La evolución del De1·echo Social en América, Santiago, 1942. 

-VI -

PROYECTOS DE CÓDIGO 

1) CÓDIGOS DEL TRABAJ O 

Anteproyecto de Código del Trabajo. - Ministerio de Industrias y 

Trabajo, Montevideo, 1927. 

Proyecto de Código de l Trabajo, presen tado a la XXXIII!!- l egislatu­
ra por los representantes nacionales, Dres. Armando Pirotto- y 

Euclides Sosa Aguiar, Imprenta Nacional, Montevideo, 1942. 

PJoyecto de Código del Tra bajo , r edactado por el Dr. Francisco De 
Ferrari, texto revisado por la comisión designada por el P oder 
Ej ecutivo, Imp r enta Nacional, Montevideo, 1951 y revista De­

Techo L aboml Nos. 34-35-36, tomo VI , p. 217 y n. 
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2) JUSTICIA DEL TRABAJO 

Anteproyecto de Ley Orgánica de la Justicia del Trabajo, redactado 
por los Dres. Eduardo J . Couture y A. Plá Rodríguez, revista Dere­
cho Laboral, T. II, pág. 413 y ss. 

-VII 

RECOPILACIONES DE DOCUMENTOS 

ABDALA, ·S. - Los Consejos de Salarios, J urisprudencia, Montevi­
deo, 1946. 

AsoCIACIÓN DE B ANCARIOS DEL URUGUAY. Laudos bancarios, 
)'Iontevideo, s. f. 

BA."'"CO DE SEGUROS DEL ESTADO. - Accidentes del trabajo y enferme­
dades profesionales, 2~ ed., 445 págs. Montevideo, 1942. 

CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE LA INDUSTRIA Y COMERCIO. -
Compilación Anotada de L eyes, decretos y resoluciones, 2 vols. 
:\~ontevideo, 1951-1952 ( 5 ) . 

Co~SEJo CENTRAL DE AsiGNACIONES F AMILlARES. - Gui.a de Asig­
naciones familiaTes, Montevid eo (en curso de publicación) . 

-VIII-

RECOPILACIONES DE CONSULTAS ( 6 ) 

1Jmó~ I NDUSTRIAL URUGUAYA. - ConsultOTiO jU1'Ídico ( Consultas 
evacuadas po1· el AsesoT LetTado DT. Amé1·ico Plá Rodríguez ), 
::'l~ontevideo, 1947. 

(51 No obstante h aberse excluido de esta reseña al derecho j ubilatorio, 

~e hace menció n de esta recopilación de textos, para la orientación del lector. 

( 6) En la reseña n o figuran consultas jurídicas a isladas, salvo excepción 

f undada en la originalidad del tema, o del desarrollo. En la Guía de Asigna­

ciones Familiares, i ncluida en l a subdi visión precede n te figuran también en la 

Sección Repartidos, las consultas evacuadas por los Asesores del Consejo Central 

<ie Asignaciones Familiares. 
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- de los padres, . . . . . . . 76 
- del m enor . . . . . . . . . . . 76 
- del obrero, . . . . . . . . . . 52 
- del tutor, . . . . . . . . . . . . 76 
Conser vación del empleo, 153 
Consolidación de l a lesión, 191 
Con stancia en la ficha , . . 103 
Constitución , 16, 17, 19, 

20, 21 
Construcción, libreta de 

v acaciones, . . . . . . . . 63 
V . Empresas d e, 
Consultorio . . . . . . . . . . . . 50 
- de los de ntistas . . . . . 50 
- de los médicos . . . . . . . 50 
Contabilidad, . . . . . . . . . . 12 
Cont inuidad de los ser vi -

cios, . . . . . . . . . . . . 20, 23 
Contralor, . . . . . . . . . . . . . . 32 
- administrat ivo, 226 
- médico, . . . . . . . . . . . . . 200 
Contratación de equipos, 141 
Contrato 
- a término, . . . . . . . . . . 162 
- a prueba . . . . . . . . . . . . 189 
- de conchabo, . . . . . . . . 122 
-unilateral , . . . . . . . . . . 122 
- v erbal, . . . . . . . . . . . . . . 138 
Contra to de traba jo, 30, 

63, 1 65 , 67, 122, 135, 
157 , . ... . . . .... . ... . . 222 

-cláusulas especiales, . . 78 
- de m en or es, . . . . . . . . . 75 
- efectos de l a huelga so-

bre el , . . . . . . . . . . . . . . 148 
- interrupción , . . . . . . . . 185 
Convenios, . . . . . . . . . . . . . 32 
- colectivos, 36, 70 , 77, 

101 , 104, 111, 113, 11 9, 
133, 148, . . . . . . . . . . . . 169 

- internacionales, 210 



Convocatoria de los Conse-
jos, ............. . ... 114 

Cooperativas de consu mos, 
r etenciones, . . . . . . . . . . 106 

Cónyuge sobreviviente, . . 192 
Corredores, ........ . .... 140 
-a comisión, . . . . . . . . . . 223 

Creación de los Consejos, 
119, ................. 124 

Créditos p erson a les privi-
legiados, . . . . . . . . . . . . 109 

Criad os . . . . . . . . . . . . . . . . . 109 
Costas, .. 27, 39, 42, 106, 128 
Costos, . . . . . . . . . . . . 106, 128 

Costura de telas, . . 142, 163 
Cotizaciones sindicales, 213, 217 
Cuadrilla, . . . . . . . . . . . . . . 122 

Cuadros del movimiento 
sindical, . . . . . . . . . . . . 86 

Cuest ión social, . . . . . . . . . 16 
Culpabilidad del patrono, 35 

Culpa 
-del trabajador, . . . . . . 160 

-grave, ......... . .... 175 

Cumplimiento del contra-
to, ....... . .... . ... . 144 

Curación de las lesiones, 191 

Cura-dor "ad litem", . . . . 79 

Dador de trabajo, ...... 173 

Daño, ................ . 186 
Daños y perJUIClOS, 125, 127 

Deber de trabajar . . . . . . . 17 
Deberes cívicos, . . . . . . . . 154 

Declaración 
-de huelga, . . . . . . . . . . 148 
-de insalubridad, 198, 200 

- de enfermedad profe-
sional, . . . . . . . . . . . . . . 190 

Delegados 
- a la Conferencia de 

O. I. T., . . . . . . . . . . . . 212 

- del personal, . . . . . . . . 9 
obreros . . . . . . . . . . . . . . 119 

Delito, . . . . . . . . . . . . . . . . 175 

Democracia industrial, . . 9 

Demora en el pago de sala-
rios, .............. .. 101 

Denuncia 
-de accidente, . . . . . . . . 193 

234-

- de enfermedad, 194-
Dependen cia, ... ... .. 18. 137 
Dependencias, 31, 42, 43, 

45, 47, . . . . . . . . . . . . . . 49 

Dependientes, 27, 27, 39 . 
54, . .. . .... .. ..... .. . 109 

Derecho 
-a j ubilación, . . . . 158, 167 

-a licencia, . . . . . . . 61. 67 
-comparado, . .. ..... .. 228 

-común sobre el despi-
do, . . . . . . . . . . . . . . . 158 

-de agremiación, 205, 212 

-de asociación, .. . 206, 221 
- de huelga, . .. .... 21. 148 
-del artista, . . . . . . . . . 22 

-del inventor, . . . . . . . 22 

- de petición, ........ . 216 

-gremial, . . . . . 19 , 23. 149 
-protector, . . . . . . . . . . 15 

-sindical , . . . . . . . . 205, 226 
-social, . . . . . . . . . . . . 15-

Derecho del Trabajo, 18. 48 

Derechos, 
·-del cónyuge, ... .. 196, 201 
-individuales, . . . . . . . . . 17 
Desalojo, . . . . . . . . . . . . . . . 182 

Desinteligencias, . . . . . . . . 23 
Descanso, . . . . . . . . . . 45, 220 
-abonado, . . . . . . . . . . . . 52 

-compensatorio, 56 
- diario, . . . . . . . . . . . . . 33 

-dominical, . . . . . . 46. 51 
- imputable, . . . . . . . . . . 34 

-inte rmedio, 31, 32, 34, 
39, 73 . . . . . . . . . . . . . . . 81 

-menores, . . . . . . . . . . . . 47 

-obligatorio, . . . 33, 39, 42 

- semanal, 16, 19, 22, 45, . 
47, 54, 55, 73 . . . . . . . 87 

Desconocimiento de la or-
ganización, ... .. .... . 

Descuentos jubilatorios, .. 
-legales, . .. ........ . . 
Desocupación, . . . . . . . 23, 
Desperfectos, . .. ...... . . 
Despido, 41, 66, 90, 146, 

157, ..... .... . . .. . .. . 
- enfermos, 
-expreso, ............ . 

211 
105 

37 
62 

145 

224 
182 
159 

- 235 

-indirecto, . . . . . . . 159, 175 

-maternidad, . . . . . . 95, 184 

- técnico, . . . . . . . . . . . . . 16 
Destajistas, 53, 70, 127, 134 

Destajo, . . . . . . . . . . . . . . . . 68 

Deudas con el Estado, . . 106 
Día de asueto, . . . . . . 37 , 52 

Días, efectivamente labo-
rados, . . . . . . . . . . . . . . . 64 

Días, festivos, . . . . . . . 45, 220 
Diarios, . . . . . . . . . . . . . . . . 42 

Dietas, . . . . . . . . . . . . 106, 109 

Diferencias de salarios, . . 124 
·Dirección, . . . . . . . . . . . . . . 9 

Directores, . . . . . . 29, 43, 54 

Dirigentes, . . . . . . . . . . . 9, 30 

Disminución de jerarquía, 144 
Disposiciones consti tucio-

nales, . . ............. 220 

Distribución del trabajo, 
9, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22 

Doble ocupación, . . . . 35, 141 

Doble vínculo laboral, 141 
Documentación del pago, lOO 

Documentos de contralor, 68 
Dolo, . . . . . . . . . . . . . . 175, 189 

Domicilio del trabajador, 68 

Dueño, . . . . . . . . . . . . . . . . 40 
V. Patrono 

Empresa 
Establecimiento 

Duodécimo del aguinaldo, 165 

Edad, . . . . . . . . . . . . . . 27, 77 

Edad escolar, . . . . . . . 73, 81 

Edad mínima . . . . . . . . 72, 82 
Efecto suspensivo, . . . . . . . 132 
Efectos, 
-de la huelga, ...... .. 148 
- jurídicos d e los conve-

nios, . .. .. ... ... .. .. 122 

Ejecución del laudo, 124, 133 
Elección, de delegado a los 

C. de Salarios, 118, 128, 
129 

Embarazo . . . . . . . . . . . 88, 97 
Embargo, de sueldos, 106, 109 
Empleados, 7, 10, 18, 20, 

23, 27, 28, 29, 39, 32, 

34, 39, 42, 52, 54, 60, 
67, 69, 93, 109, . .... . 224 

-V. Obreros; Trabaja-
dores 

Empleados bancarios, . . . 1 7 4 

Empleo, . . . . . . . . . . . . . . . 25 

Empresas, 18, 22, 28, 29 

-de construcción, 27, 39, 154 

-de transporte, . . . . . . . . 48 
-privadas de serviCIOS 

públicos, . . . . . . . . 60, 67 
-rendimiento, . . . . 116, 131 

-riesgos económicos, .. 146 

Enajenación, . . . . . . . . 68, 171 
Encargados, 29, 35, 54, 225 

Enfermedad - accidente, . . 188 
Enfermedad, 23 , 59, 150, 223 

-- común, . . . . . . . . . . . . . . 151 
- definición, . . . . . . . . . . 187 
-grave, . . . . . . . . . . . . . . 182 

- incul pable, . . ... ... .. 150 
-pasajera, ...... .. . .. . 152 

Enfermedades consideradas 
profesionales, 182, 195, 201 

Enfermedades profesiona-
les, 32, 151, 182, 185, 226 

Enriquecimiento sin causa, 77 
Ensayo, contrato de, . . . . 189 
Enseñanza, 
- manual, . . . . . . . . . . . 80 

- primaria, . . . . . . . . 72, 81 

-profesional, . . . . . . 50, 54 
Entes Autónomos, . . . . . . 23 

Entierro, . . . . . . . . . . . . . . . 192 

Entrada de proveedores, . . 100 

Escritorios, 31, 43, 45, . . 49 
Especialización, . . . . . . . . 11 

Establecimientos, 
-bancarios, . ..... .. 31, 174 

-come rciales, 31, 34, 41, 
42, 46, .......... 47, 50 

-industriales, 31, 43, 47, 54 
- típicamente industria-

les, . .. .. . ........... 160 

Estaciones muertas, ..... 163 
Estadística, . . . . . . . . . . . . . 163 

Estado, . . . . . . . . . 18, 20. 189 



Estado de gravidez, .. 148, 184 
Estados democr áticos, . . . . 10 
Estatuto del Trabajador Ru -

ral , 28, 46, 60, 72, . . 180 
Estiba dores, ... .. .. 36, 72, 180 
Exámenes médicos, . . . . . . 200 
Exceso de stock, . . . . . . . . 145 
Ex tensión universitaria, 10 
Extinción del con tra to, 157 

Fábricas, . . . . . . . 27, 39, 40 
Fábrica West , . . . . . . . . . . 16 
Factor es, . . . . . . . . . . . . . . 14~ 

F acultades de l os sindica-
tos, . . . . . . . . . . . . . . . . . 207 

-de los Inspectores, . . . 40 
Facultad de IVIedicina, . . . 200 
Falta de m ate ria prima , . . 145 
F altas p or sa nciones disci-

plinarias, . . . . . . . . . . . 65 
Fallido, . . . . . . . . . . . . . . . . 105 
F allos de los Consejos de 

salar ios, . . . . . . . . . . . . 124 
Farm acias, . . . . . . . . . . . . . 4~ 

F echas de las licencias, 68 
F enómenos natur ales, . . . . 55 
Feriados p agos, . . . . . . 53, 63 
Ferias dominicales, 42 
Ferrocar r iles, 27, 29, 39 
Festividades, . . . . . . . . . . . 67 
F estivos, . . . . . . . . . . . . . . . ::!7 
- pagos, . . . . . . . . . . . . . . 63 
- p rincipales, . . . . . . . . . 53 

F ijación de fech a de otor-
ga mien to d e l a licencia , 69 

Fisca lización, . . . . . . . . . . . 34 
Fiscales Letrados, 42, 133, 194 
F lores, .-. . . . . . . . . . . . . . . . 42 
Formación del dirigente 

sindical , . . . . . . . . . . . . 11 
Forma de computa r el t iem -

p o tr abajado para la 
licencia , . . . . . . . . . . . . ti5 

Formas de producción, . . 16 
Forma escr i ta, . . . . . . . . . . 76 
Fondos depositados, 79, 83 
-inemb arga bles, 83 
Fraccionamiento de vaca -

ciones, 64 
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F r acción de jornada, . . . . 42 
F r anqu icias a los sindica-

tos, . . . ... ... .. .. .. .. 207 
Fuer za m ayor, . . . . . . 30, 55 
Funcionarios públicos, 18, 20 
- dir ectivas, . .. . .. •. . . . 33 

Funciones de los Conse jos 
de salarios, . . . . . . . . 11 4 

Fun ción pública, . . . . . . . 20 
Fundame ntos del derecho 

laboral , . . . . . . . . . . . . 71 
Fuerza norm a t iva, de los 

conve n ios, . . . . . . . . . . 121 
Fútbol, j ugadores, . . 135, 139 

Ganadería, . . . . . . 28, 73, 80 
Gente de mar , ... .. .... 105 
- V . Trabaj adores m a rí-

t imos 
Geografía económica, . . . . 12 
Gerentes, . . . . . . . 29, 43, 54 

- V. Directores 
Gestor de negocios, . . . . . 194 
Giro r egular de la empr esa , 162 

Goce de licen cia, . . . . . . . . 61 
Gráficos, . . . . . . . . . . . . . . . 36 
Gran des industrias . . . . . . . 10 
Gr anja , . . . . . . . . . . . . . . . . 52 

Gr atuidad, . . . . . . . . . . . . . . 194 
- del procedim iento, 62, 167 
Gravidez, . . . . . . . . . . . . . . 90 

Gr emio , . . . . . . . . . . . . 33, 35 
G uardas, . . . . . . . . . . . 27, 39 
Guardian es particula res, 28 

Habilitaciones, . . . . . . . . . 41 

1-Jabit ua lidad de la ocupa -
ción , . .. ... . ... . . . .. 190 

H ermanas de ca ridad, . . . 222 

H ernias, . . . . . . . . . . . . . . . . 188 
Her ramientas, . . . . . . . 54, 105 
Higien e física y moral , 19, 

22, . . . .. . . . . .. . . ..... 199 

Hijos de los comerciantes, 30 
H ipódromos, . . . . . . . . . . . i89 

H omologación de tarifas, 132 
Honorabilidad fun cion a l , 175 
H ora t io d e traba jo, 27, 29 , 

33, 35, 39, 40, 72, . . . 81 
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- continuo, . . . . . . . . 33, 34 
-de apertura, . . . . . . . . 33 
- de cier r e , . . . . . . . . . . . 33 
-de la bor, . ... .. 26, 27, 33 
-diario, . . . . . . . . . . 27, 30 

- especial , . . . . . . . . . . 32, 200 
- nocturno, . . . . 32, 37, 5~ 

- normal, . . . . . . . . . . . . 167 
-regula r , . . . . . . . . . . . . 29 

Horas extraordinarias, 32, 
35, 36, ..... .. .. . .. . . 220 

- a utorizadas, . . . . . . . . . 35 
- n o a u torizadas, . . . . . . 35 
Horas suplementarias , 3 5, 37 
H uelgas, 19, 23, 64 , 67, 112, 

147, 220, . . ... .. ..... 223 
Huelga de los funcionarios, 2 1 
H uelga de tra nsporte, . . 154 

Ilicitud civil de la i nte -
rrupción del servicio, 20 

Impresos contrarios a l a 
moral, . .... . . . .... 7, 82 

Inactividad, por huelga, 64 
Incapaces a car go, 192, 

196, ..... . ... . .... . . 201 
Incapacidad, 
-absoluta, . . . . . . . . . . . . 191 
- de m ás de t res d ías, . . 193 
~de trab a jo, . . . .. . . . . . 191 
- en relación al oficio, 

196, ................. 201 
- permanen te , 191, 196, 201 
-temporal , . . 191, 196, 20 1 
--total y perman e nte, 196, 201 
Inconstituciona lid ad, 21 , 118 

Incumplimiento del con-
trato, . .. ... . .... . . . . 157 

In demnización 
- en dinero, . . . . . . . . . . 56 
- despido por materni-

dad, . . . . . . . . . . . . 95 , 184 
-diaria, ... ... .. .... .. 191 

-normal por despido, . . 159 
- parcial por d espido, 159 
- p ermanentes, 196, 201 
- por d espido, . . 26, 37) 158 
- p or despido especial, 9 1 
-por desp ido, extra, 184 

- por licencia no gozada 68 
Independenci a de la con­

ciencia m or al y cívi ca 
del t rabajador, . . . 18 - 22 

Independencia sindical , . . 213 
Industr ia, 22, 28, 34, 48, 

54, . . . . . . . . . . . . . . . . . 60 
- de la construcción, . . 100 
- frigorífica , 173 , 177 
- panader a , . . . . . . . 34, 38 
- rur a l , . . . . . . . . . . . 28, 179 
- V . Actividades : Empre-

sas; Establecimientos 
Inept it ud, . . . . . . . . . . . . . . 180 
Inform ación sumaria, . . . . 193 
In fortunios del t raba jo, V. 

Acciden tes 
Infracciones a l a · legisl a­

ción del trabajo, . . . . . 35 
Ingreso a un n uevo empleo 176 
Jnha bilitación para el tra -

ba jo, .. . . ..... . ..... 152 

Inmuebles de r en ta, 28 
Inspectores, . . . . . 34, 40, 93 
In s tituciones oficiales d e 

enseñanza, . . . . . . . . . . 10 
Instituto Nacional del Tra­

bajo, 42, 64, 65, 69, 127, 
128, 133, . . . . . . . . . . . . 169 

Instr ucción eleme nta l , . . . 72 

Instrucción p rim aria, 73, 81 

Intereses, . . . . . . . . . . . . . . 102 

Intermediarios, 101, 102, 141 
I nterpretación , . . . . . . . . . 142 

·- J urisprudencia! 158 
Interrupciones, ..... .. 54, 143 
Interrupciones d el contra-

to, .. . . . .. .. .. . ..... 145 

Inv alidez, . . . . . . . . . . . . . . 23 

J efes de estaciones, . . . . . 29 
Jornada, . . . . 19, 25, 30 , 220 
Jornada completa, ... ..... 32 
J ornada continua , 3 1, 73, 81 

.Jorn ada d e l ab or, 170 
- de ocho horas, 127 
.,....- de t ra b ajo , . . . . . . . . . . 16 
- max1ma, . . . . . . . . 2 6, 32 
- normal , . . . . . . . . . . . . . 31 



-sem anal , . . . . . . . . 33, 45 
Jorna l de vacaciones, 67, 68 
- doble , . . . . . . . . . . . . . . 37 
- íntegro, . . . . . . . . . . . . 42 

· Jornaleros, . . . . . .... . 63, 70 
- despido, . . . . . . . . . . . . 158 
Jornales, . . . . . . . . . . . . . . . 41 
- de v acaciones, 67 
- fictos, . . . . . . . . . . . . . . 68 
,Jubilaciones, . . . . . . . . . . . 23 
- bancarias, . . . . . . . . . . . 174 
Jueces com petentes, . . . . . 133 
-de Paz, . . . . . . . . . . . . . 128 
-de Paz, competen cia, 126 
- Letr a dos Depart a m en-

t a les, 93 
Juez, 
- de Paz, . . . 180, 193 
- Let rado, . . . . . . . . . . . . 193 
- Letrado Corr eccion al , 93 
-Ldo. N. de Hacienda , 194 

Jugadores de fútbol , . . . . . 139 
Juicio de despi do, . . . . . . 167 
- ejecutivo, . . . . . . . . . . . 124 
-ordin ario , . . . . . . . . . . . 167 
- p or accidente, . . . . . . . . 193 
Jurisdicción, . . . . . . . . . . . . 222 
-de los Consejos, . . . . . . 130 

Justa cau sa , . . . . . . . . . . . . 180 
- remuner ación , 19 , 22, 

99, . . . . . . .. . . . . . . . .. 112 
Justicia del trabajo , . . . . . 229 
Jus - va riandi, . . . . . . . . . . 144 

L abor es prohibidas, 75, 80 , 
81, . . . . . . . . . . . . . . . 84 

L acas, . . . . . . . . . . . . . . . . . 88 
Lactancia, h orario , . . 91, 92 
L aico, . . . . . . . . . . . . . . . . . 54 
L audos, . . . . . . . . . . . . 32, 36 
- apelaci ón, . . 117, 13 1, 132 
- ejecución , 124, 133 

L ect u ra comentada, 13 
Legislaci ón del Trabajo , 26 
- sindical , . . . . . . . . . . . . . 205 
Lesión agravada, . . . . . . . 189 
- provocada, . . . . . . . . . . 189 

L eyes de salari os, . . 111 , 112 
L eyes ob reras , . . . . . . . . . 30 
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Libertad de asociación, 18 
-de coalición, . . . . . . . . 18 
- de reunión, . . . . . . . . . . 18 
-de sindicalización, 18 
-de t r abajo, . . . . . . . . . . 17 

Libreta de t raba jo, . . 73 , 81 
- de vacaciones, . . . . 63, 69 
L icencia, . . . . . . . . . . . 67, 220 
Licencia anua l, V. Vaca-

ciones 
-colect iva , . . . . . . . . . . . 69 
- de t écnicos . . . . . . . . . . 68 
- no franqueadas, 62 
- por enfermedad, . . . .. . 1 51 
- por maternidad 90 
Limitación de la jorn ada, 22 
-lega l de la jornada, . . 25 
Límite semanal, . . . . . . . . . 27 
Limp iadores, . . . . . . . . 28, 51 
Lim pieza d e motores, . . . . 87 
Locales de t rabajo, perma-

n e ncia, . . . . . . . . . . . . . . 88 
- en que t r abajen muje-

r es , . . . . . . . . . . . . . . . . . 86 
V. Allanamiento; Esta ­
b lecimientos 

Lock-out, . . . . . . . . . . . 20, 149 
Llamado bajo banderas, . . 150 
Maestras . . . . . . . . . . . . . . . 89 
Maestros, . . . . . . . . . . . .. . . . 140 
Mala con duct a , . . . . . . . . . . 180 

V. Despido; Notor i a m a·­
l a condu ct a 

Mal tiempo, . . . . . . . . . . . . . 154 
Manipulaciones periódicas, 34 
Máquinas, . . . . . . . . . . . . . . 54 
Marchandaje, . . . . . . . . . . . 102 
Marido, . . . . . . . . . . . . 196, 201 
Marineros, . . . . . . . . . . . . . . 36 

V . Gente de mar; Tra­
bajadores marítimos 

Materialidad del Derech o 
Laboral , . . . . . . . . . 2 19 

Maternidad, .. ... ... . . 59, 150 
- despido, 90 
- licencia , 90 
Ma;yoría de edad , . . . . 79 , 83 
Medias jor nadas, . . . . . . . . 33 

::Médico asistente , . . . .. . .. 194 
.Medidas disciplin aria s , . . . 23 
.Menore~, . . . . . . . . 28, 31, 221 
- a cargo, . . . . . . . . . . . . . 192 
- descanso, . . . . . . . . . . . . 56 
-de 12 años, 73, 81 
-de 14 años, . . . . . . 73 , 80 
-de 16 años, . . . ... 79 , 82 
- de 18 años . . . . 'YI, 73, 80 
-de 21 años, . .. . 74, 82, 202 
- de edad, . . . . . . . . . . . . 30 
- Hbreta de tra bajo, 73, 81 
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